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Glosario de siglas 
BM: Banco Mundial. 
BOCG: Boletín Oficial del Congreso. 
BOE: Boletín Oficial del Estado. 
BOJA: Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 
BOPA: Boletín Oficial del Parlamento Andaluz. 
CCAA: Comunidad Autónoma. 
CE: Constitución Española de 1978. 
CEPAL: Comisión Económica para América Latina y el Caribe. 
CIAP: Comité Interministerial de Auditoría de Programas. 
DGCS: Dirección General de la Cohesión Social. 
DOE: Documentos de Orientaciones Estratégicas. 
DPT: Documentos de Política Transversal. 
DRAE: Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española. 
DS: Diario Sesiones. 
DSPA: Diario de Sesiones del Parlamento Andaluz. 
FJ: Fundamento Jurídico. 
HALDE: Alta Autoridad para la Lucha contra la Discriminación y por la Igualdad. 
IAM: Instituto Andaluz de la Mujer. 
IEIG: Informe de Evaluación de Impacto de Género. 
IM: Instituto de la Mujer. 
IOIEIG: Informe de Observaciones del Informe de Evaluación de Impacto de Género. 
IPG: Índice de Potenciación de Género. 
JORF: Boletín Oficial del Estado Francés. 
LFI: Ley de Finanzas. 
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LGTBI: Colectivo de Lesbianas, Gais, Transexuales, Bisexuales e Intersexuales. 
LOI: Ley Orgánica 3/2007 de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. 
LOLF: Ley Orgánica Francesa relativa a las Leyes de Finanzas. 
LPL: Ley de Procedimiento Laboral. 
MAI: Memoria del Análisis de Impacto Normativo. 
OCDE: Organización de Cooperación y Desarrollo Económico. 
ONGD: Organización no Gubernamental para el Desarrollo. 
PAP: Proyectos Anuales de Rendimiento. 
PEG: Presupuestos con enfoque de Género. 
PIOM: Plan para la Igualdad de oportunidades de las Mujeres  y Hombres. 
PL: Proyecto de Ley. 
PLF: Proyecto de Ley  de Finanzas. 
PNB: Producto Nacional Bruto. 
PNUD: Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo 
RAP: Informe Anual de Rendimiento.  
RD: Real Decreto. 
RDC: Reglamento del Congreso. 
RGDC: Revista General de Derecho Constitucional. 
RGPP: Revisión General de Políticas Públicas. 
RPA: Reglamento del Parlamento de Andalucía. 
RS: Reglamento del Senado. 
SCN: Sistema de Contabilidad Nacional. 
SDFE: Servicio de Derechos de las Mujeres y de Igualdad. 
STC: Sentencia del Tribunal Constitucional. 
TEDH: Tribunal Europeo de Derechos Humanos. 
TJCE: Tribunal de Justicia Europeo. 
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UNWOMEN: Entidad de las Naciones Unidas para la Igualdad de Género y el 
Empoderamiento de las Mujeres. 
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I. Introducción 
 
"Sueña lo que te atrevas a soñar, ve donde quieras ir...sé lo que quieras ser... ¡vive!" 
Juan Salvador Gaviota 
 
Los postulados científicos universalmente aceptados en la actualidad, han pasado a lo largo de 
la historia por ser en algunas ocasiones considerados como herejías, locuras, elucubraciones 
de mentes enfermas o, en el mejor de los casos, ideas descabelladas.  
Desde hace unos años, ha comenzado a emplearse el género como método de 
investigación jurídica para poner de relieve cómo la aplicación de unas normas universales 
puede provocar efectos diferentes entre las personas. 
En este sentido Benhabib (1990: 127) reprocha a los autores del contractualismo clásico su 
apoyo a las  pretensiones universalistas en una sustitución implícita del sujeto abstracto por un 
sujeto específico, con la consecuencia de excluir a las mujeres del punto de vista moral al 
privatizar su experiencia.  
 
Las teorías morales universalistas occidentales desde Hobbes hasta 
Rawls son sustitucionalistas en el sentido de que el universalismo que 
defienden es definido subrepticiamente al identificar las experiencias de un 
grupo específico de sujetos como el caso paradigmático de los humanos como 
tales. Estos sujetos son adultos blancos y varones, propietarios o al menos 
profesionales. Quiero sustituir el universalismo sustitucionalista por el 
universalismo interactivo. 
El universalismo interactivo reconoce la pluralidad de modos de ser 
humano, y diferencia entre los humanos sin inhabilitar la validez moral y 
política de todas estas pluralidades y diferencias.  
 
La posibilidad del uso de la categoría género en la metodología de investigación 
científica, es decir «la reconstitución crítica y colectiva del significado de la experiencia 
social de la mujer, tal y como la viven las mujeres» (MacKinnon, 1989: 155), y más 
concretamente metodología de la investigación jurídica, como ya emplease Facio (1992: 11),  
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 Utilizo los mismos métodos que utiliza cualquier jurista, analizo los 
principios que fundamentan la norma, examino la evolución histórica y los 
antecedentes, [...] Lo que sí hago diferente a los analistas androcéntricos, es 
que le doy importancia a lo que las mujeres tienen que decir sobre el hecho en 
cuestión, hago un análisis crítico de cómo los juristas androcéntricos han 
conceptualizado el fenómeno jurídico y le doy importancia a hechos que la 
inmensa mayoría no ha considerado relevantes. 
 
Se debe en gran parte a toda la reivindicación de los diversos movimientos feministas, 
que adquirieron una fuerza sin precedente durante toda la segunda mitad del siglo pasado, y 
que consiguieron crear una categoría, el género, que acababa con el reduccionismo de la 
categoría dual sexo (macho/hembra). 
Sin embargo y pese a todo el trabajo realizado, sobre todo durante las décadas de los 
años ochenta y noventa, por las militantes feministas,  que no hemos de olvidar que gran parte 
formaban parte de la academia desde Millet (1969: 68) que expuso la idea de que “El 
patriarcado es una forma de dominación sexual, y el sexo, es una categoría social 
impregnada de política”, pasando por Butler que explora el sentido de género como elección 
del «llegar a ser» y la posibilidad de realizar «elecciones de género» a partir de los 
presupuestos de Beauvoir (1949), (para Butler (1990: 3-4), el «sujeto del feminismo», 
entendido como las mujeres englobadas en la categoría de género, ha dejado de tener fuerza 
emancipadora y ha pasado a transformarse en un concepto opresor y excluyente que ignora la 
diversidad entre mujeres con distintas realidades culturales o sociales); hasta más 
recientemente Dorlin (2011: 109-129) que abre nuevas esferas de discusión en los espacios 
feministas reflexionando si la “praxis queer” debe entenderse como una subversión o 
subyugación de las normas.  
Pues bien pese a todo este esfuerzo; hoy observamos con desazón como todo este 
trabajo se ve seriamente amenazado cuando descubrimos que el patriarcado ha sido capaz de 
encasillar a la categoría género en el orden nuevamente de categoría binaria 
(masculino/femenino). 
Este fenómeno reduccionista de la amplitud inicial con la que fue concebida la 
categoría género, ha provocado que se llegue a invisibilizar y silenciar, aun más, a aquellos 
sectores de la sociedad que ya eran invisibles; de esta manera, se ha negado una existencia 
jurídica a otras realidades sociales no binarias (personas del colectivo TRANS, por ejemplo) y 
además se ha perpetuado la eterna situación de dominación sobre las mujeres. 
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Resulta paradójico observar como el ser humano que ha sido capaz de crear 
sociedades tan complejas como en las que vivimos y normas para regirlas, no haya sido capaz 
de crear un espacio justo e igualitario dentro de ellas para todas las personas que la 
conforman.  
Estas sociedades han obviado y por tanto excluido y discriminado, a todo un sector de 
su propia población, y lo ha hecho por un lado, legitimando como único y verdadero al 
sistema patriarcal heterosexista, donde el modelo a seguir es el varón blanco joven 
heterosexual y rico; y por otro lado lo ha hecho limitando el poder creativo del ser humano a 
una lógica binaria y excluyente, donde se han equiparado, e imaginamos que no por 
casualidad, conceptos y categorías tales como sexo y género (Butler, 1990: 67-89). 
Ante esta situación es imposible no preguntarse cómo en pleno siglo XXI  y pese a la 
cantidad ingente de normas existentes, no somos capaces de asegurar sociedad justa equitativa 
e igualitaria para todas las personas. No podemos dejar de preguntarnos cómo tras siglos de 
dominación heteromasculina, la igualdad real y de oportunidades de mujeres y hombres sigue 
siendo una asignatura pendiente en todas las sociedades. Vemos como no ha bastado con la 
proclamación formal del Principio Universal de Igualdad recogido en la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos de 1948. 
 Quizás se partió de una premisa errónea, al dar por sentado que todas las personas 
partíamos desde el mismo punto de salida y en las mismas condiciones. Evidentemente no 
era, ni es, así. Y es que aún queda mucho por hacer y debe hacerse de manera urgente y en 
tiempos paralelos. 
Entre muchos de los retos que tenemos por delante consideramos como prioritarios la 
necesidad por un lado de crear sistemas jurídicos que permitan la apertura a nuevas sujetos 
jurídicos no binarios, nuevas categorías jurídicas no basadas en el sexo biológico, para así dar 
cabida a todas aquellas personas que están invisibilizadas por encontrarse en los márgenes de 
lo dictado en esta sociedad patriarcal binaria.  
Y por otro lado, consideramos urgente abolir la histórica situación de inferioridad que 
las mujeres venimos sufriendo en todas las esferas de la vida y que tiene como consecuencia 
entre otras cosas la imposibilidad de situarnos en el mismo punto de partida legal en el que se 
encuentran los hombres: 
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…Si hablamos de riqueza, la mujer es más pobre. Si hablamos de 
violencia, la mujer es más víctima. Si hablamos de oportunidades, la mujer ha 
dispuesto históricamente de menos posibilidades de formarse y desarrollarse 
personalmente. Si hablamos de empleo, la mujer es más desempleada. Si 
hablamos de participación social, la mujer está menos representada. Si 
hablamos de economía sumergida, sin derechos, la mujer suele ser la más 
explotada. Si hablamos de conciliación de la vida familiar y de la vida laboral, 
la mujer es la que dedica más esfuerzo al cuidado doméstico. 
[…] Desigualdades que no tienen argumento más allá de lo cultural, la 
tradición, etc.…, es decir del rol secundario que a través del tiempo de ha 
otorgado a las mujeres.
1
 
 
Para conseguir superar esa inferioridad histórica a la que hemos estado abocadas las 
mujeres, abandonar los roles a los que mujeres y hombre hemos estado sometidos, y 
conseguir una sociedad igualitaria en derechos y obligaciones para todas la personas, es 
necesario que los poderes públicos remuevan los obstáculos que lo impiden. 
 
a. Hipótesis de trabajo y objetivo de la investigación 
 
Así bien, el punto de partida que define el inicio de esta investigación es el hecho, más que 
demostrado y contrastado, que pese a la gran cantidad de legislación que se elabora tanto en el 
ámbito europeo, en el estatal y autonómico andaluz, la desigualad real y de oportunidades 
entre las personas componentes de la sociedad lejos de tender a desaparecer, se mantiene o, 
incluso, en muchas ámbitos de la vida pública y privada, crece cada día; siendo esta situación 
de desigualdad real y de oportunidades especialmente clara si se compara la situación de 
partida y el acceso a las distintas oportunidades entre mujeres y hombres. 
Por otra parte, no podemos pasar por alto que, desde un punto de vista legislativo, la 
aplicación de determinadas normas aparentemente neutras, provoca distintos resultados en 
mujeres y en hombres, perpetuando unas veces, y haciendo crecer, en otras, las brechas de 
desigualdad entre mujeres y hombres en nuestra sociedad. 
Con el fin de analizar las medidas que en la actualidad se estén poniendo en práctica 
para la eliminación de las brechas de desigualdad entre mujeres y hombres, hemos 
considerado oportuno llevar a cabo el análisis de la inserción del enfoque de género en los 
                                                     
1 COMISIÓN DE IMPACTO DE GÉNERO EN LOS PRESUPUESTOS: Informe de Evaluación de Impacto de Género del 
Presupuesto de la Comunidad Autonomía de Andalucía para 2006, Junta de Andalucía, Consejería de Economía y Hacienda, 
Sevilla, p. 7. 
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presupuestos públicos orientados a resultados, ya que el presupuesto público el elemento más 
adecuado para aplicar la transversalidad de género, y ello está favoreciendo al cambio cultural 
necesario para que la dimensión de género se integre en todas las fases y a todos los niveles 
de la labor de la administración.  
Dadas las similitudes encontradas en la introducción de la dimensión de género en  la 
elaboración de los presupuestos tanto de la comunidad autónoma andaluza  como en la 
elaboración los presupuestos del estado francés (sobre todo a partir del año 2000 en el que el 
gobierno francés establecía en su artículo núm. 132 de la Ley de Presupuesto para el año 2000 
que: “El Gobierno presentará cada año en el anexo a la Ley de presupuestos, una relación de 
los fondos que contribuyan a las acciones para promover los derechos de la mujer”.) Este 
estudio para la incorporación de la dimensión de género tendrá un carácter comparado de 
ambas estrategias (la francesa y la autonómica andaluza).   Ante esta realidad, nos planteamos 
tres objetivos generales claramente definidos: 
 
I. Análisis cuantitativo y cualitativo en dos ámbitos, el estatal y autonómico andaluz, de 
las herramientas que se han creado para prevenir que textos legislativos que en su 
origen se configuran como disposiciones normativas neutras, resulten sexistas una vez 
elaboradas, atentando de esta manera con el principio constitucional de igualdad.  
Así, en el ámbito estatal se analizaran los Informes de Evaluación de Impacto 
de Genero y las Memorias de Análisis de Impacto Normativo elaboradas en España 
durante la VIII y IX legislatura, a la luz de lo establecido en la Ley 30/2003 de 13 de 
octubre, sobre medidas para incorporar la valoración de impacto de género en las 
disposiciones normativas que elabore el Gobierno, y del Real Decreto 1083/2009,  de 
3 de julio, por el que se regula la memoria del análisis de impacto normativo que la 
desarrolla. 
Y en el ámbito autonómico andaluz se analizarán los Informes de Evaluación 
de Impacto de Genero y sus correlativos Informes de Observaciones de los Informes 
Evaluación de Impacto de Genero, elaborados a tenor de lo dispuesto en la Ley 
18/2003, de 29 de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales y 
administrativas, y el Decreto 99/2004, de 9 de marzo, por el que se regula el Informe 
de evaluación de Impacto de Género  en los proyectos de ley y reglamentos que 
apruebe el Consejo de Gobierno, que la ha venido desarrollando. 
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II. Estimación cuantitativa y cualitativa en dos ámbitos, el estatal y autonómico andaluz, 
de las medidas correctoras que habiéndose señalado a través de los Informes de 
Evaluación de Impacto de Género y las Memorias de Análisis de Impacto Normativo 
en los proyectos elaborados por el Gobierno han sido contempladas finalmente, pese a 
no tener carácter vinculante en la redacción final de los textos legislativos, que son 
posteriormente publicados en los distintos Boletines Oficiales. 
 
III. Estudio de la inserción del enfoque de género en los presupuestos públicos orientados  
resultados. Estudio de casos: Estado francés y la comunidad autónoma andaluza. 
 
b. Estructura de la tesis  
 
Con el objetivo de ordenar todas las cuestiones precedentes, hemos distribuido el presente 
trabajo de investigación en seis capítulos divididos a su vez en tantos epígrafes y subepígrafes 
como han sido necesarios para la sistemática del trabajo. 
Precedido de una introducción donde hemos querido reflejar las líneas directrices que  
hemos desarrollado a lo largo de todo el trabajo, iniciamos el primer capítulo abordando la 
necesidad de cambiar y ampliar las categorías jurídicas de los actuales sujetos de derecho, 
para evitar la desprotección jurídica de aquellas personas que no responden al modelo 
establecido por la sociedad patriarcal heteronormativa en la que vivimos. En esa misma línea 
hemos querido recuperar la categoría género para evitar situaciones jurídicas discriminatorias 
y hemos puesta en escena la igualdad de géneros en  la normativa comunitaria y estatal 
francesa. 
El segundo capítulo lo hemos consagrado al estudio del derecho de igualdad en el 
orden jurídico estatal español y autonómico andaluz, centrándonos muy especialmente para 
ello en la Ley Orgánica para la Igualdad 3/2007 de 22 de marzo como primera ley que 
desarrolla el principio de igualdad y la Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción 
de la igualdad de género en Andalucía. 
A través de los capítulos tercero y cuarto hemos pretendido alcanzar concretamente los 
objetivos que nos habíamos marcado a la hora de elaborar el presente trabajo de investigación. 
Así en el capítulo tercero, referido al ámbito estatal, tras el análisis de los Informes de 
Evaluación de Impacto de Genero y las Memorias de Análisis de Impacto Normativo 
elaboradas en España durante la VIII y IX legislatura, hemos intentado conocer cuantas leyes 
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habían contemplado y corregido aquellos enunciados que hubiesen resultados sexistas aunque 
dicha consecuencia nunca hubiese sido ni deseada no hubiese estado prevista. 
Esta misma dinámica de análisis ha sido la utilizada para el capítulo cuarto, de ámbito 
autonómico andaluz, cuando se han analizado cuantas leyes habían corregido y por tanto 
habían contemplando las medidas establecidas en  los Informes de Evaluación de Impacto de 
Genero y sus correlativos Informes de Observaciones de los Informes Evaluación de Impacto 
de Genero, elaborados por el Gobierno. 
El quinto capítulo, que es sobre el que recae el peso de la Mención Europea del título 
de Doctora
2
, a la que se aspira con el presente trabajo de investigación, se ha configurado en 
dos partes concatenadas, en la primera, se ha analizado la inserción del enfoque de género en 
los presupuestos públicos orientados a resultados, como metodología a seguir para una 
aplicación transversal del principio de Mainstreaming en la administración pública, y como 
ejemplo de ello, en la segunda parte hemos llevado a cabo un estudio comparado de dos entes 
territoriales que aunque de diferente categoría administrativa (Comunidad autónoma andaluza 
y Estado francés) poseen gran cantidad de similitudes en la manera de llevar a cabo la 
introducción de la dimensión de género en  la elaboración de sus presupuestos.  
                                                     
2 La Mención europea en el título de doctor se recoge en las Normas Reguladoras de los Estudios de Doctorado adaptadas al 
EEES. Propuestas por la Comisión de Másteres y Doctorado de 24.04.2009  (Aprobadas por Consejo de Gobierno de 
30.04.09 y modificada por Consejo de Gobierno de 24.07.09), de la Universidad de Córdoba. Y más concretamente se 
localiza en su TITULO IX,  art. 43, que establece que: 1. Se podrá incluir en el anverso del título de doctor o doctora la 
mención de doctor o doctora europeos siempre que concurran las siguientes circunstancias: 
 a) Que durante el periodo de formación necesario para la obtención del título de doctor o doctora, el doctorando o 
doctoranda haya realizado una estancia mínima de tres meses fuera de España en una institución de enseñanza superior o 
centro de investigación de un Estado miembro de la Unión Europea, cursando estudios o realizando trabajos de 
investigación. La estancia ha de ser reconocida por la persona que dirija la tesis, y debe ser acreditada con el certificado 
correspondiente expedido por la persona responsable del grupo de investigación del organismo o los organismos donde se 
haya realizado. 
b) Que parte de la tesis doctoral, al menos el resumen y las conclusiones, se haya redactado y sea presentado en una de las 
lenguas oficiales de la Unión Europea distinta a cualquiera de las lenguas oficiales en España. 
c) Que la tesis cuente con el informe previo, acreditado oficialmente, de un mínimo de dos personas expertas pertenecientes 
a alguna institución de educación superior o instituto de investigación de un Estado miembro de la Unión Europea distinto 
de España. 
d) Que al menos una persona experta, perteneciente a alguna institución de educación superior o centro de investigación de 
un Estado miembro de la Unión Europea distinto de España, con el título de doctor o doctora, y diferente de las que hayan 
emitido el informe previo previsto en el apartado anterior y de la persona que haya emitido el certificado de reconocimiento 
de la estancia (apartado a), tiene que formar parte del tribunal de evaluación de la tesis. 
2. La defensa de la tesis ha de ser efectuada en la Universidad de Córdoba. 
3. La solicitud de la mención europea del título de doctor o doctora deberá formularse simultáneamente a la presentación de 
la tesis doctoral para su admisión a trámite. 
4. La concesión de la mención "Doctor o Doctora Europea" dará derecho a la expedición de una certificación y/o diploma 
acreditativo de tal condición. 
La aspiración a la obtención de la Mención Europea justifica el por qué la introducción y las conclusiones del 
presente trabajo de investigación se hallan en lengua castellana y también en francés. 
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El último capítulo lo hemos dedicado a compilar todas las conclusiones a las que 
hemos llegados tras  haber concluido con los objetivos que nos habíamos propuesto cuando 
diseñamos la presente investigación.  
Acompañando a estos seis capítulos presentamos un interesante Anexo donde hemos 
recogido todos los Informes de Evaluación de Impacto de Género y las Memorias de Análisis 
de Impacto Normativo elaboradas durante la VIII y IX legislatura, en el ámbito estatal y todos 
los Informes de Evaluación de Impacto de Género y sus correlativos Informes de 
Observaciones de los Informes Evaluación de Impacto de Género, del ámbito autonómico 
andaluz que hemos obtenido a lo largo de nuestra investigación. 
Con este Anexo pretendemos visibilizar y sobre todo apoyar todas y cada una de las 
afirmaciones y conclusiones que seguidamente pasaremos a exponer. El hecho de 
acompañarlas en formato papel y no en formato digital, responde al hecho de que estos 
informes no están digitalizados en los servicios de archivo del Congreso de los Diputados, y 
por tanto ni se pueden encontrar en internet ni se pueden visualizar ni siquiera desde la propia 
intranet del Congreso de los Diputados. La única manera de poder analizar su contenido es 
buscándolos en los madrileños sótanos del  Congreso de los Diputados. 
Esta afirmación conlleva a señalar que, en pleno s. XXI, la manera de conseguir los 
citados informes y memorias, ha sido la utilizada por los documentalistas en el pasado: 
examinando uno por uno, de manera manual, todos los dosieres de los proyectos legislativos 
aprobados durante ambas legislatura, y tras localizar en éstos el informe o la memoria 
correspondiente, si existía, hemos procedido, previa autorización, a fotocopiarlos para poder 
realizar los análisis cuantitativos y cualitativos que presentamos. 
No obstante, debemos señalar que el sistema de archivo del Parlamento Andaluz sí que 
tiene los informes digitalizados; el problema en el ámbito autonómico es que estos informes 
se digitalizan cuando el dossier legislativo esta completo, de manera que para este servicio 
resulta humanamente imposible llevar un registro digital al día de los dosieres legislativos, 
pues estos van de una comisión a otra y solo llegan al archivo una vez el proyecto de ley 
queda aprobado, tramitación que puede llegar incluso a durar varios años. 
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c. Metodología 
 
El trabajo que pasaremos a exponer se ha elaborado siguiendo una metodología de 
investigación clásica en las ciencias jurídicas basada en primer lugar en el estudio de la 
bibliografía, doctrina, jurisprudencia, textos, estadísticas y toda la literatura jurídica tanto en 
inglés, francés como en español, para el manejo conceptual y argumental del sujeto de nuestra 
investigación
3
.  
Llevaremos a cabo un estudio de la evolución histórica y análisis de los textos vigentes 
(cuantitativo y cualitativo), de los conceptos jurídicos determinados e indeterminados, usando 
para ello un análisis de la jurisprudencia, que también nos revelará las distancias entre lo 
legislado y lo aplicado.  
Veremos como los análisis de los textos legales, normas y jurisprudencia, son básicos 
para estudiar los conceptos y la eficacia de la regulación sobre el tema objeto de nuestra 
investigación. Se entenderá por tal, el grado de consecución obtenido en la regulación sobre 
estimativa de impacto de género. 
En segundo lugar hemos optado por un método lógico-deductivo que nos ha 
posibilitado ordenar los datos empíricos extraídos sobre todo en los capítulos tercero cuarto y 
quinto y nos ha permitido finalmente sistematizarlos e interpretarlos con la visión de conjunto 
que se requiere de este tipo de investigaciones. 
Una de las singularidades de esta investigación es que el análisis que en ella se hace, 
se lleva a cabo, desde el pluralismo jurídico (ONU, UE, Francia), superador del monopolio 
estatal, la estimativa de impacto de género a través de los informes de impacto de género.  
Desde un punto de vita socio-jurídico somos conscientes de que como juristas, 
tenemos la obligación de participar en la consolidación de una sociedad cada vez más justa y 
más equitativa en lo referente a la igualdad real y de oportunidades, para todas las personas. 
Así bien y ante esta situación, consideramos que para este trabajo, que se haya  inscrito 
en la Sociología jurídica (donde Derecho y Sociedad están íntimamente relacionados), se 
requería hacer uso de una metodología socio-jurídica que nos permitiese para llevar a cabo un 
                                                     
3 Para el uso de esta metodología ha sido indispensable el análisis de una parte de la obra de ATIENZA, en concreto 
ATIENZA, M, El derecho como argumentación. ISEGORíN21. 1999. Web: 
http://www.google.fr/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=4&ved=0CGkQFjAD&url=http%3A%2F%2Fisegoria.r
evistas.csic.es%2Findex.php%2Fisegoria%2Farticle%2Fdownload%2F76%2F76&ei=CMS4T_q7J4Gt0QW1yZXSBw&usg=
AFQjCNFGkACznSJMenqNJohqro4igaXo2Q&sig2=3rpp7oX-LIKYMZj0utTf_Q  (Consultada en última ocasión en marzo 
2012). 
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análisis de los problemas y las soluciones que desde una sociedad dada, en un momento 
determinado se pudiesen aportar a través del ámbito jurídico. 
 Sin duda, se trata de una apuesta por acercar la Academia a la Sociedad para que los 
conocimientos se apliquen y se retroalimenten
4
. Se parte de las normas jurídicas y se analiza 
si ha conseguido el impacto social esperado, en nuestro caso, disminuir la brecha de género.  
El uso de una metodología socio-jurídica nos conduce hacia esta metodología 
específica dentro del ámbito jurídico. Hemos trabajado teniendo en cuenta las aportaciones 
realizadas desde la epistemología feminista a partir de principios de la década de los ochenta, 
empezando por las elaboradas por Harding (1993: 18)  que señala que “es falso creer que la 
metodología científica necesita de la eliminación de todos los valores sociales en los procesos 
científicos” hasta llegar a las aportaciones hechas desde el feminismo radical5  donde  
Haraway (2007: 130)  como una de sus exponentes establece que “ Los saberes adquiridos 
necesitan que el objeto del conocimiento sea visto como un actor, como un sujeto y  no como 
una simple pantalla, un terreno o una fuente de investigación”.6 
Así, vemos que desde un punto de vista epistemológico en los años ochenta las 
feministas liberales
7
 asumen la herencia teórica de sus predecesoras ilustradas y se centran en 
el paso imprescindible de acabar con todas las barreras legales, que entonces eran numerosas. 
Así, si debemos señalar los dos grandes temas que sirvieron de eje tanto para la movilización 
como para la reflexión teórica de estos años. Uno de ellos estuvo representado por el lema 
                                                     
4 En este sentido la obra de NORBERTO BOBBIO es muy ilustrativa ya que para él, a diferencia  de KELSEN, el derecho no 
representa más que un discurso, un conjunto de actos de comunicación lingüísticas preceptivas, es  decir un conjunto de 
enunciados que tienen como objetivo influir en la conducta de otro. Por tanto, la ciencia jurídica no se presenta como una 
ciencia "normativa", sino más bien como un análisis lingüístico del discurso del legislador. 
La ciencia del derecho así es apreciado por BOBBIO como el "discurso de un discurso ", un metalenguaje descriptivo. Pero, 
en la medida de que este discurso cumple una función social, la teoría del derecho constituye también un instrumento de 
análisis del poder y en base a ello  el derecho puede entendido como una medida organizadora  del uso de la fuerza.  De esta 
manera la metodología analítica arroja una nueva luz a la problemática que enfrentan a la metodología y a la Teoría del 
Derecho. BOBBIO, N, Essais de théorie du droit (Recueil de textes),  LGDJ / Montchrestien. France 2000. 
5 A partir de los años se acentúa el hecho de que ya no se puede hablar de un solo feminismo sino que hay tantas clases de 
feminismo como visiones sobre la situación de las mujeres se tengan, destacándose muy especialmente tres perspectivas muy 
distintas: el feminismo liberal, el feminismo radical y el feminismo socialista.  
Estas denominaciones fueron adoptadas por los propios colectivos feministas para enfatizar la variedad de reivindicaciones y 
objetivos a conseguir, así como las distintas procedencias políticas y teóricas de sus protagonistas.  
Ello dio origen a la necesidad de distinguirse internamente para reflejar la multiplicidad de enfoques. Cada uno de estos 
feminismos representa una elaboración definida de unos conceptos y una metodología diferenciados. Incluso coincidiendo en 
la conveniencia de utilizar los mismos instrumentos de análisis, como es el caso del concepto de patriarcado, estos distintos 
enfoques desarrollaron un tipo de reflexión propia y dotaron a los conceptos de un campo de aplicación específico. 
6  La traducción es nuestra. 
7 Definiremos el feminismo liberal de un modo simplificador como aquel tipo de feminismo que piensa que los problemas de 
subordinación de las mujeres se solucionan suprimiendo restricciones legales que impiden la entrada de éstas en el espacio 
público. 
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tantas veces invocado de “lo personal es político” (Millet, 1969) con el que se quería llamar 
la atención sobre los conflictos y problemas que las mujeres afrontan en el ámbito privado. El 
otro tema presente fue el análisis de las causas de la opresión, en el que el concepto de 
patriarcado desempeñaría un papel fundamental.  Junto a estos dos temas centrales también se 
comenzó a cuestionarse el androcentrismo, la neutralidad y el conocimiento objetivo en la 
ciencia. También cobra una especial relevancia la ética.  
Así, emplearemos la citada metodología para el análisis cualitativo de los Informes de 
Evaluación de Impacto de Género y  de las Memorias de Análisis de Impacto Normativo; y 
colateralmente esto nos llevara a un análisis cuantitativo. Esta visión, obtenida a lo largo de la 
investigación, nos llevó la necesidad de buscar una herramienta más afín como la metodología 
jurídico-feminista. 
De otro lado, si partimos de la base que a través del leguaje construimos nuestros 
pensamientos, será desde el análisis de los citados informes y memorias, y del lenguaje 
empleado en los mismos, que podremos vislumbrar cuáles son sus referentes simbólicos y 
normativos. En consonancia con lo anterior, es relevante, como en toda investigación 
feminista, exponer que no es una investigación neutra en tanto que somos sujetos.  
A lo largo de la presente investigación hemos considerado oportuno utilizar como 
metodología de referencia, el Sistema Harvard (autor, fecha de edición, página), por su 
carácter claro, dinámico y directo, en el que se pueden encontrar rápidamente las referencias 
en la bibliografía; todo ello sin olvidar que actualmente es el sistema de referencia más 
demandado por las mejores y de mayor relieve revistas científicas.  
Así mismo, hemos elaborado un glosario de siglas, discriminadas en función de su 
aparición en el texto, cuyo criterio de selección ha sido el hecho de que la palabra sea citada 
en más de tres ocasiones. Este glosario pretende facilitar la lectura del presente trabajo de 
investigación.  
Finalmente en lo que a sistemas de llamadas a notas se refiere, hemos optado por el 
Sistema francés, en el que la llamada se sitúa inmediatamente antes de los signos de 
puntuación delimitadores principales (coma, punto y coma, dos puntos…), por considerarlo el 
más apropiado para la investigación en ciencias jurídicas y sociales.    
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Modestamente, se pretende que sea una investigación honrada desde el esfuerzo en 
explicar desde dónde se hace la investigación, qué se pretende con la misma y cómo va a 
alcanzarse, situándonos en el postfeminismo.  
Desde la óptica espacio temporal esta investigación comienza la Facultad de Derecho 
de la Universidad de Córdoba, como punto y seguido a la habíamos efectuamos para la 
obtención del Diploma de Estudios Avanzados. Así bien en el ámbito temporal, señalaremos 
por un lado que el comienzo de esta investigación se fecha a mediados del año 2007 y por 
otro lado dejamos constancia de que  las conclusiones y por tanto el final de este trabajo ha 
terminado de ser redactados en marzo de 2012.  
Debido a los ámbitos competenciales dentro de los que debíamos trabajar una vez 
trazada la hoja de ruta, se ha ido complementando con la búsqueda e investigación en otros 
organismos de la Comunidad Autónoma Andaluza, en primer lugar acudiendo al Parlamento 
Andaluz, concretamente a su biblioteca y a su servicio de documentación y archivo; y en 
segundo lugar acudiendo a las instalaciones del Instituto Andaluz de la Mujer en Sevilla.  
En cuanto a los aspectos éticos y políticos, encontramos una serie de trabas que 
obstaculizaron el desarrollo de la investigación. Fue difícil, y en algún caso imposible, 
conseguir los Informes de Observaciones de los Informes Evaluación de Impacto de Genero, 
elaborados por el Instituto Andaluz de la Mujer a tenor de lo dispuesto en la Ley 18/2003, de 
29 de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales y administrativas, y en el Decreto 
99/2004, de 9 de marzo, por el que se regula el Informe de evaluación de Impacto de Género  
en los proyectos de ley y reglamentos que apruebe el Consejo de Gobierno. No sabemos cuál 
es la razón puesto que, se supone, son públicos. De tal modo que aquellos Informes de 
Observaciones de los Informes Evaluación de Impacto de Genero que hemos podido obtener 
son los que se nos han facilitado el servicio de documentación y archivo del Parlamento 
Andaluz. 
El Congreso de los Diputados en Madrid y en concreto su servicio de documentación y 
archivo se ha convertido en fuente primaria de obtención de los datos que nos eran necesarios 
para este trabajo en el ámbito estatal. En este caso el desplazamiento personal ha sido 
inevitable ya que la documentación que requeríamos  solo es accesible desde la propia 
intranet del Congreso, razón por la cual hubo que solicitar un permiso para acceder al archivo 
del Congreso en calidad de investigadora.  
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La obtención de una de las “Ayudas para la realización de estancias en 2010 para la 
obtención de la mención europea en el título de doctora” convocadas por la Universidad de 
Córdoba, nos permitió trasladarnos a Paris para terminar le presente investigación en la 
Facultad de Derecho la Universidad de Nanterre, Paris X Ouest-la Defense, bajo la 
supervisión de las Profesoras Titulares de Derecho Público en dicha facultad Véronique 
Champeil-Desplats y Stéphanie Hennette Vauchez. 
En la Facultad de Derecho la Universidad de Nanterre, Paris X Ouest-la Defense y por 
el personal del Centro de Investigación sobre los Derechos Fundamentales (CREDOF), y por 
su directora la Profesora Champeil-Desplats; se llevo a cabo toda la parte referida al estudio 
comparativo de la inserción del enfoque de género en los presupuestos públicos orientados a 
resultados. Estudio de casos: Estado francés y la comunidad autónoma andaluza. 
Tras haber fijado mi residencia en París, y habiéndoseme posibilitado la magnífica 
oportunidad de formar parte del cuerpo docente de la Facultad de Derecho la Universidad de 
Nanterre, Paris X Ouest-la Defense durante los cursos académicos 2010-2011 y 2011-2012,  
evidentemente parte de la realización de esta investigación se ha visto compartida con 
intensos momentos de labor docente, que lejos de haber obstaculizado su avance, creo ha 
enriquecido su contenido y sin duda mis conocimientos personales y vitales. 
 
d. Marco legislativo inicial de la investigación 
 
Desde un punto de vista temporal, el marco legislativo donde ha de encuadrarse el  presente 
trabajo de investigación encuentra  sus raíces a lo largo de la segunda mitad del siglo XX, 
cuando los diferentes organismos internacionales empezaron a hacerse eco de la situación 
concreta de desigualdad de oportunidades que viven las mujeres, por el mero hecho de ser 
mujeres, es decir el elemento oponible y sometido al modelo instaurado dentro de la lógica 
binaria imperante, el varón (Simón, 2008: 11-35). 
Sin embargo, y pese a todos los esfuerzos que se han llevado a cabo desde los 
organismos internacionales
8
, no será hasta septiembre de 1995, en la IV Conferencia Mundial 
                                                     
8 A destacar: la Conferencia Mundial del año Internacional de la Mujer de 1975, México. Convención para la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la Mujer (CEDAW) de 1979. Conferencia Mundial del Decenio de las Naciones 
Unidas para la Mujer; Igualdad, Desarrollo y Paz de 1980, Copenhague. Conferencia Mundial para el examen y evaluación 
de los logros de las Naciones Unidas para la Mujer; Igualdad, Desarrollo y Paz de 1985, Nairobi. Convención Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención De Belém Do Pará” 1994. Web: 
http://www.un.org/spanish/conferences/Beijing/Mujer2011.htm (Consultada en última ocasión en marzo 2012). 
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sobre la Mujer de Naciones Unidas, realizada en Beijing, cuando la igualdad toma el peso 
suficiente para abordar esta materia con la seriedad que se merece.  
La Conferencia de Beijing aprobó la Declaración de Beijing y una Plataforma de 
Acción
9
. En ella los Gobiernos se comprometieron a impulsar, antes del término del S. XX, 
las estrategias acordadas en Nairobi en 1985 y a movilizar recursos para la realización de lo 
recogido las Resoluciones finales de esta Conferencia, la Declaración y la Plataforma de 
Acción. 
La Plataforma de Acción de Beijing es el documento más completo producido por una 
conferencia de Naciones Unidos en relación a los Derechos de las Mujeres, ya que incorpora 
lo estipulado en Conferencias y Tratados anteriores, tales como la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos
10
, la Declaración sobre la Eliminación de todas las formas de 
Discriminación contra la Mujeres y la Declaración de Viena
11
. También reafirma las 
definiciones de la Conferencia del Cairo 1994
12
.  
En este documento se acordaron una serie de puntos para eliminar la discriminación 
contra las mujeres y erradicar la pobreza. Se reconoció también, que los derechos humanos de 
las mujeres incluyen su derecho a tener control sobre su sexualidad y su reproducción; por 
ello habría que revisar las leyes que prevén castigos para las mujeres que han recurrido al 
aborto. Reforzar la legislación que protege los derechos de las mujeres, es imprescindible para 
conseguir la igualdad real: 
 
Los compromisos contraídos por los gobiernos en Beijing reflejan la 
comprensión de que la igualdad de la mujer debe ser un componente central de 
cualquier intento de resolver los problemas sociales, económicos y políticos 
del mundo. […] En consecuencia, si en el pasado las mujeres lucharon para 
que la igualdad entre los géneros formara parte del temario de la comunidad 
                                                     
9 ASAMBLEA GENERAL DE NACIONES UNIDAS. Declaración y  Plataforma de Acción de Beijing, de 4 a 15 de 
septiembre de 1995. A/CONF.177/20 17 de octubre de 1995. Web: 
http://www.unesco.org/water/news/pdf/beijing_declaration_es.pdf (Consultada en última ocasión en marzo 2012). 
 
10 NACIONES UNIDAS, Declaración Universal de los Derechos Humanos, de 10 de diciembre de 1948, Resolución 217 A 
(III), Web: http://www.un.org/es/documents/udhr/ (Consultada en última ocasión en marzo 2012). 
11 NACIONES UNIDAS. Declaración y el Programa de Acción de Viena aprobados por la Conferencia Mundial de 
Derechos Humanos el 25 de junio de 1993. A/CONF.157/23. Web 
http://www.unhchr.ch/huridocda/huridoca.nsf/%28Symbol%29/A.CONF.157.23.Sp (Consultada en última ocasión en marzo 
2012). 
12 NACIONES UNIDAS. Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo, del 5 a 13 de septiembre de 1994 El 
Cairo (Egipto). Web: http://www.un.org/popin/icpd/newslett/94_19/icpd9419.sp/1lead.stx.html. (Consultada en última 
ocasión en marzo 2012). 
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internacional, la igualdad entre los géneros es hoy uno de los principales 
factores que conforman ese temario.
 13 
 
Quizás uno de los aspectos más relevantes de las conclusiones de la Conferencia 
Mundial de Beijing, fue que en ella se reconoce por primera vez el Principio de 
Transversalidad (Mainstreaming)
14
, que fue reiterado cinco años después en el tercer periodo 
extraordinario de sesiones de la Asamblea General de Naciones Unidas; lo que popularmente 
se ha dado en llamar “Beijing + 5”15.  
En este contexto, y de forma paralela, en el ámbito de la Unión Europea se pone en 
marcha una nueva etapa en el proceso de construcción europea que ya desde 1957 se venía 
fraguando con la firma del Tratado de Roma. En esta nueva etapa toma un especial impulso el 
proceso de consolidación europea en materia de igualdad de oportunidades mujeres y 
hombres, con la entrada en vigor el día 1 de mayo de 1999 del Tratado de Ámsterdam, que 
viene a recoger y desarrollar entre otros aspectos el Principio de Transversalidad: 
 
Se trata de un Principio firme y creciente, en el seno de la Unión 
Europea. En efecto, ha sido reconocido por el art. 3 del Tratado de 
Ámsterdam, que ha incluido, como una de las prioridades a tener en cuenta en 
el diseño de Políticas Europeas, la promoción de la igualdad de mujeres y 
                                                     
13 ANNAN, K,  Secretario General de las Naciones Unidas. Período extraordinario de sesiones de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, Igualdad entre los géneros, desarrollo y paz en el siglo XXI, Nueva York, 5 a 9 de junio de 2000. Web: 
http://www.un.org/spanish/conferences/Beijing/mujer2021.htm (Consultada en última ocasión en marzo 2012). 
14 ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO: Herramientas para la igualdad. La idea de integrar las 
cuestiones de género en la totalidad de los programas sociales quedó claramente establecida como estrategia global para 
promover la igualdad entre los géneros, en la Plataforma de Acción adoptada en la Cuarta Conferencia Mundial de las 
Naciones Unidas sobre la Mujer, celebrada en Pekín en 1995. Dicha Plataforma resaltó la necesidad de garantizar que la 
igualdad entre los géneros es un objetivo primario en todas las áreas del desarrollo social. 
En julio de 1997 el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas (ECOSOC) definió el concepto de la 
tranversalización de la perspectiva de género en los siguientes términos: "Transversalizar la perspectiva de género es el 
proceso de valorar las implicaciones que tiene para los hombres y para las mujeres cualquier acción que se planifique, ya se 
trate de legislación, políticas o programas, en todas las áreas y en todos los niveles. Es una estrategia para conseguir que 
las preocupaciones y experiencias de las mujeres, al igual que las de los hombres, sean parte integrante en la elaboración, 
puesta en marcha, control y evaluación de las políticas y de los programas en todas las esferas políticas, económicas y 
sociales, de manera que las mujeres y los hombres puedan beneficiarse de ellos igualmente y no se perpetúe la desigualdad. 
El objetivo final de la integración es conseguir la igualdad de los géneros." 
Esta estrategia de transversalización incluye actividades específicas en el ámbito de la igualdad y acción positiva, ya sean los 
hombres o las mujeres, que se encuentren en posición de desventaja. Las intervenciones específicas para la igualdad pueden 
orientarse a las mujeres exclusivamente, a las mujeres y a los hombres al mismo tiempo o únicamente a los hombres, con el 
fin de que puedan participar en la labor de desarrollo y se beneficien de ella por igual. Se trata de medidas provisionales 
necesarias, concebidas para luchar contra las consecuencias directas e indirectas de la discriminación en el pasado. Web: 
http://www.ilo.org/public/spanish/bureau/gender/newsite2002/about/defin.htm (Consultada en última ocasión en marzo 
2012). 
15 ASAMBLEA GENERAL DE NACIONES UNIDAS, Informe del Comité Especial Plenario del vigésimo tercer período 
extraordinario de sesiones de la (Beijing + 5), Documentos Oficiales 2000. Vigésimo tercer período extraordinario de 
sesiones. Suplemento No. 3 (A/S-23/10/Rev.1). Nueva York, de 5 a 9 de junio de 2000.  Web: 
http://www.un.org/spanish/conferences/Beijing/as2310rev1.pdf (Consultada en última ocasión en marzo 2012). 
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hombres en todas las políticas y la eliminación de las discriminaciones. Se 
incluye como objetivo de la Unión, la promoción de la igualdad entre hombre y 
mujer y se condiciona el conjunto de las Políticas Comunitarias al objetivo de 
la consecución de esa igualdad (Rey Martínez, 2004: 500-523). 
 
Además del  Tratado de Ámsterdam, cabe destacar la firma del Pacto Europeo por la 
Igualdad de Género 2006
16
 cuyo objetivo fue fomentar la participación de la mujer en el 
mercado de trabajo, favoreciendo para ello medidas con las que mejorar el equilibrio entre la 
vida privada y la vida profesional de hombres y mujeres, y promover la igualdad de género.  
Con la creación del Tratado de Lisboa  se refuerza el principio de igualdad entre el 
hombre y la mujer, incluyéndolo  en los valores y objetivos de la Unión (artículo 2 y artículo 
3, apartado 3, del Tratado de la Unión Europea), y se establece el principio de integración de 
la dimensión de género en todas las políticas de la UE como acabamos de ver a través artículo 
8 del Tratado de funcionamiento de la Unión Europea
17
. 
Además de manera complementaria a este objetivo, y teniendo en cuenta que el 
Derecho europeo es la esencia de la especificidad de la Unión Europea, y que por tanto, debe 
asegurarse que las disposiciones legislativas y reglamentarias europeas estén bien canalizadas, 
que se apliquen de manera apropiada al nivel correspondiente y que sean proporcionales a 
todas las necesidades sociales; desde el año 2002, la Comisión Europea ha puesto en marcha, 
                                                     
16 En marzo de 2006, la Comisión Europea adoptó un Plan de Trabajo para la Igualdad entre las Mujeres y los Hombres que 
cubría el periodo 2006-2010.Este plan de trabajo esbozaba seis áreas prioritarias de actuación comunitaria sobre la igualdad 
entre los sexos para este periodo: la misma independencia económica para las mujeres y los hombres, la conciliación de la 
vida privada y la actividad profesional, la misma representación en la toma de decisiones, la erradicación de todas las formas 
de violencia de género, la eliminación de los estereotipos sexistas y la promoción de la igualdad en la política exterior y de 
desarrollo. Web 
http://europa.eu/legislation_summaries/employment_and_social_policy/equality_between_men_and_women/c10404_es.htm
Sobre la base del Plan de Trabajo 2006-2010, así como del Pacto Europeo por la Igualdad de Género, la Comisión presentó 
en septiembre de 2010 sus nuevas prioridades en materia de igualdad entre mujeres y hombres, concretadas en la Estrategia 
para la igualdad entre mujeres y hombres 2010-2015. Web: 
http://europa.eu/legislation_summaries/employment_and_social_policy/equality_between_men_and_women/em0037_es.htm 
En mayo de 2011 el Consejo de la UE, consciente de la necesidad de reafirmar y apoyar la estrecha relación entre la 
Estrategia de la Comisión Europea para la igualdad entre mujeres y hombres (2010-2015) y la estrategia «Europa 2020: para 
el empleo y un crecimiento inteligente, sostenible e integrador», 
(http://europa.eu/legislation_summaries/employment_and_social_policy/eu2020/em0028_es.htm )  reafirmó su compromiso 
de cumplir las ambiciones de la UE en materia de igualdad de género y adoptó el Pacto Europeo por la Igualdad de Género 
(2011-2020). http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=OJ:C:2011:155:0010:0013:ES:PDF (Consultadas en 
última ocasión en marzo 2012). 
17 Las acciones más recientes de la Unión Europea en el ámbito de la igualdad entre hombres y mujeres han sido las 
siguientes en el ámbito financiero la creación de los Programas: El Programa Progress (2007-2013) y el Programa Daphne III 
(2007-2013), sucesor de los programas Daphne (2000-2003) y Daphne II (2004-2006). 
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como veremos a lo largo de este trabajo, un programa de gran envergadura para simplificar y, 
en general, mejorar el marco regulador: “Legislar Mejor”18.  
Para la ejecución de dicho programa se ha hecho necesario tomar medidas en las 
distintas fases del ciclo político: examinar iniciativas nuevas, propuestas en fase de 
negociación y legislación ya publicada, es decir; ha sido necesario introducir un sistema para 
evaluar el impacto y mejorar el diseño de las propuestas importantes de la Comisión Europea. 
No obstante, no es la primera vez que la Unión Europea plantea la necesidad introducir 
un sistema para evaluar el impacto, de hecho en la línea de la situación de discriminación que 
se haya la mujer a la que antes hacíamos referencia, la Unión Europea, a través de la Decisión 
del Consejo sobre la estrategia a seguir en materia de igualdad entre hombres y mujeres 
(2001-2005)
19
, articula la evaluación del impacto en función del sexo en distintos ámbitos de 
intervención de la estrategia marco comunitaria (vida económica, social, vida civil, roles, 
etc.), como una de las acciones a emprender para el logro de los objetivos mencionados en el 
referido programa.  
Insiste como veremos, en un enfoque dual en el que la Transversalidad, en cuanto la 
integración de la dimensión de género en todas las políticas que afectan a las mujeres, venga 
acompañada de acciones positivas a favor de la igualdad. 
Este compromiso de la Unión Europea de integrar la perspectiva de género en el 
conjunto de Políticas Comunitarias nace de la siguiente constatación: decisiones políticas que, 
en principio, parecen no sexistas pueden tener un diferente impacto en las mujeres y en los 
hombres, a pesar de que dicha consecuencia ni estuviera prevista ni se deseara. 
La Comisión Europea aprobó una Comunicación sobre la transversalidad 
(mainstreaming) como un primer paso hacia la realización de este compromiso, mediante la 
elaboración de una “Guía para la Evaluación del Impacto en Función del Género”, guía que 
analizaremos en profundidad en el presente trabajo. 
                                                     
18 UNIÓN EUROPEA, Programa Legislar Mejor. Web: http://ec.europa.eu/governance/better_regulation/brochure_en.htm 
(Consultada en última ocasión en marzo 2012). 
19 UNIÓN EUROPEA, Decisión del Consejo, por la que se establece un programa de acción comunitaria sobre la estrategia 
a seguir en materia de igualdad entre hombres y mujeres (2001-2005),  de 20 de diciembre de 2000. Web:  
http://portal.aragob.es/pls/portal30/docs/FOLDER/IAM/TEMAS/POLITIGUAL/IGUALDAD.PDF (Consultada en última 
ocasión en marzo 2012). 
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Recientemente la Comisión ha aprobado La Carta de la Mujer
20 
a través de La 
pretende promover de forma más eficaz la igualdad entre mujeres y hombres en Europa y en 
el mundo. Las desigualdades por motivo de género afectan directamente a la cohesión 
económica y social, así como al crecimiento sostenible, la competitividad y el desarrollo 
demográfico.  
De igual manera España, como Estado Miembro de la Unión, viene desde hace años 
participando en el objetivo de lograr la igualdad entre mujeres y hombres y la eliminación de 
las desigualdades, elaborando para tal fin, políticas de igualdad de oportunidades de mujeres y 
hombres.  
Uno de los objetivos específicos de estas políticas es la aplicación de la 
Transversalidad de género. Así, con la elaboración del IV Plan para la Igualdad entre Mujeres 
y Hombres (2003-2006), ya se establecía como uno de sus dos principios fundamentales el 
que denomina de Mainstreaming y cuyo propósito se definía como: “Promover la defensa y 
garantía del principio de igualdad entre hombres y mujeres en todas las actividades y políticas 
a todos los niveles y evaluando sus posibles efectos”21. 
Durante el desarrollo del IV Plan, cabe destacar la promulgación de la Ley 30/2003, de 
13 de octubre, sobre medidas para incorporar la valoración de impacto de género en las 
disposiciones normativas que elabore el Gobierno
22
. La finalidad de esta ley no es otra que 
aplicar el Principio de Transversalidad, de manera que puedan analizarse, a través de los 
Informes de Evaluación de Impacto de Género, las eventuales consecuencias que tendrá la 
aplicación de la disposición normativa que se trate para mujeres y hombres antes de su 
aplicación. Para ello se requiere, identificar previamente las diferencias existentes en la 
situación de hombres y mujeres, utilizando datos estadísticos desagregados por sexos, e 
Indicadores de Género para valorar, a continuación, los efectos que tendrá la norma a aplicar 
sobre unos y otras. Con la promulgación de esta ley se consigue la transposición de las 
                                                     
20 UNIÓN EUROPEA, Carta de la Mujer, Comunicación de la Comisión de 5 de marzo de 2010 titulada «Un compromiso 
reforzado en favor de la igualdad entre mujeres y hombres - Una Carta de la Mujer: Declaración de la Comisión Europea con 
motivo del Día Internacional de la Mujer 2010 en conmemoración del 15º aniversario de la adopción de la Declaración y la 
Plataforma de Acción de la Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre la Mujer celebrada en Pekín, y del 30º 
aniversario de la Convención de las Naciones Unidas sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer» [COM(2010) 78 final - no publicada en el Diario Oficial]. Web: http://eur-
lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2010:0078:FIN:ES:PDF (Consultada en última ocasión en marzo 2012). 
 
21 IV Plan de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres. Gobierno de España. 2003-2006.  
22 BOE núm. 246, de 14 de octubre de 2003. 
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directrices comunitarias en materia de Igualdad, dando así cumplimiento a uno de los 
objetivos de la Plataforma de Acción de Beijing. 
Lo dispuesto en esta Ley 30/2003 de 13 de octubre, se ha visto reforzado, en primer 
lugar, con la creación de una normativa que la regula y desarrolla el Decreto Real Decreto 
1083/2009,  de 3 de julio, por el que se regula la memoria del análisis de impacto normativo
23
 
Y en segundo lugar, la estimativa y evaluación del impacto de género cobra una real 
importancia en el ámbito estatal a raíz de la publicación de la tan esperada Ley Orgánica 
3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres
24
, que se ha 
constituido como el marco de desarrollo del principio de igualdad.  
En ella a parte de las  modificaciones legislativas que tienen como objetivo avanzar en 
la igualdad real y en el ejercicio pleno de los derechos de mujeres y hombres, y para alcanzar 
tales objetivos propone la implementación de medidas transversales que incidan en todos los 
órdenes de la vida política, jurídica y social, a fin de erradicar las discriminaciones contra las 
mujeres; también se recoge la obligatoriedad de la elaboración de los Informes de Evaluación 
de Impacto de Genero. 
En el ámbito andaluz, y de forma casi simultánea a la publicación de la Ley 30/2003 
de 13 de octubre, se promulgó la Ley 18/2003, de 29 de diciembre, por que se aprueban 
medidas fiscales medidas fiscales y administrativas
25
. Se trataba de una Ley pionera, ya que 
por primera vez establece medidas concretas en materia de género, respondiendo así a los 
objetivos generales de avanzar en la consecución de la igualdad real y efectiva de las mujeres 
y los hombres, eliminar cualquier forma de discriminación y fomentar la participación de las 
mismas en la vida política, económica, cultural y social dentro de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, en el marco de lo dispuesto en Constitución y del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía. 
Mediante esta Ley, como ya pasara en el ámbito estatal,  se establece la obligación de 
elaborar un Informe de Evaluación de Impacto de Género (IEIG), que valore previamente en 
qué grado afectarán las disposición normativas que elabore el Consejo de Gobierno, a la 
situación real de mujeres y hombres en su posterior aplicación. 
                                                     
23 BOE núm. 173, de 18 de julio de 2009. 
24 BOE núm. 71, de 23 de marzo de 2007. 
25 BOJA núm. 251, de 31 de diciembre de 2003. 
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Esta Ley se venido desarrollando hasta el pasado mes de febrero de 2012, a través del 
Decreto 93/2004, de 9 de marzo, ya derogado
26
, que regulaba el informe de evaluación de 
impacto de género en los proyectos de ley y reglamentos que apruebe el Consejo de 
Gobierno
27
.  
Entre otros aspectos, este Decreto derogado, establecía la participación del Instituto 
Andaluz de la Mujer en el proceso de elaboración de los Informes de Evaluación de Impacto 
de Género, a través de un mecanismo de retroalimentación entre el Centro Directivo 
Competente que elabora el Informe y el Instituto Andaluz de la Mujer que los revisa, los 
enriquece y señala las observaciones pertinentes en un Informe de Observaciones que 
acompaña al primero. 
Al igual que pasara con la publicación de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, 
para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, en el ámbito estatal; la obligación de 
elaboración de los Informes de Evaluación de Impacto de Genero se ha visto reforzada en 
Andalucía con la  promulgación de la Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la Promoción de 
la Igualdad de Género en Andalucía.
28
  
Con esta Ley, Andalucía participa en los objetivos de alcanzar una sociedad 
igualitaria, justa, solidaria y democrática en la que las mujeres y hombres tengan, realmente, 
los mismos derechos y oportunidades. 
Sintetizado así pues, el marco legislativo en el que se desarrollará nuestra 
investigación, ha llegado pues el momento de adentrarse en el estudio y análisis de la eficacia 
y eficiencia de los Informes de Evaluación de Impacto de Genero y las Memorias de Análisis 
de Impacto Normativo, como herramientas concebidas para erradicar la brecha de desigualdad 
entre mujeres y hombres, en el ámbito estatal y autonómico andaluz.  
Es decir, ha llegado el momento de analizar cómo y en qué medida los Informes de 
Evaluación de Impacto de Genero y las Memorias de Análisis de Impacto Normativo están 
evitando que en la elaboración de la normativa se establezcan disposiciones que, en principio, 
                                                     
26 El 17 de febrero de 2012, ya en periodo de conclusiones del presente trabajo de investigación se publicaba el 
Decreto17/2012, de 7 de febrero, por el que se regula la elaboración del Informe de Evaluación del Impacto de Género, en 
cuya Disposición derogatoria única. Derogación normativa, se establecía lo siguiente: 
“Queda expresamente derogado el Decreto 93/2004, de 9 de marzo, por el que se regula el informe de evaluación del 
impacto de género en los proyectos de ley y reglamentos que apruebe el Consejo de Gobierno, así como aquellas 
disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a lo previsto en el presente Decreto.”  (El subrayado es nuestro). 
BOJA núm. 36, de 22 de febrero de 2012. 
27 BOJA núm. 50, de 12 de marzo de 2004.  
28 BOJA núm. 247, de 18 de diciembre de 2007. 
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parecen no sexistas, pero que pueden tener un impacto diferenciado y discriminatorio en las 
mujeres y en los hombres, a pesar de que dicha consecuencia ni estuviera prevista ni se 
deseara.  
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Capítulo 1: Mujeres y hombres como 
sujetos de Derecho en Ordenamiento 
Jurídico   
1.1 La lógica binaria del derecho 
 
A dia de hoy, el sujeto de derecho es la persona física o moral titular de derechos y 
obligaciones. Se observa que la persona moral aparece como una entidad asexuada, el 
individuo -persona física- es actualmente en nuestro Estado de derecho positivo, 
necesariamente hombre o mujer (Sanchis Vidal, 1999)
29
. 
 Ha hecho falta esperar hasta el año 2010, para que una autoridad pública admita la 
existencia de un género neutro
30
, categoría por tanto omnipresente en el inconsciente 
colectivo occidental y explícito en el plano gramatical. 
Así, el estado de la persona está constituido por el conjunto de reglas que definen su 
personalidad jurídica y que lo individualiza con respecto a su familia y a la sociedad en su 
conjunto. El estado de una persona comprende principalmente su nombre, sus apellidos
31
, su 
lugar y fecha de nacimiento, su filiación, su nacionalidad, su capacidad civil, su domicilio, su 
situación con respecto al matrimonio y su sexo.  
 
El sexo designa normalmente tres cosas: el sexo biológico tal y como es 
asignado en el nacimiento -sexo macho o hembra-, el papel o el 
comportamiento sexual que se supone le corresponde, el género, que 
provisionalmente definiremos como los atributos de lo femenino y de lo 
masculino que la socialización y la educación diferenciada de las personas 
produce y reproduce. Y finalmente la sexualidad, es decir el hecho de tener una 
sexualidad, de “hacer” o “tener” sexo (Dorlin, 2011: 5)32. 
 
                                                     
29 En el caso de España fue en 1993 cuando se aprobó la reforma del art. 170 del Reglamento del Registro Civil, se pasaba así 
de ser hembras a mujeres.  
30Gobierno de New South Wales. Australia. http://www.telegraph.co.uk/news/newstopics/howaboutthat/7446850/Briton-is-
recognised-as-worlds-first-officially-genderless-person.html. (Consultado por última vez en febrero 2012). 
31En el Estado español aún se mantienen los apellidos paternos y maternos, a diferencia de lo que pasa en otros Estados de la 
Unión Europea en los que únicamente se mantiene el apellido paterno, un claro ejemplo de la sociedad patriarcal en la que  
vivimos. 
32 La traducción al español es nuestra. 
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Conocemos que desde su nacimiento, niños y niñas son inscritos en una u otra 
categoría sexual. Esta asignación universal, que en principio es irreversible, determinará a 
través de la selección masculino/femenino una socialización diferenciada que, basada en una 
pretendida realidad biológica, aparecerá además como natural e inevitable. 
Eribon (2005), en su análisis crítico del discurso y la práctica del psicoanálisis, señala 
como ciertos tipos de literatura ligera y de divulgación psicoanalítica, vienen a reforzar la idea 
según la cual, la diferencia entre sexos no solamente constituye un hecho, sino que además, 
vehiculiza valores tales como la diversidad y la complementariedad, reservando a unas el 
papel reproductivo y a otros el productivo y todo ello dentro de un orden conyugal. 
El análisis de las tres dimensiones, de las tres acepciones entremezcladas: sexo, género 
y sexualidad, es objeto de estudio en multitud de ámbitos desde el ámbito académico hasta el 
ámbito del feminismo militante. Es ingente la producción literaria relativa a este sujeto que 
debemos a las teóricas feministas
33
. 
Así, no resulta extraño comprobar cómo gran parte de las teorías feministas trabajan a 
la vez en las distinciones históricas que se han establecido entre el sexo, el género, la 
sexualidad y su relación: 
 
¿Se trata de relación causal que el sexo biológico determine el género y 
la sexualidad? ¿O bien se trata de una relación de simultaneidad no vinculante 
entre el sexo biológico de una parte  y la identidad sexual (de género y la 
sexualidad) de otra? ¿O es quizás una relación de normalización? ¿Es la 
heterosexualidad reproductora, como organización social dominante de la 
sexualidad, la norma legal, social y además médica, a la luz de la cual deben 
ser examinadas en incluso cuestionadas las categorías de sexo y  género? 
(Dorlin, 2011: 9). 
 
Y es que debemos señalar que las teorías feministas no se centran únicamente en la 
delimitación teórica y práctica de lo que debería ser “natural”, “cultural” y “social”, entre el 
sexo el género y las sexualidades; sino que se centran principalmente en el estudio de los 
principios, postulados e implicaciones ideológicas, políticas y epistemológicas que pueden 
                                                     
33 Debemos poner de manifiesto las magníficas aportaciones hechas por algunas de las autoras y algunas de sus obras de 
mayor calado en este ámbito de investigación que a continuación enumeramos: JUDITH BUTLER (Deshacer el género. 
Paidós Ibérica, Barcelona, 2006. El género en disputa. Paidós Ibérica, Barcelona, 2007. Cuerpos que importan. Paidós 
Entornos, Buenos Aires, 2002). TERESA DE LAURETIS (Teoría queer y culturas populares de Foucault a Cronenberg. La 
dispute. Legende du monde. Paris 2007). JUDITH HALBERSTAM (Masculinidad femenina, Egales. Barcelona. 2008) y 
BEATRIZ PRECIADOS (Texto yonkie, Espasa Calpe. Madrid. 2008).  
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entrañar esta delimitación y las excluyentes asignaciones genéricas (masculinas/femeninas) 
que de ellas se desprenden. 
En este sentido y profundizando en las posibles implicaciones que pueden derivarse de 
esta asignación a un rol u otro, desde un punto de vista jurídico, Borrillo (2011: 264) analiza 
cómo dependiendo de la interpretación de la realidad social que se haga, ésta tendrá 
traducción jurídica concreta. 
 
En el orden binario de los sexos, los individuos son necesariamente 
distribuidos en dos grupos: machos y hembras. Los comportamientos 
esperados por cada “nomenclatura sexual” determinan las relaciones sociales 
del sexo, es decir la referencia, el prototipo de la masculinidad y de la 
feminidad, construido por cada sociedad y a partir de la cual se miden el 
conjunto de los comportamientos humanos. 
 
A través de la lectura de su análisis, llegamos a la conclusión de que el binarismo 
intenta representar las realidades no-binarias mediante formas binarias o duales, sin distinguir 
tampoco entre unas y otras. Estas formas (1,0 y A, B) están caracterizadas sin embargo, por 
ser excluyentes de otros elementos, por lo que el binarismo no consigue dar cuenta de otras 
realidades que se engloban en un limbo jurídico.  
 
El sistema sexual no es binario, en primer lugar, porque Macho no es 
no-Hembra, ni viceversa. Ontogénicamente, se puede decir que Macho es 
Hembra + Andrógenos (simplificando). Como el flujo individual de 
andrógenos en hembras y machos es diferencial, se puede hablar 
legítimamente de diversos grados de masculinización en cada individuo, 
hembra o macho. 
Ni siquiera Macho y Hembra son duales, es decir, dos aspectos de una 
sola realidad, lo mismo que el polo positivo y el negativo (llamados así porque 
se ha querido llamarlos así, no porque cada uno suponga ausencia del otro) 
son partes inseparables y siempre presentes a la vez en el campo 
electromagnético. 
Biológicamente, Macho y Hembra son dos funciones relacionadas con 
la aportación de ADN para formar nuevos seres, que además incluyen muchas 
variaciones de unas especies a otras, como la inversión del sexo en algunas de 
ellas y en determinadas ocasiones (Pérez, 2009).
34
 
 
                                                     
34 Web http://conjuntosdifusos.blogspot.com/2009/09/estatuto-epistemologico-del-binarismo-y.html (Consultado por última 
ocasión en febrero 2012). 
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  Este binarismo ha afectado hasta ahora a los conceptos de intersexualidad (viéndola 
como inter, no como extra), transexualidad (o paso de A a B, sin pensar en AB ni en C ni en 
D) e incluso al feminismo (los objetivos de liberación de la opresión de género y en particular, 
de las imposiciones de género, no requieren una polarización dualista varón/mujer; también 
hay opresiones e imposiciones de género varón heterosexual/varón homosexual). 
Tomando como ejemplo la transexualidad,
35
 vemos como ésta pone en evidencia la 
complejidad del sexo y de sus diversos componentes: sexo genotípico, sexo fenotípico, sexo 
endocrino, sexo psicológico, sexo cultural y sexo social.  
Durante muchísimo tiempo la justicia española y francesa (territorios administrativos 
objeto de nuestra investigación) han hecho oídos sordos a las peticiones del colectivo TRANS 
y aunque la operación de cambio de sexo, reasignación de sexo, se ha tolerado, la 
modificación del estado civil ha sido rechazada históricamente sobre la base del principio de 
orden público.  
En España la cuestión ha cambiado sustancialmente desde 2007 permitiendo a las 
personas TRANS cambiar de nombre y sexo en el Registro Civil sin someterse a cirugía. El 
objeto de esta ley es facilitar el cambio de la inscripción relativa al sexo de la persona en el 
Registro Civil armonizándola con su género y con el nombre propio que elija
36
. Queda 
pendiente la despatologización del proceso, pero esto excede de los objetivos de la presente 
investigación. 
El rechazo a poner en concordancia el sexo recogido en el documento nacional de 
identidad, con el nuevo sexo, ha sido considerado por el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos como contrario al respeto del derecho a la vida privada
37
. 
                                                     
35 Conocida en la comunidad científica como «síndrome de disforia de género» puede definirse como el sentimiento, 
convencimiento, pensamiento de pertenencia al sexo opuesto al que se asignó en el nacimiento. 
36 España. Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la rectificación registral de la mención relativa al sexo de las personas 
Boletín Oficial del Estado, núm. 65 de 16 de marzo 2007, concretamente su art. 6 se refiere a inscripción en el Registro y a la 
concreta modificación del art. 93.2 de la Ley del Registro Civil, de 8 de junio de 1957.   
Debe destacarse la pluralidad de terminología utilizada en la citada Ley 3/2007, que intentar explicar la transexualidad como 
una patología, así en ella se emplean términos como IDENTIDAD DE GÉNERO en la exposición de motivos, en el art. 4 
DISFORIA DE GÉNERO y GÉNERO FISIOLÓGICO. 
Aunque en Francia la transexualidad ya no sea considerada como un perturbación psiquiátrica, esto no evita que sólo puede 
solicitar un cambio de estado civil la persona que haya sufrido una operación de reasignación de sexo o bien que al menos 
haya estado sometida a tratamientos médicos irreversibles. La circular de 14 de mayo de 2010 hace que no sea necesario 
sufrir una operación de reasignación de sexo para poder solicitar el cambio de sexo en el Registro Civil, pero el tratamiento 
médico irreversible es condition sine qua non. 
37 Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 13343/87, de 25 marzo de 1992. B. contra Francia. En esta 
sentencia el TEDH ha encontrado que las obligaciones bajo el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos y Libertades Fundamentales son tanto negativas como positivas y ha decretado el deber de los Estados de proteger 
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Vemos como la transexualidad nos sirve de ejemplo para comprobar una vez más, 
cómo la distinción entre macho/hembra está fundada en el postulado de la dualidad biológica 
de los sexos (sistema binario) y de su “inevitable” complementariedad; pero además, este 
sistema binario, tan excluyente, va más allá, pues como señalábamos anteriormente, las 
imposiciones dualistas han llevado también a una polarización dualista del género: 
varón/mujer, excluyendo de este modo, de nuevo, a otros conceptos no basados en un 
binarismo sexual, y provocando de nuevo lagunas jurídicas difícilmente resolubles, pues la 
realidad social va por delante de la realidad jurídica y de momento el corpus legislativo no ha 
encontrado la o las figuras jurídicas que den cabida a estas realidades sociales. 
Como posible solución a esta disfuncionalidad jurídica, encontramos la siguiente 
propuesta enunciada por Borrillo (2011: 274): 
 
Fundamentada en una idea culturalista, la tradición feminista no 
esencialista que va desde Simone de Beauvoir a Judith Butler, propone una 
crítica radical del sistema sexo-género. La multiplicidad de géneros propuesta 
por J. Butler, a través de la noción perfomativa, podría traducirse 
jurídicamente por el silencio de la “privacy”: cada individuo adopta el género 
que desee. Así en revancha, un sujeto de derecho sin género (más que 
plurigenérico) se convertiría en el principio regidor de la nueva gramática 
sexual. Bastaría para ello con finalizar con la práctica de la inscripción del 
sexo de los individuos en el certificado de nacimiento. Esto permitiría 
solucionar a la vez el problema de los intersexuales y transexuales y terminar 
de una vez con los problemas de matrimonio y adopción por parte de las 
parejas del mismo sexo (…). Un orden jurídico democrático no puede 
continuar funcionando basándose en la división binaria de los géneros y en el 
imperativo heterosexual. 
 
Tenemos que desterrar la idea de que el derecho únicamente evidencia la realidad, lo 
natural. Lo que en realidad evidencia el derecho es la existencia de un sistema patriarcal y 
heterosexista (socialmente aceptado) que divide a los sujetos de derecho en “mujeres y 
hombres” institucionalizando las diferencias entre unas y otros. 
Necesitamos el poder de las teorías críticas sobre el modo en el que 
significado y cuerpo son fabricados, no para negarlos, sino para poder vivir en 
significados y cuerpos que tengan una posibilidad en el futuro (Haraway, 2007: 
113)
38
. 
 
                                                                                                                                                                      
a las personas transexuales en varios aspectos de su vida en sociedad, tales como el reconocimiento legal del cambio de sexo 
y la correspondiente modificación del registro civil de nacimiento. 
38 La traducción es nuestra. 
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1.2 La dimensión genérica: “mujeres y hombres”, en el derecho  
 
Dicho lo anterior, debemos señalar que este trabajo no tiene como objetivo el análisis de las 
relaciones entre sexo, género y sexualidad, ni pretende estudiar de qué manera el derecho 
puede inducir a que las relaciones se establezcan o no, de determinada manera. 
Así pues; y a la espera de que se produzcan cambios normativos que permitan una 
apertura en las categorías jurídicas; este trabajo conceptualizará al sujeto de derecho como la 
persona física o moral titular de derechos y obligaciones, teniendo en cuenta que en la 
actualidad, la persona física es en nuestro Estado de derecho positivo, o mujer u hombre. Esta 
división binaria jurídica se ha convertido en un criterio valido y pertinente para conferir 
derechos y obligaciones y regular determinadas situaciones. 
No obstante y como dejaremos constancia durante toda nuestra investigación, el hecho 
de que haya sido el derecho (patriarcal y heteronormativo) el que haya establecido como 
sujetos de derecho a mujeres y hombres, no ha significado en ningún caso que las 
consecuencias jurídicas sean las mismas para las unas que para los otros.  
1.2.1 Breve historia del origen de la (des) igualdad política de las 
mujeres 
No es ningún secreto que en el reparto de prerrogativas (que no de obligaciones) entre 
mujeres y hombres, estas se llevaron la peor parte. Hablar de igualdad de mujeres y hombres 
es un fenómeno político reciente, como señala Borrillo (2009: 89) “el cambio de status de las 
mujeres ha constituido uno de los eventos más importantes del siglo XX, poniendo fin a la 
hegemonía de la sociedad patriarcal.”. Si Bobbio calificó el periodo de la Ilustración39 como 
“el tiempo de los derechos”, las mujeres quedaron excluidas de este  proyecto ilustrado. 
Aunque las mujeres participaron activamente en la Revolución francesa de 1789, su status no 
mejoró sustancialmente. Las reivindicaciones de algunas mujeres de la talla de Theroigne de 
Mericourt o de Olympe de Gouges (autora de la “Declaración de los derechos de la mujer y 
de la Ciudadana”) no fueron tenidas en cuenta en dichos Acuerdos. De hecho, Rousseau, 
                                                     
39 El origen teórico de la teoría feminista lo encontramos en la Ilustración; momento histórico en el que se vindica la 
individualidad, la autonomía de los sujetos y los derechos. La adscripción genealógica del feminismo al siglo de las luces no 
quiere decir que hasta ese momento no se plantearan discursos en favor de la igualdad; recordemos que ya en la antigua 
Roma las mujeres estaban desprovistas de ciudadanía, y eran excluidas de la vida política, y en el ámbito de lo privado, como 
señala BORRILLO, su subordinación se articulaba en torno a la institución del matrimonio. 
A lo largo de toda la Edad Media la condición jurídica de las mujeres fue extremadamente precaria, se había 
instalado en Occidente una nueva misógina que mantuvo esta precariedad hasta bien entrado el siglo XX. En este sentido es 
muy interesante la obra AMORÓS, C; y DE MIGUEL ÁLVAREZ, A, Teoría feminista: de la Ilustración a la globalización. 
Minerva Ediciones, Madrid, 2007, passim. 
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desarrollará un concepto de naturaleza que excluye a las mujeres como sujetos del pacto 
político y por tanto de la ciudadanía
40
. 
 
 Rousseau a diferencia de Hobbes o de Locke, establece un 
estado de naturaleza con un cierto desarrollo histórico: en sus comienzos no 
hay agrupaciones humanas, sino aislamiento individual. En esta primera etapa 
Rousseau no constata ninguna diferencia entre la naturaleza masculina y la 
naturaleza femenina. Es en un segundo momento de ese estado de naturaleza, 
en el que los individuos empiezan a organizarse  socialmente, cuando surge  la 
familia y la diferenciación (Cobo, 1995: 113). 
 
Se legitimaba de esta manera una desigualdad “natural” entre hombres y mujeres en 
función de la división sexual del trabajo. Quedaba pues, la naturaleza de las mujeres, definida 
por sus funciones sexuales y reproductoras, convirtiéndolas en seres dependientes de los 
hombres. Así, lo expresaba el propio Rousseau (1775) en su discurso: 
 
 Cada familia vino a ser una pequeña sociedad […] Y fue 
entonces cuando se estableció la primera diferencia en la manera de vivir los 
sexos, que hasta ese momento solo habían tenido una […] Las mujeres se 
hicieron más sedentarias y se acostumbraron a guardar la choza y los hijos 
mientras  que el hombre iba en busca de subsistencia común. 
 
Según este texto, se establece como natural la familia patriarcal, en la que las mujeres 
quedan confinadas en el ámbito privado, mientras que se reserva para los hombres el ámbito 
público, sabiendo que ambos ámbitos tienen un carácter infranqueable. 
Pateman (2010: 21-43) en su obra El contrato sexual, explica como esta desigualdad 
“natural” se convierte en desigualdad política; y es que según ella, el origen del espacio 
público se encuentra en el contrato social que establece un pacto entre iguales, de carácter 
democrático; mientras que el espacio privado presenta su origen en el contrato sexual de 
subordinación.  
El contrato social es por tanto aquel que se realiza entre iguales- los varones-, mientras 
que las mujeres al no ostentar el atributo de la igualdad, son heterodesignadas como idénticas 
y como señala Amorós (1997: 100-159), quedarán excluidas como sujetos del contrato pero 
no así como objetos de transacción de este. 
                                                     
40 Esta teoría fue especialmente contestada por MARY WOLLSTONECRAFT en 1792 en su “Vindicación de los Derechos 
de la Mujer”. 
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1.2.2 Los movimientos feministas y post feministas, en el siglo 
XXI ante la desigualdad política de las mujeres  
 
Veíamos en el apartado anterior como durante la Ilustración los anhelos por alcanzar la 
igualdad de derechos para las ciudadanas recibieron pronto carpetazo con la naturalización de 
los sexos, que según “insignes ilustrados”, impedía pensar en un sujeto mujer con plena 
libertad y autonomía como el sujeto hombre. 
 
La idea de igualdad estaba disponible con su enorme potencia. El 
feminismo se la apropió. Entonces sabemos que a la vindicación de igualdad se 
respondió con la naturalización del sexo. Que las mujeres fueran sexo 
dominado era designio de la naturaleza, orden inalterable, condición 
prepolítica, para cumplir la cual también era útil que se le impidiera el acceso 
a la educación y se les prohibiera el ejercicio de toda profesión. Así se 
comportaron los primeros democratismos, así lo entendieron los fundadores de 
la filosofía política moderna. Pero la idea de igualdad es pertinaz, incluso 
cabezota. Ahí seguía disponible y quienes la usaban cada vez tenían mayores 
dificultades para ponerle fronteras (Valcárcel, 2000: 116). 
 
Deconstruir esta naturalización y esencialismo ha supuesto prácticamente el trabajo de 
casi dos siglos de feminismo. La revisión feminista del corpus filosófico que se viene 
realizando de manera intensa principalmente desde los años 70 se ha centrado 
mayoritariamente en tres tipos de tareas: 
 
 Revisión de la producción filosófica de los hombres a lo largo de la historia de la 
filosofía, con los hallazgos consecuentes de posturas contradictorias. 
 Estudio de la historia con el interés de buscar los textos y las experiencias de las 
mujeres, normalmente invisibilizadas y ocultadas por la historia oficial.  
 Construcción y reconstrucción de discursos filosóficos feministas que forman 
principalmente lo que se llama actualmente “teoría feminista”, compuesta por una 
amplísima variedad de discursos y filosofías. A su vez, en este área  podemos 
encontrar, que junto a las investigaciones sobre la sexualidad iniciadas por Foucault, 
aparecen por lo menos dos grandes tipos de contribuciones sobre la cuestión del sexo y 
la filosofía:  
 
33 
 
o Trabajos relativos a las mujeres, como los llevados a cabo por Luce Irigaray, 
Michele Le Doeuff o Sara Kofman por citar a algunas.  
o Trabajaos relativos a las diferencias entre los sexos, destacadas son las 
aportaciones en este campo de Genieve Fraisse o Françoise Collin. 
 
Así, estos tipos de trabajos en muchos casos se han centrado bien, en el lugar que 
ocupan las mujeres, o bien se han tratado de trabajos que se interesaban por la filosofía de las 
mujeres; en un sentido más amplio, por la filosofía relativa  a “la igualdad de sexos” desde 
una perspectiva histórica de la filosofía. 
En este sentido Reverter Bañon (2003: 33-50) señala que la teoría feminista supone la 
revisión más contundente de lo que se llama el “canon filosófico”, el cual pese a las enormes 
diferencias en los discursos mantiene un cierto punto de homogeneidad cifrado en el concepto 
de sujeto que está a la base de las filosofías oficiales, es decir el sujeto varón. 
El proyecto feminista como tal, es un proyecto que forma parte de la historia de la 
modernidad, (insistimos que el nacimiento del feminismo como proyecto en ningún caso sitúa 
el origen del feminismo en la modernidad).  
Así, teniendo en cuenta que el objeto de esta investigación no es hacer un repaso a la 
historia del movimiento feminista, en este apartado señalaremos únicamente cuáles son las 
principales características de los movimientos feministas en el momento actual, justo ahora  
cuando el espectro de una crisis económica y de valores recorre el mundo entero.  
Nos interesa conocer cómo el feminismo ha diversificado su agenda y sus perspectivas 
en esta época en que gran parte de los pilares fundamentales de la modernidad están 
cuestionados; al mismo tiempo que también nos interesa conocer cuál es la postura de los 
movimientos feministas con respecto al planteamiento inicial del capítulo.  
Así pues, nos interesa profundizar en el pensamiento feminista frente a las categorías 
jurídicas binarias mujer/hombre, que como señalábamos anteriormente son  tan excluyentes.  
Si hacemos un rápido repaso de la historia encontraremos que si bien en la década de 
los 80 florecían los discursos del feminismo de la diferencia, en la década de los 90 estos 
movimientos se van a cuestionar directamente el concepto de género y el sistema sexo/género 
organizado sobre él. 
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Un sistema de género/sexo es un conjunto de dispositivos mediante los 
cuales una sociedad transforma la sexualidad biológica en productos de la 
actividad humana y con los cuales se satisfacen estas necesidades sexuales 
transformadas (Gayle Rubin, 1975: 159).
41
 
 
La década de los 90 vendrá marcado por la aparición del libro de carácter 
constructivista “El género en disputa” de Judith Butler quien afirma en él, que también el sexo 
es construido. Se daba así el pistoletazo de salida para que en la filosofía constructivista de 
esa década, se incorporara cada vez de manera más clara y contundente, la identidad como 
“artefacto” básicamente construido en todas sus dimensiones y coordenadas. Se borran las 
fronteras que el sistema sexo/género mantiene en cierta manera entre el sexo biológico y el 
género social. 
Presenciamos así la tan necesaria apertura a la revisión al sistema sexo/género al 
entender que el género, como producto de la cultura no lleva necesariamente a la liberación; 
es más, empieza a razonarse que el género puede ser en realidad uno de los mecanismos por 
los que seguir regulando el comportamiento de hombres y mujeres. En definitiva las pautas 
“aceptables” para mujeres y para hombres se siguen produciendo “social y culturalmente” en 
base a un sexo, que se dice biológico, pero que se moldea realmente en conjunción con el 
género.  
Las posturas post-feministas actuales instan a la “desestabilización” del tándem 
sexo/género y el binarismo biológico y social alineado con él. Tanto los sexos como los 
géneros no sólo son múltiples, sino que además son variables; sólo un entramado patriarcal 
que crea un género sobre una supuesta naturaleza biológica sexual dicotómica está 
convirtiendo en esencial y “natural” la distinción entre dos sexos. 
 
 
                                                     
41 La versión digital en francés puede encontrarse en web: http://cedref.revues.org/171 (Consultado en última ocasión febrero 
2012). 
 En esta obra se puede apreciar el feminismo foucaultiano de RUBIN como concepciones antiesencialistas feministas de la 
diferencia. Así En 1975 RUBIN, incidió en que la cuestión constructivista que el género abre tiene un alcance que llega a la 
misma sexualidad. Así, según sus propuestas, que reinterpretan las tesis antropológicas de LÉVI-STRAUSS sobre la 
exogamia de las mujeres, no sólo el género es construido, sino también la sexualidad, y precisamente a través del género. De 
igual manera RUBIN, en el capítulo “Reflexionando sobre el sexo: nota para una teoría radical de la sexualidad”, lanza una 
propuesta que se adelanta a las corrientes posfeministas y toma ejemplos legales para ilustrar las jerarquías sexuales en el 
ámbito jurídico más allá del binarismo. Este artículo se encuentra en VANCE, C, S, Placer y Peligro. Revolución, Madrid, 
1989. 
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1.3 La necesidad actual de la noción “género” como medida para evitar 
situaciones jurídicas discriminatorias. Las acciones positivas  
 
La designación expresa del género en el ámbito jurídico en el que desarrollamos 
nuestra investigación, (y pese a que como ya venimos expresando, consideramos que el 
problema se centra en el concepto reduccionista, binario, que se tiene de la categoría género, y 
que lo traduce a una categoría excluyente) se convierte en una herramienta absolutamente 
necesaria para poner de manifiesto situaciones en las que las mujeres son discriminadas. 
Y es que la actual preocupación por la reintroducción del concepto género en el 
ámbito jurídico se hace patente cuando se constata que la realidad jurídica  no es suficiente 
para asegurar una igualdad real.  Aunque como señala Lochak (2011: 55): 
 
En el momento que se decide que hay que adoptar medidas de carácter 
preferencial a favor de las mujeres, medidas que tengan como objetivo la 
reducción de las desigualdades de las que ellas son víctimas, la ley no pude ser 
ciega al género
42
.  
 
Por esta misma razón, encontramos que incluso la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia Europeo, al intentar precisar los conceptos de igualdad de oportunidades e igualdad 
de trato, encuentra serias dificultades para articular de manera satisfactoria estos dos 
principios potencialmente contradictorios: la igualdad de trato o igualdad jurídica supone que 
la ley debe ser ciega al género, mientras que la igualdad de oportunidades desemboca 
ineludiblemente y a la vez, en la toma en consideración del género y en la ruptura con la 
igualdad en derecho
43
. 
                                                     
42 La traducción es nuestra. 
43 Son ejemplo de ello las Sentencias del Tribunal de Justicia Europeo: Defrenne II de 8 de abril de 1976 (asunto 43/75), 
donde el Tribunal reconoció el efecto directo del principio de la igualdad de retribución para hombres y mujeres y declaró 
que el principio es aplicable no solo a la actuación de las autoridades públicas, sino también a todos los convenios de carácter 
colectivo para regular el trabajo por cuenta ajena. 
Caso Bilka-Kaufhaus GmbH, de 13 de mayo de 1986 (asunto 170/84): En este asunto el Tribunal consideró que una medida 
que excluya a los trabajadores a tiempo parcial de un régimen de pensiones profesional constituye una «discriminación 
indirecta» y es, por tanto, contraria al artículo 119 del Tratado CEE si afecta a un número mucho más elevado de mujeres que 
de hombres, a menos que pueda demostrarse que la exclusión se basa en factores objetivamente justificados y ajenos a toda 
discriminación por razón de sexo. 
En el caso Barber contra Guardian Royal Exchange Assurance Group,  de 17 de mayo de 1990 (asunto 262/88): el Tribunal 
decidió que todas las formas de pensiones profesionales constituyen una retribución a los efectos del artículo 119 del Tratado 
CEE, por lo que les es aplicable el principio de la igualdad de trato. El Tribunal declaró que los trabajadores de sexo 
masculino deben disfrutar sus derechos en materia de pensiones de jubilación o de supervivencia a la misma edad que sus 
colegas de sexo femenino. 
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Con el fin de encontrar una respuesta satisfactoria a este dilema, el Tribunal de Justicia 
Europeo argumenta que las disposiciones que autorizan medidas preferentes a favor de las 
mujeres deben ser interpretadas estrictamente como derogadoras del principio de igualdad de 
trato. 
Para que sean consideradas como lícitas, las medidas de acción positiva no deben 
garantizar una prioridad absoluta e incondicional a las mujeres en el momento de su 
elaboración y puesta en funcionamiento, y el objetivo de igualdad de oportunidades no debe 
convertirse en un objetivo de igualdad sustancial o de igualdad de resultados, por tanto la 
fijación de una cuota sería la última opción
44
. 
Ha de señalarse que el derecho comunitario no impone su adopción, pero permite que 
los Estados miembros las adopten para prevenir o compensar las desventajas que afecten a 
personas en este caso desfavorecidas por motivo de su sexo. 
 No obstante el Tribunal de Justicia Europeo solo acepta que la norma no sea ciega al 
género únicamente en los casos en los que simultáneamente ella tampoco es ciega a otras 
categorizaciones. 
 
                                                     
44 En este sentido la jurisprudencia del Tribunal de Justicia Europeo ha considerado también que era contraria a las exigencias 
del derecho comunitario, una disposición de la Ley de Alemana de Bremen; que  proporcionaba a las mujeres con idéntica 
cualificación, una preferencia automática en el acceso a los empleos públicos donde ellas estaban subrepresentadas. Vid. 
Caso Kalanke TJCE 17 de octubre 1995: “Pues bien, una normativa nacional que garantiza la preferencia absoluta e 
incondicional de las mujeres en un nombramiento o promoción va más allá de una medida de fomento de la igualdad de trato 
y sobrepasa los límites de la excepción establecida en el apartado 4 del artículo 2 de la Directiva (LCEur 1976\44).” [TJCE 
1995/172, apdo. 22]. Esta sentencia desde nuestro punto de vista estuvo poco argumentada en cuanto a la infracción hacia el 
principio de igualdad y no discriminación.  
A partir del caso Kalanke la jurisprudencia europea en materia de igualdad entre hombres y mujeres permite que se rompa la 
igualdad de trato para alcanzar la igualdad real. Comienzan a otorgarse ventajas tasadas con la intención de conseguir una 
representación más equilibrada entre hombres y mujeres en la promoción profesional: “a igualdad de curriculum profesional 
se preferirá al sexo menos representado”. 
También en este sentido es bastante ilustrativo el caso Hellmut Marschall contra Westfalen: Sentencia de 11 noviembre 
1997TJCE/1997/236 competir en el mercado de trabajo y desarrollar una carrera profesional en pie de igualdad con los 
hombres [TJCE/1997/236: “27.- Así, dicha disposición autoriza medidas nacionales en el ámbito del acceso al empleo, 
incluida la promoción que, favoreciendo especialmente a las mujeres, estén destinadas a mejorar su capacidad de Tribunal de 
Justicia de las Comunidades Europeas (Pleno)”].  
En el caso Marschall, sucederá lo mismo respecto de la Administración: “en aquellos sectores de la actividad de la 
Administración que, en el nivel del correspondiente puesto de promoción de una carrera, tengan un menor número de mujeres 
que de hombres, se concederá preferencia en la promoción a las mujeres, en caso de igual capacitación (aptitud, competencia 
y prestaciones profesionales) de candidatos de uno y otro sexo, salvo que concurran en la persona de un candidato masculino 
motivos particulares que inclinen la balanza a su favor”. Se puede afirmar que  ambas sentencias transformaron el sistema de 
cuotas, “matizando” entre el rígido y el flexible. 
Y más recientemente el apartado 34 de la Sentencia de 30 de septiembre de 2010 del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea (Sala Segunda), sobre acceso al empleo y a las condiciones de trabajo de madres y de padres. (Sentencia del TJUE 
30-09-2010, Asunto C-104/09 ( TJCE 2010, 280) , Roca Álvarez/Sesa Star ETT, S.A,) se ha establecido que: “Sin embargo, 
la normativa española objeto de litigio no constituye una desigualdad de trato admisible con arreglo al artículo 2, apartado 3, 
de la Directiva 76/207, ya que, si se analiza en detalle, no se trata de una disposición de protección de la mujer en lo que se 
refiere al embarazo y a la maternidad en el sentido de dicha Directiva”. 
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En cualquier caso, detrás del hecho de que sea tomada en cuenta la 
diferencia entre hombre y mujeres se perfila el riesgo de una regresión hacia 
lo “natural” y lo “biológico”. Es por ello que la promoción de la igualdad 
real que supone una ruptura con la indiferenciación de la norma, hace surgir 
inevitablemente el “dilema de la diferencia” (Lochak, 2011: 56). 
 
1.4 La igualdad de los géneros en el derecho comunitario  
 
Numerosas son las normas tanto europeas como nacionales que velan y garantizan la igualdad 
de las mujeres en los distintos ámbitos de la vida. En este apartado haremos un breve 
recorrido por las normas que aseguran el derecho a la igualdad de las mujeres en el ámbito 
europeo, para posteriormente descender al ámbito estatal francés, como paradigma de Estado 
miembro de la Unión Europea, en cuyo seno se fraguó la Declaración de los Derechos del 
Hombre y del Ciudadano; así, cerraremos el ciclo en el siguiente capítulo donde analizaremos 
el Principio de Igualdad de mujeres y varones en el Orden Jurídico estatal español y 
autonómico andaluz. 
La igualdad de los sexos aparece como uno de los principios fundamentales del 
derecho comunitario. Los instrumentos jurídicos de la Unión Europea en materia de igualdad 
entre unas y otros pueden presentar una doble naturaleza, por un lado aseguran, o por lo 
menos lo intentan, la igualdad de oportunidades y de trato entre los géneros y por otro lado 
intentan eliminar cualquier forma de discriminación que se base en el sexo. 
  Así esta doble naturaleza la podemos observar en el artículo núm. 2 del Tratado 
de la Unión Europea que establece que:  
 
La Unión se fundamenta en los valores de respeto de la dignidad 
humana, libertad, democracia, igualdad, Estado de Derecho y respeto de los 
derechos humanos, incluidos los derechos de las personas pertenecientes a 
minorías. Estos valores son comunes a los Estados miembros en una sociedad 
caracterizada por el pluralismo, la no discriminación, la tolerancia, la justicia, 
la solidaridad y la igualdad entre mujeres y hombres
45
. 
 
                                                     
45 TRATADO DE LA UNIÓN EUROPEA. Diario Oficial de la Unión Europea, núm. C 83/11 de 30 de marzo 2010. Web: 
http://eur-lex.europa.eu/JOHtml.do?uri=OJ:C:2010:083:SOM:ES:HTML (Consultada en última ocasión en  febrero 2012). 
En la publicación  propuesta se recogen las versiones consolidadas del Tratado de la Unión Europea y del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea, así como sus Protocolos y Anexos, resultado de las modificaciones introducidas por el 
Tratado de Lisboa firmado el 13 de diciembre de 2007 en Lisboa y que entró en vigor el 1 de diciembre de 2009. Contiene 
asimismo las Declaraciones anejas al Acta Final de la Conferencia intergubernamental que ha adoptado el Tratado de Lisboa. 
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La Ley Orgánica 1/2008, de 30 de julio, autorizó la ratificación por España del 
Tratado de Lisboa, por el que se modifican el Tratado de la Unión Europea y el Tratado 
Constitutivo de la Comunidad Europea, firmado en la capital portuguesa el 13 de diciembre 
de 2007. En su art. 23 incluye la igualdad entre mujeres y hombres
46
. 
Como uno de los mejores ejemplos para observar la naturaleza garante de la igualdad 
el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales, en su artículo 14, establece la prohibición expresa de discriminación:  
 
El goce de los derechos y libertades reconocidos en el presente 
Convenio ha de ser asegurado sin distinción alguna, especialmente por 
razones de sexo, raza, color, lengua, religión, opiniones políticas u otras, 
origen nacional o social, pertenencia a una minoría nacional, fortuna, 
nacimiento o cualquier otra situación
47
. 
 
Y como ejemplo de lucha contra cualquier forma de discriminación, nos encontramos 
con la sentencia de 22 de febrero de 1994 del Tribunal Europeo de Derechos Humanos que 
establecía que:  
Únicamente consideraciones de gran calado pueden justificar una 
diferencia de trato basándose exclusivamente en el sexo.
48
 
 
También a través del artículo 141 del Tratado de Roma se sentaron las bases para la 
elaboración de todo un corpus legislativo que legitimara las medidas encaminadas al alcance 
de una igualdad de oportunidades.  
   
 
 
 
 
                                                     
46 Ley Orgánica 1/2008, de 30 de julio, autorizó la ratificación por España del Tratado de Lisboa, por el que se modifican el 
Tratado de la Unión Europea y el Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea. BOE núm. 184, de 31 julio 2008. 
47 CONVENIO EUROPEO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS Y DE LAS LIBERTADES 
FUNDAMENTALES, 1950. (fue ratificado por España, con fecha 26 de septiembre de 1979, publicado en el Boletín Oficial 
del Estado de 10 de octubre de 1979). Web: http://www.echr.coe.int/NR/rdonlyres/1101E77A-C8E1-493F-809D-
800CBD20E595/0/ESP_CONV.pdf (Consultado en última ocasión febrero 2012). 
48 Sentencia del TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS Burghartz contra Suiza, de 22 de febrero de 1994, 
serie a nº 280-B. Web: http://cmiskp.echr.coe.int/tkp197/portal.asp?sessionId=87268689&skin=hudoc-fr&action=request 
(consultado en última ocasión febrero 2012). 
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1.4.1 Las Directivas comunitarias para la igualdad 
Si existe realmente un instrumento efectivo y eficaz para aplicar las políticas comunitarias, y 
en el caso que nos atañe, llegar a la consecución de la igualdad de oportunidades de unas y 
otros, esa es sin duda la Directiva comunitaria. Se trata de una herramienta que se emplea 
principalmente en el marco de las operaciones de armonización de las legislaciones 
nacionales. 
Debido a su trascendencia creemos que es necesario exponer, grosso modo, sus 
características y enumerar aquellas Directivas comunitarias que han contribuido y están 
contribuyendo al logro de una igualdad de oportunidades.  
La Directiva se caracteriza por la flexibilidad de su utilización, ya que establece una 
obligación de resultado pero deja libertad a los Estados con respecto a los medios para 
alcanzarlos. Se trata pues de un acto legislativo en que intervienen dos actores: el primero de 
ellos es la Comunidad Europea, en concreto el Consejo, que definirá una serie de objetivos a 
conseguir para la ejecución de una política pública comunitaria, el segundo actor es el Estado 
miembro (los Estados) que será el encargado de realizar los objetivos  en cuestión a través de 
la transposición de la citada Directiva en su derecho interno. 
De esta manera, según lo establecido en el artículo 288 del Tratado de Funcionamiento 
de la Unión Europea, vemos como la Directiva es un acto jurídico obligatorio, los obligados 
directos son los Gobiernos que han de dictar una norma interna dirigida a alcanzar los 
objetivos que persiga la Directiva. Al igual que el Reglamento y la Decisión, la Directiva es 
vinculante para los Estados miembros destinatarios y lo es en todos sus elementos; en 
consecuencia, no puede aplicarse de forma incompleta, selectiva o parcial. 
La Directiva posee un alcance general, no establece los medios para alcanzar los 
resultados sino que establece la obligación de resultado, pero dejando libres a los Estados para 
elegir los medios de alcanzar dichos resultados, pero se exige que el acto de transposición
49
 
tenga una eficacia normativa real, vinculante e imperativa, a fin de que las obligaciones 
impuestas por Directiva o los derechos que a través de ella se confieren no queden sin efecto. 
Si la normativa de un Estado determinado ya satisface la exigencia de la Directiva, ese Estado 
no precisa dictar una nueva disposición de cumplimiento.  
                                                     
49Acto adoptado por los Estados miembros, consistente en la aprobación de medidas nacionales destinadas a ajustarse a los 
resultados fijados por la Directiva, dichas medidas deberán ser comunicadas por las autoridades nacionales a la Comisión. 
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El plazo para adaptar el derecho interno a la Directiva varía considerablemente en cada 
caso, de hecho puede llegar a oscila entre los seis meses y los dos años, según lo establecido 
por las diferentes instituciones y en función de la complejidad de la transposición de la 
misma; en cualquier caso, la Directiva entra en vigor una vez notificada a los Estados 
miembros o publicada en el Diario Oficial, aunque como acabamos de señalar, esto no 
implique un efecto directo e inmediato en las legislaciones nacionales. 
Transcurrido el plazo previsto para la transposición la Comisión puede pedir al 
Tribunal de Justicia Europeo que condene a los Estados (el incumplimiento de la sentencia 
dictada con este motivo puede derivar en una nueva condena que puede concluir en la 
imposición de multas).  
De igual manera el Tribunal de Justicia también concede a los particulares la 
posibilidad de obtener una indemnización derivada de la incorrecta transposición o de una 
transposición con retraso de una Directiva; el Tribunal de Justicia Europeo considera que la 
Directiva tiene un efecto directo (es decir, las personas particulares pueden alegarla ante el 
TJCE). 
La Directiva posee un efecto directo vertical al expirar el plazo de transposición: esto 
significa que las personas particulares pueden alegar el texto contra los Estados ante los 
tribunales. En cambio, no tiene un efecto directo horizontal (las personas particulares no 
pueden alegar el texto contra otras particulares ante los tribunales). 
La legislación principal en el ámbito de la igualdad las constituyen las siguientes 
Directivas:
50
 
 Directiva 75/117/CEE relativa a la igualdad de retribución entre los trabajadores y las 
trabajadoras. 
 Directiva 76/207/CEE relativa a la igualdad de trato en lo que se refiere al empleo, a la 
formación profesional y a las condiciones de trabajo (modificada en 2002). 
o Directiva 2002/73/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de 
septiembre de 2002, que modifica la Directiva 76/207/CEE del Consejo 
relativa a la aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y 
                                                     
50 Nota: Para la selección de las Directivas que hemos señalado en el presente trabajo de investigación, nos hemos basado en 
la selección previa efectuada por BORRILLO en su libro “Le droit des sexualités” y por la Oficina de Publicaciones Oficiales 
de las Comunidades Europeas, en su documento “La legislación en materia de igualdad de género en la unión europea” Web: 
http://europa.eu (Consultado en última ocasión febrero 2012).   
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mujeres en lo que se refiere al acceso al empleo, a la formación y a la 
promoción profesionales, y a las condiciones de trabajo. 
 Directiva 79/7/CEE del Consejo, de 19 de diciembre de 1978, relativa a la aplicación 
progresiva del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en materia de 
seguridad social. 
 Directiva 86/378/CEE relativa a la igualdad de trato en los regímenes profesionales de 
seguridad social (modificada en 1996). 
 Directiva 86/613/CEE relativa a la igualdad de trato entre hombres y mujeres que 
ejerzan una actividad autónoma, así como sobre la protección de la maternidad. 
 Directiva 92/85/CEE relativa a la promoción de la seguridad y de la salud en el trabajo 
de la trabajadora embarazada, que haya dado a luz o esté en período de lactancia. 
 Directiva 96/97/CE del Consejo de 20 de diciembre de 1996 por la que se modifica la 
Directiva 86/378/CEE relativa a la aplicación del principio de igualdad de trato entre 
hombres y mujeres en los regímenes profesionales de seguridad social. 
 Directiva 96/34/CE relativa al acuerdo marco sobre permiso parental.51 
 Directiva 97/80/CE relativa a la carga de la prueba en los casos de discriminación por 
razón de sexo.
52
 
 Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 2000, relativa al 
establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la 
ocupación. 
 Directiva 2004/113/CE relativa a la igualdad en cuanto al acceso a bienes y servicios y 
a su suministro. 
 Directiva 2006/54/CE  relativa a la aplicación del principio de igualdad de 
oportunidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres en asuntos de empleo y 
ocupación (refundición). 
 
 
                                                     
51 Existe una modificación : DIRECTIVA 97/75/CE DEL CONSEJO de 15 de diciembre de 1997 por la que se modifica y 
amplía al Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte la Directiva 96/34/CE relativa al Acuerdo marco sobre el permiso 
parental celebrado por la UNICE, el CEEP y la CES. 
52 Existe una modificación: Directiva 98/52/CE DEL CONSEJO de 13 de julio de 1998 relativa a la ampliación de la 
Directiva 97/80/CE relativa a la carga de la prueba en los casos de discriminación por razón de sexo, al Reino Unido de Gran 
Bretaña e Irlanda del Norte. 
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 Directiva 2010/18/UE del consejo de 8 de marzo de 2010 por la que se aplica el 
Acuerdo marco revisado sobre el permiso parental, celebrado por 
BUSINESSEUROPE, la UEAPME, el CEEP y la CES, y se deroga la Directiva 
96/34/CE. 
 
El último paso a destacar que ha dado la Unión Europea en pos de esa igualdad tan 
deseada, a través de estas herramientas, ha sido la elaboración de la Directiva 2010/41/UE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de julio de 2010, sobre la aplicación del principio de 
igualdad de trato entre hombres y mujeres que ejercen una actividad autónoma, y por la que se 
deroga la Directiva 86/613/CEE del Consejo
53
. 
Esta Directiva establece nuevas disposiciones relativas a la lucha contra las 
discriminaciones, la creación de empresas, la protección social y la maternidad. El principio 
de igualdad de trato entre hombres y mujeres se aplica así, al sector autónomo. 
 El respeto de este principio debe permitir, en especial, aumentar el número de mujeres 
que ejercen este tipo de actividad. Un principio que también debe aportar un mayor 
reconocimiento del trabajo realizado por los o las cónyuges que colaboran con las  personas 
con profesión autónoma.  
El plazo de transposición en los Estados miembros de la citada Directiva termina el 
próximo 5 de Agosto del presente año 2012.  
Además de las citadas Directivas, la Comisión Europea en los últimos 20 años ha 
puesto en marcha otros dispositivos, instrumentos y herramientas con el fin de lograr una 
igualdad real y de oportunidades de mujeres y hombres.  
Así como ejemplo, podemos observar como la Comisión Europea creó una hoja de 
ruta llamada: “Plan de trabajo para la igualdad entre las mujeres y los hombres 2006-
2010”54 que definía seis dominios prioritarios a trabajar entre los años 2006-2010 y que 
tenían en común la consecución de igualdad real y de oportunidades de unas  y otros. Esta 
hoja de ruta se vio completada en 2008 con “Comunicación de la Comisión al Parlamento 
                                                     
53 DIRECTIVA 2010/41/UE DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO de 7 de julio de 2010 sobre la aplicación 
del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres que ejercen una actividad autónoma, y por la que se deroga la 
Directiva 86/613/CEE del Consejo. Web: http://eur-
lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=CELEX:32010L0041:es:NOT (Consultada en última ocasión en febrero 2012). 
54 COMUNICACIÓN DE LA COMISIÓN AL CONSEJO, AL PARLAMENTO EUROPEO, AL COMITÉ ECONÓMICO Y 
SOCIAL EUROPEO Y AL COMITÉ DE LAS REGIONES Plan de trabajo para la igualdad entre las mujeres y los hombres 
2006-2010. Web: http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2006:0092:FIN:ES:PDF (Consultada en 
última ocasión en febrero 2012). 
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Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones, de 
2 de julio de 2008 – No discriminación e igualdad de oportunidades: un compromiso 
renovado”.55 
Esta comunicación proporcionaba un enfoque global con el que la Comisión renueva 
su compromiso de avanzar en materia de no discriminación e igualdad de oportunidades en la 
Unión Europea (UE). El documento tenía como objetivo reforzar el marco jurídico de las 
acciones antidiscriminación y los instrumentos políticos para promover la igualdad de 
oportunidades. 
Otro de los instrumentos que se han puesto en marcha ha sido la creación “Instituto 
Europeo de la Igualdad de Género”56, cuyo objetivo general es el de contribuir a la promoción 
de la igualdad de género y reforzarla, y sus objetivos específicos incluyen la incorporación de 
la perspectiva de género en todas las políticas comunitarias y en las políticas nacionales 
resultantes, y la lucha contra la discriminación por motivos de sexo.  
Por otro lado este Instituto tiene como función  intentar dar respuesta y asesorar a la 
ciudadanía en todas aquellas cuestiones relacionadas con la igualdad de género en la UE, para 
ello presta asistencia técnica a las instituciones comunitarias, en particular a la Comisión, y a 
las autoridades de los Estados miembros, tal y como se recoge en el Reglamento Europeo para 
su creación
57
.  
1.4.2 La igualdad de las mujeres en el derecho francés  
Dado que nuestro trabajo tiene un apartado relativo a las similitudes en la elaboración de los 
presupuestos estatales de Francia y España, creemos que es necesario, tras haber analizado el 
contexto jurídico comunitario relativo a la igualdad real y de oportunidades de mujeres y 
hombres; hacer  lo propio con el Estado francés, ya que todo el capitulo siguiente como 
señalábamos anteriormente versará sobre el Principio de Igualdad en el Estado español. 
                                                     
55 COMUNICACIÓN DE LA COMISIÓN AL PARLAMENTO EUROPEO, AL CONSEJO, AL COMITÉ ECONÓMICO Y 
SOCIAL EUROPEO Y AL COMITÉ DE LAS REGIONES, DE 2 DE JULIO DE 2008 – NO DISCRIMINACIÓN E 
IGUALDAD DE OPORTUNIDADES: UN COMPROMISO RENOVADO.  Web: http://eur-
lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2008:0420:FIN:ES:PDF (Consultada en última ocasión en febrero 
2012). 
56 INSTITUTO EUROPEO DE LA IGUALDAD DE GÉNERO Web: 
http://europa.eu/agencies/regulatory_agencies_bodies/policy_agencies/eige/index_es.htm (Consultada en última ocasión en 
febrero 2012). 
57 REGLAMENTO (CE) No 1922/2006 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO de 20 de diciembre de 2006 
por el que se crea un Instituto Europeo de la Igualdad de Género. Web: http://eur-
lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=OJ:L:2006:403:0009:0017:ES:PDF (Consultada en última ocasión en febrero 
2012). 
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Así, retrotrayéndonos hasta el siglo XVIII en Francia, constatamos como la 
Revolución Francesa no solo marcó la ruptura con el Antiguo Régimen, sino que a través de 
la elaboración de la “Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano” Francia se 
convertía en la cuna de los derechos del hombre, que no de la mujer como veremos más 
seguidamente. 
Aquí también las mujeres se quedaron atrás, y aunque participaron muy activamente 
en la Revolución Francesa, esto no supuso una mejora en su situación jurídica, de hecho, los 
derechos universales, como el derecho al voto, fueron reconocidos a los hombres y no a las 
mujeres. 
Esta situación se mantendría así durante mucho tiempo, y pese a que en el terreno 
político la Revolución Francesa supondría una brecha intelectual propicia a la igualdad, en el 
plano jurídico, los avances para las mujeres fueron muy tardíos. 
Así, la Constitución de 1848 que proclamaba “que la soberanía reside en la 
universalidad de los ciudadanos  franceses” instaurando así el sufragio universal (masculino), 
proclamaba que “son electores sin condición de censo todos los franceses mayores de 21 años 
que gocen de sus derechos  civiles y políticos” sin decir explícitamente que estos electores no 
podían ser electoras. 
Esta discriminación se ve mucho más claramente en el ámbito del derecho privado, sin 
ir más lejos el Código Civil francés de 1804, código extremadamente conservador que 
institucionalizó la organización patriarcal basada en la superioridad masculina, señalaba en su 
artículo 1124 que  “las personas privadas  de derechos jurídicos son los menores, las mujeres 
casadas, los criminales y los retrasados mentales”, también es en este sentido podemos 
señalar el artículo 213 que establecía que: “El marido debe proteger a su mujer y ella le debe 
obediencia a él”. Así bien, como señala Lochak (2011: 56): 
 
El camino hacia la igualdad en el seno de la pareja se tradujo en una 
reformulación en sentido inverso, La supresión progresiva de prerrogativas y 
privilegios de los hombres ha seguido un camino paralelo a la supresión de 
referencias específicas al marido o a la mujer: 
 Eliminación de la incapacidad jurídica de la mujer (1938) 
 Eliminación del derecho del marido a elegir el lugar de residencia familiar. 
(1975) 
45 
 
 Desaparición  de la noción “jefe de la comunidad” e igualdad de esposos en 
la administración de bienes comunes (1985)
58
 
 
Este fenómeno de evolución lenta y tardía hacia una base simétrica de igualdad de 
derechos se puede observar en la tabla siguiente que muestra la evolución del citado artículo 
213 del Código Civil Francés: 
 
Este fenómeno de lenta evolución no es exclusivo del derecho civil, en el ámbito del 
derecho penal también ocurría lo mismo; así el adulterio
59
 por ejemplo, se reprimía de una 
forma más severa en la mujer, la cual corría riesgo de entrar en prisión por adultera, frente a la 
posible multa que el hombre adultero podría recibir como castigo. 
Como indica Borrillo, no es hasta la mitad del siglo XIX, con la irrupción de las ideas 
socialistas que la las mujeres comiencen a organizarse para reivindicar el derecho a la 
educación, a la igualdad salarial, al divorcio y sobre todo al derecho al voto; no se debe obviar 
la invisibilización del hecho de que durante las dos guerras mundiales, las mujeres 
participaron activamente en la vida económica
60
 de las naciones europeas para paliar la 
ausencia de los hombres que habían partido al frente (Borrillo, 2009: 88-96). 
                                                     
58 La traducción es nuestra. 
59 En Francia el adulterio estuvo penado hasta la entrada en vigor de la Ley 11 de julio 1975. 
60 Este fenómeno en España también se vivió durante la guerra civil española, la ausencia de hombres hizo que las mujeres se 
hicieran cargo de los campos, las fábricas, en definitiva de la vida económica, y aunque la dictadura de Francisco Franco 
provocó la vuelta de estas mujeres al ámbito invisible de lo privado, es de justica señalar que durante los años más duras que 
ha conocido el Estado español fueron las mujeres las que sostuvieron la economía del país.  
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En Francia, hasta la entrada en vigor de la Ley de 18 de febrero de 1938, la mujer no 
era capaz jurídicamente, y se encontraban bajo la tutela jurídica de su marido y no será hasta 
el 21 de abril de 1944 que las mujeres obtengan el derecho a ser electas y el derecho al voto
61
. 
La igualdad salarial de mujeres y hombres vino de la mano de la ley  de 22 de 
diciembre de 1972. Tres años más tarde en 1975 las mujeres conseguían el derecho a la 
interrupción voluntaria del embarazo
62
 y el derecho al divorcio de mutuo acuerdo. Ese mismo 
año por fin se suprimía el derecho exclusivo del marido a elegir el lugar de residencia 
familiar. 
La igualdad de las mujeres está asegurada hoy en día en Francia no solamente por el 
cuerpo jurídico sino también por el cuerpo administrativo. De esta manera desde 1978 existe 
un Ministerio encargado de la condición femenina y un observatorio de la paridad, creado en 
1995 que vigila que no se produzcan desigualdades entre unas y otros; todo ello sin olvidar 
que el Código Penal francés en su artículo 225 prohíbe cualquier tipo de discriminación 
basada en el sexo. 
 
Durante más de cuarenta años, la Constitución de 1958 no dijo nada 
sobre la cuestión de la igualdad entre los sexos. La única referencia de valor 
constitucional figuraba en el párrafo 3 del Preámbulo de la IV República —«la 
ley garantiza a la mujer, en todos los ámbitos, derechos iguales a los de los 
hombres»— al cual el Preámbulo de 1958 se remite. Considerando que al 
sacrosanto principio de indivisibilidad de la República (artículo 1) 
correspondía la del pueblo, el Consejo constitucional rechazará en dos 
ocasiones la posibilidad de una cuota femenina en las distintas elecciones. 
Para sortear este obstáculo se aprobó la reforma del 8 de julio de 1999 que 
indicaba que «la ley favorece el igual acceso de mujeres y hombres a los 
mandatos electorales y a los cargos electivos». El 23 de julio de 2008, el 
constituyente decidió extender este objetivo «a las responsabilidades 
profesionales y sociales» y pasar la exigencia de paridad así definida del 
artículo 3 al párrafo 2 del artículo 1 de la Constitución (Pinon, 2010: 17-74)
63
. 
 
                                                     
61 Con respecto a “ la historia del derecho al voto de las mujeres en Francia” recomendamos la lectura de las siguientes webs: 
http://www.france.fr/es/conocer/instituciones-y-valores/vida-democratica/historia-del-derecho-al-voto-de-la-mujer; 
http://www.assemblee-nationale.fr/histoire/femmes/citoyennete_politique_chronologie.asp;  
http://www.vie-publique.fr/decouverte-institutions/citoyen/participation/voter/droit-vote/etapes-conquete-du-droit-vote.html 
(Consultada en última ocasión en febrero 2012). 
62 La adopción por el Parlamento del proyecto de ley sobre la interrupción voluntaria de embarazo (IVE), que despenaliza el 
aborto y que entró en vigor el 17 de enero de 1975, ha sido también conocida como la « Ley Veil/ Loi Veil » ya que su 
adopción en el parlamento se debió en gran medida a la jurista francesa SIMONE VEIL. La defensa de la adopción de esta 
ley valió ataques y amenazas por parte de la extremo-derecha  y de la derecha tradicional. 
63 Para el análisis detallado del articulado de la Constitución Francesa, véase: CARCASSONE, G, La Constitution, Editions 
du Seuil. Paris 2011, paasim. 
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Este elenco jurídico francés que asegura la igualdad, creemos que debe completarse 
con la mención a algunas disposiciones jurídicas francesas, las más relevantes, referentes al 
dispositivo jurídico antidiscriminatorio
64
 galo. 
Sin duda en el ámbito del derecho interno el texto legal más relevante frente a la 
discriminación es la “Ley 1006-2001 de 16 de noviembre sobre la lucha contra las 
discriminaciones”65, que procede a modificar el Código laboral francés y el Código penal 
francés, completando la lista de motivos de discriminación y el alcance de las 
discriminaciones prohibidas.  
Otras leyes que complementan el dispositivo antidiscriminatorio y que no podemos 
dejar de mencionar son la “Ley 73-2002 de 17 de enero de 2002 de modernización social”66, 
que incluye disposiciones específicas en materia de discriminación en relación al alojamiento 
y en relación al acoso moral. En esa misma línea la “Ley 2004-204 relativa a la adaptación 
de la justicia con respecto a la evolución criminal”67 incluye un capítulo específicamente 
consagrado a la lucha contra las discriminaciones y reafirma el carácter delictivo de las 
infracciones de carácter sexual.  
Una importancia particular merecen las leyes siguientes, la  “Ley de 30 de diciembre 
de 2004 que crea la Alta Autoridad de lucha contra las discriminaciones (HALDE- «Haute 
Autorité de Lutte contre les Discriminations et pour l’Égalité»)”68 y la “Ley 396-2006 de 31 
de marzo de 2006 por la igualdad de oportunidades”69 que, sin revolucionar el dispositivo 
                                                     
64 Siendo el objeto este capítulo la igualdad de los géneros, solo señalaremos las disposiciones jurídicas antidiscriminatorias 
relativas a la discriminación por sexo. 
65 «Loi n° 2001-1066 du 16 novembre 2001 relative à la lutte contre les discriminations». Web 
http://www.legifrance.gouv.fr/affichTexte.do;jsessionid=2A25666D048164D4157A378195FF9D00.tpdjo08v_1?cidTexte=L
EGITEXT000005631676&dateTexte=20120227 (Consultada en última ocasión en marzo 2012). 
66 «Loi n° 2002-73 du 17 janvier 2002 de modernisation sociale». 
Web :http://www.legifrance.gouv.fr/affichTexte.do;jsessionid=2A25666D048164D4157A378195FF9D00.tpdjo08v_1?cidTe
xte=LEGITEXT000005632119&dateTexte=20120227(Consultada en última ocasión en marzo 2012). 
67 «Loi n° 2004-204 du 9 mars 2004 portant adaptation de la justice aux évolutions de la criminalité». Web : 
http://www.legifrance.gouv.fr/affichTexte.do?cidTexte=JORFTEXT000000249995 (Consultada en última ocasión en marzo 
2012). 
68 «Loi n°2004-1486 du 30 décembre 2004 portant création de la haute autorité de lutte contre les discriminations et pour 
l'égalité».Web :http://www.legifrance.gouv.fr/affichTexte.do?cidTexte=JORFTEXT000000423967 (Consultada en última 
ocasión en marzo 2012). 
La ALTA AUTORIDAD DE LUCHA CONTRA LA DISCRIMINACIONES Y POR LA IGUALDAD, HALDE, se 
configura como una autoridad administrativa independiente competente para conocer todo tipo de discriminaciones directas e 
indirectas y la citada Ley 396-2006  que refuerza sus poderes, además de introducir el «testing» como medio de prueba legal 
en vía penal, inscribir el principio del CV anónimo en el Código Laboral e introducir en el texto el objetivo de “la 
diversidad”. Web: http://halde.defenseurdesdroits.fr/Missions-et-pouvoirs,11013.html.(Consultada en última ocasión en 
marzo 2012). 
69 «Loi n° 2006-396 du 31 mars 2006 pour l'égalité des chances. »Web : http://admi.net/jo/20060402/SOCX0500298L.html  
(Consultada en última ocasión en marzo 2012). 
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jurídico institucional de lucha contra las discriminaciones, muestra una voluntad más política 
que jurídica de reformular el discurso antidiscriminatorio, incorporando la noción de 
“igualdad de oportunidades”. 
 
1.5 Estimativa y evaluación del impacto en la normativa comunitaria  
 
Una vez introducida la igualdad de géneros en la Unión Europea y en Francia, primer pilar de 
nuestra investigación, es el momento de comenzar a analizar la estimativa y evaluación del 
impacto en la normativa comunitaria, segundo gran pilar de este trabajo.  
Con esto pretendemos sentar las bases para aunar ambos conceptos el de “igualdad de 
géneros” y el de “estimativa y evaluación del impacto” en los capítulos venideros, de tal 
forma que seguidamente podamos dedicarnos, de manera exhaustiva, al estudio de la 
estimativa y la evaluación del impacto por razón de género en la normativa comunitaria 
estatal y autonómica andaluza. 
Así bien comenzaremos señalando como en el año 2002, la Comisión Europea, se 
propuso introducir la evaluación del impacto como una herramienta encaminada a mejorar la 
calidad y la coherencia del proceso de desarrollo de políticas, capaz por un lado de contribuir 
a instaurar un entorno legislativo eficaz y productivo,  y por otro lado capaz de llevar a cabo 
una aplicación más coherente de la Estrategia de la Unión Europea para un desarrollo 
sostenible:  
La evaluación del impacto identifica los posibles efectos positivos y 
negativos de las políticas propuestas, permitiendo hacer juicios razonados 
sobre las mismas y señalar los compromisos necesarios para lograr los 
objetivos perseguidos. También permite completar la aplicación del Protocolo 
sobre los principios de subsidiariedad y proporcionalidad anexo al Tratado de 
Amsterdam.
70
 
 
El análisis de impacto remplaza así, a las antiguas evaluaciones sectoriales y analiza 
las consecuencias potenciales de las nuevas propuestas políticas o reglamentarias en los 
                                                     
70 COMISIÓN DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS. Comunicación de la comisión sobre la evaluación del impacto. 
COM (2002) 276 final. Bruselas, 5.6.2002.  
Dicha Comunicación expone la manera en que la Comisión —gradualmente a partir de 2003— debía aplicar el proceso de 
evaluación del impacto en relación con todas las iniciativas importantes. En  su l anexo se enumeraban los principales 
componentes del método de evaluación del impacto. Web: http://eur-
lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2002:0276:FIN:ES:PDF (Consultada en última ocasión en marzo 2012). 
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ámbitos económico, social y medioambiental. Consiste pues en realizar una evaluación 
equilibrada de todas las propuestas políticas o reglamentarias y de sus posibles consecuencias.  
Como herramienta jurídica, esta reposa en el principio proporcionalidad, (en virtud del 
cual la precisión y la extensión de un análisis de impacto y por lo tanto los recursos 
concedidos a ésta, son proporcionales al carácter esperado de la propuesta y a sus 
consecuencias probables). 
De manera general, todas las iniciativas políticas y las propuestas políticas y/o 
reglamentarias que figuran en “El programa legislativo y de trabajo anual”71 de la Comisión 
deben ser objeto de un análisis de impacto.  
A su vez se elaboran “las hojas de ruta”72, que son publicadas en el momento de la 
adopción del programa que se trate, y que están diseñadas para dar una primera indicación de 
los principales ámbitos en los que se debe efectuar un análisis y evaluación del impacto.  
Aunque las hojas de ruta son de uso interno de la Comisión, esta institución ha 
decidido tener en cuenta a los agentes sociales para el diseño de sus políticas, ya que la 
experiencia ha demostrado (sobre todos en ámbitos tales como la cooperación internacional 
para el desarrollo) que  la implicación de las partes interesadas en la formulación de 
proyectos, programas… es esencial para garantizar una buena calidad del producto final.  
Así, entre los meses de  junio y julio de 2008 la Comisión organizó una “consulta 
pública” relativa a la pertinencia de las líneas directrices elegidas por la Comisión Europa en 
lo referente al análisis del impacto: 
Consultation relative au projet de lignes directrices de la Commission 
concernant l'Analyse d'Impact: 
1. explicitent-elles correctement la logique des stades successifs à suivre dans le 
processus d'évaluation d'impact (définition de la problématique, objectifs, options 
politiques, évaluation des impacts, comparaison des options, suivi et évaluation) ? 
2. préservent-elles le bon équilibre entre les impacts économiques, sociaux et 
environnementaux, indispensable à une approche intégrée et équilibrée de 
l'évaluation d'impact ? 
                                                     
71 COMISIÓN EUROPEA, El programa legislativo y de trabajo anual. Web: 
http://ec.europa.eu/atwork/programmes/index_fr.htm (Consultado en última ocasión en marzo 2012).  
El último que se ha publicado es COMUNICACIÓN DE LA COMISIÓN AL PARLAMENTO EUROPEO, AL CONSEJO, 
AL COMITÉ ECONÓMICO Y SOCIAL EUROPEO Y AL COMITÉ DE LAS REGIONES. COM (2011) 777 final. 
Programa de Trabajo de la Comisión para 2012: Materializar la renovación de Europa. Bruselas,  15.11.2011. Web: 
http://ec.europa.eu/atwork/programmes/docs/cwp2012_es.pdf (Consultado en última ocasión en marzo 2012). 
72 COMISIÓN EUROPEA, Hojas de ruta. Web http://ec.europa.eu/governance/impact/ia_carried_out/ia_carried_out_en.htm 
(Solo disponibles en Ingles y hasta el año 2009. Consultada en última ocasión en marzo 2012). 
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3. couvrent-elles suffisamment les aspects spécifiques de ces impacts ? 
4. couvrent-elles une gamme suffisante de méthodes d'analyse et ces dernières sont-
elles traitées de façon suffisamment détaillée ? 
5. indiquent-elles clairement comment les contributions des experts et des parties 
prenantes doivent être collectées durant la phase préparatoire, compte tenu des 
standards minimaux de consultation ?
73
 
Previa a esta consulta
74
 y posteriormente confirmado por los resultados obtenido a 
través de ella
75
, la Comisión Europea ya venía observando a través de los análisis y 
evaluaciones del impacto de la legislación que había realizado, la urgente necesidad de llevar 
a cabo una mejor tarea legislativa, es decir la necesidad legislar mejor, y para ello puso en 
marcha un programa de gran envergadura para simplificar y, en general, mejorar el marco 
regulador: “Legislar mejor”76. 
Este programa contemplaba distintas acciones, entre las que destacamos la referida al 
objeto de nuestra investigación, la evaluación del impacto, así la medida a la que nos 
referimos venia definida en dicho programa como la necesidad de “Introducir un sistema para 
evaluar el impacto y mejorar el diseño de las propuestas importantes de la Comisión”. 
De esta manera, la Comisión imponía la realización de una evaluación de impacto de 
las propuestas políticas importantes y, desde la creación su creación en 2006 el Comité de 
                                                     
73 COMISIÓN EUROPEA, Consultation relative au projet de lignes directrices de la Commission concernant l'Analyse 
d'Impact. Web:. http://ec.europa.eu/governance/impact/consultation/ia_consultation_fr.htm. (Consultado en última ocasión en 
marzo 2012). 
74 PARLAMENTO EUROPEO Comisión de Asuntos Jurídicos y Mercado Interior (PE/VI/ACTA/03-15. ACTA) 
Proposición añadir al proyecto de orden del día la designación de un ponente para la opinión sobre el Acuerdo 
interinstitucional "Legislar mejor" Web: http://www.europarl.europa.eu/meetdocs/committees/juri/20031001/503579ES.pdf. 
(Consultado en última ocasión en marzo 2012). 
75 Los principales elementos de mejora se refieren a: la subsidiariedad, la proporcionalidad, así como el valor añadido 
aportado por la Unión Europea en la iniciativa propuesta; la evaluación del riesgo; los impactos sociales; los impactos sobre 
los consumidores; los impactos sobre las pequeñas empresas; los impactos en los ámbitos nacionales y regionales; los 
impactos sobre el comercio y las inversiones internacionales, así como sobre los países en desarrollo; los impactos sobre la 
carga administrativa y la simplificación de la legislación Web: 
http://ec.europa.eu/governance/impact/consultation/ia_consultation_fr.htm. (El subrayado y la traducción es nuestro. 
Consultado en última ocasión en marzo 2012). 
76COMISIÓN EUROPEA, Legislar mejor. Web: http://ec.europa.eu/governance/better_regulation/index_es.htm 
El plan puede consultarse en http://ec.europa.eu/governance/better_regulation/brochure_en.htm (Consultada en última 
ocasión en marzo 2012). 
A finales del 2005, además del acuerdo interinstitucional " Mejor legislar " de 2003, las tres instituciones europeas - 
Parlamento europeo, Consejo y Comisión - acordaron establecer un "enfoque común del análisis de impacto legislativo. Este 
consiste en un conjunto de reglas, a través de las cuales las instituciones llevaran a cabo un análisis del impacto que se puede 
producir durante todo el proceso legislativo. Hemos de señalar que esta propuesta conjunta de la Comisión generalmente 
sirve de base a los análisis que eventualmente realizan otras instituciones europeas cuando aportan las enmiendas a las 
propuestas de la Comisión. 
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Evaluación de Impacto
77
, ha emitido más de 400 dictámenes que pueden ser consultados por 
el público 17.2003, ya ha llevado a cabo más de 150 evaluaciones de este tipo.
78
 
Se observa así pues como se ha operado un cambio importante en el modo de forjar las 
políticas en la Comisión Europea. Se trata de un planteamiento basado en el conocimiento y 
que está encaminado a asegurar que la proposición de determinadas iniciativas y el modo de 
hacerlo se apoyan en pruebas sólidas y en un análisis de los posibles impactos que su entrada 
en vigor pudiese conllevar.  
El programa «legislar mejor» en la actualidad ya ha dado lugar a cambios importantes 
en la manera en que la Comisión elabora sus políticas y propone normativas:  
 
Las consultas con las partes interesadas y los análisis de impacto son 
ahora elementos esenciales del proceso normativo que han aumentado la 
transparencia y la responsabilidad y han favorecido la elaboración de políticas 
a partir de elementos concretos. Este sistema se considera como una buena 
práctica de la UE y está en la base del proceso de toma de decisiones en las 
instituciones de la UE. La Comisión ha simplificado una gran parte de la 
legislación existente y ha realizado progresos importantes con el fin de reducir 
las cargas administrativas.
79
 
 
 El pasado año 2010, la Comisión consideró que había llegado el momento de pasar a 
una marcha superior. Era cierta la necesidad de legislar mejor, pero además resultaba preciso 
pasar a una normativa inteligente que se integrara aún más en la cultura de trabajo de la 
Comisión.  
Para ello el Presidente de la Comisión se comprometió directamente en favor de la 
normativa inteligente, y la se presentó la Comunicación “Normativa inteligente en la Unión 
                                                     
77 COMITÉ DE EVALUACIÓN DE IMPACTO. Con vistas a reforzar el control de la calidad del análisis de impacto, la 
Comisión creó en noviembre de 2006 una nueva función interna de control de la calidad. El comité de evaluación de impacto 
un órgano independiente, bajo la autoridad directa del presidente de la Comisión. Los miembros del comité son funcionarios 
de alto nivel de los servicios más próximos de la Comisión de los tres pilares (economía, social y entorno) el enfoque 
integrado en materia de análisis de impacto. El comité tiene como misión examinar los proyectos de análisis de impacto de 
los diferentes servicios de la Comisión. Da su opinión sobre la calidad y propone trabajos eventuales y complementarios. El 
control de la calidad constituye la tarea inicial del comité. Web: http://ec.europa.eu/governance/impact/iab/iab_en.htm 
(Consultada en última ocasión en marzo 2012). 
78 Disponible en: http://ec.europa.eu/governance/impact/ia_carried_out/cia_2010_en.htm (Consultada en última ocasión en 
marzo 2012). 
79 RESOLUCIÓN DEL PARLAMENTO EUROPEO, de 9 de septiembre de 2010, sobre «Legislar mejor» (P7_TA 
(2010)0311). Ver también: Informe especial n° 3/2010 del Tribunal de Cuentas Europeo - «Impact Assessments in the EU 
institutions: do they support decision making?» (Las evaluaciones de impacto en las instituciones de la UE: su contribución al 
proceso decisorio). 
52 
 
Europea”80,  que tenía por objetivo definir lo que pasar a una normativa inteligente significaría 
en la práctica. 
 En noviembre del pasado año 2011 la Comisión Europea elaboró el Programa de 
Trabajo de la Comisión para 2012
81,
 a través de él  y dada la actual situación de crisis que 
envuelve a Europa, la Comisión intenta responder a nuevas necesidades urgentes que se 
manifiestan como resultado de la crisis, al mismo tiempo que continua con los trabajos sobre 
aspectos estructurales que se había marcado en años anteriores, con el deseo de  configurar 
una Europa próspera y sostenible para el futuro: 
 
Para realizar las reformas contempladas en el presente Programa, la 
legislación de la UE debe funcionar adecuadamente en cada etapa; desde la 
concepción hasta la aplicación y desde la evaluación hasta la actualización, la 
acción de la UE debe probarse a lo largo del ciclo, a fin de cumplir las normas 
más estrictas de calidad, eficacia y eficiencia. Deberemos asegurarnos de que 
los requerimientos normativos sean lo más livianos posibles. El derecho de 
iniciativa de la Comisión y su responsabilidad como guardiana del Tratado le 
asignan un papel especial en el mantenimiento de estas normas exigentes. 
 
Así se observa que la Comisión no ha dejado de lado lo establecido en 2010 en lo 
relativo a la normativa inteligente y se constata además como el papel de la Comisión a la 
hora de proponer normas ha evolucionado sustancialmente en los últimos años con la 
consolidación de la evaluación de impacto como parte normalizada de su trabajo.  
De igual manera, la Comisión prevé que en el presente año 2012 se producirá otro 
paso importante al ampliarse el plazo mínimo de consulta pública de 8 a 12 semanas, lo que 
contribuirá a garantizar que las propuestas de la Comisión tengan bien en cuenta los puntos de 
vista de las partes interesadas y que todos dispongan de la posibilidad de expresar su opinión 
sobre las principales políticas. 
Así bien, y a modo de conclusión de este primer capítulo y retomando las ideas 
principales que en él hemos querido ir plasmando, observamos que efectivamente desde 
mediados del siglo pasado, la creación de legislación cuyo objetivos son por un lado, la 
                                                     
80 COMISIÓN EUROPEA Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social 
Europeo y al Comité de las Regiones. Normativa inteligente en la Unión Europea. COM (2010) 543 final. Bruselas 
8.10.2010. Web: http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2010:0543:FIN:ES:PDF (Consultada en 
última ocasión en marzo 2012). 
81 COMISIÓN EUROPEA, Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social 
Europeo y al Comité de las Regiones, Programa de Trabajo de la Comisión para 2012: Materializar la renovación de 
Europa. COM (2011) 777 final. Bruselas, 15.11.2011. Web: http://ec.europa.eu/atwork/programmes/docs/cwp2012_es.pdf 
(Consultada en última ocasión en marzo 2012). 
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eliminación de aquellos factores que provocan situaciones discriminatorias entre las personas 
y por otro la puesta en marcha de herramientas para asegurar una sociedad justa  y equitativa, 
ha sido una labor creativa inmensa.  
Y pese a ello, el objetivo de alcanzar una sociedad donde todas las personas gocen de 
los mismos derechos y oportunidades, todavía queda lejano; sobre todo porque la 
invisibilidad, y por tanto la desprotección jurídica, a la que se ve abocada una parte de la 
sociedad es una invisibilidad estructural, es decir la construcción patriarcal, heteronormativa y 
binaria de nuestras sociedades ha hecho que se queden excluidas de ellas, por un lado todas 
aquellas personas que no se adhieren a las categoría masculina/femenina, y por otro lado ha 
conseguido que incluso entre aquellas personas catalogadas en las categorías binarias 
masculino/femenino, exista una situación de dominio y opresión, asignándole a la categoría 
masculina el poder y el dominio y exiliando por tanto a la sumisión y opresión a su binario: lo 
femenino. 
Así si tenemos en cuenta que uno de los objetivos recientes de la UE es llevar a cabo 
una mejora en la elaboración de su normativa, como juristas proponemos la apertura a nuevas 
categorías jurídicas para los sujetos de derecho, de tal suerte que esto proporcionaría una 
cobertura legal a todas las personas que conforman la sociedad y en consecuencia la mejora 
en la eficacia y en la eficiencia de la legislación europea estaría asegurada.  
Para ello proponemos adherirnos a las posturas post-feministas actuales que instan a la 
“desestabilización” del tándem sexo/género y el binarismo biológico y social alineado con él, 
como respuesta al hecho más que constatado de la necesidad de configurar nuevos modelos de 
sociedades con cabidas para todas las personas. 
No obstante, mientras que llega este momento, y teniendo en cuenta que actualmente 
en nuestro Estado de derecho positivo, nuestros sujetos de derecho son la mujer y el hombre, 
la mejora en cualitativa en la creación legislativa debe venir marcada por el análisis, la 
evaluación, la corrección y posterior estimación de la legislación vigente, a través de un 
sistema de evaluación de impacto normativo en función del género a fin de determinar en qué 
situación con respecto al goce de derechos y acceso a las oportunidades se hayan unas y otros 
y corregir las posibles brechas de género que se detecten. 
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Capítulo 2: El derecho de igualdad en 
el Orden Jurídico estatal español y 
autonómico andaluz 
2.1 Breve trazado de la situación de las mujeres en España desde la 
Segunda Republica hasta la promulgación de la Constitución de 1978 
 
El siglo XX fue un siglo de cambios y revoluciones, abrió la puerta a grandes 
transformaciones y sin duda cambió de manera profunda las relaciones entre hombres y 
mujeres. 
En el caso de España, la conquista de espacios por parte de la mujer ha sido 
particularmente difícil y problemática. A las dificultades propias de los cambios radicales, se 
unen en nuestro caso dos fenómenos que marcaron sustancialmente el destino de las mujeres 
de nuestro país. Por una parte la Guerra Civil que supuso una ruptura y un retroceso evidente, 
todo lo conseguido durante la Segunda República se perdió en la guerra. 
Por otra parte, la dictadura franquista suprimió cualquier atisbo de avance en el terreno 
de los derechos de las mujeres. La mujer volvió al ámbito doméstico para ejercer de madre y 
esposa. 
La caída de la monarquía el 14 de abril de 1931 y la llegada de la Segunda República 
inauguró un proceso de modernización de la sociedad con la universalización de la cultura y 
de la vida política, que dejaron de ser patrimonio de una minoría. 
Al mismo tiempo, se produjeron una serie de cambios que supusieron la 
transformación de la situación social de la mujer. Los años sometidas a un constante encierro 
doméstico dieron paso a un periodo de visibilidad que las hizo más presentes que nunca, las 
mujeres se incorporaban a una sociedad llena de cambios y transformaciones, pero 
desgraciadamente esta situación de avances y de normalización de la que comenzaban a 
disfrutar las mujeres durante el periodo republicano, no llegó a consolidarse. 
Dentro los cambios y transformaciones que se efectuaron durante la Segunda 
Republica, cabe destacar en el ámbito laboral, cómo el gobierno de la Segunda Republica, 
declaró vigente la “Ley 13/3/1900, sobre trabajo de menores y el descanso por lactancia y pos 
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parto de la mujer trabajadora”. Esta ley que fue defendida desde instancias obreras y 
feministas con el fin de compensar las mayores dificultades a las que las mujeres se 
enfrentaban en el trabajo debido en parte a las sucesivas maternidades y realización de una 
doble o triple jornada, la laboral, las relativas al ámbito doméstico, junto a ello las mujeres 
recibían salarios más bajos que sus compañeros varones y no contaban con organizaciones 
sindicales fuertes para defender sus intereses. Como puntos importantes y a destacar esta ley 
fijaba un plazo de descanso posparto y reconocía el derecho a interrumpir la jornada laboral, 
una hora al día a la trabajadora con hijos lactantes. 
Como señala Espuny Tomás (2006), la Ley de 13 de marzo de 1900, marca el 
comienzo de una legislación protectora de la mujer. La fisiología y la moralidad están 
presentes en la composición de las Juntas Provinciales de Reformas Sociales y en las Juntas 
Locales de Reformas Sociales
82
. 
En esa misma dirección, el 26 de mayo de 1931 se establecía con carácter obligatorio 
y por Decreto, el seguro de maternidad y se garantizaba la asistencia sanitaria a las 
trabajadoras asalariadas. 
Vemos como la Constitución de 1931 recogía la preocupación de los poderes públicos 
por la protección del trabajo de las mujeres. Sin ir más lejos en su artículo 46 se establecía 
“…que el trabajo era una obligación social, protegido por la ley que regularía especialmente 
el trabajo de las mujeres y la protección a la maternidad además del seguro de enfermedad, 
accidente, paro forzoso, vejez, invalidez, o la muerte…”83 
Pese a que la Constitución española de 1931 quedará en la memoria histórica como el 
documento principal y más significativo de la República donde se reflejaba la igualdad de 
derechos que el nuevo régimen concedió a las mujeres, no podemos por ello olvidar que las 
condiciones laborales en la gran mayoría de los sectores siguieron siendo muy precarios para 
las mujeres,  y aun mas para las mujeres del ámbito rural. 
La conquista del voto femenino en España, también llegó, se conquistó, durante la 
Segunda Republica, esta conquista se debió en gran medida al trabajo que llevo a cabo Clara  
Campoamor quien defendió sin apoyo de sus compañeros de partido, es decir en solitario y 
rompiendo la disciplina de partido, el sufragio femenino y su inclusión en la Constitución de 
1931. 
                                                     
82 Consultado en última ocasión en marzo 2012). 
83 Constitución Española de 1931. Este documento puede consultarse la siguiente web del Congreso de los Diputados: 
http://www.congreso.es/docu/constituciones/1931/1931_cd.pdf (Consultada en última ocasión en marzo de 2012). 
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Señores diputados: lejos yo de censurar ni de atacar las 
manifestaciones de mi colega, señorita Kent, comprendo, por el contrario, la 
tortura de su espíritu al haberse visto hoy en trance de negar la capacidad 
inicial de la mujer. Creo que por su pensamiento ha debido de pasar, en 
alguna forma, la amarga frase de Anatole France cuando nos habla de 
aquellos socialistas que, forzados por la necesidad, iban al Parlamento a 
legislar contra los suyos (…) Yo no creo, no puedo creer que la mujer sea un 
peligro para la República, porque yo he visto a la mujer reaccionar frente a la 
Dictadura y con la República. ... No cometáis un error histórico que tendréis 
bastante tiempo para llorar al dejar al margen de la República a la mujer...que 
está anhelante, aplicándose a sí misma la frase de Humboldt, de que la única 
manera de madurarse en el ejercicio de la libertad y de hacerla accesible a 
todos es caminar dentro de ella...
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Pese a que fue Campoamor la propulsora del derecho al voto de las mujeres durante la 
Segunda Republica, como feministas no compartimos ciertas hipótesis sociales (y sin dudas 
patriarcales) que se empeñan en mostrar la postura de Victoria Kent como contraria al voto de 
las mujeres. 
Consideramos que la postura de Kent fue más “cauta” que  la de su colega 
Campoamor, al solicitar la ampliación en el tiempo para la concesión del voto para las 
mujeres. Consideramos que en ningún caso fue contraria a su este, tal y como se puede 
deducir de la lectura de sus intervenciones las Cortes en octubre de 1931: 
 
(...) Es por lo que me levanto esta tarde para pedir a la Cámara que 
despierte la conciencia Segunda Republicana, que avive la fe liberal y 
democrática y que aplace el voto de la mujer; no, señores diputados, no es 
cuestión de capacidad, es cuestión de oportunidad para la República.... Hoy, 
señores diputados es peligroso conceder el voto a la mujer… 
El voto hoy en la mujer es absurdo, porque en la inmensa mayoría de 
los pueblos el elemento femenino, en su mayor parte está en manos de los 
curas, que dirigen la opinión femenina, se introducen en los hogares e imperan 
en todas las partes. La mujer española, especialmente la campesina, no está 
capacitada para hacer uso del derecho del sufragio de una manera libre y sin 
consejos de nadie. 
No somos enemigos de la concesión del voto a la mujer, estimamos que 
debe concedérsele ese derecho de ciudadanía, pero a su tiempo, pasados, cinco 
años, diez, veinte, los que sean necesarios para la total información de la 
sociedad española, cuando nuestras mujeres se hallen redimidas de la vida de 
la esclavitud a la que hoy están sometidas, cuando libres de prejuicios, de 
                                                     
84 Discurso de Clara Campoamor en las Cortes el 1 de octubre de 1931. DURÁN Y LALAGUNA,  P. El voto femenino en 
España, Asamblea de Madrid, Servicio de Publicaciones. Madrid 2007, p, 33. 
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supersticiones, dejen de ser sumisas penitentes, temerosas de Dios y de sus 
representantes en la tierra, y vean independizada su conciencia.
85
 
 
El resultado final de la votación del artículo 36 de la Constitución de 1931 fue de161 
votos a favor de otorgar el derecho de voto a las mujeres y 121 en contra. Debemos destacar 
que 188 diputados se ausentaron de la Cámara en el momento de la votación. Las mujeres 
pudieron votar por primera vez en España 1933. 
La obtención del derecho al voto abrió una época de gran participación de las mujeres 
en la vida política, hecho que sería bruscamente interrumpido con la victoria del franquismo.
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La consecución del voto no era el único tema que preocupaba a los movimientos 
organizados de mujeres, otra gran fuente de preocupaciones era el divorcio. España era, junto 
con Italia los dos únicos países que en 1931 no habían aprobado una ley sobre el divorcio
87
.  
La polémica se agudizó durante los años 1931 y 1932. Los argumentos en contra 
provenían de los partidos confesionales que consideraban el divorcio un atentado contra la fe, 
las buenas costumbres  y cuyas consecuencias eran nefastas para los hijos y la familia, pilares 
básicos de la sociedad.  
Tras intensos debates parlamentarios, la Ley del divorcio fue aprobada y promulgada 
el 2 de marzo de 1932. Esta ley fue una consecuencia directa de la Constitución Española de 
1931, que en su artículo 43 por primera vez establecía que el matrimonio podía disolverse: 
"La familia está bajo la salvaguardia especial del Estado. El matrimonio se funda en la 
igualdad de derechos para ambos sexos, y podrá disolverse por mutuo disenso o a petición de 
cualquiera de los cónyuges, con alegación en este caso de justa causa". 
                                                     
85 Discurso de Victoria Kent en las Cortes el 1 de octubre de 1931. Diario de Sesiones del Congreso de 1 de octubre de 1931. 
Este discurso puede encontrarse en la Web de Mujeres en Red:  http://www.nodo50.org/mujeresred/spip.php?article768 
(Consultado en última ocasión en marzo 2012). 
86 La victoria de las derechas en 1933 supuso para los republicanos que habían sido contrarios al voto femenino la 
confirmación de que éste había sido mayoritariamente derechista. No obstante Campoamor por el contrario hacía otro análisis 
en su obra “Mi pecado mortal: el voto femenino y yo”: “la derrota de los Segunda Republicanos era debida a la desunión de 
los partidos de izquierda, al fracaso de la política Segunda Republicana en materia económica y de orden público y a la no 
inclusión de las mujeres en los cuadros de organización y propaganda de los partidos Segunda Republicanos, a excepción 
del socialista.” Con respecto a esta idea ver en CAMPOAMOR, C, Mi pecado mortal: el voto femenino y yo. Librería 
Beltrán. Madrid 1936, pp. 247-167. 
87 Con la proclamación de la Segunda República, acorde con el principio de aconfesionalidad del Estado que establecía la 
Constitución de 9 de diciembre de 1931, se volvió a implantar el matrimonio civil obligatorio, siendo una Orden de 10 de 
febrero de 1932 la que dispuso (en la línea de la Orden de 1906) que no se exigiera a los que solicitasen la celebración del 
matrimonio civil, declaración alguna respecto a sus creencias religiosas o religión que profesaren. DAZA MARTINEZ, J, La 
ley de divorcio de 1932: Presupuestos ideológicos y significación política. Alternativas. Cuadernos de Trabajo Social. N. 1. 
Alicante 1992, pp. 169-170. 
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Badenes-Gasset Ramos en su estudio sobre “Las mujeres en la España contemporánea. 
Modelos de género, sociabilidad y ciudadanía” señala cómo aumento durante la República las 
asociaciones de carácter política de mujeres, así ejemplo de ello fue la fundación de la “Unión 
Segunda Republicana Femenina”, creada por Clara Campoamor en octubre de 1931 para 
impulsar la campaña de concesión del voto a las mujeres y que, en 1936, intentó 
transformarse en partido político integrante del Frente Popular; la “Asociación Femenina de 
Educación Cívica”, de María Lejárraga88. 
La guerra y el fascismo movilizaban a las mujeres, nacieron así por ejemplo la 
“Organización Mujeres contra la Guerra y el Fascismo” que se constituyó en 1933 y que 
celebró su primer congreso en Madrid en 1934. Allí quedaron constituidas las bases de la 
organización antifascista formada por mujeres de todas las tendencias políticas y donde 
Dolores Ibárruri ostentaba la presidencia del Comité Nacional. 
Paralelamente en 1934, en Cataluña, nacía la “Unió de Dones de Catalunya” un 
órgano unitario de lucha contra el fascismo conformado por parte de mujeres de muy diversas 
tendencias políticas. Por último y en respuesta a las mismas inquietudes no podemos dejar de 
que nombrar a la “Organización Anarquista de  Mujeres Libres”, fundada en abril de 1936. 
También las mujeres que conformaban el sector católico y conservador llevaron a cabo 
acciones organizativas y propagandistas importantes. Así, ejemplo de ello son la “Acción 
Femenina Nacional”, y la “Sociedad Aspiraciones” creada en 1932 por mujeres católicas89 y 
conservadoras de clase media, que manifestaban su intenso antirrepublicanismo y su absoluto 
rechazo al antilaicismo enarbolado por las mujeres republicanas. 
Los años 1933 y 1934 marcaron un giro en la toma de conciencia política de las 
mujeres españolas tanto de un signo político como del otro. Tras el triunfo de la coalición de 
derechas en las elecciones de 1933 se radicalizaron las posiciones políticas y las asociaciones 
obreras se lanzaron en una dinámica insurreccional. En este contexto surgieron por un lado, el 
“Comité Nacional de Mujeres contra la Guerra y el Fascismo”, muy vinculado al “Partido 
Comunista Español”, y por el otro, la “Sección Femenina de Falange”. 
                                                     
88 Para la elaboración de este apartado nos hemos servido de los datos aportados en el trabajo de investigación de  
BADENES-GASSET RAMOS, I, Las mujeres en la España contemporánea, modelos de género, sociabilidad y ciudadanía. 
Institut Universitari d’Etudis Feministes i de Génere. Universitat Jauime I. Castellón 2012.  En este sentido también 
consideramos relevante la lectura de la obra de NASH, M, Mujer y Trabajo en España, Anthopos, Barcelona 1986. 
89 La organización “Acción Católica de la Mujer” consideraba como ofensa propia los ataques republicanos a los privilegios 
de la Iglesia, las reformas que afectaban a la familia, o a la educación. 
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La Guerra Civil vendría a desestabilizar el orden social que se había instituido bajo la 
Segunda Republica y nuevamente los logros que las mujeres habían conseguido y estaban 
empezado a disfrutar en la sociedad republicana fueron amputados. La Guerra Civil supuso 
una terrible e innegable vuelta atrás en las luchas ganadas por las mujeres. Pero las mujeres no 
se resignarían a esta nueva situación y así, desde las instituciones o desde la clandestinidad a 
la que se vieron obligadas, no dejaron nunca de luchar en defensa de sus derechos 
conseguidos y los que habían quedado por conseguir. 
La dictadura va a construir un nuevo modelo único de mujer española y católica. Una 
mujer que debía hacer de la religión y de la familia el centro de su existencia, aunque no 
podemos obviar que muchas de ellas salieron de su hogar a trabajar fuera de estos durante  los 
años de postguerra y de la dictadura, para cubrir la mano de obra del país que había sido 
mermada por las bajas de la guerra.  
La incorporación de las mujeres al mundo del trabajo permitió el nacimiento de las 
asociaciones proletarias de mujeres, que sirvieron a la vez de plataforma reivindicativas de los 
derechos de la mujer y de los primeros Movimientos Feministas organizados como tales en 
España.  
 No será hasta mediados de los años 70 en Barcelona y Madrid cuando empiecen a 
oírse cada vez más fuerte y de una manera menos clandestina las voces de los colectivos 
feministas que clamaban por la despenalización de los anticonceptivos y la apertura de centros 
de planificación familiar regulados por la Seguridad Social. Los avances de apertura de la 
sociedad comenzaban ya a ser imparables. 
Fueron muchas las leyes aprobadas en los últimos años del franquismo que hacían 
palpable el cambio en las estructuras sociales. El proceso de apertura estaba puesto en 
marcha. Las mujeres retomaban de nuevo las riendas de su propia vida y volvían la vista de 
nuevo hacia a los principios de igualdad conseguidos durante la Segunda República y 
amputados durante la dictadura.  
Se iniciaba una transición pacífica y voluntaria hacia un Estado democrático, menos 
opresivo y más abierto para todas las mujeres que lucharon en la clandestinidad de una 
sociedad cerrada y excluyente. 
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2.2 El derecho de igualdad en el Estado social y democrático de derecho 
 
Como bien señala Balaguer Callejón (2010: 68), el planteamiento del derecho a la igualdad 
está condicionado por el modelo de Estado que se tome como referencia. El hecho de que la 
Constitución Española de 1978 reconozca a la igualdad como valor superior del ordenamiento 
jurídico junto a otros como justicia, libertad y pluralismo político, califica al Estado español 
como Estado social. 
Así, en un Estado social y democrático de derecho como es el actual Estado español, 
los derechos fundamentales, y concretamente el derecho de igualdad, en el caso que nos atañe, 
se desarrollan en función de las metas que ese Estado persigue, en función de las realidades 
sociales que le conciernen y evidentemente en función de los agentes y grupos sociales que lo 
componen. 
 
El concepto de igualdad valido para el constitucionalismo de base 
liberal, no es funcional en un derecho constitucional establecido en Estado 
social democrático y de derecho en el que la igualdad ya no se conceptúa como 
una exigencia de abolición de los privilegios, sino como un derecho 
fundamental a la interdicción, de la discriminación (Balaguer Callejón, 2010: 
68). 
 
El derecho de igualdad en un Estado social democrático y de derecho
90
 consiste en el 
derecho a ser tratado o tratada de maneara desigual, para conseguir ser materialmente igual. 
Vemos así su tinte finalista porque pretende  de manera activa eliminar la desigualdad. 
 
2.2.1 La igualdad en la Constitución Española de 1978 
 
La idea de igualdad puede encontrarse en varios preceptos de la Constitución Española (en 
adelante CE), aunque el valor conceptual de la idea de igualdad, es decir desde una 
perspectiva general y no en aplicación a situación concreta, se recoge en tres artículos (el 
articulo 1.1 como valor superior o principio fundamental; el articulo 9.2 como principio 
político constitucional o principio general del derecho  y  el articulo 14 como principio 
                                                     
90 Se observa como esta concepción de igualdad es diferente  a la del modelo liberal de Estado, en el que la igualdad es 
exclusivamente una exigencia formal de las leyes fruto de las conquistas revolucionarias  del siglo XVIII y XIX. 
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jurídico y derecho fundamental que encabeza al resto de derechos fundamentales y libertades 
públicas que se recogen en la CE).  
Tales referencias específicas sobre la idea de igualdad tienen un carácter general en 
tanto que implican que todo el ordenamiento jurídico está afectado de dicha noción. Es de 
resaltar que ningún otro derecho fundamental, principio o valor tiene dedicado tres artículos 
específicos y algunos más aplicables a situaciones concretas en nuestra Constitución. 
Como afirma claramente Rey Martínez (1995: 54-59), de la relación del art. 14 en 
relación con el art. 9.2 CE, nace el imperativo para los poderes públicos de favorecer la 
igualdad real o de oportunidades, como veremos a continuación. 
Así a la igualdad como valor recogida en el artículo 1.1 CE,  le sigue en el texto 
constitucional, la igualdad como principio, que se distingue del valor tanto por su diferente 
intensidad normativa como por su diferente grado de determinación. 
2.2.1.1 La igualdad como valor superior del Ordenamiento 
Jurídico 
El hecho de que la CE incluya la igualdad entre los valores superiores de nuestro 
ordenamiento jurídico, tal y como se señala en al artículo 1.1 CE, hacen de ella uno de los 
objetivos básicos que nuestro sistema político y jurídico debe aspirar a alcanzar. 
La igualdad en su condición de valor superior constitucional se presenta como un 
criterio para enjuiciar las acciones, ordenar la convivencia y establecer sus fines, que 
claramente superan la esfera de la estricta positividad. 
 
De la consideración de los valores como modos de preferencias 
conscientes y generalizables se infiere que la igualdad supone una de las 
preferencias conscientes básicas, expresada en el proceso constituyente como 
prioritaria, orientadora y fundamentadora de nuestra vida colectiva.  
(…) La igualdad supone por tanto, en su condición de valor superior 
constitucional el contexto axiológico fundamentador o básico para la 
interpretación de todo el ordenamiento jurídico; el postulado-guía para 
orientar la hermenéutica teleológica y evolutiva de la Constitución, y el 
criterio para medir la legitimidad de las diversas manifestaciones del sistema 
de legalidad (Pérez Luño, 2007:85). 
 
En este sentido la jurisprudencia del Tribunal Constitucional es clara el indicar que 
nuestro sistema constitucional en su conjunto se halla orientado en función del valor de la 
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igualdad
91
, y que esta constituye uno de los valores fundamentales de nuestro ordenamiento 
jurídico 
La igualdad se configura como un valor superior que… se proyecta con 
eficacia transcendente de modo que toda situación de desigualdad persistente  
a la entrada en vigor de la norma constitucional deviene incompatible con el 
orden de valores que la Constitución, como norma suprema proclama.
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2.2.1.2 La igualdad como principio de derecho 
Una vez estudiada la igualdad en su dimensión de valor superior de ordenamiento jurídico 
ahora la trabajaremos en su dimensión de principio de derecho. Para la selección de las 
Sentencias de Tribunal Constitucional que vamos usar en este apartado nos hemos basado en 
la selección previa efectuada por Carmona Cuenca (1994) en su artículo “El principio de 
igualdad material en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional”. 
 Hemos de comenzar este epígrafe señalando que no es inusual encontrar en la 
literatura jurídica una amplia bibliografía sobre que cuales son las diferencias entre los valores 
del ordenamiento jurídico y los principios del derecho. Sin ir más lejos en este sentido Rubio 
Llorente, señala que: 
 
El principio de igualdad, como tal, es una construcción doctrinal, una 
idea que subyace a toda la estructura constitucional y, a través de ella a todo 
el ordenamiento jurídico pero que, como es propio de los principios, no se 
plasma en un solo enunciado positivo, sino en un numeroso conjunto de ellos 
cuya existencia es la única base posible y la única justificación admisible de 
esa construcción. Frente a esta afirmación podría argüirse, quizás que nuestra 
Constitución, tan abundante en proclamaciones de principios, sitúa ya la 
igualdad en su artículo primero, como uno de los valores superiores del 
ordenamiento jurídico español, pero aceptando la equivalencia de las nociones 
de valor y principio, de esa proclamación perfectamente explicable y aceptable 
políticamente, no cabe extraer consecuencias que no tiene, es decir no cabe 
extraer consecuencia jurídica alguna, lo que como es obvio, impide tomarla 
como punto de partida para una construcción jurídica.
93
 
 
                                                     
91 STC 63/1983, de 20 de julio, FJ 2. 
92 STC 8/1983, de 18 de febrero, FJ 3. 
93 RUBIO LLORENTE, F. La igualdad en la Jurisprudencia del Tribunal Constitucional. Revista Española de Derecho 
Constitucional, núm. 31. Madrid 1991, pp. 9 y ss. 
63 
 
Dicho lo anterior, hemos de tener en cuenta que los principios de derecho suelen 
entrañar un grado mayor de concreción y especificación que los valores, respecto a las 
situaciones en las que pueden ser aplicados y a las consecuencias jurídicas de su aplicación. 
 
Los principios ya posean un significado hermenéutica, ya actúen como 
fuentes del derecho o como determinaciones de valor, reciben su peculiar 
orientación de sentido de aquellos valores que especifican o concretan. Los 
valores funciona, en suma, como metanormas respecto a los principio y como 
normas de tercer grado respecto a las reglas o disposiciones especificas (Pérez 
Luño, 2003: 291-292). 
 
La igualdad en su dimensión de principio puede encontrarse en nuestra Constitución 
en sus dos vertientes fundamentales: a) como “igualdad formal” en su artículo 14 CE, que 
establece que: “Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación 
alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o 
circunstancia personal o social”; y b) como “igualdad material” que atribuye a los poderes 
públicos la tarea de “promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo 
y de los grupos en los que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que 
impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de los ciudadanos en la vida 
política, económica cultural social” (art 9.2 CE). 
Carmona Cuenca (1994: 9) señala que la interpretación clásica —que late también en 
la mayor parte de las sentencias del Tribunal Constitucional sobre el tema— entiende que en 
el artículo 9.2 CE contiene un mandato de igualdad material o real, mientras que la igualdad 
formal o ante la ley quedaría consagrada en el artículo 14 (“Los españoles son iguales ante la 
ley...”). 
Muestra de ello es la STC 34/1981 de 10 de noviembre, (FJ 3b), uno de los primeros 
pronunciamientos del Tribunal Constitucional en la que se establece que el artículo 9.2 CE 
formula un correctivo del principio de igualdad formal de acuerdo con las exigencias de un 
Estado social de Derecho, que consiste básicamente en la consecución de la materialidad de 
los valores constitucionales: 
 
El principio de igualdad jurídica consagrado en el art. 14 CE hace 
referencia inicialmente a la universalidad de la ley, pero no prohíbe que el 
legislador contemple la necesidad o conveniencia de diferenciar situaciones 
distintas y de darles un tratamiento diverso, que puede incluso venir exigido, 
en un Estado social y democrático de Derecho, para la efectividad de los 
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valores que la Constitución consagra con el carácter de superiores del 
Ordenamiento, como son la justicia y la igualdad (art. 1 CE), a cuyo efecto 
atribuye además a los poderes públicos el que promuevan las condiciones para 
que la igualdad sea real y efectiva (art. 9.2 CE). 
 
También el Tribunal Constitucional en una sentencia posterior de 1984,  STC 83/1984, 
de 24 de julio, (FJ 3), aporta el significado general y el alcance de esta igualdad material: 
 
No implica sin embargo este precepto (el art. 14 CE), en modo alguno, 
la necesidad de que todos los españoles se encuentren siempre, en todo 
momento y ante cualquier circunstancia, en condiciones de absoluta igualdad, 
pues esta igualdad real, cuya procura encomienda la Constitución (art. 9.2 
CE) a todos los poderes públicos y que es una Finalidad propia del Estado 
social y democrático de Derecho, no impide que, en la práctica, el ejercicio de 
determinadas actividades requiera la posesión de determinados medios. 
 
Se puede observar pues que no se trata de conseguir una identidad absoluta en la 
posición social de todos los ciudadanos y ciudadanas. Aunque esto ello no impide que el alto 
Tribunal afirme en otras ocasiones que el principio de igualdad material contenido en el 
artículo 9.2 constituye a los poderes públicos en la obligación de hacerlo realidad. Así lo hace 
en la sentencia 27/1981, de 20 de julio, (FJ 10): 
 
El acto del Legislativo se revela arbitrario (...) cuando engendra 
desigualdad. Y no ya desigualdad referida a la discriminación —que ésta 
concierne al art. 14—, sino a las exigencias que el 9.2 conlleva, a fin de 
promover la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra, finalidad 
que, en ocasiones, exige una política legislativa que no puede reducirse a la 
pura igualdad ante la ley. 
 
En el mismo sentido, la STC 6/1981, de 16 de marzo, (FJ 9),  afirma que el artículo 9.2 
impone actuaciones positivas a los poderes públicos 
 
La libertad de los medios de comunicación (...) entraña seguramente la 
necesidad de que los poderes públicos, además de no estorbarla, adopten las 
medidas que estimen necesarias para remover los obstáculos que el libre juego 
de las fuerzas sociales pudieran oponerle. La cláusula del Estado social (art. 
1.1 CE) y, en conexión con ella, el mandato genérico contenido en el art. 9.2 
CE imponen, sin duda, actuaciones positivas de este género. 
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El Tribunal Constitucional en la  mayoría de las ocasiones ha interpretado dicho el 
artículo 9.2 CE como un correctivo del principio de igualdad formal del artículo 14 CE, 
señalando  la necesidad de que el legislador no trate a todos los individuos
94
 de la misma 
manera, sino que sea capaz de tratar de forma diferente aquellas situaciones que son distintas 
en la vida real. Así, ha afirmado en varias sentencias que «lo proclamado en el artículo 9.2 
puede exigir un mínimo de desigualdad formal para progresar hacia la consecución de la 
igualdad sustancial, como se recoge en las sentencias 114/1983, de 6 de diciembre; 98/1985, 
de 29 de julio, y 19/1988, de 16 de febrero. 
La STC 3/1983, de 25 de enero, (FJ 3), cuyo extracto reproducimos más abajo, 
justifica un tratamiento legal distinto en aquellos supuestos en que existe o se supone una 
desigualdad en las condiciones materiales de los destinatarios de la norma. 
 
Estas ideas encuentran expresa consagración en el art. 9.2 de la CE 
cuando impone a los poderes públicos la obligación de «promover las 
condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en 
que se integran sean reales y efectivas », pues con esta disposición se está 
superando el más limitado ámbito de actuación de una igualdad meramente 
formal y propugnando un significado del principio de igualdad acorde con la 
definición del art. 1 que constituye a España como un Estado democrático y 
social de Derecho, por lo que en definitiva se ajusta a la Constitución la 
finalidad tuitiva o compensadora del Derecho laboral en garantía de la 
promoción de una igualdad real, que en el ámbito de las relaciones laborales 
exige un mínimo de desigualdad formal en beneficio del trabajador. 
 
Sin embargo, frente a la idea de un articulo 9.2 CE corrector de la pura igualdad 
formal
95
; existe otra línea en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre el principio 
de igualdad que justifica los supuestos de tratamiento legal diferenciado y favorable a ciertos 
sectores sociales tradicionalmente discriminados o en situación de inferioridad social 
basándose únicamente en el artículo 14 del Texto Fundamental.  
Esta línea respalda un concepto más amplio del principio de igualdad formal del 
artículo 14 CE a él se pueden reconducir aquellos supuestos que antes eran resueltos en base 
                                                     
94 El uso del mal llamado masculino “genérico” (invisibilizador de las mujeres desde nuestro punto de vista)  es una constante 
en la Jurisprudencia del Tribunal Constitucional. 
95 “Puede imponer este precepto, como consideración de principio, la adopción de normas especiales que tiendan a corregir 
los efectos dispares que, en orden al disfrute de bienes garantizados por la Constitución, se sigan de la aplicación de 
disposiciones generales en una sociedad cuyas desigualdades radicales han sido negativamente valoradas por la propia Norma 
Fundamental.” STC 19/1988, de 16 de febrero, FJ 10. 
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al artículo 9.2. CE. Son claros ejemplos de este línea jurisprudencial las sentencias: STC 
65/1983, de 21 de julio y STC 19/1989, de 31 de enero:  
Este principio (el de igualdad) vincula a todos los poderes públicos 
incluido el legislativo (...), pero no prohíbe que el legislador contemple la 
necesidad o conveniencia de diferenciar situaciones distintas y darles un 
tratamiento diverso, siempre que no vulnere otros preceptos constitucionales y 
que no vaya contra la esencia del principio de igualdad (...). La disparidad 
normativa establecida por el art. 170 de la LPL (...) no es contraria a la 
Constitución por cuanto se asienta sobre una desigualdad originaria entre 
trabajadores y empresarios que tiene su fundamento no sólo en la distinta 
condición económica entre ambos, sino en su respectiva posición en la propia 
y especial relación jurídica que los vincula.
96
 
 
Y seis años después lo argumenta aun más claramente en su STC 19/1989, de 31 de 
enero, (FJ 4): 
La virtualidad del art. 14 de la Constitución no se agota en la cláusula 
general de igualdad que inicia su contenido, sino que también persigue la 
interdicción de determinadas diferencias, históricamente muy arraigadas, que, 
tanto por la acción de los poderes públicos como por la práctica social, han 
situado a amplios sectores de la población en posiciones no sólo desventajosas, 
sino abiertamente contrarias a la dignidad de la persona que reconoce el art. 
10 de la Constitución (...) De ahí que, en principio, no puedan considerarse 
lesivas del principio de igualdad, aun cuando establezcan un trato más 
favorable, las medidas que tengan por objeto compensar la situación de 
desventaja de determinados grupos sociales y, en concreto, remediar la 
tradicional situación de inferioridad de la mujer en el ámbito social y en el 
mercado de trabajo, matización que, por otra parte, viene siendo habitual en 
las normas internacionales más recientes sobre igualdad y no discriminación. 
 
Más recientes pero en la misma línea son la STC 12/2008, de 29 de enero, en la que  
ante una supuesta vulneración de los derechos a la igualdad en la ley, afirma que las acciones 
positivas no pueden considerarse discriminatorias (art. 14.2 CE), postura que es ratificada en 
la STC13/2009, de 19 de enero de 2009 (FJ 11): 
 
Corrobora la conformidad con la Constitución de la normativa 
establecida por el legislador autonómico la consideración de que éste no ha 
condicionado la composición de las candidaturas con arreglo a "criterios 
diferenciadores determinantes de una dialéctica mayoría/minoría, como 
sucedería si se exigiera la presencia de un número o porcentaje de personas de 
determinada raza o de un cierto arco de edad, sino que el criterio atendido es 
                                                     
96 STC 65/1983, de 21 de julio, FJ 3. 
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aquél que en todo caso, de manera universal, divide a la sociedad en dos 
grupos cuantitativamente equilibrados. Y en virtud del art. 9.2 CE se persigue 
que ese equilibrio material se traslade desde la sociedad a los órganos 
políticos de representación ciudadana; lo que resulta, de nuevo, coherente con 
el principio democrático. Se pretende, en suma, que la igualdad efectivamente 
existente en cuanto a la división de la sociedad con arreglo al sexo no se 
desvirtúe en los órganos de representación política con la presencia 
abrumadoramente mayoritaria de uno de ellos. Una representación política 
que se articule desde el presupuesto de la divisoria necesaria de la sociedad en 
dos sexos es perfectamente constitucional, pues se entiende que ese equilibrio 
es determinante para la definición del contenido de las normas y actos que 
hayan de emanar de aquellos órganos. No de su contenido ideológico o 
político, sino del precontenido o substrato sobre el que ha de elevarse 
cualquier decisión política: la igualdad radical del hombre y la mujer. Exigir a 
quien quiera ejercer una función representativa y de imperio sobre sus 
conciudadanos que concurra a las elecciones en un colectivo de composición 
equilibrada en razón del sexo es garantizar que, sea cual sea su programa 
político, compartirá con todos los representantes una representación 
integradora de ambos sexos que es irrenunciable para el gobierno de una 
sociedad que así, necesariamente, está compuesta" (STC 12/2008, FJ 7).
97
 
 
Debemos advertir que nuestra jurisprudencia constitucional no concibe estas dos líneas 
del principio de igualdad como compartimentos estancos, sino que tiende  a conjugar y a 
orientar la interpretación del artículo 14 CE en función del artículo 9.2 CE, así como del valor 
superior de la igualdad que se recoge del 1.1 CE. 
 
Esta pauta jurisprudencial, que parte de la hermenéutica sistemática y 
finalista de la Constitución entraña un enfoque correcto de las relaciones entre 
valores y principio constituciones al contribuir a mantener el carácter 
fundamentador, orientador y critico de aquéllos, y la tarea concretizadora de 
éstos (Pérez Luño, 2007: 88). 
   
2.2.1.3 La igualdad como derecho fundamental  
 
El principio de igualdad ante la ley y la prohibición de discriminación es una vieja aspiración 
del ser humano que fue recogida con entusiasmo por el movimiento constitucional del siglo 
XVIII y que marcó el fin del Antiguo Régimen. Se convirtió en una de las principales 
reivindicaciones de los revolucionarios y revolucionarias liberales, especialmente de los 
                                                     
97 En el sentido de las anteriores y con carácter reciente  STC 40/2011, de 31 de marzo de 2011, relativa a los Derechos a la 
igualdad en la ley, validez del precepto autonómico relativo a las candidaturas electorales equilibradas por sexos (SSTC 
12/2008 y 13/2009). 
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franceses y francesas, hasta el punto de que su proclamación forma parte de la divisa del 
Estado surgido de la Revolución Francesa ("Libertad, igualdad, fraternidad"). 
España, como recoge Gálvez Muñoz, se inserta desde muy pronto en este movimiento 
jurídico-político, y permaneció en él de forma discontinua; pudiéndose comprobar cómo el 
principio de igualdad ante la ley no se plasmó de forma expresa en sus Constituciones hasta 
bien entrado el siglo XX. 
Lo hizo con la Constitución republicana de 1931, que en su artículo 2 proclamaba la 
igualdad ante la ley de todos los españoles, mientras que el artículo 25 recogía la prohibición 
de discriminación por determinadas circunstancias (naturaleza, filiación, sexo, clase social, 
riqueza, ideas políticas y creencias religiosas)
98
. 
En las Constituciones anteriores solo se observan concreciones aisladas de esta 
genérica aspiración. Así, casi todas las Constituciones españolas del siglo XIX recogen la 
declaración de que todos los españoles pueden acceder a los empleos y cargos públicos según 
su mérito y capacidad (artículo 5 de la Constitución de 1837, artículo 5 de la Constitución de 
1845, artículo 27 de la Constitución de 1869 y artículo 15 de la Constitución de 1876; también 
lo hace, en el siglo XX, el artículo 40 de la Constitución republicana).  
El artículo 14 de la Constitución de 1978, sin otro antecedente en el 
constitucionalismo español que el ofrecen los artículos 2 y 25 de la Constitución de 1931, es, 
sin embargo, un precepto muy frecuente en el ámbito del Derecho Constitucional Comparado, 
tanto histórico como actual. Los referentes más claros son la Constitución francesa de 1958 
(artículo 2.1º), la Constitución italiana de 1947 (artículo 3) y la Constitución alemana de 1949 
(artículo 3). 
A diferencia de la Constitución alemana, nuestro texto constitucional no utiliza 
apartados diferentes para distinguir la proclamación del principio formal de la igualdad ante la 
ley y sus especificaciones que, bajo la prohibición expresa de determinados tipos de 
discriminación, consagra las situaciones jurídicas subjetivas, todo ello dentro del marco 
normativo del artículo 14 CE: “Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer 
discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra 
condición o circunstancia personal o social.” 
                                                     
98 GÁLVEZ MUÑOZ, L. Sinopsis del artículo 14 Constitución Española, publicada en la página Web del 
Congreso:http://www.congreso.es/consti/constitucion/indice/sinopsis/sinopsis.jsp?art=14&tipo=2 (consultada en última 
ocasión febrero 2012). 
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No obstante y aunque nuestro texto constitucional no utiliza apartados diferentes para 
distinguir la proclamación del principio formal de la igualdad ante la ley, como acabamos de 
señalar, sí que en nuestro texto constitucional se reconocen derechos fundamentales de 
igualdad en otros sectores del articulado de la Constitución como por ejemplo la igualdad de 
los hijos con independencia de su filiación (39.2 CE); el acceso en condiciones de igualdad a 
las funciones y cargos público (31.1 CE); la igualdad de derechos y obligaciones de los 
españoles en cualquier parte del territorio del Estado (139.1 CE)… 
Es llamativa la cantidad de jurisprudencia constitucional basada en el artículo 14 CE 
que se ha elaborado.
99
 Para la selección de las Sentencias de Tribunal Constitucional que 
vamos usar en este apartado nos hemos basado en la selección previa efectuada por Gálvez 
Muñoz en su sinopsis del articulo 14CE, publicada en la página Web del Congreso.
100
  
Nos encontramos sin duda ante uno de los preceptos más invocados en los recursos de 
amparo presentados por la ciudadanía ante el Tribunal Constitucional, el segundo, solo por 
detrás del artículo 24 CE relativo a la tutela judicial efectiva. En este sentido Gálvez Muñoz  
señala que: 
 
El Tribunal Constitucional ha definido el principio de igualdad como la 
prohibición de toda diferencia de trato que carezca de una justificación 
objetiva y razonable; ha afirmado el carácter vinculante de este principio tanto 
para el legislador (igualdad en la ley), como para los órganos aplicadores del 
Derecho (igualdad en la aplicación de la ley) y los particulares (igualdad 
horizontal); ha matizado la vinculación de los particulares al principio de 
igualdad al señalar que su libertad de actuación sólo está limitada 
constitucionalmente de forma directa por la prohibición de discriminar por las 
                                                     
99 También se puede analizar la jurisprudencia del Tribunal Constitucional desde tomando como variable su proyección sobre 
aspectos concretos de las relaciones jurídicas, es decir, sobre campos materiales específicos, así a  título ejemplificativo 
podemos señalar: en materia tributaria habría que citar las Sentencias 45/1989, de 20 de febrero, 47/2001, de 15 de febrero, 212/2001, 
de 29 de octubre, 255/2004 de 23 de diciembre, 189/2005 de 7 de julio, 295/2006 de 11 de octubre,  45/2007 de 1 marzo y 71/2008 de 26 
de febrero; en materia de parejas de hecho la 184/1990, de 15 de noviembre, la 29/1991, de 14 de febrero (también las 30, 31, 35 y 
38/1991, de idéntica fecha), 77/1991, de 7 de abril, 222/1992, de 11 de diciembre, 125/2003, de 17 de julio, 204/2003 de 16 de junio, 
174/2004 de 11 de mayo, 203/2005 de 10 de mayo, 187/2006 de 6 de junio, 202/2009 de 22 de octubre y 77/2010 de 19 de octubre; en lo 
relativo al acceso a los cargos y funciones públicas la 75/1983, de 3 de agosto, la 148/1986, de 25 de noviembre, la 27/1991, de 14 de 
febrero, la 215/1991, de 14 de diciembre, la 269/1994, de 3 de octubre, y la 34/1995, de 6 de febrero, 89 y 90/2005 de 18 de abril, 
361/2006 de 18 de diciembre, 129/2007 de 4 de junio, 118/2008 de 13 de octubre, 130/2009 de 1 de junio y 16/2010 de 3 de febrero; ; en 
relación con la actuación procesal de las partes la 114/1987, de 23 de septiembre, 66/1989, de 17 de abril, 186/1990, de 15 de noviembre, 
124/1991, de 3 de junio, 16/1994, de 20 de enero, 125/1995, de 24 de julio, 106 y 107 de 2007 ambas de 10 de mayo y 225/2007 de 22 
de octubre; o en el ámbito nobiliario la Sentencia 126/1997, de 3 julio, y el Auto 142/2000, de 12 de junio; en relación con la igualdad en la 
aplicación de la ley por los miembros del Poder Judicial es conveniente consultar las Sentencias 8/1981, de 30 de marzo; 49/1982, de 14 
de julio; 30/1987, de 11 de marzo; 66/1987, de 21 de mayo; 144/1988, de 12 de julio; 141/1994, de 9 de mayo; 112/1996, de 24 de junio; 
2/1997, de 13 de enero; 29/1998, de 11 de febrero; y 150/2001, de 2 de julio 129/2004 de 19 julio, o la Sentencia núm. 31/2008 de 25 
febrero. 
100 GÁLVEZ MUÑOZ, L, Sinopsis del artículo 14 Constitución Española, publicada en la página Web del 
Congreso:http://www.congreso.es/consti/constitucion/indice/sinopsis/sinopsis.jsp?art=14&tipo=2 (consultada en última 
ocasión febrero 2012). 
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causas expresamente mencionadas en el artículo 14, por considerarse de orden 
público, mientras que en lo demás ha de estarse a lo que establezcan las leyes y 
los jueces, que en todo caso deberán ponderar este trascendente principio con 
el de autonomía de la voluntad, implícito en la Constitución.
101
 
 
La doctrina que ha establecido el Alto Tribunal resulta fundamental para conocer 
cuáles son los criterios o elementos que nos pueden permitir distinguir entre una diferencia de 
trato justificado y un trato discriminatorio y, por tanto, constitucionalmente contrario a 
nuestro texto constitucional y como ya señalásemos en cualquier caso inadmisible. 
De igual manera a través de la doctrina constitucional se ha otorgado a las condiciones 
personales explícitamente enunciadas en el artículo 14 CE tales como nacimiento, raza, sexo, 
religión y opinión el tratamiento de "categorías susceptible de discriminación", de tal manera  
que todo trato desigual basado en alguna de esas circunstancias deberá ser sometido a una 
revisión especialmente rigurosa para el análisis de su constitucionalidad.
102
 
En relación a lo anterior Pérez Luño, establece en sus conclusiones al análisis de “la 
igualdad como derecho fundamental”, que la condición de derecho fundamental de la 
igualdad formal sancionada en el artículo 14 se comprueba por su concisa  inclusión en el 
texto constitucional
103
; así como por su garantía reforzada para la tutela de las libertades y 
derechos que se recoge en el art. 53.2 CE (Pérez Luño, 2007: 96). 
 
 
 
                                                     
101 GÁLVEZ MUÑOZ, L, Sinopsis del artículo 14Constitución Española, publicada en la página Web del 
Congreso:http://www.congreso.es/consti/constitucion/indice/sinopsis/sinopsis.jsp?art=14&tipo=2 (consultada en última 
ocasión febrero 2012).  
102 Esta doctrina general se encuentra recogida en diversas resoluciones de los años 80 del pasado siglo, fundamentalmente, 
las Sentencias 8/1981, de 30 de marzo; 10/1981, de 6 de abril; 22/1981, de 2 de julio; 23/1981, de 10 de julio; 49/1982, de 14 
de julio; 81/1982, de 21 de diciembre; 34/1984, de 9 de marzo; 166/1986, de 19 de diciembre; 114/1987, de 6 de julio; 
116/1987, de 7 de julio; 123/1987, de 15 de julio; 128/1987, de 16 de julio; y 209/1988, de 10 de noviembre. También tienen 
interés, por los resúmenes y las citas que ofrecen, muchas Sentencias posteriores, entre las que destacan la 68/1991, de 8 de 
abril; 28/1992, de 9 de marzo; 3/1993, de 14 de enero; 147/1995, de 16 de octubre; 46/1999, de 22 de marzo; 39/2002, de 14 
de febrero; 87/2009 de 20 abril. También resulta relevante para la comprensión del derecho de igualdad como principio 
fundamental, el análisis que hace el Tribunal Constitucional en su sentencia  41/2006, de 13 de febrero, que en su  
fundamento 3 declara: “puede citarse a modo de ejemplo  que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, al analizar el 
alcance del art. 14 del CEDH ha destacado que  la orientación sexual es una noción que se contempla, sin  duda, en dicho 
artículo, señalando que la lista que  encierra el precepto tiene un carácter indicativo y no  limitativo”. 
103 Capítulo segundo (Derechos y Libertades) del Título Primero (De los derechos y deberes fundamentales) de la 
Constitución Española. 
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2.2.1.3.1 La consolidación de las mujeres como sujetos 
constitucionales 
 
Analizado el derecho a la igualdad en sus diferentes dimensiones constitucionales, como 
valor, como principio y como derecho fundamental, podemos ver como la Constitución se 
impone al resto de nuestro ordenamiento jurídico con la capacidad de expulsar al resto de las 
normas que no sean conforme con el texto constitucional y consagra la igualdad como un 
derecho fundamental de aplicación inmediata por todos las personas operadoras jurídicas, y 
directamente invocable en un proceso judicial de amparo ante el Alto Tribunal.  
Pese a todo y aunque pudiera parecer paradigmático, el texto constitucional carece de 
cualquier tipo de perspectiva de género, Ventura Franch (1999: 47) señala que consecuencia 
de ello es que se haya situado el derecho de las mujeres a la igualdad en el artículo 14 CE, 
junto con el resto de interdicción de las desigualdades sociales. 
En este sentido podemos pensar que la ubicación dentro del artículo 14 CE conlleva ya 
en si un condicionamiento importante porque la desigualdad de género, cuyos orígenes y 
configuración no son comunes al resto de la desigualdades sociales, es considerada como 
dentro de una genérica interdicción de desigualdad cuyas consecuencias sobre todo a la hora 
de delimitar conceptos tales como la igualdad material y formal no siempre es bien resuelta 
por parte de las personas operadoras jurídicas.  
Así, ante situaciones del cotidiano como la violencia de género (Gil Ruiz, 2007), la 
discriminación salarial, la discriminación en las pensiones de viudedad, el mayor desempleo 
femenino, la todavía escasa presencia de las mujeres en los puestos de responsabilidad 
política, social, cultural y económica, o los problemas de conciliación entre la vida personal, 
laboral y familiar muestran como la igualdad plena (efectiva) entre mujeres y hombres, es una 
tarea pendiente y que seguirá pendiente mientras que no consigamos transformar la situación 
patriarcal en la que estamos incursas todas las personas. 
No debemos olvidar que el derecho está concebido, desde su origen, con un perfil del 
justiciable, que responde a un varón, heterosexual, de raza blanca y con cierta capacidad 
económica, y que como indica Balaguer Callejón (2005: 86), en torno a este perfil se 
construyen las normas jurídicas, y este esquema se puede considerar de aplicación general en 
todos los órdenes jurisdiccionales. 
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La consecuencia más importante de toda esta situación es que la mujer 
aún no está consolidada como sujeto constitucional con plenitud de derechos. 
Lo está formalmente y le alcanzan todos los derechos que el ordenamiento 
contiene pero solo como por extensión de los del hombre. Sin embargo, estos 
derechos no están creados para ella, lo que produce inevitablemente una 
distorsión en la aplicación de las normas. Por ello, para avanzar en el camino 
de la igualdad es importante en primer lugar considerar que tanto el hombre 
como la mujer son sujetos constitucionales.  
En lo que respecta a la regulación de los contenidos propiamente 
normativos, la mujer no ha tenido la condición de sujeto de derecho en alguno 
de los derechos más importantes del Estado moderno. Algunos de los derechos 
fundamentales se le han denegado directamente, como el del sufragio, o los 
derivados de la capacidad de contratar, de la propiedad, o del ejercicio de 
actividades profesionales. Esta es una restricción del universo jurídico a la 
mujer que se ignora como sujeto jurídico (Balaguer Callejón, 2007: 38-48). 
 
Pese a que comulgamos con las ideas expuestas por Ventura French y Balaguer 
Callejón, no podemos por ello, como ya señalásemos en el capitulo anterior, obviar la 
necesidad social, de carácter urgente, de abrir la categoría de sujeto jurídico, pues el hecho de 
que en la actualidad solo sean sujetos de derechos mujeres y hombres, así heterodesignadas, 
nos perpetua a continuar en una sociedad binaria y excluyente al sistema de la que debemos 
huir si de verdad queremos dar cavidad a todas las personas, debemos evitar que el actual 
sistema sexo-genero sea el elemento determinante a la hora de elaborar las categorías 
jurídicas.   
Las demandas de equidad han dado últimamente un giro imprevisto y 
nos exigen una nueva formulación de la igualdad que podría sintetizarse así: 
hay que volver a valorar las diferencias para avanzar en la lógica de la 
igualdad (...) En el mundo contemporáneo se ha producido un gran 
desplazamiento que es preciso tomar en cuenta para configurar realidades tan 
valiosas como el mundo común, lo público o la laicidad con el fin de integrar 
en ellas las diferencias y no simplemente neutralizarlas; no se trata de 
erradicarlas sino de reconocerlas bajo un régimen de igualdad. Nuestro mayor 
desafío consiste en integrar al individuo no ya por la privatización de sus 
pertenencias sino por el reconocimiento público de su identidad diferenciada, 
tanto desde el punto de vista del género, como desde su dimensión cultural o su 
identificación con una determinada comunidad política (Salazar Benítez, 
2010).
104
 
 
 
 
 
                                                     
104 En  prólogo de Daniel Innerarity. 
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  2.3 La Ley Orgánica para la Igualdad 3/2007 de 22 de marzo como 
primera ley que desarrolla el principio de igualdad 
 
La “Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres”105, en adelante Ley de igualdad106, constituye el marco de desarrollo del principio 
de igualdad en todas sus dimensiones, que acabamos de analizar. En esta ley se incorporan 
modificaciones legislativas que tienen como objetivo avanzar en la igualdad real y en el 
ejercicio pleno de los derechos de mujeres y hombres, y para alcanzar tales objetivos propone 
la implementación de medidas transversales que incidan en todos los órdenes de la vida 
política, jurídica y social, a fin de erradicar las discriminaciones contra las mujeres. 
A través de lo dispuesto en su disposición final cuarta se transponen a nuestro derecho 
estatal dos Directivas comunitarias: la Directiva 2002/73/CE, relativa a la aplicación del 
principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso al 
empleo, a la formación y a la promoción profesionales y a las condiciones de trabajo
107
; y la 
Directiva 2004/113/CE, sobre aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y 
mujeres en el acceso a bienes y servicios y suministro, que reflejan la preocupación de las 
instituciones de la Unión Europea por la situación de las mujeres, y el impulso que desde las 
mismas se está dando para corregirla
108
; y aunque con carácter anterior esta ley también 
incorpora la Directiva 97/80/ CE del Consejo, relativa a la carga de la prueba en los casos de 
discriminación por razón de sexo.
109
 
Señalaremos que la transposición de las citadas Directivas en la Ley de igualdad, se 
puede constatar por la inclusión conceptos básicos que van a permitir uniformar la 
interpretación de una serie de términos
110
, que resultan indispensables para su correcta 
aplicación. 
                                                     
105 Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. BOE núm. 71, de 23 de marzo de 
2007. 
106 No es inusual encontrar en la literatura jurídica la nomenclatura LOI para hacer referencia a Ley Orgánica 3/2007, de 22 
de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. 
107 Directiva 2002/73/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de septiembre de 2002, de reforma de la Directiva 
76/207/CEE. 
108 Directiva 2004/113/CE, de 13 de diciembre de 2004 sobre aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y 
mujeres en el acceso a bienes y servicios y su suministro. 
109 Directiva 97/80/ CE del Consejo, de 15 de diciembre de 1997 relativa a la carga de la prueba en los casos de 
discriminación por razón de sexo. 
110 Estos conceptos se recogen principalmente en el artículo 6 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad 
efectiva de mujeres y hombres: “1. Se considera discriminación directa por razón de sexo, la situación en que se encuentra 
una persona que sea, haya sido o pudiera ser tratada en atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación 
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Este texto legal, la LOI, tiene vocación generalista, plantea la aplicación de la igualdad 
efectiva de mujeres y hombres en la plenitud de las relaciones políticas, laborales, 
económicas, culturales y sociales, así como en las personales y familiares, incidiendo para 
ello en todo el Ordenamiento jurídico. 
Además esta vocación generalista puede detectarse  en la medida en que incide sobre 
todo el ordenamiento jurídico, imponiendo el principio de igualdad efectiva a las diferentes 
ramas del Derecho en aquellos aspectos en los que está involucrado el género. Y así contiene 
normas que se refieren a materias muy diversas, como la laboral, civil, mercantil, 
administrativa o procesal, y además en sus Disposiciones Adicionales se modifican un 
importante número de leyes
111
 para adaptarla a la nueva filosofía de la Ley de Igualdad, para 
que recorra de manera transversal todo nuestro Ordenamiento Jurídico.  
 
Podemos decir que tiene un efecto expansivo sobre todo el 
Ordenamiento jurídico, al que parece que se le ha dado un corte trasversal 
para que la igualdad efectiva llegue a todos sus rincones. Y es que la 
disposición que analizamos pretende abordar el problema en toda su 
complejidad con la intención de darle una solución global, incidiendo para ello 
en todos los ámbitos en los que las relaciones de género estén presentes, con el 
fin de alcanzar el objetivo que se pretende, con independencia de la parcela 
concreta del Derecho a la que pertenezca (Valpuesta Fernández, 2007: 11). 
 
La Ley de Igualdad responde a la exigencia constitucional de un Estado democrático y 
social de derecho, esto supone que la igualdad solo será efectiva si todas las ciudadanas y 
                                                                                                                                                                      
comparable. 2. Se considera discriminación indirecta, por razón de sexo, la situación en que una disposición, criterio o 
práctica aparentemente neutros pone a personas de un sexo en desventaja particular con respecto a personas del otro, salvo 
que dicha disposición, criterio o práctica puedan justificarse objetivamente en atención a una finalidad legítima y que los 
medios para alcanzar dicha finalidad sean adecuados. 3. En todo caso, se considera discriminación toda orden de discriminar, 
directa o indirectamente, por razón de sexo.” (El subrayado es nuestro). 
111 Esta Ley modifica muchos de los ámbitos de nuestro ordenamiento jurídico, sin ir más lejos modifica los siguientes textos 
jurídicos: la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio del Régimen Electoral General, Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio  del 
Poder Judicial,  Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se aprueba el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal,  Ley 
1/2000, de 7 de enero,  de Enjuiciamiento Civil,  Ley 29/1998, de 13 de julio Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa,  Ley 14/1986, de 25 de abril , General de Sanidad,  Ley 16/2003, de 28 de mayo , de Cohesión y Calidad del 
Sistema Nacional de Salud, Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, Texto 
Refundido de la Ley de Procedimiento Laboral, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, Texto 
Refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 
de agosto,  Ley 56/2003, de 16 de diciembre de Empleo, Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/1994, de 20 de junio, Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública (hoy las 
reformas se encuentran incorporadas en el Estatuto Básico del Empelado Publico ( ley 7/2007 de 12 de abril),  Ley 17/1999, 
de 18 de mayo de Régimen del Personal de las Fuerzas Armadas, Ley 55/2003, del Estatuto Marco del Personal Estatutario 
de los Servicios de salud, Ley de Sociedades Anónimas, Texto Refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1564/1989, 
de 22 de diciembre, Ley 26/1984, de 19 de julio , General para la Defensa de Consumidores y Usuarios (cambios que se han 
introducido en la Ley 44/2006, de 29 de diciembre de mejora de la protección de consumidores y usuarios), y Ley 5/1984, de 
26 de marzo Reguladora del Derecho de Asilo y de la Condición de Refugiado, (cambios introducidos en la actualmente 
vigente ley 12/2009 de 30 de octubre Reguladora del derecho de asilo y la protección subsidiaria) entre otras. 
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ciudadanos  pueden acceder en condiciones de igualdad a todas las esferas de decisión y 
disfrutar de una manera real y efectiva de todos los derechos recogidos en nuestra 
Constitución. 
 
La Ley de Igualdad parte del reconocimiento implícito de una realidad: 
que en la sociedad española las mujeres no ejercitan sus derechos en las 
mismas condiciones que los hombres. Se asume pues por el legislador la 
situación de discriminación que en todos los ámbitos de relación se encuentran 
aquellas, y esto es importante por cuanto este reconocimiento será el que 
legitime el conjunto de medidas que en la misma se contienen, innecesarias si 
la situación no fuera la descrita anteriormente (Valpuesta Fernández, 2007: 
11). 
 
Del análisis de la Ley de igualdad podemos dilucidar que la exigencia de igualdad 
efectiva de las mujeres y de los hombres se concreta en el principio de igualdad de trato y de 
oportunidades que se debe dispensar a ambos géneros. 
 
2.4 La regulación legal del principio de igualdad en la distribución 
territorial de competencias estatales y autonómicas andaluzas  
 
El modelo de distribución territorial del Estado Español  tiene carácter jerárquico, es decir,  
las competencias que están atribuidas al Estado, están reguladas en sus líneas rectoras por el 
mismo Estado, lo mismo ocurre con las competencias atribuidas a las Comunidades 
autónomas y a las administraciones locales
112
. 
La distribución de competencias en el Estado español viene recogida en nuestro texto 
constitucional, concretamente en los artículos 148 CE relativo a las competencias asumibles 
por las CCAA, 149 CE relativo a las competencias exclusivas del Estado y el artículo 150 CE 
que a su vez está dividido en tres apartados donde los dos primeros prevén las posibilidades 
de atribución de competencias a las Comunidades Autónomas al margen de sus Estatutos de 
Autonomía (ya sea por medio de leyes marco, ya sea por medio de leyes orgánicas de 
transferencia o delegación), y el tercero permite al Estado incidir en el ejercicio por las 
Comunidades Autónomas de sus competencias propias a través de leyes de armonización. 
                                                     
112 La descentralización de las Administraciones españolas en tres ámbitos: el estatal, el autonómico, y el local  
(Ayuntamientos y Diputaciones) ha hecho necesaria la distribución de las competencias en muchas materias. 
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De entre todas las competencias exclusivas que están atribuidas al Estado, nos 
centraremos en la referente al derecho de igualdad; así nuestra Constitución recoge en su 
artículo 149.1.1 CE que:  
 
El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias: 
(…) La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de 
todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los 
deberes constitucionales. 
 
De este articulado se desprende que la regulación en materias de igualdad en lo 
concerniente al desarrollo del artículo 14 CE, como principio de igualdad de trato reconocido 
en nuestra constitución, ha sido competencia exclusiva del Estado hasta la promulgación de la 
Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía
113
, que en su artículo 73, relativo a las políticas de género, asigna la competencia 
exclusiva en materias de políticas de género a la Comunidad Autónoma Andaluza. 
 
Artículo 73. Políticas de género. 
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en 
materia de políticas de género que, respetando lo establecido por el Estado en 
el ejercicio de la competencia que le atribuye el artículo 149.1.1.ª de la 
Constitución, incluye, en todo caso: 
a) La promoción de la igualdad de hombres y mujeres en todos los 
ámbitos sociales, laborales, económicos o representativos. Se atribuye 
expresamente a la Comunidad Autónoma la facultad de dictar normativas 
propias o de desarrollo en esta materia. 
b) La planificación y ejecución de normas y planes en materia de 
políticas para la mujer, así como el establecimiento de acciones positivas para 
erradicar la discriminación por razón de sexo. 
c) La promoción del asociacionismo de mujeres. 
 
De igual manera la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de 
mujeres y hombres, en su artículo 14.1, declara como principio general la vinculación de los 
poderes públicos con la efectividad del derecho constitucional de igualdad entre mujeres y 
hombres, una exigencia que concreta mediante la integración del principio de igualdad de 
                                                     
113 Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía, BOJA núm. 56, de 20 de 
marzo 2007. 
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trato y de oportunidades en el conjunto de las políticas económica, laboral, social, cultural y 
artística, con la finalidad de eliminar la segregación laboral y las diferencias retributivas. 
 Estas disposiciones se completan con diferentes criterios de actuación, como el de 
colaboración y cooperación entre las administraciones públicas, es decir, la Administración 
General del Estado, de las CCAA y de las Entidades Locales (arts. 14.3 y 21).  
En consecuencia, aunque los poderes públicos de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía están vinculados a lo establecido en los tratados y en las normas constitucionales y 
estatutarias, las políticas de género son de su exclusiva competencia y por tanto la Comunidad 
Autónoma tiene la obligación de adoptar las medidas necesarias para promover la igualdad de 
derechos de las mujeres y de los hombres.  
Para ello, deben ejercitar estas competencias evidentemente, desde una perspectiva de 
género, formulando y desarrollando una política global de protección de los derechos de las 
mujeres. La igualdad formal debe llenarse de contenido a través de una actuación decidida de 
todos los poderes públicos y de una progresiva concienciación social e individual. 
En esta línea la Comunidad Autónoma asume, como se señala en la exposición de 
motivos del Estatuto de Autonomía para Andalucía, un fuerte compromiso en esa dirección, 
como se constata en los siguientes artículos del Estatuto de Autonomía andaluz: 
 
 Art. 10.2: “La Comunidad Autónoma propiciará la efectiva igualdad del 
hombre y de la mujer andaluces, promoviendo la democracia paritaria y la 
plena incorporación de aquélla en la vida social, superando cualquier 
discriminación laboral, cultural, económica, política o social” 
 Art. 15 “Se garantiza la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres 
en todos los ámbitos”.  
 Finalmente de su Art. 38 “La prohibición de discriminación del artículo 14 y 
los derechos reconocidos en el Capítulo II vinculan a todos los poderes 
públicos andaluces y, dependiendo de la naturaleza de cada derecho, a los 
particulares, debiendo de ser interpretados en el sentido más favorable a su 
plena efectividad”. 
 
Así en relación a la legitimidad constitucional de una declaración de derechos y 
principios rectores incluida en los Estatutos de Autonomía Agudo Zamora (2011) señala a 
este respecto que: 
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El Tribunal entiende que estos derechos estatutarios no son derechos 
subjetivos sino mandatos al legislador, para diferenciarlos de los derechos 
fundamentales reconocidos por la Constitución, y, por lo tanto, los derechos 
estatutarios sólo vinculan al legislador autonómico. Esto supone, según el 
Tribunal Constitucional, que sólo serán exigibles ante los órganos judiciales 
cuando el legislador autonómico los haya desarrollado mediante ley. 
Igualmente, los derechos estatutarios son derechos materialmente vinculados 
al ámbito competencial propio de la comunidad autónoma; es decir, son las 
competencias reconocidas en el Estatuto las que delimitan el ámbito en que los 
derechos estatutarios pueden operar. 
El desarrollo de los derechos ha de hacerse por ley, no siendo posible 
hacerse por el legislador orgánico estatuyente, dado que en realidad, no es que 
pueda hacerse más por ley autonómica; es que se hace cosa distinta, como 
corresponde en el juego de normas ordenadas con arreglo al criterio de 
competencia, y esto por razones que tienen que ver con la condición del 
Estatuto como norma institucional básica, por un lado, y con su vigencia 
territorial limitada, por otro.
114
 
 
2.4.1 El principio de igualdad en la legislación autonómica 
andaluza. El Estatuto de Autonomía de Andalucía 
 
Andalucía accedió a ser Comunidad Autónoma por vía del artículo 151 CE, a través de la Ley 
Orgánica 6/1982, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para Andalucía,
115
(en 
adelante Estatuto de Autonomía de 1982), este Estatuto fue reformado en 2007 por la Ley 
Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía, que 
proporcionó a Andalucía un nuevo Estatuto mucho más acorde con los cambios sociales y 
políticos que se habían producido en nuestra Comunidad Autónoma en los últimos 25 años. 
En relación al tema que nos ocupa, el principio de igualdad en la legislación 
autonómica andaluza, debemos comenzar indicando que tanto el anterior Estatuto, como el 
actual, (como en definitiva todo nuestro Ordenamiento jurídico) han estado inspirados en su 
elaboración por el principio de igualdad. 
 Así el artículo 12.2 de Estatuto de Autonomía de 1982 establecía que: “La 
Comunidad Autónoma propiciará la efectiva igualdad del hombre y de la mujer andaluces, 
promoviendo la plena incorporación de ésta en la vida social y superando cualquier 
                                                     
114 En esta misma línea la véase MUÑOZ MACHADO, S; REBOLLO PUIG, M,  (dir.), Comentarios al Estatuto de 
Autonomía para Andalucía, Madrid: Thomson-Civitas, Cizur Menor. 2008. 
115 Ley Orgánica 6/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para Andalucía.  B.O.E. nº. 9 de 11de enero de 1982 
y  B.O.J.A. nº. 2 de 01 de febrero de 1982. Este Estatuto de Autonomía estuvo vigente hasta el 20 de marzo de 2007.  
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discriminación laboral, cultural, económica o política.” Y el vigente Estatuto recoge en su 
artículo 15 la garantía de igualdad de oportunidades en todos los ámbitos.  
Y es que como acabamos de señalar los tiempos han cambiado. El reto actual que con 
el que se enfrenta el Estado y el Gobierno autonómico andaluz, no consiste solo en plantear 
explícitamente la igualdad entre hombres y mujeres, sino que radica en la necesidad de 
garantizar políticas efectivas que remuevan los obstáculos para la plena igualdad en todos los 
ámbitos de la vida, más allá del ámbito político, social y económico de todas las personas. 
Con ese fin se plantea como una de las aportaciones jurídico-políticas del Estatuto de 
Autonomía para Andalucía, la introducción de un decálogo de derechos sociales, que  expresa 
el entramado de relaciones jurídicas y de poder entre la CCAA andaluza y sus ciudadanía, 
vinculando a los poderes públicos de forma directa  en el momento de ejercer sus facultades 
normativas y de actuación, a la par que cumple con el compromiso de la Junta de Andalucía, 
como poder público con los valores superiores del ordenamiento jurídico y con el mandato 
transformador del Estado Social (Art. 9.2 CE). 
Este decálogo de derechos sociales viene encabezado y no de manera casual por el 
artículo 15 del nuevo Estatuto, el artículo referido a la igualdad de género, en el que: “Se 
garantiza la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres en todos los ámbitos”. 
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Y es que no hemos de perder de vista, que para conseguir esta igualdad de 
oportunidades proclamada en el texto estatutario, se tiene que garantizar institucional y 
legalmente, que el criterio de la igualdad de trato esté integrado en el diseño, aplicación y 
evaluación del conjunto de la legislación, así como, de forma transversal, en todos los campos 
de la política y de la sociedad. 
 Solo así se garantiza el cumplimiento del principio de igualdad de oportunidades entre 
hombres y mujeres en todos los ámbitos, y se asegura la protección contra la violencia de 
género. En esta línea Balaguer Callejón (2008: 5) señala que el Estatuto de Autonomía de 
Andalucía, tiene la virtud de recoger todos y cada uno de los planteamientos que el 
movimiento feminista había venido demandando desde la década de los ochenta. 
Podemos concluir este apartado diciendo que aunque aún queda mucho camino por 
andar el actual Estatuto de Autonomía Andaluz consigue integrar el criterio de la igualdad de 
género, en el conjunto de la legislación de forma transversal en todos los campos de la política 
y de la sociedad
116
, quizás otra cuestión sea la puesta en marcha de toda esta legislación, de 
nuevo debemos confrontar la igualdad formal con la igualdad real y de oportunidades para 
poder así evaluar la eficacia y eficiencia de estos dispositivos que tienen como objetivo llegar 
a concordar ambas cara de la misma moneda, la igualdad formal y la igualdad real y de 
oportunidades. 
2.4.1.1 Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción 
de la igualdad de género en Andalucía 
 
El proceso de descentralización, que a partir del texto constitucional conduce al Estado 
autonómico, conlleva que sean diversos los poderes públicos que tienen que proyectar y 
desarrollar políticas de promoción de la igualdad de oportunidades. 
La Comunidad Autónoma de Andalucía asume en el Estatuto de Autonomía para 
Andalucía un fuerte compromiso en esa dirección, y como consecuencia de ello y de 
                                                     
116 En este sentido o hay más que observar como el texto estatutario señala que la igualdad de género estará presente en los 
principios rectores de las políticas públicas (arts. 37.1, 2; 37.1, 3; 37.1, 4; 37.1, 5; 37.1, 7; 37.1, 11; y 37.2 del Estatuto de 
Andalucía). 
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conformidad con  los artículos 10.2, 15 y 38 del citado Estatuto se aprueba la Ley 12/2007, de 
26 de noviembre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía.
117
 
Esta Ley para la Promoción de la Igualdad de Género en Andalucía tiene como 
objetivo principal garantizar la vinculación de los poderes públicos en todos los ámbitos, en el 
cumplimiento de la transversalidad como instrumento imprescindible para el ejercicio de las 
competencias autonómicas en clave de género 
Con la Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la Promoción de la Igualdad de Género 
en Andalucía, se pretende alcanzar, mediante diversos instrumentos y desarrollos eficaces, 
una sociedad igualitaria, justa, solidaria y democrática en todas las personas tengan, 
realmente, los mismos derechos y oportunidades; marcándose como objetivo principal 
garantizar la vinculación de los poderes públicos en todos los ámbitos, en el cumplimiento de 
la transversalidad como instrumento imprescindible para el ejercicio de las competencias 
autonómicas en clave de género. 
Como se señala en la propia Exposición de motivos de la Ley, en Andalucía, la 
integración de la perspectiva de género ha supuesto avances muy importantes, siendo claros 
ejemplos la obligatoriedad del informe de evaluación de impacto de género en los proyectos 
de ley y reglamentos aprobados por el Consejo de Gobierno y el enfoque de género en los 
presupuestos de la Comunidad Autónoma, según han establecido los artículos 139 y 140 de la 
Ley 18/2003, de 29 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas. 
Como veremos en los siguientes capítulos el análisis de la elaboración de estos 
Informes y su aplicación en los textos legales definitivos tanto en Andalucía como en el 
ámbito estatal conforman el objetivo de la presente investigación.  
Podemos afirmar que la Ley para la Promoción de la Igualdad de Género en 
Andalucía, ha venido a establecer los fundamentos jurídicos para avanzar hacia la efectiva 
igualdad entre mujeres y hombres en todos los ámbitos de la vida social, económica, cultural 
y política. A fin de conseguir los objetivos descritos esta Ley se ha estructurado de la 
siguiente manera: 
 
 
                                                     
117 Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la Promoción de la Igualdad de Género en Andalucía BOJA núm. 247, de 18 de 
diciembre de 2007.  Esta Ley deroga los artículos  30.3a) y 140 de la Ley18/2003, de 29 de diciembre, y modifica el 30 de la 
Ley 10/1988, de 29 de diciembre. 
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La presente Ley se estructura en un Título Preliminar, cuatro Títulos, 
una disposición adicional, una disposición transitoria, una disposición 
derogatoria y dos disposiciones finales. El Título Preliminar establece los 
conceptos esenciales en materia de igualdad de género y los principios 
generales que han de presidir la actuación de los poderes públicos en relación 
con la igualdad de género. 
El Título I recoge, en su Capítulo I, las acciones para garantizar la 
integración de la perspectiva de género en las políticas públicas: el informe de 
evaluación de impacto de género, los presupuestos públicos con enfoque de 
género, el Plan estratégico para la igualdad de mujeres y hombres, el lenguaje 
no sexista e imagen pública y las estadísticas e investigaciones con perspectiva 
de género.  
El Título II establece las medidas para promover la igualdad de género 
en las políticas públicas de los distintos ámbitos de actuación. El Título III se 
ocupa de la organización institucional y coordinación, como estrategia 
adecuada y necesaria para impulsar, desarrollar y evaluar las acciones y 
políticas públicas para promover la igualdad de género en Andalucía. 
Y por último, el Título IV se refiere al establecimiento de garantías para 
la igualdad de género.
118
 
 
Como se señala en su propia exposición de motivos, esta Ley requiere para aplicación 
de un Plan Estratégico que concrete los objetivos, ámbitos y medidas de actuación en los que 
los poderes públicos han de centrar sus acciones así como la coordinación entre los distintos 
niveles de las Administraciones Públicas (estatal, autonómica y local) y los distintos 
estamentos sociales. 
2.4.1.1.1 “I Plan estratégico para la igualdad de 
mujeres y hombres en Andalucía 2010-2013” 
Con el objetivo de determinar las medidas para la consecución de la igualdad entre mujeres y 
hombres y la eliminación de la discriminación por razón de sexo, la Ley 12/2007, de 26 de 
noviembre, para la Promoción de la Igualdad de Género en Andalucía, en su artículo 7, 
establece que se aprobará el Plan Estratégico para la Igualdad de mujeres y hombres.  
La elaboración del “I Plan Estratégico para la Igualdad de Mujeres y Hombres en 
Andalucía 2010-2013”119se analizo y debatió en el seno de la Comisión Interdepartamental 
                                                     
118 Resumen propio de la estructura de la Ley12/2007, de 26 de noviembre, para la Promoción de la Igualdad de Género en 
Andalucía a partir de lo recogido en su Exposición de Motivos. Cabe destacar que es el artículo sexto, como veremos más 
adelante donde se regula la evaluación de impacto de género. (El subrayado es nuestro). 
119 I Plan Estratégico para la Igualdad de Mujeres y Hombres en Andalucía 2010-2013, aprobado por Acuerdo de Consejo de 
Gobierno de 19 de enero de 2010.  
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para la Igualdad de Mujeres y Hombres
120
, y allí se acordó atribuir su elaboración al Instituto 
Andaluz de la Mujer (IAM)
121
. 
Así, el “I Plan Estratégico para la Igualdad de Mujeres y Hombres en Andalucía 2010-
2013”122, se constituye como instrumento fundamental, para garantizar la integración de la 
perspectiva de género en las políticas públicas llevadas a cabo por la Administración de la 
Junta de Andalucía.  
El Plan propone una vigencia cuatrianual, que comenzará a contar a partir del año 
siguiente de la entrada en vigor de Ley para la promoción de la Igualdad de Género en 
Andalucía. 
Para hacer efectivas estas directrices, y teniendo en cuenta la Ley 12/2007, de 26de 
noviembre, para la Promoción de la Igualdad de Género en Andalucía, se han establecido 
ocho Líneas de Actuación con 36 objetivos desde los que se van a trabajar las tres directrices 
señaladas en él: Transversalidad de género; Conciliación y corresponsabilidad; y 
Empoderamiento de las mujeres, directrices que desarrollamos un poco más adelante. 
Estructuralmente el PLAN consta de cuatro partes: (I) Contenido, (II) Implementación 
y desarrollo, (III) Presupuesto y (IV) Anexos que se estructuran con el desarrollo de 8 
epígrafes. 
Así, el Plan Estratégico se presenta como una herramienta que aborda los 
compromisos políticos que le animan así como la metodología que se va a aplicar dirigida a la 
consecución de un logro de interés global: la igualdad de género, identificando para ello las 
áreas de intervención, los objetivos a conseguir en cada una de ellas, las acciones a desarrollar 
para su consecución, los plazos en los que se debe cumplimentar el compromiso de acción, la 
identificación de las estructuras implicadas y la metodología de gestión a aplicar. 
                                                     
120 Esta Comisión se crea en virtud del art 3.cd, el Decreto artículo 437/2008, de 2 de septiembre, por el que se crea la 
Comisión Interdepartamental para la Igualdad de Mujeres y Hombres. 
 121El Instituto Andaluz de la Mujer tiene como finalidad, de acuerdo con lo establecido en el artículo 30.2 de la Ley 10/1988, 
de 29 de diciembre, de Presupuestos de la Comunidad Autónoma de Andalucía para 1989, que constituye su Ley fundacional, 
promover las condiciones para que sea real y efectiva la igualdad de la mujer y el hombre andaluces, fomentando la 
participación y presencia de esta en la vida social, superando cualquier discriminación laboral, cultural económica o política, 
en cumplimiento de los principios establecidos en el artículo 14 de la Constitución Española y en el Estatuto de Autonomía 
de Andalucía. Además, la disposición adicional única de la Ley 12/2007, de 26 de noviembre, añade, entre las funciones del 
Instituto Andaluz de la Mujer, la coordinación de las políticas de igualdad. Web: 
http://www.juntadeandalucia.es/institutodelamujer/index.php (Consultada en última ocasión en marzo 2012). 
122 I Plan estratégico para la igualdad de mujeres y hombres en Andalucía 2010 -2013 Web : 
http://www.juntadeandalucia.es/presidencia/html/sites/presidencia/contenidos/la_consejeria/Unidad_Igualdad_Genero/Docu
mentacion/PLAN_ESTRATEGICO_PARA_LA_IGUALDAD_DE_MUJERES_Y_HOMBRRES_EN_ANDALUCIA_2010-
2013_x2x.pdf  (Consultada en última ocasión en marzo 2012). 
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El significado de este Plan Estratégico es poner en marcha la estrategia de 
Mainstreaming o Enfoque integrado de Género en la Junta de Andalucía, siendo su misión la 
de servir de instrumento para la dinamización de la igualdad y el cambio social entre la 
ciudadanía. En ese sentido, y como se señala en la introducción del mismo Plan, son tres las 
directrices estratégicas definidas en él: 
 Transversalidad de género, como estrategia de mejora de las políticas públicas 
implicando la participación de todas las Consejerías en la aplicación del principio de 
igualdad en todos los ámbitos de la gestión política, técnica y social. 
 Conciliación y Corresponsabilidad, orientando la acción hacia la plena participación 
de mujeres y hombres en todos los ámbitos de la sociedad en condiciones de igualdad. 
 Empoderamiento de las mujeres, como estrategia de profundización en el desarrollo 
democrático incorporando las perspectivas, necesidades e intereses de las mujeres, 
facilitando el ejercicio activo de sus derechos y su acceso a la toma de decisiones. 
 
En el primer año de la puesta en marcha de dicho Plan se han producido avances 
significativos en materia de igualdad, que han posibilitado la modernización de Andalucía y 
están contribuyendo al bienestar de mujeres y hombres. Dichos avances se han plasmado en el 
“Informe de seguimiento 2010. I Plan Estratégico para la Igualdad de Mujeres y Hombres en 
Andalucía”123.   
No queremos terminar este apartado sin insistir en la idea de que solo a través de una 
evaluación completa, es decir ex ante, durante y ex post, podremos realmente conocer cuáles 
han sido los resultados obtenidos por dicho Plan. Es decir solo a través de la evaluación 
podremos corregir y prevenir los  resultados no deseados en caso de que los hubiera. Por 
tanto, será necesario esperar a que los resultados de la evaluación del Plan vean la luz para 
saber si esos avances significativos finalmente lo son tal y como se recoge en el citado 
Informe de Seguimiento 2010.  
Habiendo analizado así el derecho a la igualdad de géneros en la normativa estatal y 
autonómica andaluza, concluiremos este capítulo afirmando por un lado que sin duda cada 
                                                     
123 Informe de seguimiento 2010. I Plan Estratégico para la Igualdad de Mujeres y Hombres en Andalucía Web: 
http://www.juntadeandalucia.es/institutodelamujer/index.php/remository/func-startdown/1679/ (Consultada en última ocasión 
en marzo 2012). 
 También puede consultarse en relación a la anterior  la publicación realizada titulada “Aproximación a la realidad 
de mujeres y hombres en Andalucía 2010, en la que se muestra la situación de la mujer en los diferentes ámbitos.” 
Web:http://www.juntadeandalucia.es/institutodelamujer/index.php/remository/func-startdown/1767/ (Consultada en última 
ocasión en marzo 2012). 
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vez nos acercamos con paso más ligero, pero no por ello menos firme, a conseguir el pleno 
reconocimiento de la igualdad formal ante la ley, no obstante aun queda camino por hacer. Es 
necesario que esa igualdad formal ante la ley sea una igualdad para todas las personas que 
conforman la sociedad y no solamente una parte de la misma, la que esta categorizada o 
catalogada. 
Consideramos, basándonos en el estudio realizado y que presentamos, que nuestro 
ordenamiento jurídico es lo suficientemente sólido como para soportar la apertura a las nuevas 
realidades sociales, a nuevas categorías jurídicas; creemos que de la misma manera que se han 
elaborado las distintas leyes para la igualdad de mujeres y hombres, de ámbito estatal y 
autonómico, también es posible, de hecho es indispensable, volver a retomar proyectos de 
leyes que no llegaron a aprobarse en la pasada legislatura como el relativo al “Proyecto de 
Ley de Igualdad de Trato y No Discriminación”124 para que el derecho a la igualdad formal 
ante la ley, primer paso hacia la igualdad real y de oportunidades, sea un derecho para todas 
las personas. 
De esta manera aunque, como acabamos de señalar,  se están dando pasos de gigantes 
en pos de una sociedad más justa y equitativa, estos pasos a todas luces están resultando 
insuficientes. Se hace necesario, elaborar una acción normativa dirigida a combatir todas las 
manifestaciones aún subsistentes de discriminación, directa o indirecta, con remoción de los 
obstáculos y estereotipos sociales que impiden alcanzarla.  
Esta acción normativa debe venir acompañada de un análisis de la legislación ya 
existente en nuestro ordenamiento jurídico para ver en que se está errando. Para la elaboración 
de dicho análisis deben utilizarse cuantas herramientas esté a nuestro alcance.  
Como veremos en los próximos capítulos, la elaboración de Informes de Evaluación 
de Impacto de Género de la normativa, se presenta como una de las herramientas ideales para 
asegurar el asentamiento de las bases para la creación de una sociedad equitativa, donde el 
derecho a la igualdad real y de oportunidades sea una realidad para toda la población y no 
solo a la porción de población heterodesignada por el sistema social patriarcal. 
  
                                                     
124 Proyecto de Ley de Igualdad de Trato y No Discriminación. Web: 
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/Iniciativas/Indice%20de%20Iniciativas?_piref73_1335503_7
3_1335500_1335500.next_page=/wc/servidorCGI&CMD=VERLST&BASE=IWI9&PIECE=IWA9&FMT=INITXD1S.fmt
&FORM1=INITXLUS.fmt&DOCS=14-14&QUERY=%28I%29.ACIN1.+%26+%28%22PROYECTO-DE-
LEY%22%29.SINI.+%26+%28%22CADUCADO%22%29.CIER. (Consultada en última ocasión en marzo 2012). 
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Capítulo 3: La dimensión de género en 
la elaboración de la normativa estatal. 
Estimativa y evaluación del impacto de 
género en la normativa estatal  
3.1 Estimativa y evaluación del impacto de género en la  normativa estatal   
 
Si en el primer capítulo de este trabajo de esta investigación analizábamos la igualdad de 
géneros en la Unión Europea y en Francia, la estimativa y la evaluación del impacto en la 
normativa comunitaria; y en el capitulo segundo profundizábamos en el derecho a la igualdad 
de géneros en el Estado Español y en la CCAA andaluza, creemos haber establecido las bases 
necesarias para poder dedicarnos en el presente capitulo y de manera exhaustiva, al estudio de 
la estimativa y la evaluación del impacto por razón de género en la normativa estatal. Este 
mismo estudio se llevará a cabo en el capitulo siguiente pero evidentemente el objeto de 
estudio no será el mismo y en dicho capitulo versara sobre la normativa autonómica andaluza. 
Quisiéramos comenzar este capítulo dejando claro que el  Estado Español en lo 
relativo a la evaluación del impacto de género, ha sido siempre un Estado pionero con 
respecto a sus vecinos europeos. Así, la primera vez que se reguló en España el impacto de 
género fue en 1993 a través de unas subvenciones convocadas por el Ministerio de Asuntos 
Exteriores, convocatoria que se repitió en las mismas condiciones en los años 1995 y en 
1996
125
.  
La constatación de que se trata de un Estado pionero con respecto al resto de estados 
miembros de la UE la encontramos cuando observamos que las primeras referencias que se 
hicieron al respecto de la evaluación del impacto de género en el marco europeo datan de 
septiembre de 1997, (dos años después de que ya se estuviera regulando en España, como 
acabamos de señalar) a raíz de una cuestión planteada a la Comisión Europea cuya respuesta 
                                                     
125 Orden de 29 de marzo de 1993 por la que se regula las bases generales para la concesión de subvenciones a 
Organizaciones no Gubernamentales de Desarrollo e Instituciones sin fines de lucro que realicen actividades en el campo de 
la cooperación internacional para la ejecución de proyectos de cooperación al desarrollo. BOE. núm. 88, de 13 de Abril de 
1993. A fecha de conclusiones, la última regulación sobre impacto de género ha sido la referida a  la Ley 1/2011, de 1 de 
marzo, de evaluación del impacto de género en Castilla y León, (BOE. núm. 76, de 30 de Marzo de 2011) que además 
presenta la particularidad de ser la única norma con rango de ley que regula de manera expresa la evaluación del impacto de 
género. 
87 
 
dio pie a que por primera vez apareciera el término “evaluación de impacto de género”126 en 
el Parlamento Europeo. 
 
¿Qué medidas ha adoptado o piensa adoptar la Comisión para 
fomentar los objetivos acordados en la Conferencia sobre la Mujer celebrada 
en Pekín en 1995 y que están contenidos en la Plataforma de Acción sobre la 
mujer y el medio ambiente y la mujer y la salud?
127
 
 (…) A nivel del procedimiento, desde 1994 todos los programas para 
Asia y América Latina y para los países terceros mediterráneos por encima de 
2 millones de ecus deben incorporar una evaluación de impacto de género en 
su diseño y ejecución.  Más recientemente, el impacto de género se ha incluido 
entre los requisitos para proyectos más pequeños en líneas presupuestarias 
como la de los bosques tropicales (B7-6201).
128
 
 
De hecho no será hasta el año 2000 y no de manera específica sino de manera 
subsidiaria, es decir, como complemento a los objetivos previstos en el programa de acción 
comunitaria sobre la estrategia comunitaria en materia de igualdad entre mujeres y hombres 
(2001-2005)
129
, que la Unión Europea articulara la evaluación del impacto en función del 
sexo en distintos ámbitos de intervención de la estrategia marco comunitaria (vida económica, 
social, vida civil, roles, etc.), como una de las acciones a emprender para el logro de los 
objetivos mencionados en el referido programa.  
A través de este programa, la Comisión Europea pretendía establecer un enfoque dual 
en el que la Transversalidad, en cuanto la integración de la dimensión de género en todas las 
políticas que afectan a las mujeres, viniese acompañada de acciones positivas a favor de la 
igualdad.  
                                                     
126 CIUDAD DE MUJERES.COM: Vocabulario violeta. Evaluación del impacto en función del género: Examen de las 
propuestas políticas, para analizar si afectarán a las mujeres de forma diferente que a los hombres, al objeto de adaptarlas 
para neutralizar los efectos discriminatorios y fomentar la igualdad entre hombres y mujeres. Web: 
http://www.ciudaddemujeres.com/vocabulario/A-
H.htm#EVALUACI%C3%93N%20DEL%20IMPACTO%20EN%20FUNCI%C3%93N%20DEL%20G%C3%89NERO 
(Consultado en última ocasión febrero 2012). 
127 PREGUNTA ESCRITA n. 2827/97 de Anita POLLACK a la Comisión. Medidas adoptadas tras la celebración de la 
Conferencia sobre la Mujer en Pekín en 1995. Diario Oficial n° C 117 de 16/04/1998 p. 0072. Web http://eur-
lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=CELEX:91997E2827:ES:HTML (Consultado en última ocasión febrero 2012). 
128 RESPUESTA A LA PREGUNTA ESCRITA n. 2827/97 de Anita POLLACK a la Comisión. Medidas adoptadas tras la 
celebración de la Conferencia sobre la Mujer en Pekín en 1995. Diario Oficial n° C 117 de 16/04/1998 p. 0072. Web 
http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=CELEX:91997E2827:ES:HTML (Consultado en última ocasión 
febrero 2012, el subrayado es nuestro).   
129 DECISIÓN DEL CONSEJO, Programa de acción comunitaria sobre la estrategia comunitaria en materia de igualdad 
entre mujeres y hombres (2001-2005),  de 20 de diciembre de 2000. Diario Oficial n° L 017 de 19/01/2001. Web: http://eur-
lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=CELEX:32001D0051:ES:HTML (Consultada en última ocasión en agosto 
2011). 
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Este compromiso de integrar la perspectiva de género en el conjunto de Políticas 
Comunitarias de la Unión Europea, nace de la constatación de que decisiones políticas que en 
principio parecen no sexistas, pueden tener un diferente impacto en las mujeres y en los 
hombres, a pesar de que dicha consecuencia ni estuviera prevista ni se deseara.  
El Estado Español, como Estado Miembro de la Unión, viene participando desde hace 
tiempo como veíamos al inicio de este trabajo, en el objetivo de lograr la igualdad de mujeres 
y hombres a través de la eliminación de las desigualdades, elaborando para tal fin, políticas de 
igualdad de oportunidades para unas y otros. 
 Uno de los objetivos específicos de estas políticas es la aplicación del Principio de 
Transversalidad de Género. Así, con la elaboración del IV Plan Estatal para la Igualdad entre 
Mujeres y Hombres (2003-2006), se establece como uno de sus dos principios fundamentales 
el que se denomina de Mainstreaming y cuyo propósito se define como: 
 
Promover la defensa y garantía del principio de igualdad entre 
hombres y mujeres en todas las actividades y políticas a todos los niveles y 
evaluando sus posibles efectos
130
. 
 
Durante el desarrollo de este IV Plan, cabe destacar la promulgación de la Ley 
30/2003, de 13 de octubre, sobre medidas para incorporar la valoración de impacto de género 
en las disposiciones normativas que elabore el Gobierno
131
.  
La finalidad última de esta de esta ley es aplicar el Principio de Transversalidad, de 
manera que a través de la elaboración de los Informes de Evaluación de Impacto de Género, 
puedan detectarse y prevenirse enunciados sexistas no previstos ni deseados a la hora de 
elaborar las normas, cuya aplicación, en consecuencia, por las personas operadoras jurídicas 
puede dar lugar a situaciones discriminatorias.  
A través de la Ley 30/2003 de 13 de octubre, se consigue llevar a cabo la transposición 
de las directrices comunitarias en materia de igualdad, dando así cumplimiento a uno de los 
objetivos de la Plataforma de Acción de Beijing, y haciendo del Estado español un punto de 
referencia europeo en políticas públicas de igualdad. 
                                                     
130 IV Plan de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres. Gobierno de España. 2003-2006. Web: 
http://www.msc.es/organizacion/sns/planCalidadSNS/pdf/equidad/IV_Plan_Igualdad_Hombre_Mujeres_2003-2006.pdf 
(Consultado en última ocasión en diciembre 2011). 
131 Ley 30/2003, de 13 de octubre, sobre medidas para incorporar la valoración de impacto de género en las disposiciones 
normativas que elabore el Gobierno. BOE núm. 246, de 14 de octubre de 2003. 
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Los informes de impacto de género deben ser considerados una de las 
herramientas básicas para integrar el principio de igualdad en el ámbito de la 
Administración puesto que analizan el nivel de compromiso de los poderes 
públicos con la efectividad del derecho constitucional de igualdad entre 
mujeres y hombres. Concretamente, estos informes representan una técnica de 
evaluación prospectiva de las normas, es decir, un estudio y análisis ex ante 
del proyecto normativo que se promueve para verificar si, en el momento de 
planificar las medidas que contiene la disposición, se ha tenido en cuenta el 
impacto que tendrán en los hombres y las mujeres, advierten a quienes lo 
adoptarán de cuáles pueden ser las consecuencias deseadas y las no deseadas 
y proponen, en su caso, la modificación. Se logra, en definitiva, una mejora en 
la calidad de la producción normativa (Pauner Chulvi, 2009: 185-222). 
 
Consideramos que la elaboración de los Informes de Evaluación Impacto de Género 
representa una gran mejora legislativa dado que estos informes están destinados a facilitar el 
trabajo de los poderes públicos en términos de igualdad. Estos informes permitirán también 
aportar un mayor nivel de información sobre la realidad social al tratar de evitar las 
consecuencias negativas o no deseadas que pudieran desprenderse de un texto sexista.  
Así, esta técnica de evaluación prospectiva de las normas mejorará notablemente la 
calidad de nuestra producción normativa. Es decir, una buena elaboración de los Informes de 
Evaluación Impacto de Género, supone una mejora en la eficacia y eficiencia en la labor de 
creación legislativa, que no deja de ser el objetivo prioritarios establecidos por la Unión 
Europea en su programa: “Legislar Mejor” que ya analizamos en el capitulo primero de este 
trabajo. 
3.1.1 El soporte constitucional de la evaluación del impacto de 
género de la normativa estatal 
 
La elaboración de los Informes de Evaluación del Impacto de Género como herramientas 
concebidas para erradicar las brechas de género y para lograr una igualdad real y de 
oportunidades, encuentra su ratio en nuestro articulado constitucional, ya que, como 
señalábamos en capítulos anteriores, la igualdad es tal y como se señala en su artículo 
primero; un valor superior de nuestro ordenamiento jurídico.  
Este valor superior constitucional se completa con la prohibición de discriminación 
por razón de sexo (art. 14 CE), con la protección de la dignidad de la persona (art.10.1 CE) y 
que impone a los poderes públicos la obligación de promover las condiciones para que la 
igualdad sea real y efectiva (art. 9.2 CE). 
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De este elenco de preceptos constitucionales, el artículo 9.2 CE se erige 
en el soporte fundamental de las medidas antidiscriminatorias porque implica 
promover las condiciones para que la igualdad formal se transforme en 
igualdad material. Al profundizar en este mandato, puede derivarse que en el 
Estado de Derecho se exige un juicio de racionalidad de las leyes que 
compromete la dirección de la norma hacia el principio de igualdad de trato y 
oportunidades. Es en este contexto donde debemos inscribir la evaluación del 
impacto de género como herramienta al servicio de la consecución de esa 
igualdad real porque pondera la efectividad y la eficiencia de las normas. 
(Pauner Chulvi, 2009: 187). 
 
 
3.2 La Ley 30/2003 de 13 de octubre, como herramienta de los Poderes 
Públicos, para la erradicación de disposiciones normativas sexistas  
 
La citada Ley 30/2003 de 13 de octubre, sobre medidas para incorporar la valoración del 
impacto de género en las disposiciones normativas que elabore el Gobierno, es con muy 
ligeras variaciones, de contenido similar a la Ley 4/2001, de 9 de abril, de modificación del 
apdo. 2 del art. 63 de la Ley 13/1989, de 14 de diciembre de procedimiento y régimen jurídico 
de la Administración de la Generalidad de Cataluña.
132
  
Esta Ley 30/2003, de 13 de octubre, contiene dos artículos que modifican a los 
artículos 22.2 y 24.1.b) de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno; pero su gran 
novedad está en la obligación que establece de elaborar un Informe de Evaluación de Impacto 
de Género, que  deberá acompañar a cada proyecto de Ley y cada Reglamento que elabore el 
gobierno. 
Una vez que se aprueba esta ley y se hace exigible ese informe de 
impacto, en ningún lugar se puede llevar a cabo esa valoración, ni consta en la 
propia ley de qué organismo e instituciones se va a recabar el criterio o 
baremo para considerar que estamos ante una ley que transgrede la igualdad 
de género. […] La aprobación de una ley con la previsión de informe sobre el 
impacto de género sin sujeción a criterio alguno, deja prácticamente fuera de 
toda posibilidad, que, hasta que no se produzca en efecto una nueva legislación 
sobre criterios y baremos, se pueda hablar de la efectividad la norma 
(Balaguer Callejón, 2003: 25). 
 
                                                     
132 Ley 13/1989, de 14 de diciembre, de organización, procedimiento y régimen jurídico de la Administración de la 
Generalidad de Cataluña. BOE núm. 11, de 12de enero de1990. (Además, fue en efecto una iniciativa política de 
Convergencia i Unió, asumida por el gobierno de la Nación, y de ahí la práctica reiteración del contenido de la exposición de 
motivos y del contenido de la ley). 
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La tramitación parlamentaria Ley 30/2003, de 13 de octubre, no fue fácil, al contrario, 
se trató de una tramitación complicada desde el primer momento, como ya señalamos en 
investigaciones anteriores (Collantes Sánchez y Sanchis Vidal, 2009) 
133
. 
La complicación en la tramitación parlamentaria se centró principalmente en la 
ausencia de mención expresa en el Proyecto de Ley, de quién o qué organismo debía ser el 
encargado de la elaboración de los citados Informes. Así, durante la tramitación parlamentaria 
lo único que si quedo aclarado en los debates parlamentarios fue la negativa expresa por parte 
de algunos grupos parlamentarios de que fuese el Instituto de la Mujer quien asumiera de 
forma expresa dicha función
134
.  
Sería un enorme error que como juristas, banalizásemos el conflicto que hubo durante 
toda la tramitación parlamentaria respecto a la autoría de dichos Informes, pues más allá de lo 
que institucionalmente puede representar para una persona u organismo el aparecer como el o 
la encargada de la elaboración de los citados informes, lo que nos inquieta es conocer qué 
formación específica tiene o ha adquirido esa persona en temas relacionados con la igualdad 
de género en los ámbitos sociológicos jurídicos y económico; pues la ausencia de esa 
formación puede convertir la elaboración de estos informes en un mero trámite más a 
cumplimentar en el dossier legislativo que corresponda.  
De igual manera el desconocimiento de la autoría de dichos informes debe llevarnos a 
reflexionar sobre si, administrativamente estamos ante una descentralización funcional, 
creando un organismo ad hoc para elaborar los informes, o una desconcentración, o un simple 
mandato a un servicio dentro del organigrama
135
.  
La reglamentación de la citada Ley 30/2003 de 13 de octubre, no vio la luz hasta seis 
años después de la mano del Real Decreto 1083/2009, de 3 de julio, por el que se regula la 
memoria del análisis de impacto normativo
136
, que más adelante estudiaremos y veremos 
cómo y en qué condiciones lo referente a las autorías de los citados informes y memorias  
queda reflejado en dicha normativa. 
                                                     
133 Web http://www.dipujaen.es/_catalogo-publicaciones/index.html?uid=7a8ba6f8-8b72-11e0-bdb7-79fb06ed8546 
(Consultado por última vez en diciembre 2011). 
134 Diario de Sesiones. Comisión Constitucional, de 18-JUN-2003. Ratificación de la Ponencia. Aprobación con competencia 
legislativa plena, pp. 24.746 y ss. 
135 En este sentido es muy revelador lo establecido en el artículo 2.3 del Real Decreto 1083/2009, de 3 de julio, por el que se 
regula la memoria del análisis de impacto normativo, que analizamos más adelante. “El Ministerio o centro directivo 
competente para la realización de la memoria actualizará el contenido de la misma con las novedades significativas que se 
produzcan a lo largo del procedimiento de tramitación”. 
136 Real Decreto 1083/2009, de 3 de julio, por el que se regula la memoria del análisis de impacto normativo. BOE núm. 173, 
de 18 de julio de 2009. 
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Y sin embargo, como acabamos de señalar, pese a que no hubo hasta el año 2009 un 
desarrollo legislativo de la Ley 30/2003 de 13 de octubre, tenemos constancia de que 
efectivamente sí que se realizaron algunos de los Informes de Evaluación de Impacto de 
Género que debían acompañar a las disposiciones normativas que había ido elaborando el 
Gobierno. Otra cuestión bien diferente ha sido cómo y de qué manera se ha aplicado la Ley 
30/2003 de 13 de octubre durante ese periodo de tiempo en el que no tuvo desarrollo 
normativo. 
Como veremos más adelante, la falta de normativa que desarrollara la Ley 30/2003, de 
13 de octubre, provocó a parte de la ya comentada falta claridad respecto a quiénes eran las 
personas y los órganos encargados de elaborar los citados informes; también provoco una 
falta de homogeneidad en los Informes que se elaboraron durante esos años. Este punto como 
resulta evidente, ha dificultado el camino hacia la consecución de una igualdad real y de 
oportunidades de mujeres y hombres. 
Ha de señalarse que esta falta de reglamentación de la que venimos hablando, se salvó 
mediante el uso principalmente de dos “Guías”; por un lado la más utilizada por el mayor 
número de Ministerios la “Guía para la Evaluación del Impacto de Género en Función del 
Género”, de la Comisión Europea137, creada como primer paso para llevar a cabo su 
compromiso de integrar de manera transversal el enfoque de género en las políticas públicas 
de la Unión Europea, (Guía que estudiaremos más detenidamente cuando analicemos la 
Comunidad autónoma andaluza, por ser la Guía que se utiliza en este ente territorial) y por 
otro lado, también se utilizó aunque en menor medida y por menos Ministerios la “Guía de 
aplicación práctica, para la elaboración de Informes de Impacto de Género de las 
disposiciones normativas que elabore el Gobierno, de acuerdo a la Ley 30/2003” (Delgado 
Godoy, García Comas y Soleto Ávila, 2005).
138
 
Así señalaremos que para la elaboración de los Informes de Evaluación de Impacto de 
Género llevados a cabo durante la VIII legislatura, por los Ministerios de Trabajo y Asuntos 
Sociales y algunos de los elaborados por el Ministerio de Economía y Hacienda, se siguieron  
las directrices de la “Guía de aplicación práctica, para la elaboración de Informes de Impacto 
de Género de las disposiciones normativas que elabore el Gobierno, de acuerdo a la Ley 
30/2003”, surgida en septiembre del año 2005, y elaborada por Fundación Mujeres. 
                                                     
137 COMISIÓN EUROPEA, Guía para la Evaluación del Impacto de Género en Función del Género. 
http://ec.europa.eu/social/BlobServlet?docId=4376&langId=en (Consultado en última ocasión en diciembre 2011). 
138 Web: http://www.mujeresenred.net/news/article.php3?id_article=467 (Consultada en última ocasión en diciembre 2011). 
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Pese a que esta Guía sólo únicamente se estuvo tomando como referente para la 
elaboración de los Informes de Evaluación de Impacto de Género que se elaboraron en el seno 
de los Ministerios ya mencionados, consideramos que esta Guía es mucho más completa que 
la Guía Europea, utilizada por el resto de Ministerios que elaboraron Informes durante la  VII 
Legislatura.  
La Guía elaborada por la Comisión Europea, a la que hacemos referencia es muy 
breve e incompleta; cuenta con un total de ocho páginas con ejemplos incluidos. Quizás esto 
se deba a que se trata de una Guía pensada para proyectarse en el seno de la Comisión 
Europea con el objeto por un lado de evitar consecuencias negativas no intencionales que 
favoreciesen situaciones discriminatorias y por otro para mejorar la calidad y la eficacia de las 
políticas comunitarias.  
A nuestro parecer resulta una Guía a todas luces insuficiente que en su caso debería 
haber sido tomada como punto de inicio, y no como referencia, para la elaboración de unas 
Guías mucho más completas y acordes con la complejidad que encierra la Estimativa de 
Impacto de Género en el contexto normativo estatal. 
Como síntesis de lo expuesto en relación al uso que de ambas Guías, presentamos la 
siguiente tabla: 
 
Guía de la Comisión Europea Guía elaborada por Fundación Mujeres 
Sólo la aplican algunos Ministerios para la elaboración de los  
IEIG 
Sólo la aplican algunos Ministerios para la elaboración de  
los IEIG 
Siempre la aplica el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales 
para la elaboración de los IEIG 
Siempre la aplican todas las Consejerías de la Junta de  
Andalucía para la elaboración de los IEIG 
 
Siempre la aplica el IAM  para la elaboración de los IOIEIG 
Tabla comparativa del uso de: “Guía de aplicación práctica, para la elaboración de Informes de Impacto de Género de las disposiciones 
normativas que elabore el Gobierno, de acuerdo a la Ley 30/2003”, elaborada por Fundación Mujeres; y: “Guía para la Evaluación del 
Impacto de Género en Función del Género”, de la Comisión Europea. (Elaboración propia). 
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3.2.1 La elaboración de los Informes de Evaluación de Impacto de 
Género, a través de la “Guía de aplicación práctica para la 
elaboración de Informe de Impacto de Género de las 
disposiciones normativas que elabore el Gobierno de 
acuerdo con la Ley 30/2003, de 13 de octubre.”  
 
El espíritu de esta “Guía de aplicación práctica para la elaboración de Informe de Impacto de 
Género de las disposiciones normativas que elabore el Gobierno de acuerdo con la Ley 
30/2003”, era el de facilitar la aplicación de la Ley 30/2003 de 13 de octubre, y contribuir con 
ello a la eliminación de los obstáculos que de una manera u otra estuviesen dificultando la 
consecución de una igualdad real y de oportunidades entre mujeres y hombres, hasta la 
creación de una normativa expresa que desarrollara lo dispuesto Ley 30/2003 de 13 de 
octubre. 
En esta Guía se trata de explicar cómo la elaboración de Informes de Evaluación de 
Impacto de Género, sirve para neutralizar enunciados en la normativa que aun no habiendo 
sido previstos ni deseados, pudiesen resultar sexistas. 
Esta Guía, como señalan sus propias autoras, realiza una propuesta metodológica, 
dirigida a las personas implicadas en la elaboración de los Informes de Impacto de Género 
con el fin de orientar y facilitar su trabajo, ya que la elaboración de estos Informes suponía en 
el año 2005 una novedad  en el procedimiento legislativo, que requería de un planteamiento 
técnico para su desarrollo, tanto en la forma como en los contenidos. Esta Guía tiene una 
estructura de fácil comprensión que la divide en tres capítulos y anexos. 
El capítulo primero, recibe el nombre de: “Impacto de Género y Políticas Públicas”; en 
él se recogen los aspectos relacionados con los fundamentos de la incorporación de la 
Evaluación de Impacto de Género en la elaboración de las normas. 
Los contenidos y estructura de los Informes de Impacto de Género están desarrollados 
dentro del segundo capítulo de esta Guía. Tal y como en ella se señala, la elaboración de estos 
Informes supone toda una novedad en el proceso de elaboración de las propuestas normativas; 
no hemos de olvidar que en este proceso participan diferentes agentes de diferentes ámbitos 
competenciales y la inexistencia de una normativa estatal que regule cómo han de elaborarse, 
se traduce en la falta de pautas concretas metodológicas para su elaboración. En el tercer 
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capítulo, se recogen claves y recomendaciones sobre aspectos operativos de la elaboración de 
los informes y para la superación de obstáculos. 
Con respecto a la distribución temporal de las fases relativas a la  elaboración de los  
informes que la Guía establece, creemos que esta no es ni suficientemente clara ni explicita, 
ya que si bien las fases de la elaboración de los informes quedan expresadas con claridad en el 
tiempo, no se expresa con la misma nitidez la relación de éstas con el cronograma del proceso 
de elaboración de la norma. 
Este aspecto resulta aún más relevante cuando observamos como la propia Guía 
esboza una tabla de correspondencia temporal entre ambos procedimientos de elaboración, 
tanto de los mencionados Informes como del Proyecto Normativo, y no la desarrolla; 
únicamente y casi a modo de conclusiones, establece que:  
 
El proceso de elaboración de los Informes de Impacto de Género debe 
desarrollarse complementaria y paralelamente al proceso de elaboración de la 
propuesta normativa, de tal forma que los esfuerzos realizados en la 
elaboración del primero enriquezcan el contenido de la futura norma. De igual 
manera que la elaboración de las propuestas normativas, el Informe no se 
elabora de una sola vez. Es recomendable que los diferentes pasos del Informe 
se elaboren a medida que avanza la elaboración de la futura norma (Delgado 
Godoy, García Comas y Soleto Ávila, 2005: 56). 
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Fuente: Guía de aplicación práctica, para la elaboración de Informes de Impacto de Género de las Disposiciones Normativas que 
elabore el Gobierno, de acuerdo a la Ley 30/2003. 
 (*) Creemos que es posible que exista un error en la segunda columna de la tabla, ya que señala la “elaboración de previsión de los 
resultados” en correspondencia con la “1ª parte: situación de partida de mujeres y hombres”, cuando en el desarrollo de la Guía señala que corresponde 
a  la “2ª parte: previsión de resultados”. 
(**)(*) De igual manera, consideramos que existe otro error en la segunda columna de la tabla, ya que señala la “valoración del impacto” en 
correspondencia con la “2ª parte: previsión de resultados”, cuando en el desarrollo de la Guía señala que corresponde a  la “3ª parte: valoración del 
genero”. 
Consideramos que hubiese sido muy positivo para la comprensión global del proceso 
de elaboración de los Informes de Impacto de Género, que en esta Guía se hubiese 
interrelacionado con más profundidad las diferentes fases de elaboración de los informes, con 
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las fases propias del iter legislativo que siguen Proyectos de Ley que aspiran a convertirse en 
normas. 
Pese a las carencias detectadas en esta Guía, no podemos dejar de insistir en la idea de 
que la correcta elaboración de estos Informes puede contribuir a mejorar los sistemas de 
seguimiento y evaluación de la aplicación de las normas. 
Quizás la mayor crítica y la de mayor peso que se le deba hacer al proceso de 
elaboración de los citados Informes, es que si bien estos inician su proceso de análisis con una 
con una evaluación ex—ante, que proporciona una previsión de resultados y propone, desde el 
inicio, el uso de datos estadísticos desagregados por sexos e indicadores desde una 
perspectiva de género; una vez llevado a cabo este análisis no detalla nada de la posterior 
evaluación. 
Consideramos, que es necesario que junto a la evaluación ex—ante, se lleve a cabo un 
buen seguimiento y una posterior evaluación que ponga de manifiesto la eficacia y la 
eficiencia reales de los propios Informes, y que analice las disposiciones normativas no sólo 
en su formulación sino, y sobre todo, en su aplicación. 
Por asombroso que parezca, la legislación en España no es evaluada científicamente, y 
como es bien sabido, todo lo que no se evalúa se devalúa. Por tanto, es necesario un sistema 
de autoevaluación, un sistema de feed—back, que retroalimente al propio proceso de 
elaboración y aplicación de la norma y de normativas futuras, sin perjuicio de evaluaciones 
externas. 
3.3 La Evaluación del Impacto de Género en la Ley Orgánica 3/2007 de 22 
de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres  
 
La obligación que establecía la Ley 30/2003 de 13 de octubre, de acompañar de un Informe de 
Impacto de Género a todos los Proyectos de Ley y a los reglamentos que aprobara el 
ejecutivo, se ve ratificada y ampliada en la Ley Orgánica 3/2007 de 22 de marzo, para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres. 
Esta Ley Orgánica, que como ya señalábamos anteriormente busca la ordenación 
general de las políticas públicas bajo la óptica del principio de igualdad y la perspectiva de 
género, para dicho fin utilizará una serie de instrumentos tales como la elaboración de un Plan 
Estratégico de Igualdad de Oportunidades, la creación de una Comisión Interministerial de 
98 
 
Igualdad con responsabilidades de coordinación,  y como no podía ser de otra forma, los 
obligación de realizar Informes de Evaluación de Impacto de Género.  
Estos instrumentos están recogidos en su Título Segundo, Capítulo Primero, relativo a  
las pautas generales de actuación de los poderes públicos en relación con la igualdad: En él se 
definen el Principio de Transversalidad y los instrumentos que acabamos de señalar. En 
concreto los Informes de Impacto de Género se regulan en el artículo  19 de la citada Ley 
Orgánica 3/2007 de 22 de marzo: 
 
Art. 19. Informes de impacto de género. Los proyectos de disposiciones 
de carácter general y los planes de especial relevancia económica, social, 
cultural y artística que se sometan a la aprobación del Consejo de Ministros 
deberán incorporar un informe sobre su impacto por razón de género. 
 
Este artículo amplía la obligatoriedad de incorporar un Informe sobre impacto por 
razón de género (establecida en la Ley 30/2003 de 13 de octubre), a los planes de especial 
relevancia económica y social. Consideramos que esta extensión de la obligación de elaborar 
Informes de Impacto de Género que acompañen a los planes de especial relevancia económica 
y social responde al complejo contexto socioeconómico que afronta el Estado español en estos 
últimos años, en el que muchas de las medidas paliativas elaboradas por el gobierno 
socialista, sobre todo durante la VIII legislatura, han venido enmarcadas en formas de 
“planes” que debían ser aprobados por el Gobierno.139 
No obstante, como ya se señalaba en el Dictamen del Consejo de Estado al Proyecto 
de Real Decreto por el que se regula la elaboración del informe periódico relativo a la 
efectividad del principio de igualdad entre mujeres y hombres,
140
 el concepto de planes de 
especial relevancia es tan subjetivo que resulta casi inabordable. 
                                                     
139 El ejemplo más claro fue la creación del El Plan Español para el Estímulo de la Economía y el Empleo o, en su forma 
abreviada, Plan E fue un conjunto de más de un centenar de medidas de política económica planteadas por el Gobierno de 
José Luis Rodríguez Zapatero en enero de 2009 y desarrolladas a lo largo de la IX legislatura. Su objetivo fue el de impulsar 
la actividad económica del país, movilizando grandes cantidades de dinero público, para hacer frente a la crisis económica 
originada tras el pinchazo de la burbuja inmobiliaria y financiera global en 2007. El Plan E constaba de cuatro ejes de 
actuación principales: medidas de apoyo a empresas y familias; de fomento del empleo; medidas financieras y 
presupuestarias; y, por último, medidas de modernización de la economía. La primera parte del plan E inyectó 50.000 
millones de euros, 1 y la segunda 5.000 más.2 Fondos que fueron repartidos entre las diferentes administraciones, siendo los 
ayuntamientos de cada municipio los organismos que decidían en qué obras públicas se invertiría este dinero. Web: La 
pagina web del PLAN E en la actualidad no se encuentra disponible, la información presentada ha sido obtenida de 
http://es.wikipedia.org/wiki/Plan_E, consultado en última ocasión en diciembre 2011).  
140 Dictamen del Consejo de Estado 803/ 2006, de 22 de junio, Proyecto de Real Decreto por el que se regula la elaboración 
del informe periódico relativo a la efectividad del principio de igualdad entre mujeres y hombres. 
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Así, retomando el citado artículo 19 de la LOI, se observa que este, en realidad, regula 
dos figuras distintas: los informes de impacto de género que han de incorporarse a los 
proyectos de disposiciones generales y a los planes de especial relevancia económica y social 
(concepto este suficientemente impreciso para generar dudas en su aplicación). 
Quizás por esto último, llama poderosamente la atención que el concepto “planes de 
especial relevancia” no venga definido en la Ley Orgánica 3/2007 de 22 de marzo, para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres, pues uno de los puntos más aplaudidos que se han 
recogido en ese texto legal ha sido la compilación de conceptos básicos en materia de 
igualdad de género. 
 
Siguiendo el criterio impuesto por las Directivas que se incorporan a 
esta Ley, se incluyen unos conceptos básicos con el objetivo de uniformar la 
interpretación de una serie de nociones, que resultan de gran interés para su 
aplicación (Valpuesta Fernández, 2007: 9).  
 
Al igual que nos pasara en el análisis de los Informes de Evaluación de Impacto de 
Género realizados por el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma Andaluza, (en el 
siguiente capítulo), los Informes de Impacto de Género del ámbito estatal que han sido 
analizados, tal y como se señalaba en el apartado relativo a la metodología de la presente 
investigación, son todos aquellos que tiene en su haber el Servicio de Archivo del Congreso 
de los Diputados y dado que la elaboración de los citados planes no siguen el mismo iter 
legislativo que los proyectos de ley, estos no son compilados por Servicio de Archivo del 
Congreso de los Diputados, haciendo de esto una verdadero problema a la hora de poder 
acceder a los mismo para su estudio y análisis. 
En el intento de compilar los informes que acompañan a los planes de especial 
relevancia nos dirigimos al Instituto de la Mujer, cuya participación en la elaboración de los 
citados informes fue rechazada en el debate parlamentario para la aprobación del Proyecto de 
                                                                                                                                                                      
    Como señala PAUNER “En este dictamen se recomendó la agrupación del informe de impacto de género con el informe 
periódico sobre la efectividad del principio de igualdad entre mujeres y hombres – que evalúa el grado de aplicación, 
desarrollo y cumplimiento de las leyes sobre igualdad y violencia de género – y el Plan estratégico de igualdad de 
oportunidades lo que podía facilitar la apreciación de las relaciones existentes entre estas tres figuras: el Plan Estratégico 
como instrumento para enunciar las medidas del Gobierno (artículo 17 LOI); el informe de impacto de género como 
instrumento para adecuar los proyectos normativos y planes socio-económicos (artículo 19 LOI); y, finalmente, el informe 
periódico como instrumento de rendición de cuentas de los logros alcanzados con los dos anteriores (artículo 18 LOI). 
Web:http://www.boe.es/aeboe/consultas/bases_datos_ce/search.php?coleccion=ce&frases=no&operador[0]=and&campo[0]=
asun&dato[0]=&operador[1]=and&campo[1]=dict&dato[1]=&operador[2]=and&campo[2]=dict&dato[2]=803%2F2006&op
erador[3]=and&campo[3]=nexp&dato[3]=&operador[4]=and&campo[4]=proc&dato[4]=&operador[5]=and&campo[5]=fapr
&dato[5][0]=&dato[5][1]=&operador[6]=and&campo[6]=fepu&dato[6][0]=&dato[6][1]=&page_hits=40&sort_field[0]=nex
p&sort_order[0]=desc&OK=Buscar (Consultado en última ocasión en diciembre 2011). 
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Ley 30/2003, de 13 de octubre, sobre medidas para incorporar la valoración de impacto de 
género en las disposiciones normativas que elabore el Gobierno, para saber si este organismo 
tenía acceso a dichos informes. 
En cualquier caso y a diferencia de lo ocurrido con el Instituto Andaluz de la Mujer 
como se verá más adelante, la Directora General de Instituto de la Mujer
141
 tuvo a bien 
responder a nuestra solicitud por escrito, explicándonos que este organismo no posee dicha 
documentación
142
 y animándonos a solicitarlos a la Presidencia del Gobierno, como así hemos 
hecho. 
Así bien, teniendo en cuanta lo anterior, en este punto hemos querido exponer en 
sucinto resume, de las dificultades encontradas y no superadas para poder recopilar los 
Informes de Impacto de Género que deben acompañar a los siempre indeterminados “planes 
de especial relevancia” que apruebe el Gobierno, según lo dispuesto en el citado artículo 19 
de la LOI. 
Además de lo expuesto en lo relativo a la elaboración de Informes de Impacto de 
Género, la Ley Orgánica 3/2007 incorpora por un lado como novedades en su Capítulo III 
relativo a las “Medidas de Igualdad en el empleo para la Administración General del Estado y 
para los organismos públicos vinculados o dependientes de ella”, la obligación de acompañar 
con  Informe de Impacto de Género  las convocatorias de pruebas selectivas para el acceso al 
empleo público.
143
 
 
La aprobación de convocatorias de pruebas selectivas para el acceso al 
empleo público deberá acompañarse de un informe de impacto de género, 
salvo en casos de urgencia y siempre sin perjuicio de la prohibición de 
discriminación por razón de sexo.
144
 
 
                                                     
141 La solicitud se cursó mediante correo electrónico el 01 de Julio de 2011, obtuvimos la respuesta de Dña. LAURA SEARA 
SOBRADO, Directora en esa fecha del Instituto de la Mujer, veinte días después, el 20 de julio de 2011. Dos días más tarde y 
a propuesta de la Ministra de Sanidad, Política Social e Igualdad y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 22 de Julio de 2011, se nombró Secretaria de Estado de Igualdad a doña Laura Seara Sobrado. Aprovechando 
la invitación que nos hizo como Directora del Instituto de la Mujer, a que solicitásemos los citados informes a la Presidencia 
del Gobierno, estos se le han vuelto a solicitar pero esta vez a través de la Secretaria de Estado de Igualdad, titularidad que 
ostenta. 
142 El documento de solicitud y la respuesta del mismo pueden encontrarse en los anexos de esta investigación. 
143 Al ser nuestro objeto de investigación los Informes de Evaluación de Impacto de Género que acompañen a los proyectos 
de disposiciones de carácter general y los planes de especial relevancia económica, social, cultural y artística que se sometan 
a la aprobación del Consejo de Ministros, estas novedades introducida por la Ley Orgánica 3/2007 de 22 de marzo, para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres debemos señalarlas en aras a la rigurosidad investigadora, pero no serán analizados. 
144 Artículo 55 de la Ley Orgánica 3/2007 de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. 
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Y por otro lado introduce varias  modificaciones a la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de 
julio, del Poder Judicial:
145
 
 Se añade un nuevo párrafo, intercalado entre el primero y el segundo, al apartado 3 del 
artículo 110, con la siguiente redacción: «En todo caso, se elaborará un informe 
previo de impacto de género». 
 Cuatro. Se añade un artículo 136 bis que integrará la nueva Sección 7.ª del Capítulo 
IV, Título II, Libro II, rubricada como «De la Comisión de Igualdad», con la siguiente 
redacción: Corresponderá a la Comisión de Igualdad asesorar al Pleno sobre las 
medidas necesarias o convenientes para integrar activamente el principio de igualdad 
entre mujeres y hombres en el ejercicio de las atribuciones del Consejo General del 
Poder Judicial y, en particular, le corresponderá elaborar los informes previos sobre 
impacto de género de los reglamentos y mejorar los parámetros de igualdad en la 
Carrera Judicial.
146
 
3.3.1 Las Unidades de Igualdad de los Ministerios como asesoras 
departamentales en la elaboración del informe sobre 
impacto por razón de género.  
 
Para alcanzar sus objetivos la Ley Orgánica 3/2007 de 22 de marzo, crea todo un aparato 
institucional, una serie de organismos específicamente destinados a la consecución de la 
igualdad de oportunidades de unas y otros, estos son: la Comisión Interministerial de Igualdad 
entre mujeres y hombres para la coordinación de las políticas y medidas adoptadas entre los 
diferentes departamentos ministeriales; las Unidades de Igualdad que deberán existir en todos 
los Ministerios y el Consejo de Participación de la Mujer como órgano consultivo; la 
Comisión de Igualdad en el seno del Consejo General del Poder Judicial y por último la 
Comisión de Igualdad en el seno del Consejo Fiscal. 
                                                     
145 Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.BOE núm.157,  de 2 de julio de 1985. 
146  Resulta sumamente interesante leer por lo bien realizados que están tanto el “Informe de impacto de género al Proyecto 
de Reglamento de la carrera judicial” elaborado por la Comisión de Igualdad del Consejo General del Poder Judicial con 
fecha de 18 de abril de 2011 web: 
http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Igualdad_de_Genero/Estadisticas_e_informes/Informe_de_impacto_de_genero_a
l_Proyecto_de_Reglamento_de_la_carrera_judicial (Consultada en última ocasión en marzo 2012). Como el “Informe de 
impacto de género al proyecto de Reglamento 1/2010, del Consejo General del Poder Judicial, por el que se regula la 
provisión de plazas de nombramiento discrecional en los órganos judiciales” elaborado por la Comisión de Igualdad del 
Consejo General del Poder Judicial con fecha junio de 2009 web: http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Buscadores 
(Consultada en última ocasión en marzo 2012). 
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Reguladas en su Título VIII relativa a las disposiciones organizativas, centramos 
nuestra atención en la creación de las “Unidades de Igualdad en cada Ministerio”147. Este 
conjunto de Unidades de Igualdad cuenta con toda una estructura de  apoyo ofrecida a través 
de la Secretaría de Estado de Igualdad como responsable de la aplicación transversal del 
principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres en la actuación de los poderes 
públicos. 
Las Unidades de Igualdad han sido creadas para desarrollar y aplicar todo lo  
relacionado con el Principio de Igualdad de mujeres y hombres en el conjunto de la 
Administración General del Estado, entre sus funciones es de destacar la de asesorar a los 
órganos competentes del Departamento en la elaboración del Informe sobre impacto por razón 
de género. 
 
Las Unidades de Igualdad. En todos los Ministerios se encomendará a 
uno de sus órganos directivos el desarrollo de las funciones relacionadas con 
el principio de igualdad entre mujeres y hombres en el ámbito de las materias 
de su competencia y, en particular, las siguientes:  
a) Recabar la información estadística elaborada por los órganos del 
Ministerio y asesorar a los mismos en relación con su elaboración.  
b) Elaborar estudios con la finalidad de promover la igualdad entre 
mujeres y hombres en las áreas de actividad del Departamento.  
c) Asesorar a los órganos competentes del Departamento en la 
elaboración del informe sobre impacto por razón de género.  
d) Fomentar el conocimiento por el personal del Departamento del 
alcance y significado del principio de igualdad mediante la formulación de 
propuestas de acciones formativas.  
e) Velar por el cumplimiento de esta Ley y por la aplicación efectiva del 
principio de igualdad.
148
 
 
 Pese a la creación en su artículo 77 de la Unidades de Igualdad, la Ley 
Orgánica 3/2007 sigue sin especificarse qué órgano es el competente para la elaboración del 
Informe de Evaluación de Impacto de Género, cual es la naturaleza jurídica de estas Unidades, 
ni la formación en temas de igualdad social jurídico política y económico de quienes van a 
elaborar los informes. 
                                                     
147 Unidades de Igualdad. Web: 
http://www.migualdad.es/ss/Satellite?cid=1193047402695&pagename=MinisterioIgualdad%2FPage%2FMIGU_contenidoFi
nal (Consultada en última ocasión en marzo 2012). 
148 Artículo 77 de la Ley Orgánica 3/2007 de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. 
 
103 
 
 Es más, creemos que al no especificar este extremo introduce algo de confusión con 
respecto a las funciones establecidas para las Unidades de Igualdad, sobre todo cuando se 
señalan que estas son “asesoras de los órganos competentes de cada Ministerio en la 
elaboración del informe sobre impacto por razón de género”, sin establecer cuáles son los 
órganos competentes de cada Ministerio. 
 Vemos que para evitar esta confusión se hace necesario resolver y rápidamente, la 
cuestión que venimos señalando referente a la designación dentro de las Unidades de Igualdad 
de cual es órgano es el competente para la elaboración del Informe de Evaluación de Impacto 
de Género. 
Solo designando a ese organismo podrá definirse cuál será la formación en temas de 
igualdad social jurídico política y económico que han de tener las personas que van a elaborar 
los IEIG, y sobre todo si esta formación se llevará a cabo desde las propias Unidades de 
Igualdad, que acabamos de analizar; es decir si estaremos frente a una integración orgánica de 
los servicios
149
 y la formación del personal respecto a los informes de impacto de género o si 
por el contrario será necesario una externalización de dichos servicios
150
. 
No obstante y pese a la existencia de ambas opciones desconcentración y 
descentralización no podemos obviar que ya la Guía Metodológica para la elaboración de la 
Memoria del Análisis de Impacto Normativo, apuesta más por un sistema  integración 
orgánica que por la segunda opción. 
En cualquier caso esta cuestión no es nueva, ya lo tratamos en profundidad en las 
investigaciones iniciales (Collantes Sánchez y Sanchis Vidal, 2009: 38) que dieron lugar al 
presente trabajo de investigación. En ellas señalábamos, al analizar el procedimiento 
legislativo de aprobación del Proyecto de Ley 30/2003 de 13 de octubre, que ya en las 
distintas sesiones plenarias de este procedimiento legislativo, se había puesto de relieve la 
ausencia de mención alguna sobre quién o qué organismos serían los encargados de la 
redacción de los Informes y mucho menos la cualificación de los mismos.  
                                                     
 149 En este caso se seguiría el principio de desconcentración.  La integración orgánica de los servicios implicaría que esta 
formación en género podría impartirse desde las propias Secretarias Generales Técnicas, como órgano colegiado 
interministerial adscrito al Ministerio de Igualdad, o una Comisión (Unidad) ad hoc creada al efecto. 
150 En este caso seguirá el principio de descentralización. La autonomía orgánica implicaría que fuesen las Unidades de 
Igualdad de las instituciones que correspondan, o bien otro órgano creado al efecto, pero en todo caso fuera del Ministerio. 
las que impartieran la formación en género. Esta última posibilidad entrañaría la creación de una normativa clara relativa al 
sistema de adjudicación para la impartición de dicha formación, con el objetivo de evitar que se creen monopolios 
institucionales en torno a la impartición de cursos de género.  
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No se estableció nada salvo la negativa expresa por parte de algunos grupos 
parlamentarios de que fuese el Instituto de la Mujer quien asumiera de forma expresa dicha 
función, como ya señalamos anteriormente. Recordemos que la citada Ley establece que el 
procedimiento de elaboración de los Proyectos de Ley, se iniciará en el Ministerio o 
Ministerios competentes mediante la elaboración del correspondiente Anteproyecto, y que 
éstos irán acompañados por la memoria, los estudios o informes sobre la necesidad y 
oportunidad del mismo, y un Informe sobre el Impacto por Razón de Género de las medidas 
que se establecen en los mismos. Comprobábamos así que no se determinaba nada al respecto 
de la autoría de estos Informes de Impacto de Género. 
 
 Hoy hemos debatido y aprobado una Ley que modifica tres textos 
legales a la vez, y esto es posible porque cuando discutimos textos legales 
acabamos hablando del fondo del asunto. Si de verdad creemos que tiene que 
haber informes en los que se evalúe la igualdad de género, hay que hacerlo a 
fondo y no dejar nada cojo. Por ello hay que otorgar la competencia a alguien, 
que no puede ser otro que el Instituto de la Mujer. 
Bastaría con que en la enmienda que el Grupo Parlamentario Socialista 
ha presentado se incluyera que la modificación que se propone con esa 
disposición adicional pasaría a ser, asimismo, la modificación de un apartado 
del artículo dos de la Ley del Instituto de la Mujer, como una competencia 
propia de ese instituto para actuar en las cuestiones que en esta proposición de 
Ley se están modificando. Si no lo hacemos así, quedará sin regular si alguien 
puede elaborar o no el informe. Esta enmienda no significa que no lo pueda 
hacer el Ministerio correspondiente, sino que tiene que haber un órgano que 
con participación de las mujeres y con una política transversal establezca los 
criterios generales. […] Si no se mantienen los criterios generales en un 
órgano como el Instituto de la Mujer, mucho nos tememos que cualquier tipo 
de informe pasará por ser sectorial y que no se tendrá en cuenta para nada la 
política transversal que se persigue con esta proposición de Ley.[…] Y 
adelantándome a lo que se nos pueda argumentar en una posible segunda 
intervención, les diré que no nos vale aquello de que no es el momento de 
modificar la Ley que regula el Instituto de la Mujer, o que esta modificación se 
podría hacer en cualquier otro momento. No entiendo por qué, teniendo la 
oportunidad de hacerlo, tenemos que dejar cojas las pretensiones que persigue 
esta proposición de Ley que todos apoyamos.
151
 
  
Pese a que este debate tuvo lugar en el año 2003, la cuestión de fondo, hoy en día, es 
de máxima actualidad. En una situación de crisis económica como la que nos acontece, una de 
                                                     
151 En el Pleno del Senado, en su sesión de 2 de octubre de 2003, el Grupo Parlamentario Socialista defendió su voto 
particular del que hemos consideramos reproducir un extracto para comprender por qué durante todo el procedimiento 
legislativo de esta Proposición de Ley se ha insistido tanto en esta cuestión. DS. Pleno, 0151, de 02-OCT-2003. (El 
subrayado es nuestro). 
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las propuestas que se articulan con más fuerza para la reducción del déficit público, es la 
supresión de “duplicidades” en la Administración pública; es decir, con el fin de reducir gasto 
público se quieren eliminar aquellas organismos de la administración que elaboren tareas que 
ya están asignadas y que se vienen desarrollando por otros organismos de la misma 
administración.  
Pensamos que tarde o temprano este tema también se abordara en relación a 
posibilidad o no de suprimir las Unidades de Igualdad, y que probablemente se vuelva al 
debate de 2003 pero en esta ocasión en sentido contrario, es decir pensamos y en cierta 
medida prevemos que si el Estado sigue en esta inercia de recortes públicos, las Unidades de 
Igualdad pueden desaparecer y sus funciones se atribuyan a un único organismo externo y 
común para toda la administración, que pudiera ser el Instituto de la Mujer. 
En cualquier caso hemos de advertir que la única manera de que esta opción de 
supresión de las Unidades de Igualdad en pos a una sobrecarga de trabajo de un único 
organismo, no repercuta negativamente en la sociedad, será dotando de todos los recursos 
necesarios, humanos económicos, tecnológicos…, a dicho organismo, pues de no ser así, el 
rendimiento del mismo será inversamente proporcional a la cantidad de trabajo que asuma. 
  
3.4 El Real Decreto 1083/2009,  de 3 de julio, por el que se regula la 
memoria del análisis de impacto normativo, desarrollo legislativo de la Ley 
30/2003, de 13 de octubre, sobre medidas para incorporar la valoración del 
impacto de género en las disposiciones normativas que elabore el Gobierno 
 
El desarrollo reglamentario de los artículos 22 y 24 de la Ley de Gobierno se estableció a 
través del Real Decreto 1083/2009, de 3 de julio, por el que se regula la Memoria de análisis 
de impacto normativa.
152
 
Como se señala en su propia exposición de motivos, el Real Decreto 1083/2009, de 3 
de julio, tiene por objeto precisar el contenido de las memorias, estudios e informes sobre la 
necesidad y oportunidad de las normas proyectadas, así como de la memoria económica y del 
informe sobre el impacto por razón de género, que deben acompañar a los anteproyectos de 
ley y a los proyectos de reglamento, a los que hacen referencia los artículos 22 y 24 de la Ley 
50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, que fueron modificados por la Ley 30/2003, de 
                                                     
152 Real Decreto 1083/2009, de 3 de julio, por el que se regula la memoria del análisis de impacto normativo. BOE núm. 173 
de 18 de julio de 2009. 
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13 de octubre, sobre medidas para incorporar la valoración del impacto de género en las 
disposiciones normativas que elabore el Gobierno. Recordaremos que este objetivo ya se 
recogía en la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres. 
No podemos dejar de señalar cómo una y otra vez, en lo relativo a la evaluación del 
impacto de género de las normas, los plazos nunca acaban por cumplirse, ya la Ley Orgánica 
3/2007, de 22 de marzo, en su Disposición Transitoria Décima relativa al “Despliegue del 
impacto de género” establecía que: 
El Gobierno, en el presente año 2007, desarrollará reglamentariamente 
la Ley de Impacto de Género con la precisión de los indicadores que deben 
tenerse en cuenta para la elaboración de dicho informe. 
 
Sin embargo, no fue hasta casi tres años después que la ansiada reglamentación fuese 
promulgada a través del Real Decreto 1083/2009, de 3 de julio. 
 
Si bien se trata de una norma escueta, la aprobación del Real Decreto 
1083/2009 responde al objetivo de mejorar la calidad de la regulación, 
facilitar su logro a través de un cuidado proceso de toma de decisiones de 
política normativa y sistematizar y desarrollar la información sobre la 
justificación y los impactos previstos, mediante un sistema de indicadores 
utilizado por los organismos internacionales (Pauner Chulvi, 2007: 190). 
 
La gran novedad que introduce este Real Decreto, es el propósito de sistematizar y 
simplificar los informes y memorias, que deben acompañar a los anteproyectos y proyectos 
normativos del Gobierno, ya que establece que todos ellos se incluirán en un único documento 
que llevará por rúbrica «Memoria del análisis de impacto normativo», para ello, el Consejo de 
Ministros aprobará una Guía Metodológica que elaborarán los Ministerios de la Presidencia, 
de Economía y Hacienda, de Política Territorial y de Igualdad. 
Esta nueva sistematización es también de aplicación a los nunca definidos proyectos 
de planes de especial relevancia y a las convocatorias de pruebas selectivas para el acceso al 
empleo público, así se lo establece este RD en su Disposición Adicional Tercera 
Las previsiones de este real decreto relativas al informe sobre el 
impacto por razón de género serán también aplicables a los proyectos de 
planes de especial relevancia económica, social, cultural y artística sometidos 
a la aprobación del Consejo de Ministros y a las convocatorias de pruebas 
selectivas para el acceso al empleo público, en los términos establecidos en los 
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artículos 19 y 55 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad 
efectiva de mujeres y hombres. 
 
Como señalábamos anteriormente, este Real Decreto 1083/2009, de 3 de julio, es 
verdaderamente escueto ya que solo cuenta con tres artículos relativos: al objeto, a la 
estructura y contenido de la memoria del análisis de impacto normativo y a la memoria 
abreviada. Y termina con tres disposiciones adicionales, una derogatoria y dos disposiciones 
finales. 
Pese a que ha sido un Real Decreto muy esperado, recordemos que la Ley que regula 
el impacto de género en las normas es del año 2003, y que seis años después aparece su 
reglamentación a través del citado RD 1083/2009 y observamos que este tampoco ha venido a 
determinar explícitamente el órgano que debe elaborar los citados informes. 
Sin embargo Pauner (2009: 190) señala que este aspecto se puede deducir del propio 
articulado del RD 1083/2009, de 3 de julio. 
 
Por su parte, el RD 1083/2009 tampoco ha venido a determinar 
explícitamente el órgano sobre el que recae esta competencia pero se deduce 
del tenor de su artículo primero. En este precepto, excluye la aplicación de su 
contenido al resto de informes preceptivos que deben elaborar las Secretarías 
Generales Técnicas y que se reclamen a lo largo del procedimiento de 
elaboración de las normas. Se concluye, por tanto, que son las Secretarias 
Generales Técnicas las competentes en la elaboración de las memoria de 
impacto normativo que debe acompañar al anteproyecto de ley o enumera, 
entre las funciones que corresponden a este órgano colegiado interministerial 
adscrito al Ministerio de Igualdad, reglamento y que deberá contener los 
siguientes apartados: oportunidad de la propuesta, contenido y análisis 
jurídico, adecuación de la norma al sistema de distribución de competencias, 
impacto económico y presupuestario e impacto por razón de género (artículo 
2.1 RD 1083/2009).
153
 
 
Finalmente, el Gobierno se compromete a la aprobación, antes del 31 de diciembre de 
2009, de una Guía Metodológica que elaborarán los Ministerios de Presidencia, de Economía 
y Hacienda, de Política Territorial y de Igualdad para el apoyo de los distintos Departamentos 
ministeriales en la elaboración de la Memoria (Disposición Adicional Primera). Llama la 
atención que la entrada en vigor del Real Decreto se pospone al día siguiente a la aprobación 
                                                     
153 Así según lo expuesto la redacción de las evaluaciones de impacto de género está atribuida, en aplicación de lo dispuesto 
en la Ley de Gobierno, a las Secretarías Generales Técnicas de los Departamentos ministeriales (artículo 22.2). En esta tarea 
cuentan con el apoyo de algún órgano: sus actuaciones son supervisadas y coordinadas por la Comisión Interministerial de 
Igualdad entre mujeres y hombres creada por Real Decreto 41/2009, de 23 de enero. 
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por el Consejo de Ministros de esta Guía Metodológica y, en todo caso, al 1 de enero de 2010 
(Disposición Final Tercera). 
3.5 La Guía Metodológica para la elaboración de la Memoria del 
Análisis de Impacto Normativo  
 
Para dar cumplimiento a lo establecido en el Real Decreto 1083/2009 de 3 de julio, el Consejo 
de Ministros aprobó, con fecha de 11 de diciembre de 2009, la Guía Metodológica para la 
elaboración de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo.
154
 
La publicación de esta Guía fue precedida de un comunicado de prensa. En este 
comunicado, que se puede encontrar en la página Web del Ministerio de Ministerio de Política 
Territorial y Administración Pública, se señalaba que la citada Guía había sido elaborada 
conjuntamente por los Ministerios de la Presidencia, de Economía y Hacienda, de Política 
Territorial y de Igualdad. 
Sin embargo, analizada al completo la Guía, observamos que al igual que pasara con 
los Informes de Evaluación de Impacto de Genero, no encontramos en la Guía referencia 
alguna a quien la ha elaborado, a su autoría y por ende a su formación en temas relativos a la 
igualdad real y de oportunidades; y salvo el logo del Ministerio de Presidencia y la referencia 
a la edición de la misma realizada por la Secretaría General Técnica y al Centro de 
Publicaciones, no contiene, como señalamos, mención alguna a qué persona u organismo han 
sido los encargados de su elaboración. 
En nuestro interés por conocer a quién o a qué organismo se debe la creación de esta 
Guía, observamos que la ubicación de este documento en la web del Ministerio de Política 
Territorial y Administración Pública, en el apartado de “Iniciativas de mejora y reducción de 
cargas”155, podía proporcionarnos a través del organigrama allí recogido los datos necesarios 
para conocer la autoría de la citada Guía.  
                                                     
154 Guía Metodológica para la elaboración de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo. Documento en el que se recoge 
y unifica la información que acompaña a un proyecto normativo, justificando su oportunidad y necesidad y realizando una 
estimación del impacto en diferentes ámbitos de la realidad que tendrá su aprobación. Representa por tanto un avance en 
relación con la concepción tradicional de la información que acompaña a un proyecto, hasta entonces contenida en las 
memorias justificativa y económica y en el informe de impacto de 
género.http://www.mpt.gob.es/areas/funcion_publica/iniciativas/impacto_normativo/parrafo/0/text_es_files/file0/guia-
metodologica-ain_1264084813.pdf (Consultado en última ocasión en diciembre de 2011). 
155 Iniciativas de mejora y reducción de cargas” del Ministerio de Política Territorial y Administración Pública. Web 
http://www.mpt.gob.es/areas/funcion_publica/iniciativas/impacto_normativo.html. (Consultado en última ocasión en 
septiembre de 2011). 
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De la lectura del citado organigrama llamó nuestra atención el apartado referido a la  
Secretaría de Estado para la Función Pública, donde encontramos que, entre otras funciones, 
también se establece que corresponde a la Dirección General de Organización Administrativa 
y Procedimientos: 
El diseño, impulso y seguimiento de la ejecución de la política de 
mejora normativa, que comprende el análisis de impacto normativo; la 
actualización y desarrollo de la Guía Metodológica para la elaboración de la 
memoria del análisis de impacto normativo; la reducción de cargas 
administrativas así como la simplificación y mejora de los procedimientos 
administrativos, mediante la coordinación interdepartamental y la cooperación 
interadministrativa en aquellas materias sobre las que inciden competencias de 
diferentes administraciones. Sobre las materias anteriormente mencionadas 
también corresponde a esta Dirección General las relaciones internacionales, 
sin perjuicio de las funciones atribuidas a la Secretaría General Técnica del 
Departamento y de las que correspondan al Ministerio de Asuntos Exteriores y 
de Cooperación.
156
 
 
Esta anotación web deja claro que corresponde a la Dirección General de 
Organización Administrativa y Procedimientos la actualización y desarrollo de la Guía 
Metodológica para la elaboración de la memoria del análisis de impacto normativo, pero no 
establece quién o qué organismo ha sido el encargado de su elaboración.  
La cuestión de la autoría de esta Guía no es una cuestión baladí, pues más allá de lo 
que institucionalmente puede representar para una persona u organismo el aparecer como él o 
la encargada de la elaboración la citada Guía, lo que nos inquieta es no poder conocer qué 
formación específica tiene o ha adquirido esa persona u organismo en temas relacionados con 
la igualdad de género en los ámbitos sociológico jurídico y económico; ya que la ausencia de 
esa formación puede convertir al análisis del impacto normativo  en un mero trámite más a 
cumplimentar en el dossier legislativo. 
De hecho, la Guía misma advierte del riesgo que existe de que la elaboración de de las 
Memorias de Impacto Normativo se convierta en un mero trámite. Este temor lo recoge al 
definir en su introducción qué es el Análisis de Impacto Normativo: 
 
El Análisis de Impacto Normativo es una herramienta para la mejora 
de la regulación, mediante la cual se sistematiza y ordena la información 
                                                     
156  Dirección General de Organización Administrativa y Procedimientos. Subdirección General de Mejora y Simplificación 
de la Regulación Procedimental. Web: 
http://www.mpt.gob.es/Ministerio/organigrama/Secretaria_estado_Funcion_Publica/dgoap.html. (el subrayado es nuestro. 
Consultado en última ocasión en diciembre 2011). 
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relevante para valorar el impacto de una iniciativa normativa con el fin de 
ayudar en el proceso de su aprobación. 
El Análisis de Impacto Normativo es un proceso continuo. No es, por 
tanto, un trámite que deba cumplirse una vez se haya terminado de redactar 
una nueva propuesta normativa, ni tampoco es un trámite que se agote con la 
elaboración de la Memoria. 
Con el Análisis de Impacto Normativo, por tanto, se estructura la 
información necesaria para la valoración y toma de decisiones, y se ofrecen 
argumentos a favor de una propuesta normativa como opción más adecuada 
para afrontar una situación
157
. 
 
 Así pues, aunque desconocemos a quién se debe atribuir la autoría de la Guía, 
observamos como en ella se establece, aunque de manera muy confusa, qué órgano o centro 
directivo tiene que elaborar la memoria del análisis normativo y en qué momento: 
 
La Memoria se elabora por el órgano o centro directivo impulsor y 
responsable de la propuesta normativa. Cuando se trate de una propuesta 
conjunta, la elaboración y actualización de la Memoria será responsabilidad 
del órgano o centro directivo de quien parta la iniciativa, si bien en ella 
participarán todas las unidades proponentes. 
En ningún caso la elaboración de la Memoria podrá remitirse a otros 
órganos o centros distintos de los responsables de la propuesta, lo que no es 
óbice para que en caso de que resulte necesario, puedan realizarse las 
consultas pertinentes para la realización de determinados análisis. 
La Memoria se realizará de manera simultánea a la elaboración del 
proyecto normativo, desde su inicio hasta su finalización. La Memoria no se 
exigirá con ocasión de la elaboración del anteproyecto de Ley de Presupuestos 
Generales del Estado. El artículo 37.2 de la Ley 47/2003, de 26 de diciembre, 
General Presupuestaria señala la documentación complementaria que 
acompañará al proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado, todo 
ello sin perjuicio de lo dispuesto en la disposición adicional segunda del Real 
Decreto 1083/2009, de 3 de julio.
158
 
Pese a lo establecido, lamentamos insistir en la desinformación 
existente relativa a la formación específica tiene, el órgano o centro directivo 
impulsor y responsable de la propuesta normativa en temas relacionados con 
la igualdad de género en los ámbitos sociológico, jurídico y económico; sobre 
todo cuando en la propia Guía se señala la posibilidad de que ¿ente?, una 
propuesta normativa no se deriven impactos apreciables en los ámbitos que 
                                                     
157 Guía Metodológica para la elaboración de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo, p.4. 
http://www.mpt.gob.es/areas/funcion_publica/iniciativas/impacto_normativo/parrafo/0/text_es_files/file0/guia-metodologica-
ain_1264084813.pdf (Consultado en última ocasión en diciembre de 2011). (El subrayado es nuestro). 
158 Guía Metodológica para la elaboración de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo, p. 6. 
http://www.mpt.gob.es/areas/funcion_publica/iniciativas/impacto_normativo/parrafo/0/text_es_files/file0/guia-metodologica-
ain_1264084813.pdf (Consultado en última ocasión en diciembre de 2011).  
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ella señala. ¿No habría pues que cuestionarse la formación del equipo 
encargado de la elaboración de la memoria cuando ante un proyecto 
normativo puede estimarse que de él no se deriva ningún impacto?   
Cuando se estime que de una propuesta normativa no se derivan 
impactos apreciables en los ámbitos señalados, podrá realizarse una Memoria 
abreviada, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3 del Real Decreto 
1083/2009, de 3 de julio, por el que se regula la Memoria del análisis de 
impacto normativo y en el capítulo V de esta Guía.
159
 
 
Para completar el vacío relativo a la preparación en cuestiones de género que tienen 
las personas encargadas de la elaboración de estas memorias, proponemos aplicar  de manera 
análoga la metodología participativa que se viene utilizando, cada vez en mayor medida, en la 
elaboración de planes de igualdad en las empresas.
160
 
Esta metodología participativa de formación en género, se basa en la impartición de 
cursos de formación en género utilizando y demandando para ello una participación activa, en 
todas las fases del proyecto de elaboración del plan de igualdad,  de todas las personas que 
conforman la empresa; de manera que con esta metodología se pretende que la citada 
formación en genero  se aplique de manera transversal a todo el personal de la empresa, desde 
el equipo de dirección a la última persona que conforme el organigrama empresarial, es decir 
una manera de llevar a cabo un trabajo de forma unida e imbricada.
161
 
 Así, si esto mismo se trasvasara al ámbito de elaboración de las Memorias de Análisis 
de Impacto, se acabarían por crear equipos multidisciplinares con una formación y modelo de 
trabajo homogéneo, cuyo trabajo se traduciría en una mejor y más eficaz manera de llevar a 
cabo el análisis del impacto sobre la implementación de determinada normativa en función del 
género, pudiéndose corregir si fuese necesario, aquellas cuestiones que pudiesen aumentar la 
brecha de desigualdad. 
Llegados a este punto es importante no dejar de señalar  que la Guía Metodológica 
para la elaboración de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo no es una norma 
                                                     
159 Guía Metodológica para la elaboración de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo, p.6. 
http://www.mpt.gob.es/areas/funcion_publica/iniciativas/impacto_normativo/parrafo/0/text_es_files/file0/guia-metodologica-
ain_1264084813.pdf (Consultado en última ocasión en diciembre de 2011).  
160 La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, establece en su CAPÍTULO III, 
lo concerniente a los planes de igualdad de las empresas y otras medidas de promoción de la igualdad, y más concretamente 
en  artículo 45 relativo a la elaboración y aplicación de los planes de igualdad. 
161 En este sentido el Manual para implementación de Planes de Igualdad en las Empresas de Economía Social, elaborado 
por la Junta de Andalucía, establece que para elaborar un Plan de igualdad es necesario contar con todas las personas que 
conforman la empresa desde los órganos de gestión hasta las personas que trabajan en ella. Web: 
http://www.mujeryeconomiasocial.com/document/investpub/09.pdf (Consultado en última ocasión en marzo de 2012).  
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aunque fuese aprobada en Consejo de Ministros, se trata pues de un documento sin carácter 
dispositivo. 
La Guía está estructurada en cinco partes y siete anexos, la primera parte es la 
introducción; la segunda es la oportunidad de la propuesta, una tercera  parte referida al 
contenido, análisis jurídico y descripción de la tramitación; una cuarta parte  que trata del 
análisis de los impactos que será en la que nos centremos y una última parte referida a la 
memoria abreviada. 
 
Esquema de elaboración de la memoria del análisis de impacto normativo. 
 
De su estructura podemos deducir que esta Guía tiene como objetivo ayudar al 
organismo competente en la elaboración de la memoria. Dado que a través de esta memoria se 
debe analizar el impacto normativo de los anteproyectos de ley, de los proyectos de 
reglamento y de los planes de especial relevancia, se ha previsto que tuviese un contenido con 
la amplitud necesaria para reflejar todas esas posibilidades, de forma que pueda acomodarse 
al caso concreto de cada proyecto normativo:        
 
Por un lado, la Memoria del análisis de impacto normativo, permite 
contar con un proceso sistemático y estructurado para conocer cuáles son los 
elementos que deben analizarse en la adopción de una nueva propuesta 
normativa. 
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Por otro lado, sirve para ofrecer esa información a los agentes 
afectados por la norma, y a todos aquellos que participan en su proceso de 
elaboración. 
Finalmente, coadyuva a la realización de las evaluaciones de los 
resultados e impactos de los programas y políticas públicas. En efecto, si bien 
no se trata de su objetivo inmediato, lo cierto es que los análisis de impacto 
que se realicen con carácter previo a la aprobación de una norma pueden ser 
una ayuda importante para las evaluaciones que puedan realizarse con 
posterioridad sobre tales impactos y resultados. 
El análisis de impacto normativo nunca sustituye a la decisión política. 
Se limita a aportar información relevante para que los órganos competentes 
tomen las decisiones que estimen oportunas.
162
 
 
De esta manera se ha pretendido garantizar que a la hora de elaborar y aprobar un 
proyecto normativo o un plan de especial relevancia
163
 se cuente con la información necesaria 
para estimar el impacto que la norma supondrá para sus destinatarios y agentes. 
 
3.5.1 Análisis del Impacto por Razón de Género en la 
Guía Metodológica para la elaboración de la 
Memoria del Análisis de Impacto Normativo 
 
Podemos definir la Guía como un instrumento metodológico para la elaboración de la 
memoria económica y del informe sobre el impacto por razón de género, que deben 
acompañar a los anteproyectos de ley y a los proyectos de reglamento, según lo dispuesto en 
la Ley 30/2003, de 13 de octubre, sobre medidas para incorporar la valoración del impacto de 
género en las disposiciones normativas que elabore el Gobierno, y más tarde en Ley Orgánica 
3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. 
                                                     
162 Guía Metodológica para la elaboración de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo, p.5. 
http://www.mpt.gob.es/areas/funcion_publica/iniciativas/impacto_normativo/parrafo/0/text_es_files/file0/guia-metodologica-
ain_1264084813.pdf (Consultado en última ocasión en diciembre de 2011). (El subrayado es nuestro). 
163 Aunque la aprobación de la citada Guía (11 de diciembre de 2009) es bastante posterior a la promulgación de la Ley 
Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, que ampliaba la obligación de acompañar 
de Informes de Impacto de Género a los planes de especial relevancia, hemos constatado que la Guía Metodológica para la 
elaboración de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo siempre hace referencia, incluso en su nombre, a proyectos 
normativos, no recogiéndose en ningún momento alusión alguna a los planes de especial relevancia. Por ese motivo, y con el 
fin de ser lo más rigurosas posible,  no lo hemos incluido en el estudio de la citada Guía. 
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De manera que todo proyecto normativo irá acompañado de una Memoria de Análisis 
Normativo que hemos dividido en dos partes; una primera parte común a todos los proyectos 
normativos donde se reflejará lo siguiente: 
 
 La oportunidad de la propuesta normativa. 
 El contenido de la propuesta normativa.  
 El análisis jurídico de la propuesta normativa. 
 La descripción de la tramitación de propuesta normativa o de plan de especial 
relevancia. 
 
Una segunda parte donde se recogerían los análisis de los impactos que conllevaría la 
aplicación del citado proyecto normativo, así en esta parte se analizaría: 
 La adecuación del proyecto normativo. 
 El impacto económico y presupuestario. 
 El impacto por razón de género. 
 Otros impactos. 
 
Dado que el objeto de la presente investigación es la estimativa y evaluación de género 
de los proyectos normativos y los planes de especial relevancia, en este apartado y con el fin 
de no dispersar nuestro trabajo analizaremos únicamente la parte de la Guía Metodológica 
para la elaboración de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo relativa al impacto por 
razón de género.  
Debemos comenzar este apartado señalando cómo la Guía establece una delimitación 
material para la realización de un análisis de impacto por razón de género: 
En todos aquellos casos en los que la norma propuesta pueda tener 
efectos, directos o indirectos, sobre personas físicas, se realizará una previsión 
sobre los resultados de la aplicación de la misma y se analizarán sus efectos 
para los hombres y mujeres que sean sus potenciales destinatarios
164
. 
 
Consideramos que la delimitación del ámbito material que hace la Guía es bastante 
confusa y si que si esta se aplicase literalmente podríamos afirmar que es contraria a derecho.  
                                                     
164 Guía Metodológica para la elaboración de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo, p. 40. 
http://www.mpt.gob.es/areas/funcion_publica/iniciativas/impacto_normativo/parrafo/0/text_es_files/file0/guia-metodologica-
ain_1264084813.pdf (Consultado en última ocasión en diciembre de 2011). (El subrayado es nuestro). 
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No podemos olvidar que la Guía es un mero documento, que no tiene carácter 
dispositivo y que por tanto, en virtud del carácter formal y jerárquico de nuestro ordenamiento 
jurídico, un documento sin carácter normativo, como es la Guía  no puede delimitar el ámbito 
material de la aplicación de las leyes 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno;  la Ley 
30/2003, de 13 de octubre, sobre medidas para incorporar la valoración del impacto de género 
en las disposiciones normativas que elabore el Gobierno, y de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 
de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. 
En el sentido de que estas leyes, citadas arriba, establecen la obligatoriedad de 
acompañar de Informe de Impacto de Género a todos los anteproyectos de ley, a los proyectos 
de reglamento, y planes de especial relevancia sometidos a la aprobación del Consejo de 
Ministros. En ningún momento someten este acompañamiento a una conditio sine qua non tal 
y como se señala en la Guía que “la norma propuesta pueda tener efectos, directos o 
indirectos, sobre personas físicas”.  
En lo referente al aspecto formal, la parte de la Guía dedicada al Impacto por Razón de 
Género, se compone de cuatro páginas (una de ellas dedicadas a ejemplos) frente a las casi 
diez que esta Guía dedica al impacto económico y presupuestario, (sin contar que más de la 
mitad del grueso de la Guía son anexos para llevar a cabo el informe del citado impacto 
económico y presupuestario).  
Se puede observar que la parte de la Guía dedicada al Impacto por Razón de Género,  
incluye los siguientes aparatados: 
 Identificación de los objetivos en materia de igualdad de oportunidad que son de 
aplicación. 
 Análisis de impacto de género. 
o Descripción de la situación de partida. 
o Previsión de resultados. 
 Resultados directos de la aplicación de la norma, expresados en 
términos cuantitativos y desagregados por sexo. 
 Incidencia sobre los roles y estereotipos de género. 
 Contribución al desarrollo de los objetivos de igualdad de 
oportunidades identificados. 
o Valoración del impacto de género. 
 Negativo.  
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 Nulo.  
 Positivo.  
 
Si tenemos en cuenta todo lo que hemos expuesto a lo largo de este capítulo, podemos 
afirmar que esta Guía se encuentra a caballo entre la guía elaborada por la Comisión Europea 
utilizada para la elaboración de los informes de impacto de género por algunos Ministerios y 
por la Junta de Andalucía, y la guía elaborada en 2005 por Fundación Mujeres, utilizada en su 
mayoría por los Ministerios de mayor “contenido social” como el extinto Ministerio para la 
Igualdad
165
. 
Pese a que ambas guías, la de la Comisión Europa y la de Fundación Mujeres, podían 
haber sido completadas y mejoradas, tal y como señalábamos anteriormente, quedaba claro 
que la guía de Fundación Mujeres estaba mucho mejor elaborada, más completa que la de la 
Comisión Europea. 
Por tanto, consideramos que se ha perdido una gran oportunidad al no haber 
aprovechado la publicación del RD 1083/2009 de 3 de julio, para corregir los defectos de la 
guía de Fundación Mujeres.  
Es de lamentar que este Real Decreto haya servido para crear una nueva Guía, a todas 
luces insuficiente, y que deja en el tintero cuestiones básicas que la guía de Fundación 
Mujeres explotaba y que ahora se pasan por alto; además no podemos obviar el hecho de que 
comparativamente dentro de la propia Guía, el impacto de género, se trata de una manera muy 
superficial, sobre todo si lo analizamos y comparamos en relación a lo dispuesto en la misma 
Guía para el análisis del impacto presupuestario y económico. 
 
3.6 Compilación de los Informes de Evaluación de Impacto de Género 
 
Recabada la normativa marco relativa a la creación y elaboración de los Informes de 
Evaluación de Impacto de Género, en este y los siguientes aparatados, analizaremos los IEIG 
que se han elaborado en el ámbito estatal español durante la VIII y  IX legislatura, en virtud 
                                                     
165 El Ministerio de Igualdad de España se creó en 2008 durante la IX Legislatura bajo la presidencia de José Luis Rodríguez 
Zapatero (PSOE) para impulsar las políticas sociales recogidas en la Ley para la Igualdad y en la Ley Integral contra la 
Violencia sobre la Mujer, así como los programas sociales del Instituto de la Mujer y del Instituto de la Juventud. El 
Ministerio recogía las competencias de Igualdad que en la VIII Legislatura de España tenía el Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales, el cual pasó a llamarse Ministerio de Trabajo e Inmigración.  El 20 de octubre de 2010, en una 
remodelación del Gobierno, el Ministerio fue suprimido y su estructura se integró en el Ministerio de Sanidad, Política Social 
e Igualdad de España1 conformando la nueva Secretaría de Estado de Igualdad. 
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de lo dispuesto en la Ley 30/2003, de 13 de octubre, sobre medidas para incorporar la 
valoración del impacto de género en las disposiciones normativas que elabore el Gobierno, y 
la normativa posterior, como el Real Decreto 1083/2009 de 3 de julio, por el que se regula la 
memoria de impacto normativo, que ha venido a completarla y desarrollarla, según hemos 
visto en los apartados anteriores. 
Esto ha supuesto, como hemos visto y como veremos a lo largo de este epígrafe, que 
para la elaboración de los IEIG se ha carecido de regulación específica para su elaboración, 
provocando así una elaboración heterogénea de los informes según se elaboraban a la luz de la 
guía de la Comisión Europea o a la luz de la guía elaborada por Fundación Mujeres, ninguna 
de estas guías tienen carácter vinculante. 
Los Informes de Evaluación de Impacto de Género que analizaremos en este y 
capitulo son todos aquellos que se encuentran en el Archivo del Congreso de los Diputados.
166
 
Estos informes tienen carácter público y pueden ser consultados siguiendo las instrucciones
167
 
que se dan desde el Servicio de Archivo del Congreso de los Diputados.   
Debemos señalar que el trabajo de compilación de los IEIG, es un trabajo minucioso 
que ha de hacerse de manera manual, no informatizada, ni por digitalizada, ya que los 
dosieres legislativos no están informatizados, de tal manera que no es posible rastrearlos de 
manera telemática e imprimirlos posteriormente. 
El Servicio de Archivo del Congreso de los Diputados, dispone de una INTRANET 
donde quedan anotados los contenidos de cada uno de los dosieres relativos a los Proyectos de 
Ley que se van elaborando, pero se trata únicamente de una anotación, que no de un acceso 
directo; esta anotación nos permite saber cual es contenido (antecedentes) de determinado 
Proyecto de Ley (Dictamen de Consejo de Estado, Informe del Consejo General del Poder 
Judicial, Informe de Impacto de Género…)168, pero la búsqueda del dosier y de la 
documentación concreta deseada, los IEIG en nuestro caso, ha de hacerse en persona y dosier 
                                                     
166 Servicio de Archivo del Congreso de los Diputados. Reúne el conjunto de documentos producidos o recibidos por la 
cámara con el fin de conservarlos y ordenarlos científicamente para su posible utilización en los trabajos parlamentarios, en la 
gestión administrativa y en la investigación. Web: 
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/SDocum/ArchCon (Consultado en última ocasión diciembre 
2011). 
167 A parte del personal del Congreso de los Diputados podrán acceder al Servicio de Archivo Personas en posesión de la 
tarjeta de investigador del Congreso de los Diputados.  Norma sobre acceso y valoración de los fondos documentales y 
bibliográficos del congreso de los diputados, aprobada por la mesa del congreso de los diputados el día 19 de julio de 2010. 
BOCG. D, 435, 30-JUL-2010. Web:  http://www.congreso.es/public_oficiales/L9/CONG/BOCG/D/D_435.PDF#page=2 
(Consultado en última ocasión diciembre 2011). 
168 Estas anotaciones o antecedentes no son numerus clausus sino que varían en función de la normativa que se pretende 
adoptar. 
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por dossier de cada uno de los Proyectos de Ley en cuyos antecedentes aparezca como 
elaborado el Informe de Evaluación de Impacto de Género. 
En lo referente al ámbito temporal hemos establecido una horquilla que abarcará a los 
IEIG que hayan acompañado a los Proyectos de Ley elaborados bajo la VIII (2004- 2008)
169
 y  
la XI (2008- 2011) legislatura del Gobierno Español. 
Como fecha de final para terminar de compilar Proyectos de Ley  hemos elegido el 28 
de Junio de 2011, fecha en la que tuvo lugar el último debate sobre el estado de la nación
170
 
de la IX legislatura, el último informe que en esta fecha se encontraba en el Servicio de 
Archivo del Parlamento tiene como fecha de entrada el 19 de noviembre de 2010. Se ve aquí 
claramente el descompás temporal existente entre el inicio de la tramitación legislativa de un 
Proyecto Ley y el momento en el que el dosier que lo recoge llega al Servicio de Archivo; en 
este caso en concreto hay una variación de ocho meses. 
Señalaremos como anecdótico que cuando elegimos la fecha final para terminar la 
compilación, aún no se sabía que el gobierno español adelantaría las elecciones, no 
agotándose de esta manera los cuatro años previstos que debía durar la IX legislatura. La X 
legislatura
171
 del Gobierno Español comienza el día 13 de diciembre de 2011. 
Así pues trabajaremos sobre todos aquellos Proyectos de Ley que han sido aprobados 
desde la entrada en vigor de la VIII legislatura hasta el 28 de Junio de 2011.  
Para llevar a cabo el análisis de todos estos Proyectos de Ley y sus correlativos IEIG, 
en primer lugar nos centraremos en el conjunto de Proyectos de Ley que se han presentado 
durante la VIII legislatura y cuyos IEIG se han elaborado, por tanto, de manera heterogénea 
ante la ausencia de una normativa reguladora y vinculante. 
En segundo lugar analizaremos los el conjunto de Proyectos de Ley que se han 
presentado durante la IX legislatura hasta la fecha que acabamos de señalar y cuyos IEIG se 
                                                     
169 El Consejo de Ministros de la VIII Legislatura cesó el 9 de marzo de 2008 por la celebración de elecciones generales, y 
continuó en funciones hasta el 14 de abril de 2008, día en que tomó posesión el Consejo de Ministros de la IX Legislatura. 
170 Editorial del diario estatal el País, sobre el último debate del Estado de la nación en junio de 2011: “Debate de despedida” 
Web: http://www.elpais.com/articulo/opinion/Debate/despedida/elpepiopi/20110629elpepiopi_1/Tes(Consultado 
en última ocasión diciembre 2011). 
171 Nota de prensa del Congreso de los diputados 13/12/2011: “El Congreso de los Diputados surgido de las elecciones 
generales del 20 de noviembre se reunió hoy, día 13 de diciembre, a las 10:00 horas, para celebrar su sesión constitutiva, tal y 
como determina el Real Decreto 1329/2011, por el que se acuerda la disolución de las Cámaras elegidas el 9 de marzo de 
2008 y se convocan nuevos comicios.” Web: 
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/SalaPrensa/NotPre?_piref73_7706063_73_1337373_1337373
.next_page=/wc/detalleNotaSalaPrensa?idNotaSalaPrensa=5344&mostrarvolver=N (consultado por última ocasión en 
diciembre 2011). 
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han elaborado a la luz de lo dispuesto en el RD 1083/2009, de 3 de julio, pasando a 
convertirse en Memorias de Análisis de Impacto Normativo. 
 
 
 
3.6.1 Análisis cuantitativo y relacional de los Proyectos de Ley 
elaborados durante la VIII y IX  legislatura.  
Gracias a los datos proporcionados por el Servicio de Archivo del Congreso de los Diputados, 
datos obtenidos de su INTRANET, tenemos conocimiento de que durante la VIII legislatura 
se presentaron ante el Congreso de los Diputados un total de 152 Proyectos de Ley. 
La distribución temporal, en años fiscales, de la presentación de estos 152 Proyectos 
Ley fue la siguiente: En el año 2004 se presentaron 17 Proyectos de Ley
172
, en el año 2005 se 
presentaron 55 Proyectos de Ley, se presentaron 49 Proyectos de Ley  en el año 2006 y en el 
año 2007 se presentaron 31 Proyectos de Ley. Esta distribución puede verse claramente en el 
siguiente gráfico. 
 
 
Gráfico de elaboración propia. 
 
                                                     
172 Debemos recordar que las legislaturas no se corresponden exactamente con los años fiscales, por ello es necesario señalar 
que durante todo el año natural 2004 se presentaron 24 Proyectos de Ley, pero que solo computaremos los 17 Proyectos de 
Ley que se presentaron desde que se inicio la VIII legislatura el  2 de abril de 2004. 
11% 
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21% 
Proyectos Ley presentados en la VIII 
Legislatura. 
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Los primeros datos que obtenemos al analizar cuantitativamente los Informes de 
Evaluación de Impacto de Género, elaborados según lo dispuesto en la Ley 30/2003 de 13 de 
octubre, durante la VIII legislatura son los siguientes: De los 152 Proyectos de Ley (PL en 
adelante)  presentados en la VIII legislatura, según los datos obtenidos de la INTRANET del 
Servicio de Archivo del Congreso de los Diputados, 110 de esos Proyectos de Ley vienen 
acompañados por un Informe de Evaluación de Impacto de Género, de los cuales se nos han 
proporcionado un total de 85 IEIG. 
Debemos señalar que los datos que aparecen en la INTRANET del Servicio de 
Archivo del Congreso de los Diputados, no es completamente fiable, ya que investigando in 
situ recopilamos un total de 6 IEIG cuya existencia no estaba recogida en los dosieres de los 
PL a los que acompañaban. Así  pues poseemos 6 IEIG que no están  recogidos como 
“antecedentes” del Proyecto de Ley al que acompañan, tal y como se puede observar en los 
gráficos siguientes. 
 
 
Gráfico de elaboración propia. 
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Gráfico de elaboración propia. 
 
Con respecto a los datos cuantitativos obtenidos, siempre a través la INTRANET del 
Servicio de Archivo del Congreso de los Diputados, tenemos conocimiento de que durante la 
IX legislatura se presentaron 145 Proyectos de Ley. 
La distribución temporal, en años fiscales, de la presentación de los 145 Proyectos Ley 
fue la siguiente: En el año 2008 se presentaron 19 Proyectos de Ley, en el año 2009 se 
presentaron 37 Proyectos de Ley, se presentaron 21 Proyectos de Ley  en el año 2010 y hasta 
el fin de la legislatura del año 2011 se presentaron 68 Proyectos de Ley. Esta distribución 
puede verse claramente en el siguiente gráfico. 
 
 
Gráfico de elaboración propia. 
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A través del presente grafico, podemos observar que durante la actividad 
parlamentaria estatal, la tendencia en ambas legislaturas ha sido muy parecida salvo en el 
último año de ambas legislaturas, en el que se observa una gran divergencia de una legislatura 
a otra; dando lugar a lo que se conoce como gráfico tijera, característico de las situaciones de 
crisis, como la que viene sufriendo España especialmente a partir de la IX legislatura. 
Destacaremos que esta situación de similitud entre ambas legislaturas contrasta mucho con lo 
ocurrido en la Comunidad Autónoma Andaluza como veremos en el capítulo siguiente.  
 
 
Gráfico de elaboración propia. 
 
Al igual que hiciésemos para el estudio de los Proyectos de Ley presentados durante la 
VIII legislatura; y a la luz de los datos que hemos obtenido al hacer un primer análisis 
cuantitativo de los Informes de Evaluación de Impacto de Género, elaborados IX legislatura, 
según lo dispuesto en la Ley 30/2003 de 13 de octubre y en el RD 1083/2009, de 3 de julio, 
exponemos los siguientes resultados: 
De los 145 Proyectos de Ley aprobados en la XI legislatura, según los datos obtenidos 
de la INTRANET del Servicio de Archivo del Congreso de los Diputados, 62 de ellos aún no 
tienen nomenclatura en el dosier, es decir están en elaboración y no son examinables.  
Así pues sobre una base de 145 Proyectos de Ley vienen acompañados por un Informe 
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Proyectos de Ley han ido acompañados de Informe de Impacto de Género y 26 Proyectos de 
Ley han ido acompañados de Memoria del Análisis de Impacto Normativo en las que se 
analiza el impacto por razón de género, como puede observarse en el siguiente gráfico. 
Recordaremos que es a el RD 1083/2009, de 3 de julio, a través del cual el análisis del 
impacto de género en la normativa pasa de llevarse a cabo mediante un documento único, el 
Informe de Evaluación de Impacto de Género, a analizarse en un documento complejo, la 
Memoria del Análisis de Impacto Normativo, un documento en el que se recoge y unifica la 
información que acompaña a un proyecto normativo, justificando su oportunidad y necesidad 
y realizando una estimación del impacto en diferentes ámbitos de la realidad que tendrá su 
aprobación. 
Para nuestra investigación, de un total de 83 Informes y/o Memorias de Evaluación de 
Impacto de Género que acompañan a los Proyectos de Ley y que se encuentran en el Servicio 
de Archivo del Congreso de los Diputados, hemos podido  acceder a 72 de ellos.  
 
 
Gráfico de elaboración propia. 
  
Dado que los Informes de Evaluación de Impacto de Género, y las Memoria del 
análisis de impacto normativo en las que se analiza el impacto por razón de género, se 
elaboran en los distintos Ministerios, y previo al análisis cuantitativo de las citadas 
herramientas, hemos creído relevante poner de manifiesto la composición del Gobierno de 
España durante la VIII y IX legislatura.  
Además hemos querido dedicar unas líneas para poner de manifiesto que en el reparto 
de Ministerios de la VIII legislatura, se cumplió la promesa electoral de establecer el principio 
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de paridad entre hombres y mujeres (no así en otros puestos de responsabilidad). 
Convirtiéndose así, este gobierno, en el primer gobierno paritario de la historia de España. 
No obstante, esta composición paritaria no duró mucho el Gobierno que se conformó 
para la IX legislatura perdió la paridad al situar a siete mujeres frente a nueve hombres, 
incluido Rodríguez Zapatero, en un total de 15 Ministerios.  
Todo ello sin perder de vista que en esta misma IX legislatura también desaparece, 
alegándose por parte del mismo gobierno razones económicos, ahorro en situación de crisis, el 
Ministerio de Igualdad, creado en la anterior legislatura, en marzo de 2008 y que sin duda 
había puesto a España a la cabeza de las políticas de igualdad en Europa. 
Es de lamentar que los recortes siempre comiencen por los ámbitos más 
desfavorecidos, así la desaparición de Ministerio de Igualdad visualiza como la prioridad 
política de alcanzar una sociedad más justa e igualitaria, pasa a ser subsidiaria cuando la 
economía y los mercados se imponen. 
Prueba de ellos puede constatarse en la siguiente tabla, donde vemos como en la IX 
legislatura muchas titulares de Ministerios se han visto remplazadas y en ocasiones además 
desplazadas por sus compañeros varones.  
 
MINISTERIO VIII 
LEGISLATURA 
TITULAR MINISTERIO XI 
LEGISLATURA 
TITULAR 
Ministro de Asuntos 
Exteriores y 
Cooperación 
(2004 - 2008): Miguel 
Ángel Moratinos 
Cuyaubé 
 
Ministro de Asuntos 
Exteriores y 
Cooperación 
 (2008-2010): Miguel 
Ángel Moratinos 
(2010-2011): 
Trinidad Jiménez 
Ministro de Justicia (2004 - 2007): Juan 
Fernando López 
Aguilar 
Ministro de Justicia (2008-2009): Mariano 
Fernández Bermejo 
(2009-2011): 
Francisco Caamaño 
 
Ministro de Defensa 
 
 
(2004 - 2006): José 
Bono Martínez 
(2006 - 2008): José 
Antonio Alonso 
Suárez 
Ministro de Defensa 
 
(2008-2011): Carme 
Chacón 
Ministro de (2004 - 2008): Pedro Ministro de  (2008-2009): Pedro 
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Economía y 
Hacienda 
 
Solbes Mira 
 
Economía y 
Hacienda 
 
Solbes Mira 
 (2009-En el cargo): 
Elena Salgado 
Ministro del Interior 
 
(2004 - 2006): José 
Antonio Alonso 
Suárez 
(2006 - 2008): 
Alfredo Pérez 
Rubalcaba 
Ministro del Interior 
 
(2008-2011): Alfredo 
Pérez Rubalcaba 
(2011): Antonio 
Camacho Vizcaíno 
 
Ministra de 
Fomento 
 
(2004 - 2008): 
Magdalena Álvarez 
Arza 
 
Ministra de 
Fomento 
 
(2008-2009): 
Magdalena Álvarez 
(2009-2011): José 
Blanco 
Ministra de 
Educación 
 
(2004 - 2006): María 
Jesús San Segundo 
Gómez de Cadiñanos 
(2006 - 2008): 
Mercedes Cabrera 
Calvo-Sotelo 
Ministra de 
Educación, Política 
Social y Deporte. 
Ministro de 
Educación 
 (2008-2009): 
Mercedes Cabrera 
 (2009-2011): Ángel 
Gabilondo 
Ministro de Trabajo 
y Asuntos Sociales 
(2004 - 2008): Jesús 
Caldera Sánchez-
Capitán 
Ministro de Trabajo 
y Asuntos Sociales 
(2008-2010): 
Celestino Corbacho 
(2010-2011): 
Valeriano Gómez 
Ministro de 
Industria, Turismo y 
Comercio 
 
(2004 - 2006): José 
Montilla Aguilera 
(2006 - 2008): Joan 
Clos i Matheu 
 
Ministro de 
Industria, Turismo y 
Comercio 
 
 (2008-2011): Miguel 
Sebastián 
Ministra de 
Agricultura, Pesca y 
Alimentación 
 
(2004 - 2008): Elena 
Espinosa Mangana 
 
Ministra de Medio 
Ambiente, y Medio 
Rural y Marino de 
España 
 (2008-2010): Elena 
Espinosa 
(2010-2011): Rosa 
Aguilar 
Ministra de la 
Presidencia 
 
(2004 - 2008): María 
Teresa Fernández de 
la Vega Sanz 
Ministra de la 
Presidencia 
 
(2008-2010): María 
Teresa Fernández de 
la Vega 
(2010-2011): Ramón 
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Jáuregui 
Ministro/a de 
Administraciones 
Públicas 
 
 
(2004 - 2007): Jordi 
Sevilla Segura 
(2007 - 2008): Elena 
Salgado Méndez 
 
Ministra de 
Administraciones 
Públicas 
Ministro de Política 
Territorial 
(2008-2009): Elena 
Salgado 
(2009-2011): Manuel 
Chaves 
Ministra/o de 
Cultura 
 
(2004 - 2007): 
Carmen Calvo Poyato 
(2007 - 2008): César 
Antonio Molina 
Sánchez 
 
Ministra/o de 
Cultura 
 
 (2008-2009): César 
Antonio Molina 
 (2009-2011): 
Ángeles González-
Sinde 
Ministra/o de 
Sanidad y Política 
Social e Igualdad 
 
 
(2004 - 2007): Elena 
Salgado Méndez 
(2007 - 2008): Bernat 
Soria Escoms 
Ministro de Sanidad 
y Consumo 
Ministra de Sanidad 
y Política Social 
(2008-2009): Bernat 
Soria 
(2009-2010): 
Trinidad Jiménez 
 (2010-2011): Leire 
Pajín 
  Ministra de 
Igualdad. Se 
suprime y las 
competencias pasan 
al Ministerio de 
Sanidad y Política 
Social. 
(2008-2010): Bibiana 
Aído 
 
Ministra de Medio 
Ambiente 
 
En 2008 se anexiona 
al Ministerio de 
Agricultura. 
 
(2004 - 2008): 
Cristina Narbona 
Ruiz 
  
Ministra de 
Vivienda 
 
 
(2004 - 2007): María 
Antonia Trujillo 
Rincón 
(2007 - 2008): Carme 
Ministra de 
Vivienda. 
Se suprime y las 
competencias pasan 
    (2008-2010): 
Beatriz Corredor 
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Chacón Piqueras al Ministerio de 
Fomento. 
  Ministra de Ciencia 
e Innovación 
(2008-2011): Cristina 
Garmendia 
 
COMPOSICION DEL GOBIERNO 
 
Cargo VIII 
Legislatura 
Titular Cargo XI 
Legislatura 
Titular 
Presidente del 
Gobierno. 
José Luis Rodríguez 
Zapatero 
Presidente del 
Gobierno. 
José Luis Rodríguez 
Zapatero 
Vicepresidente 
Primero y Portavoz 
del Gobierno. 
 
(2004 - 2008): María 
Teresa Fernández de 
la Vega 
Vicepresidente/a 
Primero del 
Gobierno. 
Vicepresidente/a 
para Asuntos 
Económicos. 
(2008-2010): María 
Teresa Fernández de 
la Vega 
(2010-2011): Alfredo 
Pérez Rubalcaba 
(2011):Elena Salgado 
Vicepresidente 
Segundo  
 
(2004 - 2008): Pedro 
Solbes Mira 
Vicepresidente/a 
Segundo del 
Gobierno. 
Vicepresidente/a 
para Política 
Territorial. 
(2008-2009): Pedro 
Solbes 
 (2009-2011 ): Elena 
Salgado 
(2011): Manuel 
Chaves 
  Vicepresidente/a 
Tercero del 
Gobierno. 
Desaparece el cargo. 
 (2009-2011): Manuel 
Chaves 
 
  Portavoz del 
Gobierno 
(2008-2010): María 
Teresa Fernández de 
la Vega.  
(2010-2011): Alfredo 
Pérez Rubalcaba 
(2011): José Blanco 
Tabla de elaboración propia, datos obtenidos del Ministerio de Presidencia. 
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3.6.2 Análisis cuantitativo de los Informes de Evaluación de 
Impacto de Género, y de las Memoria del Análisis de 
Impacto Normativo en las que se analiza el impacto por 
razón de género, elaborados según lo dispuesto en la Ley 
30/2003 de 13 de octubre, sobre medidas para incorporar la 
valoración del impacto de género en las disposiciones 
normativas que elabore el Gobierno durante la VIII y IX  
legislatura 
 
Vistos en el apartado anterior los Proyectos de Ley aprobados durante la VIII y IX legislatura, 
a continuación centraremos nuestra atención en el análisis cuantitativo de los Informes de 
Evaluación de Impacto de Género, y de las Memoria del Análisis de Impacto Normativo en 
las que se analiza el impacto por razón de género, elaborados según lo dispuesto en la Ley 
30/2003 de 13 de octubre, sobre medidas para incorporar la valoración del impacto de género 
en las disposiciones normativas que elabore el Gobierno durante la VIII y IX  legislatura.  
Teniendo en cuenta que el Decreto que regula la creación de la Memoria del Análisis 
de Impacto normativo, no se aprueba hasta la IX legislatura, en primer lugar analizaremos los 
IEIG que se elaboraron durante la VIII legislatura. 
Así, vemos que durante la VIII legislatura 85 fueron el número de IEIG que 
acompañaron a los 152 Proyectos de Ley que se presentaron durante esa legislatura. El 75% 
de estos IEIG no tienen una extensión superior a un folio, y por ello nos ha resultado muy 
difícil determinar exactamente cuántos se han elaborado siguiendo las pautas establecidas 
bien por la “Guía para la Evaluación del Impacto de Género en Función del Género”, de la 
Comisión Europea, bien por la “Guía de aplicación práctica, para la elaboración de Informes 
de Impacto de Género de las disposiciones normativas que elabore el Gobierno, de acuerdo a 
la Ley 30/2003”. 
El 99% de ellos viene sin firmar
173
, y sin ningún tipo de nomenclatura que pueda 
indicarnos quién o qué organismo dentro del Ministerio ha sido encargado de su elaboración, 
eso sin tener el cuenta que un 27% de estos Informes ni siquiera recoge en que Ministerio se 
                                                     
173 En el único caso en el que se ha recogido un Informe con firma esta pertenecía a un hombre, nos referimos al IEIG 
relativo al “Proyecto de Ley por la que se crea el Consejo General de Colegios Oficiales de Psicólogos, cuyo informe ha sido 
elaborado en el Ministerio de Educación y Ciencia”. 
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ha elaborado, por el contrario la gran mayoría de los IEIG, incluso aquellos en los que se 
desconoce el Ministerio emisor, sí vienen sellados por la Secretaría del Consejo de Gobierno. 
 
 
VIII LEGISLATURA 
 
  
Núm. de IEIG (Total de 85) 
NÚM. PÁGINAS   
----------------------------------------------------- 1 64 
----------------------------------------------------- 2 6 
----------------------------------------------------- 3 3 
------------------------------------------------------ 4 1 
----------------------------------------------------- >4              11 
FIRMADOS  1 
Firmados por mujeres  0 
Firmados por hombres  1 
SELLADOS POR SU CONSEJERÍA   
Estructurados según Guía Europea   
No estructurados por Guía    
CONSEJERÍA QUE EMITE EL  IEIG   
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales  8 
Ministerio del Interior   3 
Ministerio de Educación y Ciencia  3 
Ministerio de Justicia  12 
Ministerio de Industria Turismo y Comercio  4 
Ministerio de Defensa  7 
Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación  1 
Ministerio de la Presidencia  2 
Ministerio de Sanidad y Consumo  6 
Ministerio de Agricultura Pesca y Alimentación  3 
Ministerio de Economía y Hacienda  7 
Ministerio de Cultura  2 
Ministerio de Administraciones Publicas  1 
Ministerio de Fomento  1 
Ministerio de Medio Ambiente  2 
NS  23 
Tabla de elaboración propia 
El análisis cuantitativo de los instrumentos para valorar el impacto de género en la 
elaboración de las normas, es más complejo en la IX legislatura que en la VIII legislatura; ya 
que es en esta legislatura cuando se publica el RD 1083/2009, de 3 de julio, por el que se 
regula la memoria del análisis de impacto normativo. Con la creación de este RD, la Ley 
30/2003, de 13 de octubre, por fin encuentra su desarrollo normativo y se establece así una 
metodología para el análisis del impacto normativo y más concretamente el análisis del 
impacto de género en la normativa, sustituyéndose como ya señalásemos los IEIG por las 
MAI. 
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A efectos prácticos, esto ha supuesto que de los 138 Proyectos de Ley que 
analizaremos
174
 y que se presentaron durante esta legislatura, 52 fueron acompañados por 
Informes de Evaluación de Impacto de Género y 21 PL fueron acompañados de Memorias 
que analizaban el impacto normativo. 
Además de este enorme cambio, debemos recordar que también durante esta 
legislatura, como señaláramos anteriormente, hubo modificaciones, supresiones y creación de 
carteras Ministeriales, lo que dificulta muchísimo el poder establecer una comparativa entre 
una legislatura y otra. 
Como ya apuntamos en su momento, los IEIG y las Memorias de Análisis de Impacto 
(en adelante MAI) se elaboran al inicio del iter legislativo del Proyecto Ley  al que deben 
acompañar; por tanto éstas, de realizarse, pueden y deben encontrarse en el dossier legislativo 
(Archivo del Congreso de los Diputados) correspondiente a la tramitación de dicho Proyecto 
de Ley. 
Matizamos esto, porque cuando hemos llevado a cabo el análisis de los IEIG y de las 
MAI, otro de los inconvenientes con los que nos hemos encontrado es que gran número de los 
documentos relativos a los informes y memorias ( 13/52 IEIG y 16/21 MAI) carecen de 
cualquier tipo de referencia relativa al Ministerio, órgano, o persona que lo elabora (véase en 
la siguiente tabla el indicador relativo a NS, que hace referencia al documento de análisis del 
impacto de género que carece de ningún tipo de coordenada más que el susodicho análisis del 
impacto de género del Proyecto de Ley que acompaña).  
Teniendo en cuenta que el objeto de nuestro estudio es el documento (IEIG o MAI) 
que analiza el posible impacto en función del género de la normativa en elaboración y no el 
dosier legislativo donde éste se encuadra, podemos afirmar que si se desconoce el dosier 
legislativo al que pertenece el documento de análisis, es imposible señalar unas coordenadas 
mínimas relativas al Ministerio o al personal que ha debido elaborarlo. Es decir, es imposible 
deducir dichas coordenadas del documento sea aislado ya se trate de un informe o una 
memoria. 
Así en 29 de los 73 documentos relativos al impacto de género elaborados durante la 
IX legislatura, carecen de estos datos indispensables relativos a su elaboración. 
                                                     
174 La divergencia entre el numero de IEIG y MAI en el análisis cuantitativo (un total de 145) y el numero de IEIG y MAI en 
este análisis cualitativo (un total de 138) se debe a la disponibilidad real de los documentos a estudio, con lo que nos consta la 
existencia de siete de documentos de manera virtual pero no de manera fáctica.  
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A continuación y a partir de la siguiente tabla señalaremos de una manera más 
detallada el resto de los datos cuantitativos más relevantes que hemos encontrado al analizar 
los Informes de Impacto de Género y las Memorias que analizaban el impacto normativo, 
elaboradas para que acompañaran a los Proyectos de Ley en la IX legislatura. 
 
 
 
IX LEGISLATURA 
 Núm. de IEIG 
(Total de 52) 
Núm. de  
Memorias (Total 
de 21) 
NÚM. PÁGINAS REFERIDAS AL IMPACTO DE 
GÉNERO 
   
----------------------------------------------------- 1 37 20 
----------------------------------------------------- 2 10 0 
----------------------------------------------------- 3 3 1 
------------------------------------------------------ 4 0 0 
----------------------------------------------------- >4               2 0 
FIRMADOS  0 0 
Firmados por mujeres  0 0 
Firmados por hombres  0 0 
SELLADOS POR SU CONSEJERÍA    
Estructurados según Guía Europea  0 0 
No estructurados por Guía   0 0 
Siguen las pautas de  Guía Metodológica para la 
elaboración de la Memoria de Impacto Normativo 
 0 21 
CONSEJERÍA QUE EMITE EL  IEIG/ Memoria    
Ministerio de Trabajo e Inmigración  4 1 
Ministerio del Interior   1 0 
Ministerio de Educación y Ciencia  0 0 
Ministerio de Justicia  11 1 
Ministerio de Industria Turismo y Comercio  3 0 
Ministerio de Defensa  0 0 
Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación  2 0 
Ministerio de la Presidencia  1 0 
Ministerio de Sanidad y Política Social  3 0 
Ministerio de Economía y Hacienda  6 0 
Ministerio de Cultura  1 0 
Ministerio de Administraciones Publicas  0 0 
Ministerio de Fomento  3 2 
Ministerio de Medio Ambiente y Medio Rural y 
Marino 
 3 1 
Ministerio de Vivienda  1 0 
NS  13 16 
Tabla de elaboración propia 
 
Podemos observar como en esta IX legislatura aumenta un 3% el porcentaje de 
Informes de Evaluación de Impacto de Género y Memorias de impacto normativo cuya 
extensión no supera la de un folio; alcanzándose de esta manera un 78% de documentos de 
análisis del impacto en función del género que no superan el folio en su extensión. 
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Con respecto a los Informes de Evaluación de Impacto de Género esto supone, como 
pasara en el análisis de la VIII legislatura, la imposibilidad de determinar exactamente 
cuántos de estos Informes se han elaborado siguiendo las pautas establecidas bien por la 
“Guía para la Evaluación del Impacto de Género en Función del Género”, de la Comisión 
Europea, bien por la “Guía de aplicación práctica, para la elaboración de Informes de Impacto 
de Género de las disposiciones normativas que elabore el Gobierno, de acuerdo a la Ley 
30/2003”. 
En lo referente a las Memorias de Impacto normativo el caso es el contrario, el 100% 
de las MAI analizadas siguen desde el punto de vista estructural el esquema de memoria 
abreviada propuesto por la “Guía metodológica para la elaboración de la memoria del análisis 
del impacto normativo” elaborada en virtud de lo dispuesto en el RD 1083/2009, de 3 de julio, 
por el que se regula la memoria del análisis de impacto normativo. 
No obstante no todas las MAI analizadas vienen precedidas del obligatorio “resumen 
ejecutivo” previo a la memoria en sí. De hecho solo 3 de las 21 MAI, es decir un 14% de las 
Memorias de análisis de impacto vienen precedidas de este resumen ejecutivo.  
Consideramos este dato muy relevante, ya que es en este “resumen ejecutivo”, descrito 
en la “Guía metodológica para la elaboración de la memoria del análisis del impacto 
normativo”, donde se pueden encontrar los datos mínimos relativos a la autoría y estructura de 
la MAI que se presenta. Así vemos como este resumen ejecutivo de la MAI debe recoger los 
siguientes datos: 
 Ministerio/Órgano proponente 
 Fecha 
 Título de la norma 
 Tipo de Memoria  
o Normal  
o Abreviada 
 Oportunidad de la propuesta 
o Situación que se regula 
o Objetivos que se persiguen 
o Principales alternativas consideradas  
 Contenido y análisis jurídico 
o Tipo de norma 
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o Estructura de la norma 
o Informes recabados 
o Trámite de audiencia 
 Análisis de Impactos 
o Adecuación al orden de competencias 
o Impacto económico y presupuestario 
o Impacto de género 
 Negativo 
 Nulo 
 Positivo 
o Otros Impactos considerados 
o Otras consideraciones 
 
Además, la omisión de este resumen ejecutivo supone  que en la mayoría de los casos 
no se indique expresamente qué “tipo de impacto de género (negativo, nulo o positivo) 
conlleva la norma. 
 A la ausencia de este resumen ejecutivo hay que añadir que, como pasara con los 
IEIG, ninguna de las MAI viene firmada, y en ellas no aparece ningún tipo de nomenclatura 
que pueda indicarnos qué Ministerio la ha elaborado, ni quien o que organismo dentro del 
mismo ha sido encargado de su elaboración.  
Terminamos este punto señalando algunas particularidades del ámbito temporal en la 
elaboración de los IEIG y las MAI. Si tenemos en cuenta que el Consejo de Ministros aprobó 
la Guía Metodológica para la elaboración de la Memoria del análisis de impacto normativo, 
con fecha de 11 de diciembre de 2009; cabe pensar que todos los Proyectos de Ley que se 
elaboraron después de esa fecha, ya deben ir acompañados de Memoria de análisis normativo 
en lugar de ir acompañadas, con respecto al análisis de impacto de género, por el Informe de 
Evaluación de Impacto de Género en sus dos vertientes: el elaborado según la Guía de 
Fundación Mujeres o los elaborados según la Guía de la Comisión  Europea. 
Dado que los tiempos para la aprobación de una Ley y para la publicación de la 
misma, vienen influidos también por factores tales como la oportunidad política su aprobar 
y/o publicación, se da la paradoja de la existencia de leyes que han sido publicadas  con 
posterioridad al 11 de diciembre de 2009 y que han ido acompañadas de IEIG y no de MAI 
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incluso cuando la Ley que la ha precedido en su publicación ha venido acompañada de 
Memoria de impacto normativo. 
 
3.6.3 Análisis cualitativo de los Informes de Evaluación de 
Impacto de Género, y de las Memoria del Análisis de 
Impacto Normativo en las que se analiza el impacto por 
razón de género, elaborados según lo dispuesto en la Ley 
30/2003 de 13 de octubre, sobre medidas para incorporar la 
valoración del impacto de género en las disposiciones 
normativas que elabore el Gobierno durante la VIII y IX  
legislatura. 
 
Analizados los IEIG y las MAI de la VIII y IX legislatura, y ante la ausencia de rúbrica o 
cualquier otro tipo de referencia nominal que nos indique a quién se debe la autoría de los 
mismos, observamos que intentar responder a la eterna cuestión de la autoría de los IEIG y las 
MAI resulta imposible mediante el análisis de los mismos. 
El desconocimiento de la autoría de estas herramientas para la eliminación de la 
brecha de género tiene mucho más alcance que la mera afirmación en sí misma, ya que se 
desconoce si la persona o equipo encargado de su elaboración tiene los conocimientos 
mínimos requeridos para evaluar el posible impacto en función del género que podría tener la 
normativa en elaboración.  
Así, de la lectura de los IEIG y las MAI cuya extensión no supera la de un folio, 
podemos comprobar que han sido elaborados sin apoyarse en análisis previo alguno y que por 
tanto carecen de ningún tipo de razonamiento versado en la materia (de igualdad de 
oportunidades de mujeres y hombres), que permita dilucidar qué tipo de impacto en función 
del género podría conllevar determinada redacción de la normativa a la que deben acompañar.  
Podemos ver este extremo claramente, a través de algunos ejemplos que rescatamos de 
los IEIG elaborados durante la VIII y IX legislatura. A continuación señalamos de modo 
ilustrativo algunas las conclusiones recogidas en estos IEIG
175
: 
                                                     
175 Todos los Informes de Evaluación de Impacto de Género y las Memorias a las que hacemos referencia pueden ser 
consultados y consultados en los anexos de la presente investigación. La leyenda utilizada es la siguiente el numero romano 
hará referencia a la legislatura en la que se presentó y las tres últimas cifras  harán referencia al ordinal  que le fue asignado 
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  …Debe señalarse que las medidas que se incluyen en este Anteproyecto no 
conllevan impacto alguno por razón de género. (Ministerio de Justicia. 
Informe de Impacto de Genero al Proyecto de Ley General de la navegación 
marítima. VIII -121/000111) 
 
 ….Le significo que en el citado Real Decreto Ley no se introduce 
discriminación alguna por razón de sexo, por lo que la mayor o menor 
incidencia del número de personas de distintos sexos que pueden beneficiarse 
de las medidas extraordinarias contenidas en dicha norma legal vendrán 
determinadas únicamente por los criterios objetivos que permitan obtener la 
condición de beneficiario de estas (Ministerio no señalado, IEIG al Real 
Decreto Ley 6/2004, de 17 de diciembre por el que se adoptan medidas 
urgentes para reparar los daños causados por los incendios e inundaciones 
acaecidos en las Comunidades Autónomas de Aragón, Cataluña, Andalucía, 
La Rioja, Comunidad Foral de Navarra y Comunidad Valenciana. VIII -
121/000010). (El subrayado es nuestro). 
 
 …El contenido de dicho proyecto normativo, de acuerdo con lo dispuesto en la 
normativa vigente, no promueve consecuencias negativas que favorezcan 
situaciones de discriminación entre mujeres y hombres. (Ministerio de 
Justicia. Informe sobre  Impacto de Género al Proyecto de reforma de Ley del 
registro civil en materia de incapacitados, cargos tutelares y administradores 
de patrimonios protegidos y de la Ley 41/2003, de 18 de noviembre, sobre 
protección patrimonial de las personas con discapacidad y de modificación 
del código civil, de la Ley de enjuiciamiento civil y la normativa tributaria con 
esta finalidad. VIII -121/000113). (El subrayado es nuestro). 
 
 …Se señala que las medidas que se incluyen en este anteproyecto de ley no 
conllevan impacto alguno por razón de género. (Ministerio de Cultura. 
Impacto por razón de género del Proyecto de Ley relativa al derecho de 
participación  en beneficio del autor de una obra de arte original. IX -
121/000006). (El subrayado es nuestro). 
 
Llama la atención en todos estos casos, como la conclusión es la de considerar 
“inexistente el impacto de género en el proyecto de ley al que acompañan” cuando en la 
mayoría de los casos presentados (y en el resto también) el propio nombre del Proyecto de 
Ley  ya incurre en un lenguaje sexista (véase el subrayado en los ejemplos), y obviamente 
hace mas de 20 años que se obliga a la corrección de un uso sexista del lenguaje en la 
administración. 
                                                                                                                                                                      
por fecha de entrada, así  la nomenclatura VIII -121/000111, hará referencia al informe numeró 111 de la octava legislatura; y 
así puede ser encontrado en el anexo que acompaña a esta investigación). 
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 Esta corrección debe ser la primera que se debe contemplar cuando se elabora un 
documento pues desde que existen políticas públicas de igualdad de oportunidades entre 
mujeres y hombres, se ha enfatizado la importancia de adoptar usos no sexistas del lenguaje. 
 Y esto se viene haciendo desde que España incorporará la Recomendación Europea, 
de 21 de febrero, sobre la eliminación del sexismo en el lenguaje
176
, en el primer Plan para la 
Igualdad de Oportunidades para las Mujeres, aprobado por el Consejo de Ministros en 
septiembre de 1987, con una vigencia de dos años (1988-1990)
177
:  
 
Se incluirá, por ello, en el proceso de renovación del lenguaje 
administrativo que se está realizando, el control y eliminación, en su caso, de 
este tipo de discriminaciones en las circulares, impresos y formularios 
utilizados por la Administración. 
 
 A esta primera norma le seguirán otras, como la Orden, de 22 de marzo de 1995, del 
Ministerio de Educación y Ciencia, para adecuar la denominación de los títulos oficiales. 
Así bien, podemos afirmar que o bien no se ha entendido, o no se están aplicando 
correctamente las medidas previstas para la elaboración de los Informes de Evaluación de 
Impacto de Género, pues como señalábamos en su momento, estos están configurados como 
herramientas para eliminar las posibles brechas de género tales como consecuencias sexistas 
que puedan ocasionarse, de una manera casual y no voluntaria, en la redacción de la 
normativa.  
                                                     
176 El Consejo Europeo, en 1990, aprobaría la Recomendación, de 21 de febrero, sobre la eliminación del sexismo en el 
lenguaje, desde la que se reconoce, en primer lugar, la existencia de obstáculos a la igualdad real entre hombres y mujeres 
para, a continuación, enunciar que el lenguaje es un instrumento esencial en la formación de la identidad social de los 
individuos. El Consejo de Europa consciente de que el sexismo del lenguaje era un obstáculo para el desarrollo de la 
igualdad, al ocultar y negar a la mitad de la humanidad, propone tres medidas básicas: 
• Que los estados miembros incorporen iniciativas para promover un lenguaje no sexista, que tenga en cuenta la presencia y 
situación de las mujeres en la sociedad. 
• Promover, en textos jurídicos, educativos y de la administración pública, el uso de terminología armónica con el principio 
de igualdad entre los sexos. 
• Fomentar la utilización de un lenguaje libre de sexismo en los medios de comunicación. 
Entre los textos promulgados por las instituciones internacionales, fueron pioneras las resoluciones publicadas en los años 
ochenta: Resolución 14.1 aprobada por la Conferencia General de la UNESCO, en su 24ª reunión, apartado 1 del párrafo 2 
(1987) y Resolución 109 aprobada por la Conferencia General de la UNESCO, en su 25ª reunión, párrafo 3 (1989). 
177 Primer Plan para la Igualdad de oportunidades de las Mujeres 1988-1990. El I PIOM se presentó al Consejo de Ministros 
en septiembre de 1987 y suponía una estrategia política para mejorar la situación social de las mujeres a través de 120 
medidas agrupadas en seis áreas: Igualdad en el ordenamiento jurídico; Familia y protección social; Educación y cultura; 
Empleo y relaciones laborales; Salud; Cooperación internacional y asociacionismo. Web: 
http://www.inmujer.gob.es/ss/Satellite?c=Page&cid=1264005600019&language=ga_ES&pagename=InstitutoMujer%2FPage
%2FIMUJ_Generico (Consultado en última ocasión en marzo 2012).   
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Por tanto, afirmar que un Proyecto de Ley no tiene impacto de género, cuando ya su 
título es sexista, supone que estas herramientas no se conocen suficientemente, o no se están 
usando con suficiente corrección. Quizá el organismo elaborador del informe no haya 
ofrecido al personal la formación en género requerida para este menester.  Un ejemplo de esto 
lo vemos en el  “Informe sobre el impacto por razón de género del anteproyecto de ley por la 
que se regula la contratación con los consumidores de préstamos o créditos hipotecarios y de 
servicios de intermediación para la celebración de contratos de préstamo o crédito”, que 
pasamos a reproducir íntegramente ya que solo ocupa  8 líneas en su totalidad. 
 
En cumplimiento de lo previsto en el articulo 24.1.b) de la Ley 50/1997 
de, 27 de noviembre del gobierno, en la redacción dada por el artículo 
segundo de la Ley 30/2003, de 13 de octubre, sobre las medidas para 
incorporar la valoración del impacto de género en las disposiciones 
normativas que  elabora el Gobierno, debe señalarse  que en ninguno de los 
preceptos de este proyecto ley, ni en el fondo ni en la forma , se establecen 
medidas o reconocen derechos u obligaciones que puedan suponer  
discriminación alguna por razón de sexo. 
Por ello, se considera que este proyecto carece de impacto por razón de 
género
178
.  
 
En este mismo sentido y utilizando uno de los ejemplos propuestos confirmamos la 
detección de una asombrosa falta de formación en género de las personas responsables de la 
elaboración de los IEIG; esto desconocimiento  provoca que se confundan términos como 
“pertinencia de género: que trata  de delimitar únicamente si la medida que se va a adoptar 
afectará a grupos objetivos o a determinados colectivos, es decir si tendrá implicaciones o no, 
para estos grupos, y por tanto ésta no mide el Impacto de Género que conlleva su aplicación” 
y  el concepto “Valoración del Impacto de Género.”  
Esta confusión da lugar a redacciones como la correspondiente al IEIG del RD Ley 
6/2004 de 17 de septiembre, relativo a la adopción de medidas urgentes para reparar los daños 
causados por los incendios e inundaciones acaecidos en las Comunidades Autónomas de 
Aragón, Cataluña, Andalucía, La Rioja, Comunidad Foral de Navarra y Comunidad 
Valenciana que dice:  
 
 
                                                     
178 Puede consultarse en el anexo bajo la siguiente rúbrica IX -121/000007. (El subrayado es nuestro). 
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...en el citado Proyecto de Real Decreto de-Ley no se introduce 
discriminación alguna por razón de sexo, por lo que la mayor o menor 
incidencia en el número de personas de distintos sexos que puedan beneficiarse 
de las medidas extraordinarias contenidas en dicha norma legal vendrá 
determinada únicamente por los criterios objetivos que permiten obtener la 
condición de beneficiario del mismo.
179
 
 
Lamentablemente los Informes de Evaluación del Impacto de Género, se convierten 
así, en un mero formulario más a rellenar para poder continuar con el iter legislativo de la 
normativa a aprobar. 
También debemos señalar la falta de homogeneidad en la estructura de los IEIG; 
debido en parte a la ausencia durante seis años de disposiciones reglamentarias que 
desarrollaran una metodología única de elaboración de los IEIG.  
Así, previa a la existencia de dicha guía, la estructura de los IEIG variaba según el 
Ministerio que los elaboraba por un lado y  por otro lado variaba  la estructura propia de los 
IEIG, que aun siendo elaborados por un mismo Ministerio, podían no tener ningún elemento 
en común. De esta manera los IEIG no tenían estructura común ni entre los IEIG de un mismo 
Ministerio ni entre los elaborados en los diferentes Ministerios. 
Pondremos como ejemplos contrapuestos dos IEIG que pese a estar elaborados por el 
mismo Ministerio de Economía y Hacienda, presentan dos estructuras completamente 
diferentes. Por un lado tenemos el IEIG del “Proyecto de Ley del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y de Modificación Parcial de las Leyes de los Impuestos sobre 
Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y Sobre el Patrimonio”180, que se presenta con 
una estructura que sigue todas y cada una de las pautas que marca la “Guía de aplicación 
práctica, para la elaboración de Informes de Impacto de Género de las Disposiciones 
Normativas que elabore el Gobierno, de acuerdo a la Ley 30/2003.” 
Y por otro lado tenemos  el IEIG del “Proyecto de Ley por la que se modifica el 
régimen fiscal de las reorganizaciones empresariales y del sistema portuario, y se aprueban 
medidas tributarias para la financiación sanitaria y para el sector del transporte por 
carretera”181 que tiene una longitud de 15 líneas sin sentido, imposibles de clasificar dentro de 
estructura alguna. 
                                                     
179 Puede consultarse en el anexo bajo la siguiente rúbrica VIII -121/000010. 
180 Puede consultarse en el anexo bajo la siguiente rúbrica VIII - 121/000080. 
181 Puede consultarse en el anexo bajo la siguiente rúbrica VIII -121/000063. 
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Esta carencia de homogeneidad a la hora de elaborar los informes ha sido corregida  al 
solucionada por un lado con la publicación del por un lado del RD 1083/2009, de 3 de julio, 
por el que se regula la memoria del análisis de impacto normativo pues a través del mismo ya 
se establecía, como ya hemos señalado, el nuevo modelo de análisis a través de las Memorias 
de Análisis de Impacto Normativa y por otro lado gracias a la publicación de la ya analizada 
“Guía metodológica para la elaboración de la memoria del análisis del impacto normativo”, 
que establecía modelos homogéneos a cumplimentar para llevar a cabo el análisis del impacto 
normativo, este análisis contempla (aunque en último lugar) el análisis del impacto de género, 
que ya vimos anteriormente. 
Esto homologación de metodología según la propia guía, debe representar un avance 
en relación con la concepción tradicional de la información que acompaña al proyecto. No 
obstante, no podemos evitar plantearnos qué análisis y/o evaluación se ha llevado a cabo para 
determinar que los IEIG no eran las mejores herramientas y que Memoria de Análisis de 
Impacto Normativo cubriría las enormes carencias de estos informes; y no es que no estemos 
de acuerdo con este hecho, es simplemente que una de las mayores carencias que hemos 
encontrado en el análisis del impacto de género de la normativa es la ausencia por un lado de 
sus carácter vinculante y por otro la ausencia de un sistema de evaluación de los citados 
informes que pusiese de manifiesto su utilidad eficacia y eficiencia.  
En este sentido consideramos que si la aplicación de lo que se recogiera en los IEIG 
fuera examinado, evaluado, y tuviese un carácter vinculante no estaríamos ante IEIG tan 
deficientes, pues se obligaría al organismo encargado de elaborarlo, a llevar a cabo una 
evaluación del impacto de género seria y rigurosa, bajo riesgo de sanción por omisión o 
negligencia en su hacer, y de esta manera creemos que el impacto en las normas en función 
del genero dejaría de ser un trámite mas a cumplir. 
Por otro lado analizadas las 21 Memorias de Análisis de Impacto Normativo en su 
aparatado referido al impacto de género, elaboradas durante la IX legislatura, observamos en 
primer lugar, que en todas ellas, el análisis del impacto de género es irrisorio en comparación 
al análisis del impacto económico y presupuestario, tanto en el aspecto cuantitativo número de 
páginas, como en el aspecto cualitativo donde se ve claramente como no hemos dejado de 
señalar la falta de formación en genero frente a la  aparente formación en el ámbito 
económico a la luz de como están elaboradas esas parte de las Memorias de Análisis. 
Ha de ponerse de manifiesto que en 18 de las 21 MAI relativas al impacto de género 
(carentes de resumen ejecutivo) se solventa el impacto análisis del impacto de género de la 
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siguiente manera: “esta norma no tiene impacto por razón de género”. Aquellas que vienen 
precedidas de resumen ejecutivo establecen que: “la norma tiene un impacto de género nulo”. 
Llama la atención leer y comparar las 15 Memorias de Análisis de Impacto normativo 
de los proyectos de leyes relativos al “Régimen de cesión de tributos del Estado a la 
Comunidad Autónoma”, se elabora una memoria por cada comunidad autónoma182, pues son 
idénticas en puntos y comas donde lo único que varía es el nombre de la autonomía en el 
título y evidentemente dichas normas.  
Es decir, todas la Memorias autonómicas están compuestas de tres páginas, divididas 
en cuatro aparatados. El apartado final que lleva el mismo título para todas: “Impactos 
presupuestarios y por razón de género”  recoge de manera homologa a las 15 Memorias sin 
distinguir comunidad autónoma, el siguiente apartado que transcribimos de manera integral. 
 
4.- Impactos presupuestarios y por razón de género: Como se 
desprende de los antecedentes anteriores, esta norma no tiene impacto 
presupuestario, ni por razón de género. 
 
En esta misma línea, no queríamos terminar este epígrafe sin señalar, al hilo de estos 
ejemplos, como en momentos tan duros como los que atraviesa el sur de Europa, momentos 
en el que el desempleo azota a España como nunca,  tampoco el Ministerio de Trabajo e 
Inmigración ha tenido en cuenta que las mujeres son las que están sufriendo de manera más 
severa la imposibilidad de encontrar trabajo, así en el resumen ejecutivo de la Memoria de 
Análisis Normativo que acompañó al de Proyecto de Ley de medidas urgentes para la reforma 
del mercado de trabajo (procedente del Real Decreto-Ley 10/2010, de 16 de junio), 
presentado en 2011, se establecía que dicho “Proyecto de Ley tiene un impacto de género 
positivo” para posteriormente analizarla de la siguiente, contradictoria y asombrosa manera: 
Impacto por razón de género. La futura Ley carece de toda relevancia 
desde la perspectiva del género, de tal forma que podría hablarse a este 
respecto de “impacto nulo” por cuanto se considera que no existen 
desigualdades de partida en relación con la igualdad de oportunidades y trato 
entre mujeres y hombres, ni se prevé modificación alguna  de esta situación.
183
  
 
                                                     
182 Pueden consultarse en el anexo bajo la siguiente rúbrica IX - 121/000063 a IX - 121/000077. 
183 Puede consultarse en el anexo bajo la siguiente rúbrica IX - 121/000081. 
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Ante dicha afirmación solo expondremos un dato: al finalizar diciembre de 2011 
estaban afiliadas a la Seguridad Social una media de 7.946.248 mujeres, mientras que los 
hombres sumaban 9.638.734 afiliados
184
.  
En virtud de todo lo anterior, consideramos que lamentablemente la transición a las 
Memorias de análisis del impacto normativo, en lo referente al análisis del impacto de género 
ha sido un fracaso; pues los análisis del impacto en función del genero en las Memorias de 
Análisis Normativo son aún peor calidad que los que se llevaban a cabo a través de los 
Informes de Evaluación de Impacto de Género tanto cualitativa como, sobre todo, 
cuantitativamente. De igual manera y tal y como ocurría en la elaboración de los IEIG, estos 
análisis de impacto en función del género que recogen las citadas Memorias han sido 
elaborados sin apoyarse en análisis previo alguno. 
 Consideramos que sus muchas de las afirmaciones que se recogen en estas Memorias 
carecen de justificación tal y como acabamos de ver en el ejemplo de la Memoria de Análisis 
Normativo que acompañó al de Proyecto de Ley de medidas urgentes para la reforma del 
mercado de trabajo (procedente del Real Decreto-Ley 10/2010, de 16 de junio). Así la 
afirmación en ella recogida: “impacto nulo por cuanto se considera que no existen 
desigualdades de partida en relación con la igualdad de oportunidades y trato entre mujeres y 
hombres, ni se prevé modificación alguna  de esta situación”, no viene respaldada por ningún 
dato ni estudio que la avale, mientras que con la simple consulta a los organismos de la 
seguridad social se comprueba lo incorrecto de esta afirmación.  
Creemos en definitiva que a la luz de los análisis efectuados, tanto cualitativos como 
cuantitativos, no solamente no se subsana a través de las MAI  los errores de los que 
adolecían los IEIG sino que por el contrario se acentúan, traduciéndose esto último en la 
invalidez de ambos instrumentos (informes y memorias) tal y como se están elaborando hoy 
por hoy, como herramientas para eliminar las brechas de género entre mujeres y hombres.  
 
 
 
                                                     
184 Informe de la Seguridad Social. “Afiliados Ocupados a la Seguridad Social. Noviembre 2011” Ministerio de Trabajo en 
Inmigración. Web: http://www1.seg-social.es/ActivaInternet/groups/public/documents/rev_anexo/rev_029024.pdf 
(Consultado en última ocasión en enero 2012). 
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3.7 La aplicación de lo dispuesto en los Informes de Evaluación del 
Impacto de Género y en las Memorias de Análisis de Impacto en los textos 
legales definitivos: La disfuncionalidad en la elaboración de los IEIG y en las 
MAI. 
 
Cuando se elaboró el esquema a seguir de la presente investigación, se estableció que en este 
epígrafe se analizaría como segundo objetivo especifico si las medidas correctoras que debían 
haberse recogido en los Informes de Evaluación de Impacto de Género y en las Memorias de 
Análisis de Impacto Normativo, que acompañaron a los Proyectos de Ley elaborados durante 
la VIII y IX legislatura, habían sido aplicadas en los textos legales definitivos.  
De esta manera se pretendía estimar cuantitativa y cualitativamente la eficacia de estos 
instrumentos como herramientas para la eliminación de la brecha de género existente entre 
mujeres y hombres. 
Lamentablemente llevar a cabo este análisis resulta imposible debido en primer lugar, 
a la falta de carácter vinculante que tienen estos Informes y Memorias, es decir existe la 
obligación de elaborarlos pero no la de aplicar su contenido. No obstante, y en segundo lugar, 
el citado análisis resulta impracticable debido a la baja calidad de los citados Informes y 
Memorias.  
Podemos afirmar, pues, que si los Informes  y Memorias se hubieran realizado de una 
manera más diligente, la ausencia de carácter vinculante de unos y otras no hubiese sido 
obstáculo para ver en qué medida estas herramientas habían mejorado la narrativa normativa 
de manera que gracias a ellas se hubiesen eliminados contenidos aparentemente neutros pero 
que en su aplicación hubiesen podido resultar sexista. 
Para afirmar este extremo no hay más que observar la positiva (aunque costosa) 
evolución de la sociedad con respecto a la igualdad de oportunidades de mujeres y hombres 
que poco a poco va permeabilizando la sociedad española. Y aunque somos conscientes de 
que queda aún mucho por hacer, no podemos obviar que también esta evolución social está 
teniendo una repercusión, de momento casi imperceptible pero aun así se está produciendo, en  
los textos jurídicos. 
 Así utilizando uno de los ejemplos anteriores podemos señalar como a través del 
Informe de Evaluación de Impacto de Género que acompañó al “Proyecto de reforma de Ley 
del registro civil en materia de incapacitados, cargos tutelares y administradores de 
patrimonios protegidos y de la Ley 41/2003, de 18 de noviembre, sobre protección 
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patrimonial de las personas con discapacidad y de modificación del código civil, de la Ley de 
enjuiciamiento civil y la normativa tributaria con esta finalidad”185, se corrigió en el texto 
legal definitivo parte del enunciado sexista
186
 que daba título al Proyecto de Ley como se 
recoge en el siguiente cuadro: 
 
ENUNCIADO DEL PROYECTO DE LEY ENUNCIADO DE LA LEY (TEXTO DEFINITIVO BOE 
NÚMERO 73 DE 26/3/2009) 
Proyecto de reforma de Ley del registro civil en 
materia de incapacitados, cargos tutelares y 
administradores de patrimonios protegidos y de la 
Ley 41/2003, de 18 de noviembre, sobre 
protección patrimonial de las personas con 
discapacidad y de modificación del código civil, 
de la Ley de enjuiciamiento civil y la normativa 
tributaria con esta finalidad 
Ley 1/2009, de 25 de marzo, de reforma de la Ley 
de 8 de junio de 1957, sobre el Registro Civil, en 
materia de incapacitaciones, cargos tutelares y 
administradores de patrimonios protegidos, y de la 
Ley 41/2003, de 18 de noviembre, sobre 
protección patrimonial de las personas con 
discapacidad y de modificación del Código Civil, 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil de la normativa 
tributaria con esta finalidad. 
 
Cuadro de elaboración propia. 
 
No obstante, y volviendo al análisis cualitativo de estas herramientas, el hecho de que 
el 75% de los IEIG elaborados en la VIII legislatura no tenga una extensión superior a  la de 
un folio y que concluyan normalmente alegando la carencia de impacto de la norma, hace 
imposible el análisis previsto, ya que lamentablemente no hay nada que analizar. 
Situación aún más deplorable es la que encontramos en el estudio del Impacto de 
Género en las Memorias de Análisis Normativo, pues como veíamos en 18 de las 21 MAI 
relativas al impacto de género, este se solventa de la siguiente manera: “esta norma no tiene 
impacto por razón de género”.  
Y en aquellos casos en que las MAI vienen precedidas de resumen ejecutivo, en ellos 
se establece que: “la norma tiene un impacto de género nulo”. Quizás lo que puede ser 
realmente nulo posiblemente pueda ser la preocupación por la formación del personal que 
tiene que elaborar estos informes. Se cae precisamente en la trivialización del análisis del 
impacto de género, haciendo de la normativa un trámite puntual a cumplir para poder seguir 
con el iter legislativo de la norma a aprobar.  
 
                                                     
185 Puede consultarse en el anexo bajo la siguiente rúbrica VIII -121/000113. 
186 Debía haberse corregido también la expresa referencia a los Administradores cambiando dicho termino por el de “persona 
administradora”. (El subrayado es nuestro). 
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Ya la propia “Guía metodológica para la elaboración de la memoria del análisis de 
impacto normativo” alertaba de dicho riesgo: 
 
El Análisis de Impacto Normativo es un proceso continuo. No es, por 
tanto, un trámite que deba cumplirse una vez se haya terminado de redactar 
una nueva propuesta normativa, ni tampoco es un trámite que se agote con la 
elaboración de la Memoria
187
. 
 
Consideramos que se ha desaprovechado la oportunidad que brindaba el paso de los 
Informes de Evaluación de Impacto de Género a las Memorias de Análisis de Impacto 
Normativo de mejorar de una manera eficaz y eficiente la labor legislativa.  
La evaluación ex post de los IEIG-MAI y el haberlos podido dotar de un carácter 
vinculante nos hubiese permitido corregir viejos errores provocados quizás por la falta de 
formación en género dentro de los organismos encargados de la elaboración de estas 
herramientas, además seguramente de  haberse podido poner de manifiesto la falta de 
instrumentos homogeneizadores en este sentido. 
De esta manera al análisis del impacto de género, que no debemos olvidar que tiene 
como objetivo velar por la igualdad de las personas, siendo ésta un valor constitucional, se le 
habría asignado ya un lugar propio dentro de la técnica normativa
188
; asegurándonos de esta 
manera unos textos legales no discriminatorios entre unas y otros y que en consecuencia 
contribuyesen al objetivo de la creación de una sociedad más justa e igualitaria. 
  
                                                     
187 Guía Metodológica para la elaboración de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo, p. 4. 
http://www.mpt.gob.es/areas/funcion_publica/iniciativas/impacto_normativo/parrafo/0/text_es_files/file0/guia-metodologica-
ain_1264084813.pdf (Consultado en última ocasión en diciembre de 2011). 
188 Hacemos referencia a la Resolución de 28 de julio de 2005, de la Subsecretaría, por la que se da publicidad al Acuerdo del 
Consejo de Ministros, de 22 de julio de 2005, por el que se aprueban las Directrices de técnica normativa. BOE núm. 180,  de 
29 julio 2005. 
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Capítulo 4. La dimensión de género en 
la elaboración de la normativa autonómica 
andaluza. Estimativa y evaluación del 
impacto de género en la normativa 
autonómica andaluza 
4.1 La Ley 18/2003 de 29 de diciembre, por las que se aprueban medidas 
fiscales y administrativas, como primera Ley andaluza que contempla materias 
específicas de género: Estudio de su art. 139.1 relativo a la Evaluación de 
Impacto de Género.  
 
Poco después de la publicación en el BOE el 14 de octubre del 2003, de la anteriormente 
citada “Ley 30/2003 de 13 octubre, sobre medidas para incorporar la valoración del impacto 
de género en las disposiciones normativas que elabore el Gobierno”, de ámbito estatal, se 
publicaba en el BOJA la “Ley 18/2003 de 29 de diciembre, por las que se aprueban medidas 
fiscales y administrativas”189. 
Esta ley, conocida también como “Ley de Acompañamiento” por haberse tramitado 
conjuntamente a la “Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el 
año 2004”, establece en su título III, capítulo VIII, por primera vez y de manera específica 
para Andalucía, medidas en materia de Género que responden a los objetivos generales de 
avanzar en la consecución de la igualdad real y de oportunidades entre mujeres y hombres, en 
el marco de lo dispuesto en los artículos 9.2 y 14 de la Constitución Española y artículo 15 del 
Estatuto de Autonomía para Andalucía. 
Las medidas, dos exactamente, se regulaban en los artículos 139 y 140.  Se trataba de 
dos medidas de extraordinaria trascendencia para el avance en la igualdad, de mujeres y 
hombres. La primera de ellas hacía referencia a la obligatoriedad de elaborar un informe 
preceptivo de evaluación del impacto de género, en todos los Proyectos de Ley y Reglamentos 
que aprobara el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía permitiendo 
                                                     
189 Ley 18/2003, de 29 de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales y administrativas. BOJA núm. 251, de 31 de 
diciembre de 2003. Web: http://www.juntadeandalucia.es/boja/boletines/2003/251/d/6.html. (Consultado en última ocasión 
en diciembre 2011). 
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de esta manera que la Comunidad Autónoma Andaluza se adhiriese al reducido grupo de 
Comunidades Autónomas, que en ese época contaban con normativa específica sobre 
Informes de Evaluación de Impacto de Género
190
.  
De otra parte, en estas medidas también se recogía que los Órganos Consultivos y de 
Asesoramiento de la Administración de la Junta de Andalucía debían contemplar en su 
creación, modificación o renovación, una composición con participación paritaria de de 
mujeres y hombres. 
Con estas medidas, tituladas por la propia ley “en materia de género”, se pretende, 
según dice la exposición de motivos de la Ley:  
 
Avanzar en la consecución de la igualdad real y efectiva entre las 
mujeres y los hombres, eliminar cualquier forma de discriminación y fomentar 
la participación de las mismas en la vida política, económica, cultural y social, 
dentro de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en el marco de lo dispuesto 
en los artículos 9 y 14 de la Constitución Española y del 12 del Estatuto de 
Autonomía para Andalucía (Balaguer Callejón, 2004: 15). 
 
Pese a lo relevante de las medidas que esta Ley introducía  no debe dejar de señalarse, 
como así lo hacíamos al inicio de este capítulo, que el “Proyecto de Ley por el que se 
aprueban medidas fiscales y administrativas”, se tramitó conjuntamente al “Proyecto de Ley 
del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2004”. Esta tramitación 
conjunta provocó que la elaboración del “Proyecto de Ley por el que se aprueban medidas 
fiscales y administrativas”, pasara prácticamente de puntillas, ya que todos los debates 
parlamentarios estuvieron centrados en el Proyecto de Ley del Presupuesto al que 
acompañaba, llegando incluso a referirse a este Proyecto de Ley como: “Ley de 
Acompañamiento del Presupuesto”.  
Esto puede explicar, quizás, cómo habiendo sido tan intensa, la tramitación 
parlamentaria de la “Ley 30/2003 de 13 de octubre, sobre medidas para incorporar la 
valoración del impacto de género en las disposiciones normativas que elabore el Gobierno”, la 
tramitación de la “Ley 18/2003 de 29 de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales y 
administrativas,” —que por primera vez introducía medidas en materia de Género para 
                                                     
190 Las Comunidades Autónomas que a fecha de publicación de la Ley 18/2003 poseían normativa autonómica sobre 
informes de impacto de género eran: Cataluña Ley 4/2001, de 9 de abril, de modificación del apartado 2 del artículo 63 de la 
Ley 13/1989, de 14 de diciembre, de organización, procedimiento y régimen jurídico de la Administración de la Generalidad 
de Cataluña. Extremadura Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y Administración de Extremadura. 
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Andalucía tales como la elaboración de Informes de Evaluación de Impacto de Género para 
los Proyectos de Ley y Reglamentos que aprobara el Consejo de Gobierno Andaluz—, pasara 
inadvertida
191
. 
Teniendo en cuenta la relevancia que tuvo la promulgación de la Ley 18/2003 de 29 de 
diciembre, por incorporar por primera vez medidas en materia de género tales como los 
Informes de Evaluación de Impacto de Género y la composición paritaria de los Órganos 
Consultivos y de Asesoramiento de la Administración de la Junta de Andalucía, nos llama 
poderosamente la atención que durante su tramitación parlamentaria sólo se hiciese referencia 
a estos aspectos dentro de la Sesión Plenaria, en la intervención de la Consejera de Economía 
y Hacienda, Magdalena Álvarez Arza, al comentar únicamente los aspecto más relevantes de 
la denominada “Ley de Acompañamiento”:  
 
En relación a las iniciativas en materia de Género, se incluyen dos 
medidas. La primera consiste en la exigencia, como requisito previo a la 
aprobación de Proyectos de Ley o Reglamentos por parte del Consejo de 
Gobierno, de un Informe de Evaluación de Impacto de Género que estudie y 
evalúe las consecuencias de los mismos para la igualdad real y de 
oportunidades entre mujeres y hombres. Y la segunda se refiere a la 
composición de los Órganos Consultivos y de Asesoramiento de la Junta de 
Andalucía, que deberán contemplar en su creación, modificación o renovación 
una participación paritaria de hombres y mujeres. A estos efectos, se considera 
participación paritaria cuando cualquiera de ambos géneros esté representado 
al menos en el 40%.
192
 
 
No hubo en toda esta Sesión Plenaria ni una sola referencia más acerca de las medidas 
en materia de “género” que aportaba el citado Proyecto de Ley. Desconocemos si esto se 
debió a que todos los Grupos Parlamentarios estaban encantados con lo propuesto o 
simplemente si el debate sobre las enmiendas a la totalidad del Proyecto del Presupuesto para 
la Comunidad Autónoma Andaluza para el año 2004 acaparó toda la atención como se deduce 
de la lectura de lo dicho en la citada sesión. 
                                                     
191 Merece la pena resaltar como el Grupo Parlamentario Izquierda Unida los Verdes, en la justificación de la enmienda a la 
totalidad que presentaban, ponía de relieve la importancia de este Proyecto de Ley y lo lamentable que resulta no haberle 
dado un trato relevante e individualizado como Proyecto independiente al Proyecto de Ley para el Presupuesto para el año 
2004: “La Comunidad Autónoma de Andalucía hubiera necesitado una Ley de fiscalidad con carácter integral teniendo en 
cuenta las necesidades sociales, así como la orientación de nuestra política económica. Esta Ley, de enorme importancia para 
nuestra Comunidad, hubiera necesitado un debate reposado, con aportación de los colectivos sociales y económicos de 
nuestra Comunidad. Lejos de ello, la incipiente fiscalidad andaluza se está abordando a retazos, sin una orientación y 
objetivos claros, y sin que haya sido posible debatirla de forma separada al propio debate presupuestario.” DSP núm. 133, de 
13 de noviembre de 2003. Rechazo enmienda(s) a la totalidad. Proyecto de Ley. 
192 BOPA núm. 589, de 18 de noviembre de 2003. Publicación del rechazo de las enmienda(s) a la totalidad, pp. 34.214 y ss. 
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Así transcurridas las cosas, el 23 de diciembre de 2003 se llevó a cabo el debate y 
posterior votación en el Pleno para la aprobación del “Proyecto de Ley del Presupuesto de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2004” y del “Proyecto de Ley por el que se 
aprueban las medidas fiscales y administrativas”. Pese a que ambas votaciones tuvieron lugar 
en la misma sesión plenaria, las votaciones fueron separadas
193
. 
Pese a que la Ley 18/2003 de 29 de diciembre, establecía dos medidas excepcionales 
en materia de género para la Comunidad Autónoma Andaluza como ya hemos señalado, este 
capítulo versará únicamente sobre una de las dos medidas la recogida en el artículo 139,  al 
ser la otra la recogida en el artículo 140, ajena al objetivo de nuestra investigación. Así pues, 
en concreto en el artículo 139 de la citada Ley, artículo que establece que:  
 
CAPITULO VIII. Medidas en materia de Género. Informe de 
evaluación de impacto de género. 1. Todos los Proyectos de Ley y Reglamentos 
que apruebe el Consejo de Gobierno deberán tener en cuenta de forma efectiva 
el objetivo de la Igualdad por Razón del Género y del respeto a los derechos de 
los niños según la Convención de los Derechos del Niño. A tal fin, en la 
tramitación de las citadas disposiciones, deberán emitirse un Informe de 
Evaluación del Impacto por Razón de Género del contenido de las mismas. 2. 
A los efectos de garantizar que el Presupuesto de la Comunidad Autónoma sea 
elemento activo de lo establecido en el punto 1, se constituirá una Comisión 
dependiente de la Consejería de Economía y Hacienda con participación del 
Instituto Andaluz de la Mujer, que emitirá el Informe de Evaluación sobre el 
citado proyecto. Dicha Comisión impulsará y fomentará la preparación de 
Anteproyectos con Perspectiva de Género en las diversas Consejerías y la 
realización de auditorías de Género en las Consejerías, Empresas y 
Organismos de la Junta de Andalucía. 3. En el plazo máximo de seis meses 
desde la entrada en vigor de la presente Ley, el Consejo de Gobierno aprobará 
las normas de desarrollo que regularán dicho Informe. 
 
A través de la redacción de este artículo, es fácil distinguir los dos aspectos 
diferenciales del mismo; por un lado se puede observar lo establecido en el epígrafe primero: 
la obligatoriedad de la emisión de un Informe de Evaluación del Impacto por Razón de 
Género de todas las Leyes y Reglamentos que apruebe el Consejo de Gobierno. Por otra parte 
también se observa la creación de una Comisión dependiente de la Consejería de Economía y 
Hacienda con participación del Instituto Andaluz de la Mujer, que emitirá el Informe de 
                                                     
193 De las enmiendas y votos particulares que se presentaron para el Debate y posterior votación del “Proyecto de Ley por el 
que se aprueban las medidas fiscales y administrativas” en el Pleno, ninguna modificó las medidas en materia de género 
dispuestas en el texto emitido en el Dictamen. DSPA núm. 141, de 23 de diciembre de 2003. Pleno del Parlamento, págs. 
9.075 y ss.  
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Evaluación del Impacto por Razón de Género que acompañarán a los Presupuestos Anuales 
de la Comunidad. 
Utilizando la redacción del articulado al que hacíamos mención, estudiaremos por 
separado cada uno de los epígrafes, los correspondientes al artículo 139.1 y 139.3 de la Ley 
18/2003 de 29 de diciembre
194
. 
4.1.1 Desarrollo de las medidas de género del artículo 139.1 de la 
Ley 18/2003 a través del Decreto 93/2004 que regula el 
Informe de Evaluación de Impacto de Género en los 
Proyectos de Ley y Reglamentos que apruebe el Consejo de 
Gobierno 
 
Con fecha de 12 de marzo, se publica en el BOJA el Decreto 93/2004, por el que se regula el 
Informe de Evaluación de Impacto de Género en los Proyectos de Ley y Reglamentos que 
apruebe el Consejo de Gobierno.
195
 Se daba cumplimiento así, a lo dispuesto en el artículo 
139.3 de la Ley 18/2003, que establecía la obligatoriedad por parte del Consejo de Gobierno 
de aprobar las normas de desarrollo que regularan los Informes de Evaluación de Impacto de 
Género, en un plazo máximo de seis meses
196
. 
Este Decreto estaba compuesto de una breve justificación, cinco artículos relativos a 
su objeto (artículo primero), al ámbito de actuación (artículo segundo), al órgano competente 
para la emisión del Informe de Evaluación de Impacto de Género (artículo tercero), al 
contenido del Informe (artículo cuarto), y a la remisión al Instituto Andaluz de la Mujer 
(artículo quinto), una Disposición final primera de desarrollo y ejecución y una Disposición 
final segunda relativa a la entrada en vigor del Decreto. 
                                                     
194 El artículo 139.2 es objeto de estudio en el capítulo siguiente. 
195 Decreto 93/2004, por el que se regula el Informe de Evaluación de Impacto de Género en los proyectos de ley y 
reglamentos que apruebe el Consejo de Gobierno. BOJA núm. 50, 12 de marzo de 2004. El 17 de febrero de 2012, ya en 
periodo de conclusiones del presente trabajo de investigación se publicaba el Decreto17/2012, de 7 de febrero, por el que se 
regula la elaboración del Informe de Evaluación del Impacto de Género, en cuya Disposición derogatoria única. Derogación 
normativa, se establecía lo siguiente: «Queda expresamente derogado el Decreto 93/2004, de 9 de marzo, por el que se 
regula el informe de evaluación del impacto de género en los proyectos de ley y reglamentos que apruebe el Consejo de 
Gobierno, así como aquellas disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a lo previsto en el presente Decreto.”  
(El subrayado es nuestro). BOJA núm. 36, de 22 de febrero de 2012. 
196 El 9 de mayo de 2005 se publicaba en el BOJA el Decreto 103/2005, de 19 de abril, por el que se regula el Informe de 
evaluación del Enfoque de derechos de la Infancia en los Proyectos de Ley y Reglamentos que apruebe el Consejo de 
Gobierno. Completando así previsto en el artículo 139.3 de la Ley 18/2003, de 29 de diciembre. 
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Es importante señalar que el objeto de este Decreto era regular el Informe de 
Evaluación de Impacto de Género previsto en el artículo 139.1 de la Ley 18/2003, teniendo 
como finalidad que los Proyectos de Ley y los Reglamentos cuya aprobación corresponda al 
Consejo de Gobierno, tengan en cuenta de forma efectiva la Igualdad real y de oportunidades 
por Razón de Género. 
Tanto en la Exposición de Motivos de la Ley 18/2003, como en la propia justificación 
del citado Decreto, se pone de relieve la necesidad de que todas las medidas legislativas y 
reglamentarias que se aprueben tengan en consideración la repercusión en los hombres y las 
mujeres, haciendo efectivo de esta manera el compromiso comunitario. 
4.1.2 Los Informes de Evaluación de Impacto de Género 
elaborados en la Comunidad Autónoma Andaluza. Cómo se 
elaboran y cuáles son sus contenidos. Guía Europea para la 
Evaluación del Impacto en Función del Género 
 
Los Informes de Evaluación de Impacto de Género se presentan, como señalábamos 
anteriormente, en primer lugar como la herramienta para introducir medidas que ayuden a 
conseguir la igualdad de mujeres y hombres en la aplicación de las normas, y en segundo 
lugar como indicadores que permiten medir cómo y de qué manera la aplicación de estas 
afectarán a mujeres y hombres. 
El objetivo de este punto es analizar cómo se elaboraron de los Informes en la 
Comunidad Autonómica Andaluza a la luz de lo establecido en Decreto 93/2004. Este 
Decreto en  sus artículos tercero y cuarto establecía como primera pauta para la elaboración 
de los Informes lo siguiente: 
 
Artículo 3. Órgano competente para la emisión del Informe de 
Evaluación del Impacto de Género. 
1. La emisión del Informe de Evaluación del Impacto de Género 
corresponderá al centro directivo competente para la iniciación del 
procedimiento de elaboración de la disposición de que se trate. 
2. El Informe de Evaluación del Impacto de Género se acompañará al 
acuerdo de iniciación del procedimiento de elaboración de la disposición. 
Artículo 4. Contenido del informe. 
El Informe de Evaluación del Impacto de Género deberá describir, al 
menos, las diferencias existentes entre las mujeres y hombres en el ámbito de 
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actuación de las medidas que se pretenden regular en la disposición de que se 
trate, incluyendo los datos, desagregados por sexos, recogidos en estadísticas 
oficiales, así como el análisis del impacto potencial que la aprobación de 
dichas medidas producirá entre las mujeres y hombres a quienes van dirigidas. 
 
Así bien, de este articulado se deduce que cuando las Direcciones Generales de las 
Consejerías, como órganos competente para elaborar los Informes, inicien el procedimiento 
de elaboración de la disposición de que se trate, deberán acompañar ese borrador del citado 
Informe de Impacto de Evaluación de Género. 
El contenido de este Informe deberá estar en concordancia con lo dispuesto en el art. 4 
del Decreto de 93/2004, arriba citado; no obstante, con idea de unificar el modelo de Informes 
que se deben presentar, las Direcciones Generales de las Consejerías se están utilizando la 
“Guía para la Evaluación del Impacto de Género en Función del Género”197, de la Comisión 
Europea.  
Esta Guía nace en el seno de la Comisión Europea, durante el “IV Programa de Acción 
Comunitaria para la Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres (1996-2000)”198 
ante la constatación del riesgo que suponía que determinadas las decisiones políticas, que, en 
principio, pudieran no parecer sexistas, pudiesen tener un impacto diferente y diferenciador 
entre las mujeres y en los hombres, a pesar de que dicha consecuencia ni estuviera prevista ni 
se deseara. Así bien con el objetivo de prevenir este efecto no deseado se elabora la citada 
Guía,  
Lo primero que observamos en ella es lo reducida y breve que es, así consideramos 
que podría haberse utilizado como línea rectora para la elaboración de otras guías o manuales 
que hubiesen sido más completos tanto cualitativa como cuantitativamente. 
Según esta Guía, sólo si la dimensión de género es pertinente se evaluara el Impacto 
Potencial de la propuesta, normativa en este caso, en mujeres y hombres. La pertinencia de 
género se viene analizando utilizando datos desagregados por sexos y respondiendo 
positivamente a cualquiera de estas dos cuestiones: si la disposición normativa a estudiar va 
dirigida a uno o más grupos objetivos, es decir si afectara a la vida diaria de una o de varias 
partes de la población; o bien si existen en este ámbito diferencias entre las mujeres y los 
                                                     
197 Comisión Europea. Guía para la Evaluación del Impacto de Género en Función del Género. 
http://ec.europa.eu/social/BlobServlet?docId=4376&langId=en (Consultado en última ocasión en diciembre 2011). 
198 Comisión Europea.  IV Programa de Acción Comunitaria para la Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres 
(1996-2000)  Web: http://www.celem.org/programas/igualdad.html (Consultado en última ocasión en marzo 2012). 
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hombres (por lo que se refiere a los derechos, los recursos, la participación, las normas y los 
valores vinculados a la pertenencia a un sexo). 
Establecida la pertinencia de género se analiza la “Evaluación del Impacto de Género”, 
cuya definición viene dada por la Guía: 
Evaluar el impacto en función del género significa comparar y 
apreciar, en función de criterios pertinentes con respecto al género, la 
situación y la tendencia actual con la evolución que cabría esperar como 
resultado de la introducción de la política propuesta
199
. 
 
Para esta evaluación se propone tomar en consideración en un primer momento las 
diferencias existentes entre mujeres y hombres en relación con el ámbito de aplicación de la 
norma para, posteriormente, analizar si la propuesta normativa contribuye al objetivo de 
eliminar las desigualdades entre el hombre y la mujer y promover su igualdad. 
Aunque de una manera poco clara, esta Guía al analizar las diferencias existentes entre 
mujeres y hombres en relación con el ámbito de aplicación de la norma, establece la 
necesidad de llevar a cabo una evaluación previa de la situación de partida y un diagnóstico 
de la situación. Para ello utilizará datos desagregados por sexos y los siguientes indicadores 
(aunque en ningún momento se refiera a ellos como indicadores): 
 
 la participación: desglose por sexo del grupo o grupos objetivo; representación de 
mujeres y de hombres en los puestos de toma de decisiones. 
 los recursos: distribución de recursos cruciales como tiempo, espacio, información y 
dinero, poder político y económico, educación y formación, trabajo y carrera 
profesional, nuevas tecnologías, servicios de asistencia sanitaria, vivienda, medios de 
transporte, ocio. 
 las normas y los valores que influyen sobre los roles tradicionales establecidos o la 
división del trabajo en función del sexo, las actitudes y comportamientos de las 
mujeres y hombres, respectivamente, así como las desigualdades en el valor que se 
concede a los hombres y a las mujeres o a las características masculinas y femeninas. 
 los derechos para hacer frente a la discriminación directa o indirecta, los derechos 
humanos (incluida la libertad frente a toda violencia de naturaleza sexual o de 
                                                     
199 Comisión Europea. Guía para la Evaluación del Impacto de Género en Función del Género. 
http://ec.europa.eu/social/BlobServlet?docId=4376&langId=en (Consultado en última ocasión en diciembre 2011). 
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connotaciones sexistas que afecta a la dignidad) y el acceso a la justicia en un entorno 
jurídico, político o socioeconómico. 
 
El objetivo último de esta Guía del año 2000, no era otro que el de colaborar en el 
cumplimiento de lo proclamado en los artículos 2º y 3º del Tratado de Ámsterdam, es decir, 
pretendía contribuir al desarrollo de la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, 
eliminando para ello los obstáculos que pudieran ser fruto de la aplicación de una disposición 
normativa. 
Así pues recogida la información de la situación de partida, esta Guía propone analizar 
cómo puede la aplicación de esta norma contribuir a eliminar las desigualdades entre el 
hombre y la mujer y promover su igualdad en cuanto a las tasas de participación, la 
distribución de los recursos, las prestaciones, tareas y responsabilidades en la vida pública y 
privada, la consideración y la atención que se prestan al hombre y a la mujer, a las 
características masculinas y femeninas, en cuanto al comportamiento y las prioridades que se 
han detectado en la situación de partida. En este punto termina la Guía.  
Como ya indicábamos, el contenido de la misma resulta muy apropiado pero 
insuficiente, ya que sólo lleva a cabo parte del análisis ex–ante que debiera realizarse en la 
elaboración de cualquier Informe de Impacto de Género. Dentro de este análisis ex–ante no 
contempla: 
 La previsión de resultados (tomando en consideración el análisis de la situación 
previa): 
o Previsión de resultados cuantitativos (Resultados directos de la aplicación de la 
norma) 
o Previsión de impacto en relaciones de género (Incidencia sobre los roles y 
estereotipos de género) 
Tampoco establece los grados de Impacto de Género resultante del análisis 
anteriormente realizado. Así distinguiríamos entre un Impacto de Género de la Disposición 
normativa a aplicar:  
 Positivo: 
o Elimina desigualdades 
o Contribuye a los objetivos de las políticas de igualdad 
 Negativo: 
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o No elimina desigualdades 
o No contribuye a los objetivos de las políticas de igualdad 
Terminaría la evaluación ex–ante de estos Informes, con las “Propuestas de mejora y 
recomendaciones” que tampoco se han reflejado en la Guía: 
 Propuesta de Mejora (Cambios en el texto normativo): 
o Introducción de nuevas medidas que mejoren el impacto de género. 
o Modificación de medidas existentes para mejorar el impacto de género. 
o Cambios en la redacción, que eviten un uso sexista del lenguaje. 
 Recomendaciones: 
o Sugerencias de aplicación 
o Sugerencias sobre medidas complementarias, en la actuación pública, que 
apoyen el impacto positivo 
o Propuestas dirigidas a otros departamentos y otras normas, para mejorar el 
impacto de género. 
o Sugerencias y precauciones, respecto al seguimiento y evaluación del impacto 
de género de la norma 
 
Faltaría por tanto analizar los mecanismos de seguimiento que se hubiesen dispuesto. 
De igual manera trabajaríamos para llevar a cabo la siempre necesaria evaluación ex – post. 
En este sentido la citada Guía de la Comisión Europea, no recoge nada relativo al seguimiento 
ni a la posterior evaluación de la aplicación de la norma que se trate.  
Así pues, desde nuestro punto de vista, este sería el momento dentro del iter legislativo 
de reflejar las propuestas de mejora y recomendaciones surgidas como consecuencia de la 
elaboración de los Informes de Impacto de Género, y sus posteriores evaluaciones. 
 
4.1.2.1 La participación del Instituto de la Mujer Andaluz 
en la elaboración de los Informes de Evaluación de 
Impacto de Género hasta 2010 
 
La participación del Instituto Andaluz de la Mujer (IAM) en la elaboración de los Informes 
Evaluación de Impacto de Género realizados en la Comunidad Autónoma Andaluza viene de 
la mano del Decreto 93/2004 y se presenta como una novedad con respecto a lo dispuesto en 
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la “Ley 30/2003 sobre medidas para incorporar la valoración del impacto de género en las 
disposiciones normativas que elabore el Gobierno” en la que no se cuenta de forma expresa 
con la participación de Instituto de la Mujer (IM) en la elaboración de dichos Informes. 
La participación del IAM se traduce en numerosas ventajas sobre todo de carácter 
cualitativo, que hacen de estos Informes una verdadera herramienta para la consecución de la 
igualdad real y de oportunidades de mujeres y hombres. 
Así, como veremos más adelante, muchos de los Proyectos de Ley que desde el año 
2007 están siendo aprobados por el Consejo de Gobierno Andaluz, según lo dispuesto en el 
artículo 139 de la Ley 18/2003, a los que hemos tenido acceso, van acompañados por dos 
Informes. Por un lado, uno presentado por la Consejería correspondiente, denominados 
Informes de Evaluación de Impacto de Género (IEIG); y otro, presentado por el IAM en el 
que se recogen todas las observaciones que el personal técnico haya realizado a la vista del 
Anteproyecto de la normativa que se trate y del citado Informe de la Consejería, es decir un 
Informe de Observaciones, en adelante IOIEIG. 
Desde un punto de vista cualitativo, el hecho de que éste último informe presentado 
por el IAM, esté realizado por personal técnico, con formación específica en género, ofrece 
mayor garantía relativa a la eficacia potencial de estos. 
De esta manera se está estableciendo un doble filtro que evitará que, disposiciones 
normativas aparentemente neutras, pudiesen establecer medidas sexistas no previstas. 
Evidentemente y tal y como pasaba en el ámbito estatal, la eficacia de este tipo de 
herramientas, y más concretamente la eficacia del sistema de doble filtro característico de 
Andalucía, solo podría mesurarse en el caso en el que los textos legales definitivos recogieran 
las observaciones hechas en estos dos informes; pero lo establecido en ellos tampoco tiene 
carácter vinculante en la Comunidad Autónoma Andaluza.  
Dicho lo cual, analizaremos en este punto cómo es y en qué consiste la participación 
de este Instituto de la Mujer Andaluz en la elaboración de los citados informes. 
El trabajo del IAM comienza una vez se ha terminado de elaborar el Informe de 
Evaluación de Impacto de Género por la Consejería correspondiente junto al Anteproyecto de 
la disposición de que se trate. Así este Informes junto al Anteproyecto es remitida al IAM, 
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quien en el plazo de diez días realizará las observaciones que estime oportunas, según lo 
dispuesto en el art. 5 del Decreto 93/2004
200
. 
Nada más recibir el IAM la citada documentación, lo envía a LIKaDI, S.L.,
201
 una 
consultora que verificará que el Informe de Impacto de Género realizado la Consejería se ha 
realizado correctamente, es decir conforme a lo dispuesto en la Guía de la Comisión Europea, 
que como ya indicábamos anteriormente es la utilizada para elaborar la gran mayoría de estos 
Informes, de hecho en la página de dicha  consultora se puede leer:  
 
Información sobre el Impacto de Género de la Legislación. [Durante 
los dos últimos años hemos realizado tanto informes concretos del impacto de 
género de cierta normativa como elaborado protocolos y manuales para la 
valoración de dicho impacto]
202
. 
 
Esta verificación debe hacerse en un plazo no superior a cinco días, ya que 
transcurridos los mismo, la consultora debe devolver la documentación junto con las posibles 
correcciones que se hayan efectuado al Instituto Andaluza de la Mujer. 
El IAM, una vez recibida toda la documentación de la consultora verificará que 
(señalamos únicamente los aspectos más relevantes): 
 El Informe se haya formulado siguiendo la Guía de la Comisión Europea. 
 En el análisis de realidad o diagnóstico necesario que se haya efectuado, se hayan 
tomados los datos estadísticos que se desprenden del Instituto Andaluz de Estadística. 
 No se haya utilizado un lenguaje sexista, para ello se sigue el Acuerdo de 16 de Marzo 
de 2005, de la Comisión General de Viceconsejeros, por el que se da publicidad a la 
                                                     
200 Remisión del Informe al Instituto Andaluz de la Mujer. 1. Una vez emitido el Informe de Evaluación del Impacto de 
Género se remitirá, junto al proyecto de disposición de que se trate, al Instituto Andaluz de la Mujer, quien, en el plazo de 
diez días, podrá realizar las observaciones que estime oportunas. 2. El trámite de remisión del Informe al Instituto Andaluz de 
la Mujer se realizará, en todo caso, previamente a que se someta el Proyecto de la disposición a la Comisión General de 
Viceconsejeros. 
201LIKaDI S.L. Consultora que presta servicios, especializados en la concepción, aplicación y evaluación de proyectos 
ligados a acciones que favorecen la Igualdad de Oportunidades entre hombres y mujeres. Entre sus servicios se destaca 
Información sobre el Impacto de Género de la Legislación. Datos de la empresa obtenidos de su página Web: 
www.likadi.com (última visita realizada en enero 2012). 
202 LIKaDI S.L. Consultora que presta servicios web: 
http://www.likadi.com/4663/5707.html?*session*id*key*=*session*id*val* (última visita realizada en enero 2012). 
157 
 
Instrucción
203
 para evitar un uso sexista del Lenguaje en las Disposiciones de carácter 
general de la Junta de Andalucía.
204
 
 En el caso en el que la disposición a estudiar establezca la creación de órgano, su 
composición sea paritaria. 
 Los registros de datos estén desagregados por sexos. 
 La actuación en cuestión afecte por igual a mujeres y hombres. 
 
El cometido del Instituto Andaluz de la Mujer termina con la elaboración de un 
Informe de Observaciones, que se remitirá al centro directivo competente para la iniciación 
del procedimiento de elaboración de la disposición que se trate.  
Este Informe de Observaciones recogerá los puntos anteriormente señalados y las 
posibles propuestas de corrección. Lamentablemente, como ya señalásemos, este informe no 
tiene carácter vinculante, con lo que todo el sistema puesto en marcha para su elaboración, y 
los costes del mismo como puedan ser el pago a la consultora externa que realiza los IOIG, la 
formación del personal del IAM, y el tiempo empleado por su personal… se traduce en un 
sistema a todas luces ineficaz, pues el trabajo elaborado no es vinculante. 
 Todo ello sin tener en cuenta que esta disfunción si no se repara, otorgando a estos 
informes un carácter vinculante, podrá evaluarse como un sistema que provoca pérdidas 
económicas a la administración dando para ello la excusa perfecta para su supresión en la 
actual situación de crisis que vive nuestro Estado. 
 
4.2 Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía  
 
La Ley 6/1983, de 21 de julio, ha constituido durante casi un cuarto de siglo la norma 
fundamental reguladora del Gobierno y la Administración de la Junta de Andalucía y uno de 
los pilares básicos del ordenamiento jurídico autonómico
205
. 
                                                     
203 Instrucción de 16 de marzo de 2005, de la Comisión General de Viceconsejeros para evitar un uso sexista del lenguaje en 
las disposiciones de carácter general de la Junta de Andalucía. 
204 De conformidad con lo dispuesto en la Recomendación nº 90 de Consejo de Europa, adoptado por el Consejo de Ministros 
de 21 de febrero de 1990, para la eliminación del sexismo de la lengua; en consonancia con lo dispuesto en el artículo 33 de 
la Ley del Gobierno y Administración de la Junta de Andalucía de 21 de julio de 1983. 
205 Ley 6/1983, de 21 de julio del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma Andaluza. BOJA núm. 60, de 29 
de julio. Vigente hasta el 31 de enero de 2008, fecha de entrada en vigor de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la 
Administración de la Junta de Andalucía. BOE. núm. 276, de 17 de noviembre de 2007. 
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Sin embargo, desde 1983 hasta ya entrado el siglo XXI, la sociedad andaluza ha vivido 
profundos y trascendentales transformaciones que han exigido la adecuación del 
ordenamiento jurídico a los nuevos tiempos y realidades, así estos fueron los motivos que 
impulsaron la reforma propuesta por la 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía
206
.  
Las reformas que se hicieron necesarias para adecuar las normas autonómicas a los 
tiempos y a las realidades sociales dieron lugar a la elaboración de una normativa de 
regulación para el Gobierno y para la Administración de la Junta de Andalucía separada. 
 Así la regulación de la Administración de la Junta de Andalucía se lleva a cabo a 
través de Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía, 
mientras que la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, se encarga de regulación de la Presidencia y del Consejo de Gobierno de la Junta 
de Andalucía. 
En la exposición de motivos de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, que regula la 
Administración de la Junta de Andalucía se recoge cómo uno de los principios que inspiran la 
creación de esta ley es el principio de igualdad de oportunidades y trato de mujeres y 
hombres
207
, no obstante, pese a la constante mención a dicho principio, este solo se recoge 
como tal, en el aparatado segundo del artículo 19.2.b: 
 
  Cada una de las instituciones, organizaciones y entidades que 
designen o propongan representantes deberá tener en cuenta la composición 
de género que permita la representación equilibrada. 
 
Por su lado la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, aparte de inspirarse igualmente en el principio de igualdad de oportunidades y 
trato de mujeres y hombres, establece, en esta ocasión, medida más específicas para la 
consecución de una situación de igualdad de unas y otros. 
 
                                                     
206 Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía. BOJA núm. 215 de 7 de 
noviembre. 
207 Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía. Artículo 3. Principios generales de 
organización y funcionamiento de la Administración de la Junta de Andalucía: La Administración de la Junta de Andalucía 
sirve con objetividad al interés general a través de sus órganos y entidades instrumentales, con sujeción a la Constitución, al 
Estatuto de Autonomía y al resto del ordenamiento jurídico. Se organiza y actúa de acuerdo con los principios de:…p) 
Igualdad de oportunidades y de trato de hombres y mujeres. 
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En los Capítulos I y II del Título II, referido al Consejo de Gobierno, 
destaca la inclusión, por vez primera en nuestro ordenamiento jurídico, de la 
exigencia de que la designación de integrantes del Consejo de Gobierno 
atienda al principio de presencia equilibrada de hombres y mujeres. No se 
trata, en efecto, de una mera declaración retórica, sino de una opción acorde 
con las exigencias del artículo 9.2 de la Constitución, dirigida a la consecución 
real y efectiva en nuestra Comunidad Autónoma de la igualdad entre hombres 
y mujeres.
208
 
 
Queremos centrar nuestra atención en el artículo 43 del Título VI, de la citada ley, que 
aborda la regulación del ejercicio de la iniciativa legislativa y de la potestad reglamentaria
209
  
señalando la obligatoriedad de acompañar los proyectos de ley de una memoria sobre el 
impacto por razón de género de las medidas que se establezcan:  
 
Artículo 43. De la iniciativa legislativa. 
1. El Consejo de Gobierno ejercerá la iniciativa legislativa prevista en 
el Estatuto de Autonomía mediante la aprobación y posterior remisión de los 
proyectos de ley al Parlamento de Andalucía. 
2. El procedimiento de elaboración de los proyectos de ley se iniciará 
en la Consejería competente mediante la elaboración del correspondiente 
anteproyecto, que irá acompañado por una memoria justificativa, los estudios 
e informes sobre la necesidad y oportunidad del mismo, la memoria sobre el 
impacto por razón de género de las medidas que se establezcan, así como por 
una memoria económica que contenga la estimación del coste a que dará lugar 
y su forma de financiación. 
3. La Consejería proponente elevará el anteproyecto de ley al Consejo 
de Gobierno, a fin de que éste lo conozca y, en su caso, decida sobre ulteriores 
trámites, sin perjuicio de los legalmente preceptivos. 
 
 
 
 
 
 
                                                     
208 Exposición de motivos de Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
209 Como señalábamos y justificábamos al inicio de esta investigación, el objeto del presente estudio en al ámbito autonómico 
andaluz, se centra en los Proyectos de Ley que apruebe el Consejo de Gobierno Andaluz, dejando para  estudios posteriores 
el análisis de los Reglamentos aprobados por el Consejo de Gobierno Andaluz. Por este motivo, en este punto nos 
centraremos únicamente en lo dispuesto en el artículo 43, de Ley 6/2006, de 24 de octubre, referido a la iniciativa legislativa 
y no abordaremos lo dispuesto en el artículo 45, de la misma ley, referido al procedimiento de elaboración de los 
reglamentos. 
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4.3 La estimativa y evaluación del impacto de género en la normativa 
andaluza a partir del nuevo Estatuto de Autonomía para Andalucía. Los avances 
que introduce la Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para l a promoción de la 
igualdad de género en Andalucía  
 
Como veíamos al comienzo de esta investigación, el principio de igualdad ha ido 
evolucionando hacia exigencias de igualdad de oportunidades reales en todos los ámbitos de 
la vida, haciendo necesaria la implementación en todos esos ámbitos de un enfoque más 
integral y general de la igualdad de género.  
La consecución de la igualdad de oportunidades siempre ha constituido uno de los 
objetivos básicos para el gobierno andaluz. En Andalucía, las metodologías creadas y 
ejecutadas para la  integración de la perspectiva de género en los ámbitos de la vida, han 
hecho, como ya veremos, de esta Comunidad un referente cuando se trata de materias 
relacionadas con la igualdad. 
Una de las mejores actuaciones, que a nuestro parecer, ha llevado a cabo el gobierno 
autonómico a la hora de elaborar su reglamentación rectora, el nuevo Estatuto de Autonomía, 
ha sido la de no dejar en olvido las herramientas creadas en legislaturas anteriores 
impulsándolas y dotándolas de los medios necesarios para su funcionamiento. 
 Claros ejemplos de ello es la obligatoriedad de elaboración del informe de evaluación 
de impacto de género en los proyectos de ley y reglamentos aprobados por el Consejo de 
Gobierno
210
 y el enfoque de género en los presupuestos de la Comunidad Autónoma. Medidas 
que han venido a reforzar, al tratarse del texto estatutario, lo dispuesto por la “Ley 18/2003 de 
29 de diciembre, por las que se aprueban medidas fiscales y administrativas”. 
En esta línea observamos cómo los poderes públicos de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía están vinculados a lo establecido en los tratados y en las normas constitucionales y 
estatutarias
211
, teniendo la obligación de adoptar las medidas necesarias para promover la 
igualdad de derechos de las mujeres y de los hombres. 
                                                     
210 El artículo 114 del Estatuto de Autonomía, relativo al “Impacto de Género” establece que: “En el procedimiento de 
elaboración de las leyes y disposiciones reglamentarias de la Comunidad Autónoma se tendrá en cuenta el impacto por razón 
de género del contenido de las mismas.” 
211 Durante la pasada legislatura se presentaron los siguientes 18 textos con rango de ley en desarrollo del nuevo Estatuto de 
Autonomía para Andalucía. Leyes aprobadas por el Parlamento de Andalucía en desarrollo del nuevo Estatuto de Autonomía 
de Andalucía (Ley orgánica 2/2007, de 19 de marzo) durante la VII legislatura:  
− LEY 2/2007, de 27 de marzo, de fomento de las energías renovables y del ahorro y eficiencia energética de Andalucía. 
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Gran parte de estas medidas para la promoción de la igualdad se han recogido en la 
Ley para la Promoción de la Igualdad de Género en Andalucía, que tiene como objetivo la 
consecución de la igualdad real y efectiva entre mujeres y hombres, que estudiábamos en 
capítulos anteriores. 
4.3.1 La evaluación de impacto de género en la Ley la promoción 
de la igualdad de género en Andalucía 
 
La Ley para la promoción de la igualdad de género en Andalucía, recoge en su Título I, 
Capítulo I, las acciones para garantizar la integración de la perspectiva de género en las 
políticas públicas, siendo la evaluación de impacto de género el objeto de nuestra 
investigación, nos hemos centrado en el artículo sexto de dicha ley:  
 
Artículo 6. Evaluación de impacto de género.  
1. Los poderes públicos de Andalucía incorporarán la evaluación del 
impacto de género en el desarrollo de sus competencias, para garantizar la 
integración del principio de igualdad entre hombres y mujeres. 
2. Todos los proyectos de ley, disposiciones reglamentarias y planes 
que apruebe el Consejo de Gobierno incorporarán, de forma efectiva, el 
objetivo de la igualdad por razón de género. A tal fin, en el proceso de 
                                                                                                                                                                      
− LEY 6/2007, de 26 de junio, de Promoción y Defensa de la Competencia de Andalucía. 
− LEY 7/2007, de 9 de julio, de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental. 
− LEY 8/2007, de 5 de octubre, de Museos y Colecciones Museográficas de Andalucía. 
− LEY 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía. 
− LEY 10/2007, de 26 de noviembre, de Protección del Origen y la Calidad de los Vinos de Andalucía. 
− LEY 11/2007, de 26 de noviembre, reguladora del consejo genético, de protección de los derechos de las personas que se 
sometan a análisis genéticos y de los bancos de ADN humano en Andalucía. 
− LEY 12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía. 
− LEY 13/2007, de 26 de noviembre, de medidas de prevención y protección integral contra la violencia de género. 
− LEY 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 
− LEY 16/2007, de 3 de diciembre, Andaluza de la Ciencia y el Conocimiento. 
− LEY 17/2007, de 10 de diciembre, de Educación de Andalucía. 
− LEY 18/2007, de 17 de diciembre, de la radio y televisión de titularidad autonómica gestionada por la Agencia Pública 
Empresarial de la Radio y Televisión de Andalucía (RTVA). 
− LEY 19/2007, de 17 de diciembre, de designación de Senadores y Senadoras en representación de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía. 
− LEY 20/2007, de 17 de diciembre, por la que se crea el Consejo Andaluz de Concertación Local. 
− LEY 21/2007, de 18 de diciembre, de Régimen Jurídico y Económico de los Puertos de Andalucía. 
Compromisos 2008- 2011. http://www.juntadeandalucia.es/compromisos20082012/archivos_repos/0/547.pdf (consultado por 
última vez en enero 2012). 
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tramitación de esas decisiones, deberá emitirse, por parte de quien 
reglamentariamente corresponda, un informe de evaluación del impacto de 
género del contenido de las mismas. 
3. Dicho informe de evaluación de impacto de género irá acompañado 
de indicadores pertinentes en género, mecanismos y medidas dirigidas a paliar 
y neutralizar los posibles impactos negativos que se detecten sobre las mujeres 
y los hombres, así como a reducir o eliminar las diferencias encontradas, 
promoviendo de esta forma la igualdad entre los sexos. 
 
Como se indicaba anteriormente, la estrategia utilizada por el Gobierno autonómico 
andaluz, de recuperar y de volver a impulsar las medidas recogidas en leyes anteriores tiene 
su paradigma en este artículo sexto. 
 A través de él se refuerzan las pioneras medidas en materia de género que se habían 
elaborado cuatro años atrás, en la “Ley 18/2003 de 29 de diciembre, por las que se aprueban 
medidas fiscales y administrativas”. 
La Evaluación del Impacto de Género en la Ley para la Promoción de la Igualdad de 
Género en Andalucía, adquiere una mayor relevancia que en leyes anteriores. En primer lugar 
observamos como ya en su exposición de motivos se hace una referencia expresa a ella, en 
segundo lugar podemos ver cómo, dentro del propio texto legislativo, esta medida ya no se 
recoge de una manera casi clandestina, en un capítulo dedicado a las “Medidas en materia de 
Género” con un carácter demasiado global, sino que en la citada Ley, la obligación de 
elaborar un informe de evaluación de impacto de género se recoge en una parte privilegiada 
de la misma, en su Título primero dedicado expresamente a “La promoción de la igualdad de 
género en Andalucía”. 
Además, no podemos pasar por alto la diferente envergadura  que comporta una y otra 
ley. Mientras que la Ley 18/2003, de 29 de diciembre, fue una ley de acompañamiento a la 
Ley de Presupuestos anual, cuya tramitación en lo referente a las medidas en materia de 
género pasó inadvertida, la promulgación de la Ley 12/2007, de 26 de noviembre, supuso toda 
un hito dentro de la reivindicación por alcanzar la igualdad de mujeres y hombres en la 
Comunidad Autónoma, situando en las agendas  y legitimando de esa manera, y por fin, todos 
los esfuerzos que desde hace tanto tiempo se vienen realizando para la eliminación de la 
brecha de género.  
La lectura de comparativa de ambas leyes, en lo relativo al impacto de género, también 
pone de manifiesto otros aspectos. En la Ley 12/2007, de 26 de noviembre desaparece la 
mención a “tener en cuenta de forma efectiva el objetivo de la Igualdad por Razón del Género 
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y del respeto a los derechos de los niños,
212
 que si aparece en la Ley 18/2003 de 29 de 
diciembre. 
 
Ley 18/2003 de 29 de diciembre, por las que 
se aprueban medidas fiscales y 
administrativas 
Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la 
promoción de la igualdad de género en 
Andalucía. 
CAPITULO VIII. Medidas en materia de 
Género. Informe de evaluación de impacto de 
género. (Art. 139) 
CAPÍTULO I. Para la promoción de la 
igualdad de género en Andalucía. Evaluación 
de impacto de género. (Art. 6) 
Todos los Proyectos de Ley y Reglamentos 
que apruebe el Consejo de Gobierno deberán 
tener en cuenta de forma efectiva el objetivo 
de la Igualdad por Razón del Género y del 
respeto a los derechos de los niños según la 
Convención de los Derechos del Niño. A tal 
fin, en la tramitación de las citadas 
disposiciones, deberán emitirse un Informe de 
Evaluación del Impacto por Razón de Género 
del contenido de las mismas. 
Todos los proyectos de ley, disposiciones 
reglamentarias y planes que apruebe el 
Consejo de Gobierno incorporarán, de forma 
efectiva, el objetivo de la igualdad por razón de 
género. A tal fin, en el proceso de tramitación 
de esas decisiones, deberá emitirse, por parte 
de quien reglamentariamente corresponda, un 
informe de evaluación del impacto de género 
del contenido de las mismas. 
 “Tabla comparativa de la Ley 18/2003 de 29 de diciembre, por las que se aprueban medidas fiscales y administrativas y la Ley 12/2007, de 26 
de noviembre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía, en relación a los informes de impacto de género.” Cuadro de 
elaboración propia.  
 
4.3.1.1 Los Informes de Impacto de Género que deben 
acompañar a los planes aprobados por el Consejo de 
Gobierno. 
La Ley para la promoción de la igualdad de género en Andalucía, introduce como gran 
novedad la obligación de acompañar de informes de evaluación de impacto de género no 
solamente a todos los proyectos de ley, disposiciones reglamentarias como ya señalara la Ley 
18/2003 de 29 de diciembre, sino que también extiende esta obligación a los “planes” que 
apruebe el Consejo de Gobierno.  
Este punto ha supuesto para la presente investigación un verdadero escollo, pues si 
bien al comienzo de la misma habíamos delimitado nuestro análisis a los informes que 
acompañaran a los proyectos de ley que aprobara el Consejo de Gobierno y descartábamos, 
                                                     
212 Aun estando en presencia de un articulado que tenía por objetivo regular medidas en materia de género, su propia 
redacción en este punto es sexista, al seguir utilizando el mal llamado masculino genérico al referirse a niñas y niños con el 
invisibilizador “niños” (masculino plural). 
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por tanto, el análisis de los informes que debía acompañar a las disposiciones reglamentarias, 
la promulgación de la Ley para la promoción de la igualdad de género en Andalucía nos 
obligaba, por lo menos, a conocer, cómo y de qué manera se estaban llevando a cabo los 
informes de impacto de género que debían acompañar a planes aprobados por el Consejo de 
Gobierno. 
La extensión de la obligación de elaborar informes de impacto de género que 
acompañen a los planes que apruebe el Consejo de Gobierno responde como ya señalábamos 
en el capitulo anterior al complejo contexto socioeconómico que afronta el Estado Español y 
la  Comunidad Autonómica Andaluza estos últimos años. Ante una recesión económica brutal 
como la que estamos atravesando, muchas de las medidas paliativas que se han optado por 
parte del Gobierno Andaluz han venido enmarcadas en formas de “planes” que debían ser 
aprobados por el Consejo de Gobierno. 
Como se verá seguidamente, los Informes de Impacto de Género del ámbito 
autonómico andaluz,  que han sido analizados, como se señalaba en el apartado relativo a la 
metodología de la presente investigación, son todos aquellos que tiene en su haber el Servicio 
de Archivo del Parlamento Andaluz y dado que la elaboración de los citados planes no siguen 
el mismo iter legislativo que los proyectos de ley, y por tanto estos no son compilados por 
Servicio de Archivo del Parlamento Andaluz, haciendo de esto una verdadero problema a la 
hora de poder acceder a los mismo para su estudio y análisis.  
Intentamos salvar esta dificultad acudiendo al Instituto Andaluz de la Mujer, bajo la 
siguiente hipótesis:  
Si los todos los Proyectos de Ley y Reglamentos que apruebe el Consejo 
de Gobierno deben ir acompañados por un Informe de Evaluación del Impacto 
por Razón de Género, además del Informe de Observaciones a este emitidos 
por el IAM, según lo dispuesto por el artículo quinto del Decreto 93/2004, es 
probable que los Informes de Impacto de Género que acompañen a los planes 
aprobados por el Consejo de Gobierno, también vayan acompañados del 
Informe de Observaciones que debiera elaborar el IAM. 
 
A través de comunicación telefónica y posterior visita personal al Instituto Andaluz de 
la Mujer hemos obtenido confirmación de nuestra hipótesis: “Los planes aprobados por el 
Consejo de Gobierno van acompañados del Informe de Observaciones, que debiera elaborar el 
IAM”. No obstante este organismo no nos ha facilitado dichos informes alegando en un 
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primer momento que estos no tienen carácter público,
213
 para posteriormente alegar la no 
disponibilidad de los mismos o el desconocimiento de este extremo.
214
 
Así pues, ante la imposibilidad real de obtener los citados informes y en aras del 
mantenimiento del rigor de la presente investigación, esta se centrará únicamente en el estudio 
y análisis de los Informes de Impacto de Género del ámbito autonómico andaluz, que 
acompañan a los proyectos de ley y que tienen en su haber el Servicio de Archivo del 
Parlamento Andaluz. 
 
4.3.1.2 Las Unidades de Género en la Administración 
Andaluza y la participación del Instituto Andaluz 
de la Mujer 
 
Otras de las novedades que aportó la Ley para la promoción de la igualdad de género en 
Andalucía en relación a la Evaluación del Impacto de Género, fue la creación de las 
“Unidades de Igualdad de Género”
215
, concebidas como una estructura de apoyo estable,  
para consolidar el proceso de implantación de la integración de la perspectiva de la igualdad 
de género en Andalucía. Estas están reguladas en su Título III, relativo a la organización 
institucional y coordinación entre las distintas administraciones públicas para la igualdad de 
género.  
                                                     
213 Este aspecto es muy llamativo sobre todo si tenemos en cuenta  lo dispuesto en la disposición adicional segunda del 
Decreto 275/2010, de 27 de abril, por el que se regulan las Unidades de Igualdad de Género en la Administración de la Junta 
de Andalucía, que establece que: “Igualdad de género en las páginas web de la Administración de la Junta de Andalucía. Para 
favorecer la incorporación de la dimensión de género  en el ámbito de actuación de la Administración de la Junta de 
Andalucía, en las páginas web de todas las Consejerías y, en su caso, de las agencias administrativas y agencias de régimen 
especial, se implantarán secciones específicamente dedicadas a facilitar la documentación, información y recursos de apoyo 
existentes, generados por la respectiva Unidad de Igualdad de Género. (Este Decreto será analizado más adelante; el 
subrayado es nuestro). 
214 Se han solicitado durante el año 2010 y a lo largo de los meses de junio y julio de 2011, los Informes de Impacto de 
género que acompañan a los planes aprobados por el Consejo de Gobierno a todas  las estancias telemáticas que aparecen en 
la página web Instituto Andaluz de la Mujer: consulta.iam@juntadeandalucia.es, biblioteca.iam@juntadeandalucia.es, 
n.iam@juntadeandalucia.es, publicaciones.iam@juntadeandalucia.es, cmujer.sevilla.iam@juntadeandalucia.es, 
iam@juntadeandalucia.es, calidad.iam@juntadeandalucia.es, unidad.igualdad.cpre@juntadeandalucia.es, 
uig.iam@juntadeandalucia.esdirectora.iam@juntadeandalucia.es  En los anexos de la presente investigación pueden 
consultarse las solicitudes y respuestas que hemos obtenido, cuando así ha sido por parte del Instituto Andaluz de la Mujer. 
215 Aunque las Unidades de Género en la Administración Andaluza se crean en virtud de lo dispuesto en el artículo 60 de la 
Ley para la promoción de la igualdad de género en Andalucía en relación a la Evaluación del Impacto de Género, estas tienen 
su origen en la Unidad de Igualdad de Género, que fue creada en el año 2001 como una experiencia piloto donde poder 
ensayar diversas fórmulas, métodos y estrategias que confluyeran en un fin único: dotar de conocimientos y herramientas 
concretas a los centros gestores de la Administración Andaluza para incorporar la dimensión de género en el desarrollo de las 
políticas públicas.http://www.juntadeandalucia.es/institutodelamujer/institutodelamujer/ugen/node/35. (consultado en última 
ocasión en diciembre de 2011). 
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Artículo 60. Unidades de Igualdad de Género. 
1. Se crean Unidades de Igualdad de Género en todas las Consejerías 
de la Junta de Andalucía, con el fin de impulsar, coordinar e implementar la 
perspectiva de género en la planificación, gestión y evaluación en sus 
respectivas políticas. 
2. Cada Consejería encomendará a uno de sus órganos directivos las 
funciones de la Unidad de Igualdad de Género en los términos que se 
establezcan reglamentariamente. 
3. La Administración de la Junta de Andalucía garantizará el 
asesoramiento y la formación de su personal en materia de igualdad de género 
para implementar eficazmente las políticas públicas con perspectiva de género. 
 
Estas Unidades de Género
216
 poseen una gran relevancia como instrumento para 
favorecer y abrir nuevas vías para la integración efectiva del objetivo de la igualdad de 
mujeres y hombres en el diseño, desarrollo, seguimiento y evaluación de la práctica 
administrativa de la Administración de la Junta de Andalucía, tienen entre sus funciones, 
como vernos seguidamente, la de asesorar a los órganos competentes de la Consejería en la 
elaboración del informe de evaluación del impacto por razón de género, previsto en el artículo 
6 de la Ley 12/2007, de 26 de noviembre. Las funciones específicas de estas Unidades de 
Igualdad de Género son: 
1. Asesorar a los órganos competentes de la Consejería en la elaboración del informe de 
evaluación del impacto por razón de género, previsto en el artículo 6 de la Ley 
12/2007, de 26 de noviembre. 
2. Llevar a cabo el seguimiento, evaluación del desarrollo y cumplimiento del Plan 
Estratégico para la Igualdad de mujeres y hombres establecido por el artículo 7 de la 
Ley 12/2007,de 26 de noviembre, sin perjuicio de las funciones que, a tales efectos, 
correspondan a otros órganos. 
3. Recibir las estadísticas oficiales de su Consejería y de sus entidades instrumentales, y 
realizar el análisis, seguimiento y control de los datos desde la dimensión de género. 
4. Impulsar la formación y sensibilización del personal de la Consejería o entidades 
instrumentales en relación al alcance y significado del principio de igualdad de 
oportunidades, mediante la formulación de propuestas de acciones formativas. 
                                                     
216 Las Unidades de Género en la Administración Andaluza pueden consultarse en la web: 
http://www.juntadeandalucia.es/institutodelamujer/institutodelamujer/ugen/node/4 (consultado en última ocasión en 
diciembre de 2011). 
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5. Asesorar, en la elaboración de los planes de igualdad regulados en el artículo 32 de la 
Ley 12/2007, de 26 de noviembre, que se proyecten en su respectivo ámbito de 
actuación por la Administración de la Junta de Andalucía, así como colaborar en la 
evaluación de dichos planes y favorecer la elaboración de medidas correctoras. 
6. Impulsar y apoyar el desarrollo de medidas de conciliación de la vida laboral, familiar 
y personal de las mujeres y hombres que se adopten desde la Consejería competente 
en materia de función pública. 
7. Realizar la asistencia técnica al personal y órganos de la Consejería y de sus entidades 
instrumentales en relación a la aplicación de las políticas de igualdad, y especialmente 
en el seguimiento de la publicidad institucional. 
8. Colaborar con el Instituto Andaluz de la Mujer al objeto de garantizar la adecuada 
cooperación en la coordinación de las actuaciones en materia de igualdad de mujeres y 
hombres, de acuerdo con lo establecido en la disposición adicional única, de la Ley 
12/2007, de 26 de noviembre.  
9. En general, velar por la aplicación efectiva del principio de igualdad de oportunidades 
entre mujeres y hombres
217
.  
El desarrollo del citado artículo 60 de la Ley para la promoción de la igualdad de 
género en Andalucía y la regulación de las Unidades de género que a través de ella se crean, 
se recoge en el Decreto 275/2010, de 27 de abril, por el que se regulan las Unidades de 
Igualdad de Género en la Administración de la Junta de Andalucía. 
Este Decreto está compuesto de una justificación, cinco artículos relativos a su objeto 
(artículo primero), al ámbito de actuación  y finalidad (artículo segundo), a la designación de 
Unidades de Género (artículo tercero), a las funciones de las mismas (artículo cuarto), y a la 
formación del personal adscrito a estas Unidades (artículo quinto). También cuenta con tres 
Disposiciones adicionales, la primera relativa a la Unidad de Género del Instituto Andaluz de 
la Mujer, la segunda referida a la Igualdad de género en las páginas web de la Administración 
de la Junta de Andalucía y la tercera referida a la implantación efectiva de las Unidades de 
Género; y termina con dos Disposiciones finales relativas al desarrollo y ejecución y a la 
entrada en vigor de dicho Decreto. 
                                                     
217Artículo 4 del Decreto 275/2010, de 27 de abril, por el que se regulan las Unidades de Igualdad de Género en la 
Administración de la Junta de Andalucía. 
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Por su estructura y contenido es imposible no prestar atención a las semejanzas entre 
existentes, tanto en el fondo como en la forma, entre el Decreto 275/2010, de 27 de abril, que 
se regula las Unidades de Igualdad de Género en la Administración de la Junta de Andalucía y 
el Decreto 93/2004, por el que se regulaba el Informe de Evaluación de Impacto de Género en 
los Proyectos de Ley y Reglamentos que apruebe el Consejo de Gobierno.  
Pues aunque ambos dos en su origen tienen como finalidad regular cosas distintas, por 
un lado uno regula las Unidades de Igualdad de Género y por otro lado el otro regula la 
elaboración del Informe de Impacto de Género, no podemos perder de vista como acabamos 
de señalar que una de las funciones de las Unidades de Género es la de la de asesorar a los 
órganos competentes de la Consejería en la elaboración del informe de evaluación del impacto 
por razón de género. 
Así bien, siguiendo con la idea del espíritu continuista que consideramos que impera 
en el Gobierno de la Junta de Andalucía, en lo relativo a la promoción de la igualdad de 
género, encontramos que el Decreto 275/2010 que regula las Unidades de Género ha tomado 
como referencia lo establecido en el anterior Decreto 93/2004, yendo más allá en su 
regulación y cubriendo los aspectos que habían quedado menos regulados en el citado Decreto 
93/2004. 
Desde nuestro punto de vista, el Decreto 275/2010 que regula las Unidades de Género, 
incide en tres puntos clave que quedaban un poco en el aire en el anterior Decreto. En primer 
lugar establece, sin lugar a dudas, que serán las Consejerías, más concretamente las personas 
titulares de estas, las que designaran el órgano directivo que asumirá las funciones de las 
Unidades de Igualdad de Género, asimismo, las personas titulares de las Consejerías podrán 
crear Unidades de Igualdad de Género en sus agencias administrativas y agencias de régimen 
especial.  
En segundo lugar, el presente Decreto es meridiano a la hora de establecer que el 
personal técnico de las citadas Unidades debe tener formación en materia de género y de 
igualdad de oportunidades, y que esta formación específica será impartida través del Instituto 
Andaluz de Administración Pública y del Instituto Andaluz de la Mujer. 
169 
 
El aspecto más interesante de este Decreto viene de la mano de su Disposición 
adicional primera, referente a la creación de una Unidad de igualdad de género del Instituto 
Andaluz de la Mujer
218
: 
 
1. Se crea la Unidad de igualdad de género del Instituto Andaluz de la 
Mujer con el fin de apoyar a la Administración de la Junta de Andalucía para 
implementar y consolidar el proceso de implantación de la transversalidad de 
género en Andalucía. 
2. Además de las funciones previstas en el artículo 4, desarrollará las 
siguientes: 
a) Coordinar las Unidades de Igualdad de Género existentes en la 
Administración de la Junta de Andalucía. 
b) Asesorar a las Unidades de Igualdad de Género en el desarrollo de 
las funciones que tienen asignadas, y realizar actividades de intercambio y 
transferencia de experiencias de integración del enfoque de género
219
. 
 
Nos llama la atención a la vez que nos congratula está atribución de funciones 
especificas al Instituto Andaluz de la Mujer por parte del Gobierno de la Junta de Andalucía, 
pues se deslinda así de la línea poco comprensible para nosotras, que en estos últimos tiempo 
viene marcando el Gobierno del Estado Español en la que dentro de las medidas para luchar 
contra la crisis económica que nos acontece ha suprimido el Ministerio de Igualdad, 
invisibilizando y retrocediendo de esta manera en la lucha por lograr una sociedad más justa e 
igualitaria para todas las personas. 
 
4.4 Compilación de los Informes de Evaluación de Impacto de Género 
 
Una vez analizada la normativa marco en la que se contempla las normas para la creación y 
elaboración de los IEIG, analizaremos pues aquellos informes que se han elaborado en la 
Comunidad Autónoma Andaluza, en virtud de lo dispuesto en los artículos 139 y 140 de la 
Ley 18/2003, la durante la VII y  VIII legislatura. 
Anotaremos de nuevo, como fundamentales para esta investigación, dos  
características en la elaboración de los citados informes, por un lado la existencia de una 
                                                     
218 La Unidad de Igualdad de Género del IAM. Web: 
http://www.juntadeandalucia.es/institutodelamujer/institutodelamujer/ugen/node/3. (consultado en última ocasión en 
diciembre de 2011). 
219 Disposición adicional primera Decreto 275/2010, de 27 de abril, por el que se regulan las Unidades de Igualdad de Género 
en la Administración de la Junta de Andalucía. 
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disposición normativa
220, el “Decreto 93/2004, de 9 de marzo por el que se regula el Informe 
de Evaluación de Impacto de Género en los Proyectos de Ley y Reglamentos que apruebe el 
Consejo de Gobierno”, que desarrolla las medidas concretas relativas al género, contenidas en 
los artículos 139 y 149 de la “Ley 18/2003 de 29 de diciembre, por las que se aprueban 
medidas fiscales y administrativas”.  
Y por otro lado, señalaremos como característica fundamental en la elaboración de los 
informes la participación del Instituto Andaluz de la Mujer como filtro de estos IEIG, al 
remitírsele desde el centro directivo competente (Consejería), el IEIG que se haya elaborado 
junto al proyecto de disposición normativa que se trate, para que el IAM elabore un Informe 
de Observaciones al IEIG, según lo dispuesto en el ya citado Decreto 93/2004. 
Se establece así, un sistema de doble filtro para evitar que la redacción final del texto 
legislativo resulte sexista y pueda por ello eventualmente provocar efectos sexistas, que lejos 
de reducir la brecha de desigualdad entre unos y otras, las aumente.  
 
4.4.1 Análisis cuantitativo de los Informes de Evaluación de 
Impacto de Género, elaborados según los dispuesto en la Ley 
18/2003 de 29 de diciembre, por las que se aprueban 
medidas fiscales y administrativas, durante la VII y  VIII 
legislatura. 
 
Como ya señalábamos en el apartado de metodología, los Informes de Evaluación de Impacto 
de Género que procederemos a analizar en éste y los siguientes apartados, son todos aquellos 
que tiene en su haber el Servicio de Archivo del Parlamento
221
.  
                                                     
220 El hecho de que este Decreto 93/2004, de 9 de marzo por el que se regula el Informe de Evaluación de Impacto de Género 
en los Proyectos de Ley y Reglamentos que apruebe el Consejo de Gobierno, haya sido derogado en fecha de conclusiones de 
nuestro trabajo de investigación, por el  Decreto17/2012, de 7 de febrero, por el que se regula la elaboración del Informe de 
Evaluación del Impacto de Género, no influye en ningún caso en el análisis que en el llevamos a cabo pues los Proyectos de 
Ley analizados y sus correspondientes informes se elaboraron bajo la vigencia del Decreto 93/2004, de 9 de marzo. 
221 El 21 de junio de 1982 se constituye el Parlamento de Andalucía. En el Estatuto de Gobierno y Régimen Interior del 
Parlamento de Andalucía de diciembre de 1984 y en el texto refundido publicado el 17 de enero de 1989 aparece dentro de la 
organización administrativa el Servicio de Documentación, Biblioteca y Archivo, cuyas funciones se enumeran en el artículo 
26. Sin embargo, la Biblioteca y el Servicio de Documentación y Archivo son desde 1992 dos unidades administrativas 
independientes. Con fecha de 13 de agosto de 1999, la Mesa de la Diputación Permanente del Parlamento de Andalucía 
aprobó las Normas de funcionamiento de los Servicios de Biblioteca y de Documentación y Archivo (BOPA, núm. 355), que 
regulan con carácter oficial los distintos aspectos de la relación de ambos Servicios con los usuarios. En la actualidad este 
servicio está bajo la dirección del Jefe del Servicio D. Sebastián de la Obra Sierra. Web: 
http://www.parlamentodeandalucia.es/opencms/export/portal-web-
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Desde el Servicio de Archivo del Parlamento Andaluz, que tiene como uno de  sus 
objetivos el facilitar el acceso y difusión del fondo documental del Parlamento de 
Andalucía
222
, se nos informó que, aunque la obligación de elaborar los citados IEIG  se 
contempla en la Ley 18/2003 de 29 de diciembre; será únicamente a partir del mes de febrero 
del año 2007, cuando se comience a dar entrada en este Servicio de Archivo a los IEIG que 
acompañan a los Proyectos de Ley y Reglamentos que deben ser aprobados por el Consejo de 
Gobierno. 
Hemos de aclarar en este punto, que lo dicho anteriormente no significa que los 
Proyectos de Ley y Reglamentos emitidos anteriormente a febrero del 2007, no hayan ido 
acompañados de IEIG. Lo que en cualquier caso significa, es que el registro de este Archivo 
no tiene constancia de ello, pudiendo haberse adjuntado estos Informes en un momento 
posterior de la tramitación legislativa ordinaria, de manera que ya fuese imposible dejar 
constancia en el citado registro. 
De hecho, hemos encontrado datos que afirman que efectivamente  desde el año 2004 
el IAM viene elaborando los Informes de Observación a los Informes de Evaluación de 
Impacto de Género que se han ido elaborando; Informes que evidentemente no han seguidos 
el iter habitual en su tramitación que hubiese permitido su entrada en el registro del Servicio 
de Archivo del Parlamento Andaluz: 
 
Desde la entrada en vigor en el mes de abril de 2004 del Decreto 
93/2004, el Instituto Andaluz de la Mujer, organismo de igualdad competente 
en emitir las observaciones al Informe que emiten los órganos proponentes de 
la norma, ha analizado el Impacto de género en un total de 112 proyectos 
normativos: 46 en el 2004, y 66 en lo que llevamos de 2005.
223
 
 
 Otro dato que confirma este extremo lo encontramos en el siguiente fragmento del 
Dictamen del Consejo Consultivo, en contestación a la cuestión elevada referente al 
Anteproyecto de Ley del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía.: 
                                                                                                                                                                      
parlamento/composicionyfuncionamiento/serviciosadministrativos/documentacionyarchivos.htm (consultada en última 
ocasión en noviembre de 2011). 
222 Artículo primero de las normas de funcionamiento de los Servicios de Biblioteca y de Documentación y Archivo del 
Parlamento de Andalucía.  Web http://www.parlamentodeandalucia.es/opencms/export/portal-web-
parlamento/composicionyfuncionamiento/serviciosadministrativos/documentacionyarchivos/normasdefuncionamiento1.htm  
(consultada en última ocasión en noviembre de 2011). 
 
223 AAVV, El Impacto de Género: una medida pionera para alcanzar la igualdad, Meridiam, núm. 37, Tercer Trimestre, 
2005, p.25. 
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Por otra parte, teniendo en cuenta la fecha de inicio del procedimiento, 
le es de aplicación la modificación introducida en el citado artículo de la Ley 
50/1997 por la Ley 30/2003, de 13 de octubre, que obliga a incorporar al 
acuerdo de inicio de tramitación del Anteproyecto de Ley un informe sobre el 
impacto por razón de género de las medidas que se establecen en el mismo, por 
todo lo cual, con fecha 27 de julio de 2005, se solicitó del Instituto Andaluz de 
la Mujer la emisión de informe sobre el impacto por razón de género, previsto 
en el Decreto 93/2004, de 9 de marzo, que ha sido emitido el día 13 de 
septiembre siguiente en sentido favorable al Anteproyecto, aunque sin 
menoscabo de determinadas observaciones al texto articulado que el Órgano 
informante ha considerado conveniente realizar.
224
 
 
Dejaba constancia así pues este Dictamen, de que efectivamente se habían elaborado 
ambos Informes, el Informe de Evaluación de Impacto de Género que debía realizar la 
Consejería competente y el Informe de Observaciones al anterior y al texto de la disposición 
normativa que realiza el IAM. No obstante y como señalábamos con anterioridad ninguno de 
los dos Informes ha pasado por el registro del Servicio de Archivo del Parlamento Andaluz, 
con lo que  es imposible acceder a él.  
En el intento de continuar con la delimitación del ámbito material cuantitativo de 
nuestra investigación, señalaremos también que lamentablemente nos ha sido imposible 
obtener todos y cada uno de los Informes Observación a los Informes de Impacto de Género 
que han sido elaborados por el Instituto de la Mujer, en virtud de los dispuesto por el Decreto 
el Decreto 93/2004, de 9 de marzo, pues pese a que hemos solicitado los citados informes en 
reiteradas ocasiones tanto por teléfono como a través de correo electrónico, estos no se nos 
han facilitado tal y como ya señalamos anteriormente
225
. Así que solo podemos contar con 
aquellos IOIEIG que obran en poder del Servicio Archivo del Parlamento Andaluz, es decir 
que contamos con aquellos informes que aun habiendo sido elaborados por el IAM fueron 
introducidos en los expedientes legislativos que siguieron el iter legislativo de aprobación 
habitual. 
En lo referente al ámbito temporal hemos establecido una horquilla que abarca la VII y 
VIII legislatura del Gobierno Autonómico Andaluz.  Esto sin perder de vista como ya 
                                                     
224 Consejo Consultivo de Andalucía. Dictamen núm. 049/2006 de 15 de febrero de 2006. Núm. Marginal I.4. Cuestión 
Anteproyecto de Ley del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía. Ponencia: María Luisa Balaguer Callejón. 
 
225 Telefónicamente y nunca por escrito desde el Instituto Andaluz de la Mujer se  nos ha señalado que según la política 
interna de este Instituto Andaluz de la Mujer, los IOIEIG que desde allí se elaboran no tienen carácter público y por ello no 
han podido facilitárnoslos, (a diferencia de la consideración de documento público que se tiene desde el Archivo del 
Parlamento Andaluz). 
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señaláramos que no será hasta el año 2007 en el que se de registro de entrada por parte del 
Servicio de Archivo del Parlamento Andaluz, al primer IEIG. 
 Como fecha de final para dejar de compilar Proyectos de Ley,  hemos elegido el 30 de 
Junio de 2011, fecha en la que tuvo lugar el último debate de estado de la Comunidad 
Autónoma Andaluza
226
 de la VIII legislatura
227
; de tal manera que trabajaremos sobre todos 
aquellos Proyectos de Ley que han sido aprobados desde la entrada en vigor de la VII 
legislatura hasta el 30 de Junio de 2011, centrando nuestra atención en primer lugar en el 
conjunto de Proyectos de Ley que durante ese periodo hayan ido acompañados efectivamente 
de Informes de Evaluación de Impacto de Género y en segundo lugar centrándonos en 
aquellos Proyectos de Ley aprobados que hayan ido acompañados de un IEIG y del Informe 
de Observación al Informe de Evaluación de Impacto de Género elaborado por el IAM. 
Si analizamos en primer lugar los Proyectos de Ley aprobados en la VII legislatura, 
observaremos que durante dicha legislatura hubo un total 49 Proyectos de Ley presentados 
por el Parlamento Andaluz, repartidos en el tiempo de la siguiente manera: En el año 2007 se 
presentaron 17 Proyectos de Ley, el mismo número que en el año 2006; en el año 2005 se 
presentaron 6 Proyectos de y en el año 2004.  Véase
228
: 
Año 2007 
1. Ley 7-07/PL-000017, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para 
el año 2008. 
2. Ley 7-07/PL-000016, de designación de Senadores y Senadoras en representación de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
3. Ley 7-07/PL-000015, del Consejo Andaluz de Concertación Local. 
4. Ley 7-07/PL-000014, Andaluza de la Ciencia y el Conocimiento. 
5. Ley 7-07/PL-000013, de Régimen Jurídico y Económico de los Puertos de Andalucía. 
6. Ley 7-07/PL-000012, por la que se modifica la Ley 4/1994, de 12 de abril, de creación 
de la Universidad Internacional de Andalucía. 
                                                     
226 DSPA núm. 124, de 30 de Junio de 2011. Pleno de la Cámara, pp. 2 y ss.  
227 Computo de años para la VII Legislatura (Marzo/2004 -- Marzo/2008) y para la  VIII Legislatura (Marzo/2008—Marzo 
2012). 
228 Toda la información que presentamos tiene su fuente en la sección de “Actividad Parlamentaria” de la página Web del 
Parlamento de Andalucía: http://www.parlamentodeandalucia.es/opencms/export/portal-web-
parlamento/actividadparlamentaria.htm. Los Proyectos de Ley enunciados deben leerse de acuerdo con la siguientes 
nomenclaturas: “Ley” para hacer referencia al tipo de incitativa (Proyecto de Ley), el primer numeral hará referencia a la 
legislatura bajo la cual el citado Proyecto de Ley es aprobado y el segundo numeral designará el año en el que se aprobó. La 
indicación PL-000000, se referirá a orden en el que estos Proyectos de Ley han sido aprobados. 
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7. Ley 7-07/PL-000011, de la radio y televisión de titularidad autonómica gestionada por 
la Agencia Pública Empresarial de la Radio y Televisión de Andalucía (RTVA). 
8. Ley 7-07/PL-000010, por la que se crea la Agencia Tributaria de Andalucía y se 
aprueban medidas fiscales. 
9. Ley 7-07/PL-000009, de Farmacia de Andalucía. 
10. Ley 7-07/PL-000008, de Educación de Andalucía. 
11. Ley 7-07/PL-000007, de medidas de prevención y protección integral contra la 
violencia de género. 
12. Ley 7-07/PL-000006, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía 
13. Ley 7-07/PL-000005, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 
14. Ley 7-07/PL-000004, de protección del origen y la calidad de los vinos de Andalucía. 
15. Ley 7-07/PL-000003, reguladora del consejo genético, de protección de los derechos 
de las personas que se sometan a análisis genéticos y de los bancos de ADN humano 
en Andalucía. 
16. Ley 7-07/PL-000002, de la Administración de la Junta de Andalucía. 
17. Ley 7-07/PL-000001, de Museos y Colecciones Museográficas de Andalucía. 
Año 2006 
1. Ley 7-06/PL-000017, sobre fiscalidad complementaria del Presupuesto de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía. 
2. Ley 7-06/PL-000016, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para 
el año 2007. 
3. Ley 7-06/PL-000015, por la que se modifica la Ley 4/1989, de 12 de diciembre, de 
Estadística de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y se aprueba el Plan Estadístico 
de Andalucía 2007-2010. 
4. Ley 7-06/PL-000014, de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental. 
5. Ley 7-06/PL-000013, por la que se autoriza la concesión, con carácter extraordinario, 
de un anticipo reintegrable al municipio de Marbella. 
6. Ley 7-06/PL-000012, por la que se crea como entidad de derecho público el Instituto 
Andaluz del Patrimonio Histórico. 
7. Ley 7-06/PL-000011, de Promoción y Defensa de la Competencia de Andalucía 
8. Ley 7-06/PL-000010, por la que se regula la investigación en reprogramación celular 
con finalidad exclusivamente terapéutica. 
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9. Ley 7-06/PL-000009, de reconocimiento de la Universidad Privada Fernando III 
10. Ley 7-06/PL-000008, de fomento de las energías renovables y del ahorro y eficiencia 
energética de Andalucía. 
11. Ley 7-06/PL-000007, de servicios ferroviarios de Andalucía. 
12. Ley 7-06/PL-000006, sobre potestades administrativas en materia de determinadas 
actividades de ocio en los espacios abiertos de los municipios de Andalucía. 
13. Ley 7-06/PL-000005, de creación del Instituto Andaluz de Prevención de Riesgos 
Laborales. 
14. Ley 7-06/PL-000004, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
15. Ley 7-06/PL-000003, del estatuto de los andaluces en el mundo. 
16. Ley 7-06/PL-000002, de creación de la Agencia Andaluza de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo. 
17. Ley 7-06/PL-000001, de Asociaciones de Andalucía. 
Año 2005 
1. Ley 7-05/PL-000006, de creación de la Empresa Pública Sanitaria Bajo Guadalquivir. 
2. Ley 7-05/PL-000005, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para 
el año 2006. 
3. Ley 7-05/PL-000004, por la que se autoriza la enajenación del bien inmueble 
conocido. 
4. Ley 7-05/PL-000003, de Artesanía de Andalucía. 
5. Ley 7-05/PL-000002, de Medidas para la Vivienda Protegida y el Suelo. 
6. Ley 7-05/PL-000001, de concesión de un crédito extraordinario para sufragar las 
subvenciones a adjudicar a las formaciones políticas por los gastos electorales 
causados por las elecciones al Parlamento de Andalucía celebradas el 14 de marzo de 
2004. 
Año 2004 
1. Ley 7-04/PL-000010, de medidas tributarias, administrativas y financieras. 
2. Ley 7-04/PL-000009, de Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para 
el año 2005. 
3. Ley 7-04/PL-000007, del Comité Andaluz para la Sociedad del Conocimiento. 
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4. Ley 7-04/PL-000006, por la que se regula el régimen de las Organizaciones 
Interprofesionales Agroalimentarias en el ámbito de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía. 
5. Ley 7-04/PL-000005, de creación del Colegio Profesional de Ingenieros Técnicos en 
Informática de Andalucía. 
6. Ley 7-04/PL-000004, de creación del Colegio Profesional de Ingenieros en 
Informática de Andalucía. 
7. Ley 7-04/PL-000003, de Fundaciones de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
8. Ley 7-04/PL-000002, de creación del Colegio Profesional de Educadores Sociales de 
Andalucía. 
9. Ley 7-04/PL-000001, de creación del Consejo Audiovisual de Andalucía. 
 
 
Gráfico de elaboración propia. 
 
Los Proyectos de Ley que han sido presentados por el Parlamento Andaluz durante la 
VIII legislatura fueron un total de 21, repartidos en el tiempo de la siguiente manera: En el 
año 2008 se presentaron 5 Proyectos de Ley, en el año 2009 se presentaron 9 Proyectos de 
Ley y en el año 2010 se presentaron 7. No podemos dejar de señalar que durante el año 2011 
aunque hubo Proyectos de Ley que se tramitaron no se aprobó ninguno:   
Año 2010 
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35% 
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35% 
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Proyectos Ley Aprobados en la VII 
legislatura 
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1. Ley 8-10/PL-000007, de reordenación del sector público de Andalucía (procedente del 
Decreto-ley 6/2010, de 23 de noviembre) 
2. Ley 8-10/PL-000006, del Olivar de Andalucía 
3. Ley 8-10/PL-000005, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para 
el año 2011. 
4. Ley 8-10/PL-000004, de medidas fiscales para la reducción del déficit público y para 
la sostenibilidad (procedente del Decreto-Ley 4/2010, de 6 de julio) 
5. Ley 8-10/PL-000003, de la Calidad Agroalimentaria y Pesquera de Andalucía 
6. Ley 8-10/PL-000002, de medidas tributarias de reactivación económica de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía (procedente del Decreto-Ley 1/2010, de 9 de 
marzo) 
7. Ley 8-10/PL-000001, por la que se modifican diversas Leyes para la transposición en 
Andalucía de la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre de 2006, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, relativa a los servicios en el Mercado Interior (procedente del 
Decreto-Ley 3/2009, de 22 de diciembre) 
Año 2009 
1. Ley 8-09/PL-000009, reguladora de la participación de las Entidades Locales en los 
tributos de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
2. Ley 8-09/PL-000008, de Autonomía Local de Andalucía 
3. Ley 8-09/PL-000007, para la Dehesa 
4. Ley 8-09/PL-000006, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para 
el año 2010 
5. Ley 8-09/PL-000005, de Aguas de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
6. Ley 8-09/PL-000004, de derechos y garantías de la dignidad de la persona en el 
proceso de la muerte 
7. Ley 8-09/PL-000003, Reguladora del Derecho a la Vivienda en Andalucía 
8. Ley 8-09/PL-000002, de concesión de un crédito extraordinario para sufragar las 
subvenciones a adjudicar a las formaciones políticas por los gastos electorales 
causados por las Elecciones al Parlamento de Andalucía celebradas el día 9 de marzo 
de 2008 
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9. Ley 8-09/PL-000001, por la que se autoriza la transmisión de la titularidad del 
inmueble denominado Palacio de los Condes de Buenavista, sito en Málaga, c/ San 
Agustín, nº 8 
Año 2008 
1. Ley 8-08/PL-000005, por la que se aprueba el Programa de Transición al Empleo de la 
Junta de Andalucía (PROTEJA) (procedente del Decreto Ley 2/2008, de 9 de 
diciembre) 
2. Ley 8-08/PL-000004, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para 
el año 2009 
3. Ley 8-08/PL-000003, que regula el acceso de los municipios andaluces al régimen de 
organización de los municipios de gran población 
4. Ley 8-08/PL-000002, reguladora de la mediación familiar en la Comunidad Autónoma 
de Andalucía 
5. Ley 8-08/PL-000001, de medidas tributarias y financieras de impulso a la actividad 
económica de Andalucía (procedente del Decreto-Ley 1/2008, de 3 de junio)  
 
 
Gráfico de elaboración propia. 
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Los datos hablan por sí solos, sin duda la VII legislatura fue mucho más prolífica en lo 
relativo a la actividad parlamentaria para la aprobación de Proyectos Ley que lo que lo ha sido 
la VIII legislatura. De las varias lecturas sociopolíticas, jurídicas y económicas que se podrían 
hacer de este hecho, hemos querido resaltar un par de ellas. 
No es casual que el grueso de los Proyectos de Ley aprobados se haya dado durante 
los años 2006 y 2007, ya que aunque en la Comunidad Autónoma Andaluza no se había 
producido un cambio signo político de Gobierno en las dos últimas décadas, (el Partido 
Socialista seguía estando en el poder), en Marzo de 2004 el Partido Socialista accedía al 
Gobierno Central, con un programa electoral de fuerte carácter social, en el que se establecía 
la intención de aprobar leyes como la Ley de medidas de prevención y protección integral 
contra la violencia de género y la Ley para la promoción de la igualdad de género en 
Andalucía. Leyes que fueron muy bien acogidas por gran parte de la sociedad, y que además 
como veremos más adelante, se promulgaron en el año 2007, meses previos a la reelección del 
actual Gobierno Socialista. 
No es de recibo aplicar la casualidad a este hecho, sin duda la aprobación de las 
citadas leyes en ese momento ayudó a una reelección del Partido Socialista, quien tras la 
aprobación de las citadas leyes se aseguraba en cierta medida el voto andaluz. 
Sin embargo la VIII legislatura como puede verse en la siguiente gráfica, ha sido más 
bien pobre a la hora de aprobar Proyectos de Ley, y es que debemos recordar que será en el 
año 2007 cuando desde el Gobierno central se haga el anuncio oficial por el cual se 
confirmaba que el Estado Español había entrado en un periodo serio de recesión, recesión que 
en muy pocos meses dejaría de ser recesión para ser denominada actual crisis económica 
estatal. 
Paralelamente y seguramente como consecuencia de la situación económica que 
atraviesa el país y muy sensiblemente Andalucía, en las elecciones locales de 2011, el Partido 
Popular adelantó, por primera vez en la era democrática, al Partido Socialista en número de 
concejales en Andalucía
229
. 
La falta de fondos para poner en marcha cualquier Ley y sin duda la difícil 
convivencia Parlamentaria que se está dando a raíz de los resultados electorales de 2011 
                                                     
229 Resultado elecciones municipales 2011. Web: http://resultados.elpais.com/elecciones/2011/municipales/01/index.html 
(consultado en última ocasión en noviembre 2011). 
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pueda quizás explicar entre otras razones la diferencia en la actividad parlamentaria que ha 
existido entre estas dos legislaturas. 
 
 
Gráfico de elaboración propia. 
Vistos los Proyectos de Ley aprobados en la VII y VIII legislatura, ahora nos 
centraremos en el análisis cuantitativo de los Informes de Evaluación de Impacto de Género, 
que han sido elaborados por la distintas Consejerías y que hayan acompañado efectivamente a 
los Proyectos de Ley en las citadas legislaturas
230
, tal y como ya hiciéramos en el capitulo 
anterior cuando analizamos los Informes de Impacto de Género que se habían elaborado en el 
ámbito estatal. Los resultados de este y los siguientes análisis constituirán el verdadero objeto 
de nuestra investigación. 
Al ser Andalucía la única autonomía que desde el año 2003 lleva a cabo un régimen de 
acompañamiento de doble informe
231
 al Proyecto de Ley en su tramitación parlamentaria con 
el fin de evitar normas sexistas; no procederemos al análisis cuantitativo de los Informes de 
Observaciones a los Informes de  Evaluación de Impacto de Género que realiza el IAM, pues 
                                                     
230 No debemos dejar de recordar que nuestra muestra de investigación viene delimitada por la existencia y por ende la 
entrada en el registro del Servicio de Archivo del Parlamento de los dosieres legislativos que contienen los Informes de 
Impacto de Género, no pudiendo así  ni afirmar ni negar taxativamente que se hayan elaborado los citados Informes si estos 
no han quedado registrados el Servicio de Archivo del Parlamento Andaluz. 
231 Debemos recordar que es el Decreto 93/2004 de 9 de marzo, el que  establece un sistema de doble filtro, sistema a través 
del cual el IAM realiza un estudio cualitativo de cada uno de los IEIG que plasma en sus Informes de Observaciones, donde 
quedan corregidas todas las deficiencias que en este se encontraron. 
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carecemos de elementos comparativos en el ámbito estatal; no obstante y como veremos en el 
apartado relativo al análisis cualitativo, estos informes elaborados por el IAM serán la pieza 
clave que nos permita establecer si se ha tenido en cuenta el posible impacto de género en la 
normativa andaluza. Los resultados de este y los siguientes análisis constituirán el verdadero 
núcleo de nuestra investigación. 
De los 49 Proyectos de Ley aprobados durante la VII legislatura, sólo 17 de ellos, es 
decir un 32%, según el Servicio de Archivo del Parlamento Andaluz, han ido efectivamente 
acompañados de Informe de Evaluación de Impacto de Género y según el caso concreto de 
Proyecto de Ley, también han ido acompañados de Informes de Observaciones al Informe de 
Impacto de Género. Además estos 17 Proyectos de Ley fueron aprobados casi en su totalidad 
durante el transcurso del año 2007. Tenemos que recordar que no será hasta ese año 2007 en 
el que se dé, por parte del Servicio de Archivo de Parlamento Andaluz,  el primer registro de 
entrada a un Informe de Evaluación de Impacto de Género. 
De estos 17 Proyectos de Ley, 11 fueron acompañados por el sistema de doble 
informe: el Informe de Evaluación de Impacto de Género que debe elaborarse en la 
Consejería pertinente y que analizamos seguidamente; y el Informe de Observación al anterior 
que elabora el Instituto de la Mujer, que analizaremos posteriormente. 
  Núm. de IEIG (Total de 14) 
NÚM. PÁGINAS   
----------------------------------------------------- 1 3 
----------------------------------------------------- 2 3 
----------------------------------------------------- 3 2 
------------------------------------------------------ 4 3 
----------------------------------------------------- >4             (*) 3 
FIRMADOS  14 
Firmados por mujeres  8 
Firmados por hombres  5 
SELLADOS POR SU CONSEJERÍA  10 
Estructurados según Guía Europea  14 
No estructurados por Guía   0 
CONSEJERÍA QUE EMITE EL  IEIG   
Consejería  de Economía y Hacienda  (**) 4 
Consejería  de Salud   2 
Consejería Obras Públicas y Transportes  1 
Consejería  de Gobernación  1 
Consejería  Presidencia  1 
Consejería de Educación  1 
Consejería para la Igualdad y el Bienestar Social  1 
Consejería de Agricultura y Pesca  1 
Consejería de Justicia y Admón. Publica  1 
Consejería de Cultura  1 
Cuadro de elaboración propia.  Los parámetros señalizados: (*, **) corresponde a los Informes de Evaluación de Impacto de  
Género relativos a los PL  Presupuesto de la Comunidad Autónoma del año 2006, 2007 y 2008. 
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A través de esta tabla hemos querido mostrar más detalladamente los datos 
cuantitativos más relevantes que hemos encontrado al analizar los Informes de Impacto de 
Género que acompañaron a los Proyectos de Ley en la VII legislatura. 
Así siguiendo con el computo anterior hemos de señalar que un total de 6 han sido los 
Proyectos de Ley que han presentado un único informe en la VII legislatura, destacando de 
entre estos 6 Proyectos de Ley que han presentado un único informe, los tres Proyectos de 
Ley relativos a los Presupuestos de la Comunidad Autónoma para el año 2006, 2007 y 2008 
cuyo único informe es el elaborado por la Consejería de Economía y Hacienda.
232
 
Por otro lado también merece especial atención el Proyecto de Ley “para la promoción 
de la igualdad de género en Andalucía”, que presenta un solo informe, el cual ha sido 
realizado por el propio IAM, con lo que no presenta IOIEIG.
233
 
Durante la VIII legislatura los datos varían con respecto a la VII legislatura, de los  21 
Proyectos de Ley que fueron aprobados por el Parlamento Andaluz durante la VIII legislatura, 
6 de ellos proceden  de Decretos-Ley con lo que la obligación de ir acompañados de IEIG 
establecida en el artículo 139 de la Ley 18/2003 de 29 de diciembre no les afecta; así que sólo 
hemos tenido en cuenta para el computo total de Proyectos de Ley aprobados y susceptibles 
de ir acompañados de IEIG y IOIEG, un número total de 15 Proyectos, de Ley que fueron 
aprobados por el Parlamento Andaluz durante la VIII legislatura. 
Así pues, de los citados 15 Proyectos de Ley, fueron acompañados de algún informe 
sea el IEIG o el IOIG un total de 13 Proyectos Ley, un 76% del total, un 25 % más que en la 
VII legislatura. Siendo la siguiente, su distribución en función del año en que fue aprobado y 
el tipo de informe que le acompañó: 
 
 
 
 
                                                     
232 La presentación de un único informe será una constante en los Proyectos de Ley que regulan el Presupuesto de la 
comunidad autónoma cada año. 
233 Tenemos constancia de que los IEIG relativos a los “Proyecto de Ley del Patrimonio Histórico de Andalucía. Elaborado 
por la Consejería de Cultura”, y al “Proyecto de Ley Andaluza de la Ciencia y el Conocimiento”, existen, y que al igual que 
el resto de los IEIG desde el Servicio de Archivo del Parlamento han intentado facilitárnoslo, pero por problemas 
informáticos ajenos a ambas partes esto ha sido imposible. Por tanto, por rigor científico nos hemos visto en la obligación de 
omitirlo en nuestro trabajo de investigación. 
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 Total de PL 
computable 
Acompañado 
únicamente de 
IEIG
234
 
Acompañado 
únicamente de 
IOIEIG 
Acompañado 
por ambos 
No 
acompañado 
2010 3 1 1 1 0 
2009 9 2 1 4 2 
2008 3 1 0 2 0 
Tabla de elaboración propia. 
 
Hemos utilizado la misma tabla que en la VII legislatura para mostrar más 
detalladamente los datos cuantitativos más relevantes que hemos encontrado al analizar los 
Informes de Impacto de Género que acompañaron a los Proyectos de Ley en la VIII 
legislatura
235
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  Núm. de IEIG (Total de 11) 
NÚM. PÁGINAS   
----------------------------------------------------- 1 2 
----------------------------------------------------- 2 4 
----------------------------------------------------- 3 1 
------------------------------------------------------ 4 1 
----------------------------------------------------- >4               (*) 3 
FIRMADOS  10 
Firmados por mujeres  6 
Firmados por hombres  4 
SELLADOS POR SU CONSEJERÍA  10 
Estructurados según Guía Europea  12 
No estructurados por Guía   0 
CONSEJERÍA QUE EMITE EL  IEIG   
Consejería  de Economía y Hacienda  (**) 4 
Consejería  de Salud   1 
Consejería de Vivienda y Ordenación del Territorio  1 
Consejería  de Gobernación  2 
Consejería de Medio Ambiente  1 
Consejería para la Igualdad y el Bienestar Social  1 
Consejería de Agricultura y Pesca  1 
Cuadro de elaboración propia. Los parámetros señalizados: (*, **) corresponde a los Informes de Evaluación de Impacto de 
Género relativos a los PL  Presupuesto de la Comunidad Autónoma del año 2009, 2010 y 2011. 
 
                                                     
234 Tanto para el año 2008, 2009 y 2010 hemos de tener en cuenta que los Proyectos de Ley anuales relativos a los 
Presupuestos de la Comunidad Autónoma Andaluza (2009, 2010 y 2011) solo han ido acompañados por un solo informe el 
elaborado por la Consejería de Hacienda y nunca por el IOIEG elaborado por el IAM. 
235 El 22 de marzo de 2011, el presidente de la Comunidad Autónoma Andaluza, José Antonio Griñán remodeló el gobierno y 
eliminó dos Consejerías, pero este hecho no afectará al análisis de los Informes de Evaluación de Impacto de Genero 
elaborados durante la VIII legislatura, ya que todos están fechados previamente a la remodelación y es pues con ese 
organigrama de trabajo (15 Consejerías) con el que trabajamos. Web: http://www.publico.es/agencias/efe/302550/grinan-
comienza-la-remodelacion-del-gobierno-andaluz  y http://www.juntadeandalucia.es/organismos.html (consultadas en última 
ocasión en noviembre 2011). 
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A la luz de los datos que podemos extraer de ambas tablas, y siempre teniendo en 
cuenta que estos datos son los proporcionados
236
 por el Servicio de Archivo del Parlamento 
Andaluz, observamos en primer lugar, que durante la  VII y VIII legislatura, 12 de la 15 de las 
Consejerías
237
 (el 80%), han elaborado por lo menos un Informe de Evaluación de Impacto de 
Género según los establecido en el artículo 139 de la Ley 18/2003, de 29 de diciembre. 
Las Consejerías de Gobernación, de Economía y Hacienda, de Salud, de Agricultura y 
Pesca y la Consejería para la Igualdad y Bienestar Social,  han presentado Informes durante 
las dos legislaturas (VII y VIII), siendo además estas Consejerías, a excepción de la 
Consejería de Agricultura y Pesca, las que mayor número en total de Informes han presentado 
durante las dos legislaturas. El 85% de estos Informes además vienen firmados por mujeres 
con cargos relevantes, en su mayoría Directoras Generales. 
Así pues, aunque en otras en muchas esferas de la vida pública sigue existiendo “ese 
techo de cristal” que nos impide a las mujeres acceder a cargos de relevancia política; 
podemos observar a través de los datos obtenidos, como poco a poco y sobre todo en 
Andalucía, las mujeres vamos cada vez más conquistando espacios públicos de decisión, 
debilitando cada vez más el patriarcado existente, que encuentra en el “techo de cristal” un 
muro de contención frente a las embestidas democrática-feministas. 
 
 Se denomina así a una superficie superior invisible en la carrera 
laboral de las mujeres, difícil de traspasar, que les impide seguir avanzando. 
Su carácter de invisibilidad está dado por el hecho de que no existen leyes ni 
dispositivos sociales establecidos ni códigos visibles que impongan a las 
mujeres semejante limitación, sino que está construido sobre la base de otros 
rasgos que, por su invisibilidad, son difíciles de detectar (Burín, 2006). 
 
Del análisis de los IEIG elaborados por las distintas Consejería, constatamos que con 
respecto a su estructura todos responden a algunas o varias de las pautas establecidas en la 
“Guía para la Evaluación del Impacto de Género en Función del Género”, de la Comisión 
                                                     
236 No podemos dejar de tener en cuenta, que en ningún momento afirmamos que solo se hayan elaborado los IEIG que se 
encuentran en el Servicio de Archivo del Parlamento Andaluz.  Nuestra muestra está basada en el material habido en dicho 
servicio y es sobre este, sobre el que analizamos y extraemos nuestras conclusiones, sin que podarnos así pues, aventurarnos 
a afirmar o a negar la existencia de otra documentación que no sea la habida en el citado servicio. 
237 Utilizamos el número de 15 Consejerías, es decir las existentes antes de la remodelación de marzo de 2011, siendo estas 
las siguientes: Consejería de la Presidencia, Consejería de Gobernación, Consejería de Economía y Hacienda, Consejería de 
Educación, Consejería de Justicia y Administración Pública, Consejería de Innovación, Ciencia y Empres, Consejería de 
Obras Públicas y Transportes, Consejería de Empleo, Consejería de Salud, Consejería de Agricultura y Pesca, Consejería de 
Vivienda y Ordenación del Territorio, Consejería de Turismo, Comercio y Deporte, Consejería para la Igualdad y Bienestar 
Social, Consejería de Cultura y la Consejería de Medio Ambiente. 
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Europea, que ya en su momento analizamos exhaustivamente y que ahora nos limitaremos a 
apuntar: 
1. Pertinencia con respecto al género. 
2. Evaluación del Impacto en función del género.  
a. Diferencias existente entre hombres y mujeres en el ámbito de 
aplicación de la disposición normativa de que se trate: 
i. Participación.  
ii. Recursos. 
iii. Normas y Valores. 
iv. Derechos. 
b. ¿Cómo pueden las políticas europeas contribuir a eliminar las 
desigualdades de mujeres y hombre y promover su igualdad? 
 
Así el hecho de que todos los IEIG elaborados en la Comunidad Andaluza hayan 
seguido estructuralmente estas pautas arroja a la luz varias cuestiones que consideramos muy 
relevantes, tales como que se pueda afirmar que todas las Consejerías del Parlamento Andaluz 
a la hora de elaborar sus IEIG están utilizando la “Guía para la Evaluación del Impacto de 
Género en Función del Género”, de la Comisión Europea. 
Esta pauta de elaboración provoca que la estructura de los IEIG sea doblemente 
homogénea. Observamos en primer lugar que los IEIG elaborados por una misma Consejería 
mantienen una estructura homogénea, y en segundo lugar esta homogeneidad estructural se 
encuentra también entre los IEIG elaborados por otras Consejerías. En resumen, los IEIG 
elaborados por una misma Consejería son homogéneos entre sí, a la par que lo son con 
respecto a los elaborados por otras Consejerías. 
Es necesario señalar en este punto que habiendo analizados los Informes de 
Observación de los Informes de Evaluación de Impacto de Género IOIEIG elaborados por el 
IAM, estos informes de observación también se estructuran en función a las pautas marcadas 
por la “Guía para la Evaluación del Impacto de Género en Función del Género”, de la 
Comisión y evidentemente todos los IOIEIG presentan la misma estructura. 
El hecho de que los IOIEIG, coincidan estructuralmente con los IEIG nos va a permitir 
que se faciliten el análisis cualitativo de estos sobre todo a la hora de anotar cuantas de las 
recomendaciones recogidas en uno u otro informe han sido tenidas en cuenta a la vez que nos 
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puede permitir a comparar resultados entre diferentes ámbitos administrativos (autonómico y 
estatal). 
Concluiremos este análisis cuantitativo señalando que el promedio de páginas que 
contienen los  informes elaborados durante la VII legislatura varía entre una página y cuatro, 
sin que podamos establecer una pauta concreta relativa a este aspecto. Sin embargo, 
observamos una constante en un gran número de  informes elaborados durante la VIII 
legislatura, pudiendo señalar así que el promedio de páginas que contienen los informes es de 
dos, y responden en su mayoría a una estructura organizada en torno a una división en tres 
partes: introducción, contenido y conclusión. 
No obstante, y como veremos más adelante en el análisis cualitativo, estos Informes 
responden más a una exposición de buenas intenciones que se quieren lograr a través del 
Proyecto Ley que acompañan, más que responder a un análisis previo de la norma con el 
objetivo de detección de posibles medidas sexista que aunque no previstas se hayan integrado 
en el texto.   
 
4.5 La aplicación de lo dispuesto en los Informes de Evaluación del 
Impacto de Género en los textos legales definitivos. Análisis de su efectividad 
como instrumento para la eliminación de la brecha de género.  
 
Una vez concluidos los análisis cuantitativos de los Informes de Evaluación de Impacto de 
Género, es hora ya de comprobar la verdadera eficacia de estos, en el sentido de poder 
conocer si los textos legales definitivos
238
, han tenido en cuenta las apreciaciones que se 
hayan podido realizar en los Informes de Evaluación de Impacto de Género. 
 Todo ello sin perder de vista, que si bien la obligación de elaborar los citados 
informes viene dictaminada por todo un compendio de leyes de carácter tanto autonómico, 
como estatal (que a lo largo de este trabajo de investigación hemos venido analizando); no 
existió, en todo el panorama legislativo andaluz durante la VII Y VIII legislatura, la 
obligación, ni normativa vinculante que exigiese que se tuvieran en cuenta las posibles 
apreciaciones que se hubieran podido recoger ni en los Informes de Evaluación de Impacto de 
Género elaborados por las Consejerías, ni tampoco las apreciaciones sobre estos, que 
                                                     
238  Para nuestra investigación conceptualizaremos: “textos legales definitivos” como aquellas leyes aprobadas, promulgadas 
y publicadas en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía (BOJA). 
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hubiesen podido hacer el Instituto de la Mujer Andaluz en sus Informes de Observación a los 
Informes de Evaluación de Impacto de Género elaborados por las citadas Consejerías. 
Dado que Andalucía cuenta con un sistema de doble filtro, es decir que  lleva a cabo 
un régimen de acompañamiento de doble informe al Proyecto de Ley en su tramitación 
parlamentaria, observaremos si los textos legales definitivos, han tenido en cuenta lo 
dispuesto en cualquiera de los dos informes; ya que estos son complementarios y persiguen un 
mismo fin: evitar la redacción de normativas que pudieran resultar sexista en su redacción 
aunque esto no estuviese previsto ni fuera deseado. 
Llevaremos a cabo esta comprobación realizando en primer lugar un análisis 
cualitativo de los citados informes, para más adelante comprobar si eventualmente las 
medidas que en ellos se hayan podido recoger han sido tomadas en cuenta en la redacción 
definitiva, en la publicada en el Boletín Oficial, o bien han sido omitidas. 
4.5.1 Análisis cualitativo de los Informes de Evaluación del 
Impacto de Género. La información adicional que aporta a 
estos el Instituto de la Mujer Andaluz.  
 
Analizados los 11 IEGI elaborados por las distintas Consejerías
239
 durante la VII legislatura, 
lo primero que constatamos es que aunque formalmente los informes entre si mantienen una 
estructura parecida, el fondo o contenido de ellos y entre ellos, no guardan apenas 
semblanzas. 
Así, mientras que 4 de los IEIG elaborados, en concreto los relativos “Proyectos de 
Ley por el que se crea la Agencia Tributaria de Andalucía” el “Proyecto de Ley de Museos y 
Colecciones Museográficas de Andalucía”, el “Proyecto de Ley de protección del origen y la 
calidad de los vinos de Andalucía” y el “Proyecto de Ley de puertos de Andalucía” establecen 
que aunque consideran que aunque pertinentes al género
240
, estos Proyectos de Ley, carecen 
                                                     
239 No analizamos los IEIG que se han elaborado para el acompañamiento de los Proyectos de Ley anuales para la aprobación 
del Presupuesto Público de la Junta de Andalucía.  
240 La Guía para la evaluación del impacto en función del género, de la Unión Europea establece que para  la comprobación 
de la pertinencia con respecto al género en  un proceso de integración de la perspectiva de género en el conjunto de las 
políticas, el primer paso consiste en ver si la dimensión de género es pertinente para la política en cuestión. Para ello es 
necesario disponer de datos desagregados por sexo, estudiarlos y plantearse las cuestiones apropiadas: a) ¿La propuesta va 
dirigida a uno o a más grupos objetivo? ¿Afectará a la vida diaria de una o de varias partes de la población?; b) ¿Existen en 
este ámbito diferencias entre las mujeres y los hombres (por lo que se refiere a los derechos, los recursos, la participación, las 
normas y los valores vinculados a la pertenencia a un sexo)?. Si la respuesta a cualquiera de estas dos cuestiones es positiva, 
la dimensión de género es pertinente. Entonces hay que evaluar el impacto potencial de la propuesta en los hombres y en las 
mujeres. 
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de impacto de género; mientras que los 7 IEIG restantes, es decir el 64% de los informes, 
también pertinentes al género, sí que reconocen que el Proyecto de Ley al que acompañan si 
tiene impacto sobre la población en función del género de esta.  
Los IEIG que se elaboran en durante la VII legislatura son informes razonados, que 
como ya señalásemos anteriormente responde en su mayoría a alguna de las pautas que 
establece la “Guía para la Evaluación del Impacto en Función del Género, de la Unión 
Europea”.  
Ha de resaltarse que en todos y cada uno de los informes se recoge el compromiso de 
aplicar las medidas necesarias para evitar las desigualdades entre mujeres y hombres, de 
hecho puede observarse como en el mayor número de informes se explicita el haber hecho 
especial hincapié para evitar un lenguaje sexista, a la vez que  establecen en el  mismo 
informe una relación de normativas relativas a la igualdad de género que supuestamente las 
Consejerías están obligadas a contemplar. 
Vemos también como durante la VIII legislatura se han analizado los 8 IEGI que han 
sido elaborados por las distintas Consejerías. Al igual que pasaba en la legislatura anterior 
constatamos que aunque formalmente los informes entre si mantienen una estructura parecida, 
el fondo o contenido de ellos y entre ellos no guardan apenas semblanzas. 
Sin embargo, ahí terminan todos los puntos en común que pudieran tener los IEIG 
elaborados durante cada una de las dos legislaturas. Así, mientras que en la VII legislatura 
solo el 36% de los informes elaborados establecían que aunque pertinentes al género, estos 
Proyectos de Ley, carecían de impacto en función del género. 
En la VIII legislatura la pirámide se invierte y el 62%  de los informes elaborados 
establecen que aunque pertinentes al género, no provocaran impacto alguno en función del 
género, sobre la población beneficiaria directa o indirectamente.  
Desgraciadamente los IEIG que se elaboran en durante la VIII legislatura ya no son 
informes tan razonados como los fueron en la legislatura anterior, aunque siguen 
respondiendo a alguna de las pautas que establece la “Guía para la Evaluación del Impacto en 
Función del Género, de la Unión Europea”.   
Durante la VIII legislatura, los informes siguen recogiendo el compromiso de aplicar 
las medidas necesarias para evitar las desigualdades entre mujeres y hombres, y aunque en los 
informes se explicita de nuevo el haber hecho especial hincapié para evitar un lenguaje sexista 
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en la normativa, observamos como la propia redacción de los informes es más descuidada e 
incluso en alguna ocasión sexista:  
En la mencionada Ley se contempla la compleja realidad que presenta 
hoy la dinámica familiar, (uniones de hecho, familias monoparentales, familias 
que provienen de rupturas previas con hijos por una o ambas partes, hermanos 
con un solo progenitor, hijos adoptados o acogidos…), y conlleva por tanto 
ampliar la atención que se presta a los menores, sea cual sea la realidad 
familiar de la que provienen.
241
 
 
Así, a través de la lectura crítica de los citados informes, puede observarse cómo aún 
no todos los conceptos y herramientas necesarias para evaluar el impacto en función del 
género de una norma no se están utilizando o se están utilizando erróneamente, y esto resulta 
evidente cuando observamos que más de la mitad de los informes analizados en la VIII 
legislatura, establecen que el Proyecto de Ley al que acompañan, no provocará ningún tipo de  
impacto en función del género de la población destinataria, sin que para ello se haya llevado a 
cabo una comparación y apreciación en función de criterios pertinentes con respecto al 
género; sin que se haya tenido en cuenta la situación y la tendencia actual de unas y otros con 
la evolución que cabría esperar como resultado de la introducción de la política propuesta. 
En definitiva, estos informes señalan que la política propuesta no provocará ningún 
tipo de  impacto en función del género de la población destinataria, sin que para ello se haya 
llevado a cabo una evaluación del impacto en función del género, objetivo que se debía 
perseguir en la elaboración de estos informes. 
A la luz de lo anterior, nos preguntamos si el hecho de que los IEIG que se elaboraron 
en la VII legislatura estén mejor realizados que los que se llevaron a cabo durante la VIII 
legislatura, (cuando la lógica de la experiencia nos indica que el camino debería haber sido el 
inverso), no responderá a una mala sistematización en la elaboración de los Informes de 
Evaluación de Impacto de Género, de manera que la elaboración dichos informes se haya 
convertido en algo automático, formato “cortar y pegar” perdiendo así toda razón de ser. 
Carece de sentido afirmar que tal normativa no tendrá impacto alguno en función del género 
de la población beneficiaria si previamente no se ha realizado la evaluación previa del 
impacto en función del género. 
                                                     
241 Consejería para la Igualdad y Bienestar Social. Dirección General de Infancia y Familia. “Informe de Evaluación del 
Enfoque de los Derechos de la Infancia del Proyecto de Ley de Mediación Familiar en la Comunidad Autónoma Andaluza”. 
Sevilla. marzo 2007. (El documento puede consultarse en los anexos, el subrayado es nuestro). 
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No obstante y pese a los malos augurios que arrojaban los análisis de los IEIG de la 
VIII legislatura, no podemos perder de vista que Andalucía cuenta con la ventaja del sistema 
de doble informe impuesto por el entonces en vigor, Decreto 93/2004 de 9 de marzo, que 
como veíamos establece un sistema de doble filtro a través del cual el IAM realiza un estudio 
cualitativo de cada uno de los IEIG que plasma en sus Informes de Observaciones, donde 
quedan corregidas todas las deficiencias que en este se encontraron. 
Seguidamente señalaremos las principales características de los Informes de 
Observaciones que emite el IAM, para posteriormente y apoyándonos en estos Informes poder 
comprobar en qué medida las observaciones que se han recogido en estos informes se han 
incorporado en los textos legales definitivos. 
El Servicio de Archivo del Parlamento Andaluz nos ha facilitado un total de 12 
IOIEIG elaborados en la VII legislatura. Teniendo en cuenta que  para el análisis de esta 
legislatura solo contábamos con 10 IEIG, se hace necesario explicar estas cifras.  
Los 2 IEIG relativos al “Proyecto de Ley de medidas de prevención y protección 
integral contra la violencia de género” y al “Proyecto de Ley para la promoción de la igualdad 
de género en Andalucía” no fueron elaborados por la Consejería de Igualdad y Bienestar 
Social sino que fueron elaborados directamente por el IAM, de ahí que no presente doble 
informe. Tampoco presentan doble informe los Proyectos de Ley relativos a los Presupuestos 
anuales de la comunidad autónoma, solo presentan el informe de la Consejería de Economía y 
Hacienda. 
De igual manera tenemos en nuestro haber los IOEIG relativos al “Proyecto de Ley  
Andaluza de la Ciencia y el Conocimiento” y al “Proyecto de Ley del Patrimonio Histórico de 
Andalucía” pero como ya indicamos en su momento no hemos podido acceder a los IEIG que 
generan estos informes de observaciones, no obstante nos permite en el ámbito cuantitativo 
afirmar su existencia.  
Con respecto a los IOEIG elaborados en la VIII legislatura señalaremos que tampoco 
presentan doble informe los Proyectos de Ley relativos a los Presupuestos anuales de la 
comunidad autónoma, solo presentan el informe de la Consejería de Economía y Hacienda, tal 
y como pasara en la legislatura anterior. 
También contamos con los IOEIG relativos al “Proyecto de Ley del Olivar de 
Andalucía” y al “Proyecto de Ley para la Dehesa” pero como tampoco hemos podido acceder 
a los IEIG que los generan, no obstante nos permite como pasaba en la anterior legislatura 
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este hecho nos permite afirmar la existencia de estos IEIG, dato a tener en cuenta sobre todo 
en el ámbito del análisis cuantitativo.  
Hemos lamentado mucho no haber encontrado el IOIEIG elaborado por el IAM, 
relativo al “Proyecto de Ley de Derechos y Garantías de la dignidad de la persona en el 
proceso de muerte”, ya que el IEIG que poseemos y que está elaborado por la Consejería de 
Salud es como mínimo altamente deficiente, apenas 30 líneas en la que la única alusión 
(sexista) que hace a la igualdad de género es la siguiente: 
  
El derecho de los ciudadanos, al que se hace referencia a lo largo del 
texto, se hace como no puede ser de otra forma, sin distinción de edad, sexo, 
raza o condiciones económicas o sociales. Es más, sanciona como infracción 
muy grave “aquellas actuaciones que supongan discriminación de las personas 
en proceso de muerte, por razones ideológicas, morales, de raza, género, 
religión o circunstancias económicas, personales, sociales o de cualquier otra 
naturaleza, o por la condición en virtud de la cual éstas acceden a los servicios 
de las instituciones o centros sanitarios” (art 32 del Anteproyecto)242. 
 
Como ya señalamos, vemos como la calidad del IEIG elaborado en la VIII legislatura 
deja mucho que desear y en concreto este informe es un claro ejemplo de cómo el IAM lo 
hubiese podido corregir y complementar gracias al sistema de doble informe. 
Todos los  Informes de Observación al Informe de Evaluación de Impacto de Genero, 
elaborados por el Instituto Andaluz de la Mujer mantienen la misma estructura
243
, a través s 
de la cual estudia evalúa el posible impacto de género que puede con llevar la normativa 
objeto del análisis. Así vemos como para se lleva a cabo esta evaluación: 
 Se analiza la pertinencia al género del Proyecto de Ley que se trate244. 
                                                     
242 Consejería de Salud. Dirección General de Calidad, Investigación y Gestión del Conocimiento. “Informe de Evaluación 
de Impacto de Género. Anteproyecto de Ley de Derechos y Garantías de la Dignidad de la persona en el proceso de la 
muerte”. Sevilla. julio 2008. (El documento puede consultarse en los anexos, el subrayado es nuestro). 
243 Siempre siguiendo la Guía para la evaluación del impacto en función del género, de la Unión Europea. 
244 Como ejemplo vemos como  mientras que el “Proyectos de Ley de la Administración de la Junta de Andalucía” el 
“Proyecto de Ley de Museos y Colecciones Museográficas de Andalucía” el “Proyecto de Ley del Patrimonio Histórico de 
Andalucía” y el “Proyecto de Ley de protección del origen y la calidad de los vinos de Andalucía” establecen que la 
dimensión de género en esto proyectos no es pertinente, el IAM consideraba la pertinencia de género de los mismos: “No 
compartimos la conclusión a la que llega se llega en el informe presentado […] ya que tal y como está redactado puede 
tener un Impacto negativo en la igualdad, al estar regulando el control de un recurso económico (tal como se dice 
claramente en la exposición de motivos “soporte fundamental para la economía”) ante el que mujeres y hombres tiene 
posiciones desiguales, la no introducción de medidas compensatorias implicará una perpetuación o un agravamiento de esas 
desigualdades”. 
 
192 
 
 Se recogen y corrigen los datos desagregados por sexos245, a fin de describir las 
diferencias existentes entre hombres y mujeres  en el ámbito de actuación que pretenda 
regular la disposición. 
 Se comprueba (y en su caso se corrige) si el Proyecto de Ley tiene en cuenta de forma 
efectiva el objetivo de igualdad por razón de género, en virtud de lo dispuesto en el art. 
139, de la Ley 18/2003 de 29 de diciembre y de los arts. 5 y 6 de la Ley 12/2007 de 26 
de noviembre para la promoción de la igualdad de género en Andalucía. 
o Utilizaremos principalmente lo dispuesto en este punto (ya que es en él donde 
se corrige efectivamente el Proyecto de Ley, es decir donde se proponen las 
mejoras) para comprobar en el epígrafe siguiente si efectivamente las medidas 
que en este informe se recogen han sido o no tenidas en cuenta a la hora de la 
redacción final de los textos legislativos definitivos. 
 Se comprueba (y en su caso se señala) si el Proyecto de Ley ha tenido en cuenta de 
forma efectiva la composición paritaria de los órganos consultivos de asesoramiento 
de la Administración  de la Junta de Andalucía, en virtud de lo dispuesto en el art. 140 
de la Ley 18/2003 de 29 de diciembre;  y del art. 11 de la Ley 12/2007 de 26 de 
noviembre para la promoción de la igualdad de género en Andalucía. 
 Se comprueba (y en su caso se señala) si el Proyecto de Ley ha evitado de forma 
efectiva por un lado, el lenguaje sexista en los textos y documentos administrativos, 
según lo dispuesto en los art. 4.10 y 9 de la Ley 12/2007 de 26 de noviembre para la 
promoción de la igualdad de género en Andalucía, y de la Instrucción de 16 de marzo 
de 2005, de la Comisión General de Viceconsejeros, para evitar un uso sexista del 
lenguaje en las disposiciones de carácter general de la Junta de Andalucía. Por otro 
lado y eventualmente se comprueba (y  también en este caso se señala) si el Proyecto 
de Ley ha evitado de forma efectiva el empleo de imágenes sexistas  en las acciones de 
información y divulgación institucional, en virtud de lo dispuesto en los arts. 4.10 y 57 
de la Ley 12/2007 de 26 de noviembre para la promoción de la igualdad de género en 
Andalucía. 
 Finalmente se establecen las conclusiones, las recomendaciones y eventuales 
felicitaciones, además de recogerse en un anexo conjunto todo el compendio 
legislativo que se ha utilizado en dicho informe. 
                                                     
245 En virtud de los dispuesto en el art.6 de la Ley 12/2007 de 26 de noviembre para la promoción de la igualdad de género en 
Andalucía. 
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De esta manera podemos afirmar que IAM realiza a través de sus IOIEG propuestas 
que contribuyen a la igualdad de oportunidades de mujeres y hombres. Éstas van más allá de 
la mera señalización y denotan que se trata de propuestas razonadas y analizadas, ajustadas al 
texto normativo al que debieran ir aplicadas. Se desprende de los IOIEIG la cualificación del 
personal encargado de su elaboración, su formación en género y su compromiso profesional 
en la eliminación de las brechas de desigualdad existentes entre mujeres y hombres. 
No podemos dejar de señalar de igual manera el buen trabajo llevado a cabo por  
determinadas Consejerías durante la VII legislatura en la elaboración de alguno de sus IEIG. 
El IAM de igual manera en sus IOEIEIG no desperdicia la oportunidad de dejar por escrito las 
felicitaciones que reciben la Consejería de Salud, por su IEIG sobre el “Anteproyecto de Ley 
reguladora de los análisis genéticos y bancos de ADN”, la Consejería de Educación sobre el 
“Anteproyecto de Ley de educación en Andalucía” y la Consejería de Presidencia en relación 
al Proyecto de Ley de designación de senadores y senadoras en representación de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía”246. 
 
4.6 Análisis y comprobación de la incorporación o no, de las medidas que 
establecen los IEIG e IOIEIG en los textos legales definitivos: La 
disfuncionalidad metodológica en la elaboración de los IEIG  
 
Cuando comenzamos el diseño de la presente investigación, pensamos que en este apartado 
finalmente podríamos responder a la cuestión de cuantas y cuáles de las medidas que se 
habían señalado en los distintos Informes de Evaluación de Impacto de Género y sobre todo, 
en sus correlativos Informes de Observación a los citados Informes de Evaluación de Impacto 
de Género, habían sido finalmente recogidas en los textos legales definitivos, en las leyes 
publicadas en Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 
No obstante y a medida que hemos ido avanzando en nuestra investigación, hemos 
podido comprobar que los planes previsto para el presente apartado se han visto modificados 
ya que en él, lejos de mostrar, como se preveía al inicio, las medidas de los IEIG e IOIEIG 
que habían sido finalmente recogidas en los textos legales definitivos, lo que nuestros análisis 
van a poner de manifiesto es lo disfuncional que resulta elaborar de manera aislada un 
Informe de Evaluación del Impacto de Proyecto de Ley determinado, si esta elaboración no 
tiene un seguimiento especializado, es decir, una continuidad del sistema de elaboración de 
                                                     
246 Todos estos informes se encuentran disponibles en los anexos al presente trabajo de investigación. 
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IEIG e IOIEIG en los diferentes momentos del iter legislativo seguido en esta ocasión por el 
Parlamento Andaluz. 
Como ya señaláramos, para el análisis y comprobación de la incorporación o no, de las 
medidas que establecen los IEIG e IOIEIG en los textos legales definitivos, hemos utilizado 
los Informes de Observación que realizo el IAM a los Informes de Evaluación de Impacto de 
Género elaborados por las distintas Consejerías. 
El objetivo en este punto era ante un Proyecto de Ley determinado confrontar por un 
lado el IOIEIG elaborado por el IAM y por otro lado la Ley a la que había dado lugar dicho 
Proyecto de Ley, con la finalidad de poder comprobar si efectivamente se había tenido en 
cuenta en la normativa lo dictaminado por un órgano especializado en materia de igualdad de 
oportunidades de mujeres y hombres, como lo es el Instituto Andaluz de la Mujer. Véase la 
siguiente tabla para la que hemos tomado como ejemplo una de las recomendaciones hechas 
por el Instituto de la Mujer al texto del Anteproyecto de Ley de Farmacia de Andalucía y la 
propia Ley ya publicada. 
 
Informe de Observación al Informes de 
Evaluación del Impacto de Género al 
Anteproyecto de “Ley de Farmacia de 
Andalucía” elaborado por el Instituto Andaluz 
de la Mujer
247
. 
 
Normativa publica en el Boletín Oficial de la 
Junta de Andalucía. Ley 22/2007, de 18 de 
diciembre, de Farmacia de Andalucía
248
. 
Artículo1.- Objetivos y ámbitos de aplicación. 
Punto nº 1. Se sugiere añadir a este punto: 
 
“…, así como en el que se ofrece la normativa 
existente en materia de Igualdad de 
Oportunidades entre mujeres y hombres” 
Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 
 
“En el marco de la ordenación y atención 
farmacéuticas, la presente Ley tiene por objeto la 
regulación de los servicios y establecimientos 
farmacéuticos, así como los derechos y 
obligaciones que se derivan de la atención 
farmacéutica en el ámbito competencial de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía.” 
 
Cuadro de elaboración propia. 
 
                                                     
247 Este Informe se encuentran disponible en los anexos al presente trabajo de investigación. 
248 Ley 22/2007, de 18 de diciembre, de Farmacia de Andalucía. BOJA núm. 254,  de 28 de diciembre 2007. 
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Tomando el ejemplo expuesto, y sin querer hacer una lectura más amplia de los mismo 
para no desviar nuestra atención; podría afirmarse que la Ley 22/2007, de 18 de diciembre, de 
Farmacia de Andalucía, no ha recogido la recomendación hecha por el IAM para su artículo 
primero; sin embargo esta afirmación pese a la comparación y resultado evidente, no debe  
terminar ahí. 
A medida que hemos ido avanzando en el análisis comparativo entre el IOIEIG y la 
normativa vigente, hemos venido observando que tal y como está diseñado el sistema de 
elaboración actual de los Informes de Evaluación de Impacto de Género y sus correlativos 
IOIEIG es imposible afirmar o negar de manera rigurosa, fehaciente y categórica que se han 
tomado, o no, en cuenta las medidas establecidas por el IAM. 
La imposibilidad de negar o afirmar este extremo viene determinada por el momento 
legislativo en el que se elaboran ambos informes; y es que  tal y como señalan las leyes que 
rigen la elaboración de los citados informes, en ellas señalan que los informes tienen carácter 
de documentación anexa que ha de acompañar al Proyecto de Ley que corresponda, de esta 
manera se elabora en un momento concreto del iter legislativo, pero dicho trabajo no tiene 
continuación posterior. De tal suerte que la acción de elaborar un Informe de Evaluación de 
Impacto de Género por una Consejería determinada para un Proyecto de Ley y su correlativo 
IOIEIG, es una acción finita que termina en el momento mismo de su elaboración. Así una 
vez realizados, estos no sufren modificaciones algunas a lo largo del iter legislativo que sigue 
el Proyecto de Ley al que acompañan. 
 Así, hemos podido observar que si el Proyecto de Ley al que acompañan sufre 
modificaciones en virtud de las enmiendas que los diferentes grupos políticos parlamentarios 
le presenten, no ocurre lo mismo con los citados informes que no son ni revisados ni 
actualizados con respecto al nuevo texto normativo que se va a ir configurando a través del 
ejercicio democrático que es el iter legislativo que sigue cada Proyecto de Ley, hasta que se 
transforma en texto legal definitivo, es decir en Ley.  
Este fenómeno de “estancamiento” de los IEIG y sus correlativos IOIEIG plantea 
numerosas consecuencias negativas y evidentes problemas, siendo el principal de entre ellos 
el anacronismo que presentan los Informes de Evaluación de Impacto de Género y sus 
correlativos IOIEIG con respecto al Proyecto de Ley que acompañan.  
De esta manera y siguiendo con el ejemplo anterior de la Ley de Farmacia de 
Andalucía, podemos ver como varias de las propuestas que hace el IAM al articulado del 
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Anteproyecto de Ley quedan en “nada” al desaparecer en la Ley el texto donde debían ir 
insertas: 
 
 
Articulado 
Anteproyecto de “Ley de 
Farmacia de Andalucía” y 
anotación del IOIEG al IEIG 
del elaborado por el Instituto 
Andaluz de la Mujer  
Normativa publica en el 
Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía. Ley 22/2007, de 18 
de diciembre, de Farmacia de 
Andalucía. 
 
Artículo núm. 3 
 
Competencias: Se sugiere 
completar el párrafo de la 
siguiente forma: 
… y garantizando el 
cumplimiento del principio de 
igualdad de oportunidades de 
mujeres y hombres 
 
Ámbitos de atención 
farmacéutica. 
 
No existe en toda la Ley texto 
correlativo  
 
Artículo núm. 4 
 
De los ámbitos de atención 
farmacéutica. Se sugiere 
completar el último párrafo de la 
siguiente forma:  
…adaptada a las necesidades de 
las mujeres y hombres que los 
utilizan 
 
 
Límites de la dispensación. 
 
No existe en toda la Ley texto 
correlativo 
Cuadro de elaboración propia. 
 
Es cierto, que en la mayoría de los casos, los textos legales definitivos resultantes de 
las diversas modificaciones que sufren a partir de las enmiendas presentadas por los diferentes 
grupos políticos parlamentarios,  no son completamente opuestos a los textos iniciales 
presentados; pero la evaluación del impacto de género que puede tener una normativa 
determinada no es un análisis que pueda hacerse por aproximación, sería muy poco riguroso 
afirmar que dado que la Ley se parece bastante al Proyecto de Ley del que proviene, esta 
puede producir o no, un efecto diferente en mujeres y hombres porque ya se analizó el 
Proyecto Ley. 
Sobre todo si tenemos en cuenta que los informes realizados por el IAM, que son 
informes llevados a cabos por personas expertas en este ámbito, son informes que analizan el 
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contenido concreto del Proyecto de Ley, como se puede observar en estos informes y en los 
ejemplos expuestos las correcciones y/o modificaciones que este organismo propone tienen un 
carácter conciso y concreto, corrigiendo las posibles medidas sexistas que pudiesen existir en 
el Proyecto Ley, y esta corrección, codificación se hace frase por frase, con lo que la 
eliminación de un determinado artículo o párrafo en virtud de una enmienda, invalida el 
análisis de impacto de género que se ha hecho. 
El anacronismo de los IEIG y sus correlativos IOIG con respecto a la evolución que 
sufren los Proyectos de Ley hasta que llegan a convertirse en Ley, pone de manifiesto la 
disfuncionalidad del sistema existente para la elaboración de los IEIG y sus correlativos 
IEOIG. Esta disfuncionalidad hace que lamentablemente los Informes de Evaluación de 
Impacto de Género no cumplan con el objetivo de ser la herramienta prevista para evitar que 
normativas, que, en principio, parecen no sexistas, puedan tener un impacto diferente en las 
mujeres y en los hombres, a pesar de que dicha consecuencia ni estuviera prevista ni se 
deseara. 
 
 4.7 Propuestas para evitar disfuncionalidades metodológicas en la 
elaboración de los IEIG. Metodología de análisis cualitativo de la incorporación 
o no, de las medidas que establecen los IEIG e IOIEIG en los textos legales 
definitivos.  
 
No debemos dejar de recordar que el presente trabajo de investigación tiene sus cimientos en 
el trabajo de investigación que se realizó para la obtención de la suficiencia investigadora en 
el año 2007.  
Así, puede observarse como ya en 2007, insistíamos en la necesidad de encontrar una 
metodología que nos permitiera comprobar cuantas y cuáles de las observaciones propuestas, 
de las correcciones y/o de cualquier tipo de aportación que se hayan hecho a las distintas 
disposiciones normativas mediante los IEIG. 
 
Para terminar, no queríamos cerrar este capítulo dedicado al análisis 
de los Informes de Evolución de Impacto de Género elaborados tanto en los 
Ministerios como en las Consejerías según los dispuesto en las leyes (Ley 
30/2003 y Ley 18/2003) sin llamar la atención sobre la necesidad urgente del 
establecimiento de medidas legales que permitan comprobar cuantas y cuáles 
de las observaciones propuestas, de las correcciones y/o de cualquier tipo de 
aportación que se hayan hecho a los distintas disposiciones normativas 
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mediante los IEIG elaborados en Ministerios y Consejerías han sido plasmadas 
en el texto legal definitivo tras su aprobación (Collantes Sánchez y Sanchis 
Vidal, 2009: 136). 
 
No obstante y como hemos podido comprobar en el apartado anterior; previo al diseño 
de una metodología que nos permita comprobar si se han incorporado o no en los texto legales 
definitivos las medidas recogidas en los IEIG y sus correlativos IOIEIG, lo primero que 
habría que hacer es establecer un sistema por el cual las medidas recogidas no resulten 
anacrónicas y disfuncionales al ser posible la modificación o desaparición del texto que las 
afecta. 
Así, a la luz de los datos expuestos, se hace absolutamente necesario que junto a la 
evaluación ex-ante, (o análisis de la situación de partida), que debe llevar a cabo el órgano 
responsable de la elaboración del IEIG, también y de manera paralela al iter legislativo que 
sigue el proyecto normativo, se lleve a cabo un seguimiento continuo de este  y una doble 
evaluación posterior. 
De manera que, una vez que se hayan aprobado todas las enmiendas y posibles 
reformas del texto del Anteproyecto de Ley a aprobar, nuevamente se someta al texto 
definitivo pero no publicado, a un análisis del impacto en función del género para la 
corrección de las novedades introducidas por las modificaciones hechas durante el trámite 
legislativo. 
De ahí la importancia del seguimiento pues si este se lleva a cabo de una manera 
diligente, a la hora de la última revisión del texto del Anteproyecto de Ley a aprobar, el 
trabajo estará casi terminado.  
  De igual manera y una vez terminada la revisión a la que acabamos de hacer alusión, 
una vez que el texto haya sido aprobado, publicado y lleve en vigor dos años, proponemos 
una evaluación total que ponga de manifiesto la eficacia y la eficiencia reales de los propios 
Informes, y que analice las disposiciones normativas no sólo en su formulación sino, y sobre 
todo, en su aplicación. 
Y es que en España poco se ha trabajado, hasta ahora, en la evaluación de la 
legislación sobre los parámetros de técnica legislativa y su eficacia resolviendo los problemas 
para los que se había promulgado. Desde la UE recomiendan que todos los Estados miembros 
establezcan “estrategias para legislar mejor y, en particular, sistemas nacionales de evaluación 
de impacto que permitiesen determinar las consecuencias económicas, sociales y 
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medioambientales de una norma” según el  Real Decreto 1083/2009, de 3 de julio, por el que 
se regula la memoria del análisis de impacto normativo. 
Además de esto debemos señalar que por asombroso que parezca, la legislación en 
España no es evaluada científicamente de manera ex post, y si recordamos aquella consigna 
de que todo lo que no se evalúa se devalúa; observamos que se hace urgente y necesario un 
sistema de autoevaluación, un sistema de feed-back, que retroalimente al propio proceso de 
elaboración y aplicación de la norma y de normativas futuras, sin perjuicio de evaluaciones 
externas. 
Como señalábamos al principio de este epígrafe, necesitamos saber si la elaboración 
de estos Informes ha cumplido con su cometido, saber cómo ha influido la implementación de 
la disposición normativa que acompaña en la vida de mujeres y hombres, necesitamos un 
análisis y seguimiento posterior que nos ayude a corregir los errores que hayamos podido 
cometer. 
Si después de haber elaborado un Informe de Evaluación de Impacto de Género, se le 
priva del carácter vinculante, o si no se recoge en la disposición normativa que se trate las 
medidas recogidas en el Informe, si no analizamos cómo y de qué manera lo aportado por el 
Informe a la disposición normativa que se trate ha contribuido a eliminar o no las barreras que 
dificultan la igualdad de hecho de unas y otros, solo tendremos el trabajo a medio hacer. 
  
200 
 
Capítulo  5. Un presupuesto público 
con enfoque de género: El enfoque de 
género en los presupuestos públicos 
orientados a resultados. Estudio de casos: 
Estado francés y la comunidad autónoma 
andaluza 
5.1 La introducción de la perspectiva de género en los presupuestos 
públicos  
 
Desde siempre, las sociedades se han ido construyendo sobre los roles que debían desempeñar 
y desempeñaban en ellas mujeres y varones. La asignación de los roles sociales a unas y otros 
ha venido provocando entre otras cosas una división sexual del trabajo, cuya valoración social 
estructurada de forma jerárquica, generalmente perjudica a las mujeres, ya que se invisibilizan 
en el peor de los casos y se minusvaloran, en el más habitual de ellos, muchas de las tareas 
asignadas socialmente a las mujeres. 
Estos roles de género atraviesan todas las actividades humanas incluidas las relativas a 
la definición de las políticas públicas, de esta manera y como si de un sistema de 
retroalimentación se tratara, las políticas públicas reflejan, a la vez que potencian, un 
determinado modelo de sociedad, definido a su vez por los roles que cada uno de los sexos 
desempeña. 
Debemos partir de la base de que es a través de los presupuestos públicos desde donde 
cada sociedad determina cual será la asignación y la ejecución de los recursos de los que 
dispone. Analizando el presupuesto público se puede conocer cuáles son las prioridades que 
cada gobierno asigna a las diferentes opciones, y aunque idealmente estas asignaciones 
deberían coincidir con las necesidades de la población que dirigen y gestionan, esto no 
siempre es así.  
Conseguir la coincidencia entre prioridades políticas y necesidades sociales constituye 
el reto más importante para las autoridades públicas, ya que son ellas las que se encuentran en 
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posición de influir en las distintas etapas del proceso presupuestario y por tanto deben 
procurar que la asignación de los recursos públicos se haga de manera justa y eficiente.  
Para ello es indispensable reconocer y que reconozcamos, que en un mundo tan 
globalizado como en el que vivimos, como población, no constituimos un grupo homogéneo, 
ninguna población en el mundo constituye un grupo homogéneo de personas, debiendo 
tenerse en consideración por lo tanto, las diferencias existentes en términos de género, etnia, 
edad, orientación sexual, religión, etc. La pertenencia a cada una de estas categorías determina 
un nivel diferenciado de acceso a recursos y, en muchos casos, a los derechos. 
Si tomamos como referencia la categoría género, que resulta una categoría que cruza 
transversalmente a las enumeradas, observamos como las oportunidades de varones y mujeres 
para acceder a los derechos, a los recursos productivos y para satisfacer sus necesidades 
básicas, no son, ni han sido las mismas a lo largo de la historia.  Las mujeres y los varones en 
el mundo no tienen los mismos privilegios, ni gozan de los mismos derechos y obligaciones.  
Para alcanzar la equidad y mejorar la eficiencia de las políticas públicas, el proceso 
presupuestario debe tomar en cuenta en cada una de sus etapas estas diferencias
249
 entre 
mujeres y varones. 
Si entendemos que el presupuesto público es la máxima expresión de la política 
económica del gobierno, y que la política económica tiene dos objetivos: crecimiento y 
distribución (redistribución), vemos tal y como señala Pazos (2008), que de ambos objetivos 
las mujeres hasta hace bien poco hemos estado excluidas: 
 
En cuanto al crecimiento económico, las mujeres no se han considerado 
‘activas’ (o lo que es lo mismo, sujetos). Según la visión (y organización) 
arcaica de la economía, los hombres eran los que se consideraban (a sí 
mismos) sujetos productivos. Las mujeres, y con ellas toda la esfera 
reproductiva, doméstica, de cuidados y sumergida, estaban al margen de toda 
consideración excepto, a veces, como lastre. A la hora de la redistribución, 
tradicionalmente, las mujeres no han sido sujetos de derechos sociales (ej.: en 
los sistemas de impuestos y prestaciones con base familiar), y han estado 
marginadas en el acceso a los recursos públicos. (…) Así que, al igual que los 
derechos políticos se construyeron en principio ignorando a las mujeres, los 
derechos económicos también se configuraron pensando solamente en la mitad 
de la población e ignorando toda la esfera que se suponía ‘femenina’ y al 
                                                     
249 Consideramos que si cada una de las categorías anteriormente descritas suponen un diferente acceso a los recursos, un 
diseño presupuestario ideal justo y equitativo  debería tenerlas a todas en cuenta.  Por lo inabarcable del tema nos ceñiremos 
únicamente en este capítulo, a la categoría género como diferenciadora del acceso a los recursos de varones y mujeres. 
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margen. Las mujeres y ‘sus labores’ han constituido todo un paquete que 
representaba ‘lo privado’, mientras que los hombres y el trabajo ‘productivo’ 
estaban en lo público.” 
 
Dado que los presupuestos públicos están constituidos por una serie de agregados 
financieros se les ha considerado como un instrumento neutro al género,
250
 ya que no hace 
mención expresa ni a mujeres ni a varones, es más, la mayor parte del gasto público no está 
orientado de forma específica ni a unas ni a otros. Sin embargo, esto no significa que el 
impacto de género en el gasto sea neutral, ni tampoco que lo sean los métodos de recaudación. 
Se tiene la creencia de que no genera diferencias aparentes. Sin embargo, son muchas las 
autoras y autores que defienden que esta “neutralidad” mejor podría calificarse como 
"ceguera" al género, ya que normalmente en el presupuesto se ignoran los roles, 
responsabilidades y necesidades que se les asignan socialmente a mujeres y varones por razón 
de género, así como los efectos que las políticas tienen sobre unos y otras, tal como señala 
Elson (2002: 29): 
 
Los presupuestos públicos generalmente infravaloran la contribución 
de las mujeres a la macroeconomía, ya que descuentan la economía no 
remunerada, en la que las mujeres realizan la mayor parte del trabajo de 
cuidados y mantenimiento de la fuerza de trabajo, y obvian el efecto que la 
distribución del trabajo, los recursos y activos tienen en la producción total, el 
nivel de ahorros, de inversión, etc. en función de las relaciones de género. 
 
Por todo ello, el presupuesto público es el elemento más adecuado para aplicar la 
transversalidad de género, debido a que se trata del elemento central de todas las políticas 
públicas, lo que favorece la incardinación de los objetivos de igualdad en las acciones del 
proceso presupuestario. 
Es el elemento común a todas las unidades organizativas de la administración, lo que 
favorece el cambio cultural necesario para que la dimensión de género se integre en todas las 
fases y a todos los niveles de la labor de la administración y además tiene una importante 
capacidad de negociación y arbitraje en la discusión presupuestaria. 
                                                     
250 Debemos insistir en la necesidad de terminar con el binarismo  sexo/genero, para iniciar la apertura de la categoría de 
sujetos jurídicos a las nuevas realidades sociales. La referencia “instrumento neutro al género” usada en el texto, hace alusión 
a la catalogación del género como binario, masculino y femenino, por tanto la neutralidad a la que se refiere no abarca más 
realidades sociales que las designadas por el sexo. 
203 
 
La integración de la perspectiva de género en  el proceso de planificación, gestión y 
evaluación de las políticas públicas, es fundamental, y sólo así  podremos medir de qué 
manera las actuaciones puestas en marcha por las instituciones influyen en las oportunidades 
y necesidades de varones y mujeres. 
La integración de la perspectiva de género, una estrategia que se impulsó 
especialmente a partir de la Conferencia de las Mujeres de Naciones Unidas, celebrada en 
Pekín en 1995, es a partir de ese momento cuando se ha instado a los gobiernos a desarrollar 
una estrategia dual para avanzar de manera más eficiente en igualdad de género a través de las 
actuaciones públicas. Estrategia que consiste, en primer lugar, en el mantenimiento y 
fortalecimiento de las políticas específicas dirigidas a las mujeres; y en segundo lugar, en la 
aplicación de la transversalidad de género en todas las actuaciones. 
La integración de la perspectiva de género en los presupuestos públicos no consiste en 
la asignación de recursos a programas específicamente dirigidos a las mujeres, los cuales 
frecuentemente suponen una mínima fracción en los presupuestos públicos. La incorporación 
del enfoque de género en las políticas públicas apunta a "hacer que las preocupaciones y las 
experiencias de las mujeres y los varones sean un elemento central de la elaboración, puesta 
en práctica, supervisión y evaluación de políticas y programas, con el fin de que ambos 
grupos se beneficien y se impida que la desigualdad se reproduzca.”251 
En resumen los presupuestos públicos con enfoque de género: 
 No son presupuestos separados para las mujeres o para los hombres. 
 Parten de la idea de que el presupuesto no es "neutro" con respecto al género, sino a 
que afecta de manera diferenciada a unas  y otros. 
 Promueven el compromiso activo y la participación de los grupos de mujeres. 
 Hacen seguimiento y evalúan el gasto y el ingreso público desde un enfoque de 
género. 
 Promueven el uso más efectivo de los recursos para lograr tanto la igualdad de género 
como el desarrollo humano. 
 Enfatizan la re-elaboración de prioridades en lugar del incremento del gasto público en 
general. 
                                                     
251 Guía Conceptual 2004 para elaborar presupuestos institucionales con perspectiva de género. Instituto Nacional de las 
Mujeres, México 2003, p.10. 
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 Destacan la re–orientación de los programas dentro de sectores, en lugar de cambios de las 
cantidades asignadas a sectores específicos. 
 Suponen el análisis del impacto del presupuesto en mujeres y hombres y la reformulación de 
las políticas presupuestarias y redistribución de los recursos para conseguir los objetivos de 
igualdad de género. 
  No constituyen un aumento de presupuesto. 
 Exigen la puesta en marcha de un cambio cultural en las administraciones a través de 
acciones de formación y sensibilización, orientado a integrar la dimensión de género en las 
rutinas y procedimientos. 
 
5.2 El enfoque a resultados en el presupuesto público como marco ideal 
para la introducción de la dimensión de género en los presupuestos públicos  
 
Si hacemos un breve recorrido por las experiencias internacionales en el ámbito de la 
aplicación de la perspectiva de género a los presupuestos públicos, descubrimos, tal y como 
recogen De Villota, Jubeto y Ferrari (2009: 173), que la primera iniciativa de “Presupuestos 
con enfoque de Género”, entonces denominada “Presupuestos de Mujeres”, comenzó a 
fraguarse en la primera mitad de la década de los ochenta en Australia. En esta iniciativa 
pionera, el Gobierno Federal, impulsado por las feministas que lo integraban, puso en marcha 
un proceso de análisis de las propuestas presupuestarias de cada departamento gubernamental 
a nivel interno.  
Este proceso también se llevaría a cabo en Reino Unido a partir de 1989 con la 
constitución del Women´s Budget Group (grupo independiente del Gobierno que como su 
nombre indica está implicado en el desarrollo de los presupuestos de las mujeres). 
Conscientes desde el principio de la ligazón existente entre la economía reproductiva y de 
cuidados y las políticas públicas, se intenta analizar los efectos de éstas sobre la división 
sexual del trabajo, del tiempo y de los recursos y activos entre mujeres y  varones, teniendo 
como marco la percepción integral de la actividad económica que reivindica la economía 
feminista. 
En el caso de Canadá el organismo dinamizador de la introducción de la perspectiva 
de género en el presupuesto fue la sociedad civil y organizaciones
252
 impulsoras de una 
                                                     
252 Estas organizaciones defienden la viabilidad de una política pública favorable a la mayoría social, que preste especial 
atención a la población más vulnerable, y que haga hincapié en las necesidades no cubiertas de las mujeres. Para divulgar la 
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política económica alternativa al modelo neoliberal seguido por el gobierno federal en la 
década de los años 90.  
Relevantes por su impacto y repercusión social, destaca también la experiencia 
sudafricana, cuyos inicios se sitúan en 1994 en un principio desde la sociedad civil y 
posteriormente desde el gobierno
253
.  
En África también es destacable el esfuerzo realizado por los organismos 
mencionados, así como por ONG locales en el trabajo inicial de capacitación del personal en 
esta materia que ha sido desarrollada principalmente en el ámbito estatal. 
254
 
Otros organismos internacionales entre los que destacan UNWOMEN
255
, PNUD
256
 y 
algunas organizaciones de cooperación al desarrollo están impulsando estas experiencias en 
diversas regiones del mundo, ofreciendo principalmente soporte formativo y asistencia 
técnica.  
Así, en El Salvador, México y algunos países andinos
257
 como Chile, Perú, y Bolivia, 
entre otros Estados, se están impulsando estos procesos, que ya están dando algunos 
resultados y prometen, si tienen continuidad en el tiempo, avanzar en el conocimiento de las 
causas de las discriminaciones que sufren las mujeres y en el impulso de una utilización más 
idónea de los recursos públicos para paliarlas.  
                                                                                                                                                                      
existencia de alternativas posibles a las prioridades gubernamentales estas organizaciones han elaborado a partir de 1993 una 
propuesta presupuestaria anual alternativa cuyo objeto es impulsar una política macroeconómica saneada sin el coste social 
que tiene la actual. A destacar entre estas organizaciones: Centro Canadiense de Alternativas Políticas y CHO!CE. Una 
Coalición por la Justicia Social  (Canadian Center forPolicyAlternatives and CHO!CES. A Coalitionfor Social Justice). Web: 
http://www.policyalternatives.ca/sites/default/files/uploads/publications/Nova_Scotia_Pubs/ns_altbudget2002.pdf 
(Consultado en última ocasión en enero 2012). 
253 Como se señala en el documento preparado para la Octava Conferencia Regional Sobre la Mujer de América Latina y el 
Caribe – Beijing + 5 Lima, 8-10 de Febrero del 2000 elaborado por UNIFEM: “Iniciativas de Presupuestos para América 
Latina y el Caribe con Enfoque de Género: Una Herramienta Para Mejorar la Fiscalización y Lograr la Implementación 
Efectiva de Políticas” En 1997, el Secretariado de la Commonwealth, apoyó a los gobiernos de Sri Lanka, Barbados, St. Kitts 
and Nevis, Sudáfrica y Fiji en una iniciativa piloto de presupuestos de género. Web: 
http://www.unifemweb.org.mx/documents/cendoc/presupuestos/PSG04.pdf (Consultado en última ocasión en enero 2012). 
254 Es destacable el Programa de Red de Género en Tanzania (Tanzania GenderNetworkingProgram) Una ONG que trata de 
lograr el empoderamiento y la igualdad de las mujeres en todas las facetas de sociedad. En 1997 lanzaron la iniciativa de 
presupuesto de género (GBI) con otras 20 ONG. Web: www.tanzaniagateway.org (Consultado en última ocasión en enero 
2012). 
255 UNWOMEN (ONU MUJERES) Entidad de las Naciones Unidas para la Igualdad de Género y el Empoderamiento de las 
Mujeres. Antigua UNIFEM, esta fue disuelta e incorporada junto a INSTRAW, DAG y OSAGUI a UNWOMEN en su 
creación el 01 de enero de 2011. Web: http://www.unwomen.org/es/ (consultada en última ocasión en enero 2012). 
256 PNUD (Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo). Web: http://www.undp.org/spanish/ (consultada en última 
ocasión en enero 2012). 
257 Además, algunas experiencias latinoamericanas están promoviendo un enfoque socialmente más participativo 
especialmente en al ámbito local, y la región andina ha coordinado sus esfuerzos y experiencias para crear sinergias y 
explorar formas propias. Estas experiencias pueden consultarse en: Informe de México. “XXXIX. Reunión de la mesa 
directiva de la conferencia regional sobre la mujer de América latina y el Caribe”. Mayo 11 y 12 2006. México: Web 
http://www.eclac.org/mujer/noticias/noticias/1/24331/M%C3%A9xico.pdf  (consultado en última ocasión en mayo 2011). 
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En la Unión Europea, la experiencia empezó en los países nórdico y en la actualidad se 
está llevando a cabo en muchos de los estados miembros, como es el caso del Estado español, 
donde la iniciativa de PEG fue desarrollada, en primer lugar, por Emakunde, el Instituto de la 
Mujer del Gobierno Vasco, por medio de una experiencia piloto llevada a cabo en seis 
departamentos del gobierno, con objeto de comenzar a sensibilizar a la administración sobre 
la importancia de este enfoque
258
.   
Los presupuestos con perspectiva de género constituyen así, una poderosa herramienta 
para analizar el impacto diferenciado que tienen los presupuestos de los gobiernos sobre 
mujeres y hombres y para introducir las medidas necesarias para responder a las necesidades 
de ambos. 
No obstante, no podemos dejar de señalar, que la introducción práctica de la dimisión 
de género en los presupuestos hasta la fecha diverge en la manera de implantarse en los 
diferentes países donde han sido puestos en marcha.  
En ocasiones, estas iniciativas han fracasado en sus estrategias de sostenibilidad sin 
conseguir ir más allá de las etapas de sensibilización y formación o de la puesta en práctica de 
algunos proyectos piloto
259
. Cuando se ha conseguido un importante avance inicial, el proceso 
de institucionalización ha chocado después con la necesidad de asistencia técnica permanente 
e impulso constante a las actividades en marcha.  
Así, si comenzábamos el presente apartado haciendo hincapié en la necesidad de poner 
de manifiesto la no heterogeneidad de las poblaciones, de igual manera y dada la idiosincrasia 
propia de cada Estado, debemos tener presente que las pautas concretas a seguir para 
incorporar el enfoque de género en el presupuesto de cada Estado deben ser diseñadas de 
manera concreta y especifica teniendo en cuenta las características cambiantes y 
circunstanciales del país en el que se apliquen.  
No obstante, especialistas en el análisis de los presupuestos con enfoque de género  
como De Villota y Jubeto (2008: 6) han puesto de manifiesto que en todos los casos el 
principio general consiste siempre en unir dos cuerpos de conocimiento que se han mantenido 
                                                     
258Análisis del Género en los Presupuestos Públicos. Departamento de Sanidad. Emakunde 2003. 
259 Entre otras, como señala JUBETO, la experiencia de presupuestos con enfoque de género del país vasco 2000-2002. 
JUBETO Y. Los presupuestos con enfoque de género: una apuesta feminista a favor de la equidad en las políticas públicas. 
Cuadernos de Trabajo de Hegoa, núm. 43, España, 2008. Web: 
“http://www.bantaba.ehu.es/obs/files/view/Lan_koadernoa_43_castellano.pdf?revision_id=71184&package_id=71165” 
(Consultado en última ocasión en junio 2011). 
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normalmente separados: el conocimiento de las desigualdades de género y el conocimiento de 
las finanzas públicas. 
No es el objetivo de este capítulo hacer un análisis exhaustivo de las metodologías que 
se ha utilizado a lo largo de estas décadas en los distintos países para la incorporación del 
enfoque de género en el presupuesto, así que hemos tomado como referencia el estudio 
“Estrategias para la integración de la perspectiva de género en el presupuesto público” 
(Jubeto, 2008:7) donde se señala que aunque existen una multiplicidad de metodologías, se 
han utilizado tres marcos básicos de análisis presupuestario, a partir de los cuales se han 
introducido algunas variaciones, nos referimos a los utilizados en el caso australiano, 
sudafricano y a las herramientas utilizadas por Elson. 
Así, en primer lugar, se situaría el marco utilizado en la experiencia australiana, 
presentado por la economista feminista australiana Sharp, que parte de la clasificación del 
gasto de cada departamento en tres categorías. 
En segundo lugar, destaca el enfoque de cinco pasos utilizado en Sudáfrica, presentado 
por Budlender
260
. Ambos enfoques pueden formar un marco analítico común, tanto para 
evaluar presupuestos ejecutados como para realizar estudios presupuestarios de impacto ex 
ante.  
En tercer lugar, existen una serie de herramientas complementarias propuestas por 
Elson que en algunos de sus apartados están estrechamente vinculadas con las anteriores. 
Veamos una tabla con los principales instrumentos utilizados para el analiza de PEG: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Tabla de elaboración propia 
                                                     
260 Budlender, D.  Manual de capacitación sobre presupuestos sensibles al género. Edición digital. Web: 
http://www.presupuestoygenero.net/Herramientas/H036BudlenderSU.pdf (Consultado en última ocasión en junio 2011). 
Caso australiano Caso sudafricano Herramientas 
complementarias 
 
1. Gastos específicamente 
enfocados a las 
mujeres. 
2. Iniciativas a favor de la 
igualdad de 
oportunidades dentro 
del sector público.  
3. El resto del gasto 
público. 
1. Análisis de la situación 
de mujeres, hombres,  
niños y niñas. 
2. La sensibilidad de 
género en las políticas. 
3. Análisis de las 
asignaciones de gasto. 
4. Control de los servicios 
públicos financiados 
con el gasto. 
5. Evaluación de 
resultados. 
1. La estrategia 
macroeconómica 
agregada. 
2. La composición de los 
gastos e ingresos. 
3. La eficiencia en la 
prestación de servicios. 
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No podemos dejar de citar las metodologías utilizadas en Suecia, ya que estas han 
influido claramente en algunas de las experiencias europeas, más concretamente en la que es 
objeto de la presente investigación, la experiencia en la Comunidad Autónoma Andaluza, nos 
referimos a la metodología JämKas y la metodología de las 3R: “Representación, Recurso y 
Realidad”261.  
Esta metodología es la base sobre la que se asienta la metodología de introducción de 
la dimensión de género en el presupuesto público orientado a resultados, que se utiliza por la 
Comunidad Autónoma Andaluza cuyo caso analizaremos más adelante. 
Si el principio de transversalidad de género busca insertar la igualdad de género en el 
funcionamiento general de todas las actividades de la administración, para ello se hace 
necesario diseñar formulas de integración del enfoque de género en la reforma presupuestaria, 
vista la capacidad de esta para fomentar un cambio cultural que abarque todas las fases y 
todos los niveles de la labor de la administración. 
Así, en la búsqueda de estas formulas para la integración del enfoque de género en la 
elaboración presupuestaria es donde encontramos la metodología de elaboración de 
presupuesto orientados a resultados, metodología que se presenta como el conjunto de 
mecanismos visibles de medición que aseguran que la igualdad de género es parte efectiva de 
las políticas generales. 
La orientación a resultados en el presupuesto
262
, trata de vincular los resultados con las 
asignaciones presupuestarias, y su premisa básica descansa en la formulación de una cadena 
lógica de resultados que materializan el uso los recursos en objetivos operativos prefijados y, 
finalmente, en impactos en la sociedad.  
Este enfoque enlaza la formulación estratégica de la política en la planificación y las 
asignaciones de gasto a actividades o servicios específicos para poder valorar, con 
posterioridad, los resultados obtenidos y, por consiguiente, la eficacia de dicha estrategia.  
                                                     
261 Cada una de las R significa: Realidad, Representación, Recursos. El método 3R se compone de tres partes diferenciadas, 
en las que cada una de las “R” consiste en una fase del análisis. Las dos primeras proveen la base estadística para poder 
analizar la realidad correspondiente al área susceptible de análisis. DE VILLOTA, P; JUBETO Y; FERRARI I. Estrategias 
para la integración de la perspectiva de género…op. cit, pp. 39-42. 
262 La orientación a resultados en el presupuesto ha constituido una de las reformas del sector público más importante de los 
últimos años destinada a transformar los sistemas de presupuestos públicos desde el control de los recursos al enfoque a los 
resultados con el fin de mejorar la eficiencia operativa y fomentar la rendición de cuentas. Su uso está ampliamente difundido 
entre los países pertenecientes a la OCDE y los esfuerzos de reforma no han cesado de aumentar en los últimos años, como se 
recoge en el informe de  OECD: Performance Budgeting in OECD Countries, OECD Publishing, Paris. 2007 Web: 
http://www.oecd.org/dataoecd/22/7/41823650.pdf#page=9 (Consultada en última ocasión en enero 2012). 
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De esta manera y dado que los presupuestos orientados a resultados se basan en la 
medición de resultados focalizados en la distribución de recursos con el fin de lograr un 
impacto determinado en la sociedad, se observa como de una parte estos proporcionan el 
marco lógico idóneo, sostenible e integrador para la introducción de la dimensión de género 
en los presupuestos públicos, y a la vez el enfoque de género contribuye así, a mejorar la 
orientación a los resultados en el presupuesto. 
Los presupuestos orientados a resultados constituye hoy el estándar en la política 
presupuestaria y el enfoque a resultados ha experimentado un considerable desarrollo en las 
últimas décadas como señalan Posseth y Van Nispen (2009).  
Los presupuestos orientados a resultados ofrecen a los presupuestos que han 
integrados la dimensión de género, un marco institucional en el que insertarse de forma 
transversal, sostenible y troncal en la implementación de las políticas públicas. 
Sin embargo, cabe señalar que los presupuestos orientados a resultados atraviesan 
momentos críticos tras el rápido desarrollo producido en los últimos años (Zapico Goñi, 2008: 
199-230). 
  La puesta en práctica del presupuesto orientado a resultados depende inicialmente de 
la capacidad de medición y de los sistemas de información sobre resultados relevantes 
disponibles para la gestión, así como de la posterior incorporación y utilización de la 
información sobre resultados en el proceso presupuestario. En la última encuesta realizada por 
la OCDE sobre la utilización de la información de resultados en los países de su ámbito, se 
constata que algunos de los desafíos a los que enfrentan los gobiernos a ese respecto, se 
refieren a las dificultades a la hora de identificar los resultados de un programa, a las 
dificultades en el diseño de los indicadores para actividades específicas y, finalmente, a la 
falta de apoyo político a este tipo de trabajo (Ruiz Álvarez y Caamaño Alegre, 2008: 17-57). 
5.2.1 Estudio de casos: Estado francés y la Comunidad autónoma 
andaluza 
Consideramos que lo expuesto hasta ahora concerniente a la introducción de la dimensión de 
género en los presupuestos públicos utilizando para ello una metodología de elaboración 
presupuestaria enfocada a la obtención de resultados, puede concretarse en la descripción de 
dos experiencias-casos de elaboración de presupuestos público.  
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Las experiencias de elaboración presupuestarias elegidas son las que se han llevado a 
cabo en el Estado francés y en la Comunidad Autónoma de Andalucía. Aunque la lógica 
analítica indica que este estudio debiera haberse llevado a cabo entre dos entidades 
territoriales de la misma envergadura y significado (Estado francés y Estado español, o 
Comunidad Autónoma del Estado español y alguna Región administrativa del Estado francés)  
hemos elegido comparar la experiencia autonómica andaluza con la estatal francesa porque 
aunque desde el año 2000, el Gobierno español se ha implicado en el análisis de las políticas 
públicas desde la perspectiva de género por medio del impacto de género, a partir del año 
2002, el caso referencial del Estado español es la experiencia desarrollada por la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, impulsada por el Instituto Andaluz de la Mujer.  
La estrategia implantada en Andalucía para la elaboración de los Informes de 
Evaluación de Impacto de Género que acompañan al Presupuesto Autonómico Andaluz,  a 
través del proyecto G+ y de los Documentos de Orientaciones Estratégicas, han hecho de esta 
Autonomía un referente en lo relativo a los presupuestos con enfoque de género orientados a 
resultados, tanto el ámbito nacional como internacional.
263
 
Así pues, teniendo en cuenta las semejanzas encontradas en la introducción de la 
dimensión de género en  la elaboración de los presupuestos tanto de la Comunidad Autónoma 
andaluza como en la elaboración los presupuestos del Estado francés
264
, hemos considerado 
que si bien ambas entidades-casos pertenecen a ámbitos territoriales diferentes, ambas 
participan de una metodología común en la incorporación de la dimensión de género en los 
presupuestos orientados a resultados, de ahí la fórmula comparativa. 
En primer lugar abordaremos el caso de Francia para más tarde analizar el caso de 
Andalucía. La elección del Estado galo, viene justificada por tratarse de un estado miembro 
de la Unión europea que introdujo de forma simultánea la orientación a resultados y la 
transversalidad de género en el presupuesto del año 2000 en el marco de la reforma financiera 
del Estado.  
                                                     
263 Ejemplo de cómo la estrategia andaluza está adquiriendo tintes internacionales podemos encontrarla en Integración del 
enfoque de género en el presupuesto de la comunidad autónoma andaluza. Experiencias Prácticas e Iniciativas de Cohesión 
social. Esta investigación expone como la experiencia práctica llevada a cabo en  Andalucía ha incidido positivamente en la 
cohesión social: “El propósito es ofrecer a responsables políticos y administrativos de los países de América Latina una serie 
de ejemplos prácticos acerca de la manera en que es posible diseñar y ejecutar iniciativas públicas con repercusiones 
positivas sobre la cohesión social”. Web: http://epic.programaeurosocial.eu/files/23-ficha-completa.pdf (Consultada en 
última ocasión en enero 2012). 
264 Estas semejanzas se ven claramente sobre todo a partir del año 2000 en el que el gobierno francés establecía en su artículo 
núm. 132 de la Ley de Presupuesto para el año 2000 que: “El Gobierno presentará cada año en el anexo a la Ley de 
presupuestos, una relación de los fondos que contribuyan a las acciones para promover los derechos de la mujer”. Loi 
organique no 2001-692 du 1er août 2001 relative aux lois de finances. JORF n°177, du 2 août 2001. 
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La trayectoria seguida en la plasmación de las políticas de igualdad en el presupuesto 
del Estado francés en sus más de 10 años de historia permite valorar el uso estratégico del 
presupuesto como herramienta conducente a mejorar y reforzar la transversalidad de las 
políticas de igualdad en todas las áreas de gobierno. 
5.2.2 La introducción de la perspectiva de género en los 
presupuestos públicos franceses 
Durante sus 45 años de existencia
265
, la ley orgánica financiera francesa ha conocido más de 
treinta propuestas de reforma, de las cuales solo dos llegaron a buen puerto y solo atañían a 
asuntos de menor relevancia. Reformar esta ley resultaba difícil: la falta de interés del 
gobierno y la necesidad de un amplio consenso político, resultaban escollos difíciles de salvar. 
El deseo de introducir una cultura de cambio, de obtener una transparencia en  
rendición de cuentas de la gestión pública, el deseo de aumentar los poderes del Parlamento 
durante el proceso de elaboración presupuestaria y el déficit presupuestario  que se agravó 
durante la década de los años noventa, permitió finalmente a dos hombres impulsar esta 
reforma: Migaud (diputado socialista, un experto en el presupuesto), y Lambert (especialista 
en presupuestos senador centrista), con el firme apoyo de Fabius (Presidente de la Asamblea 
Nacional al inicio del proyecto, que fue Ministro de Finanzas en su conclusión). 
Así, en verano del año 2001, el Parlamento francés adoptó Ley Orgánica relativa a las 
Leyes de Finanzas
266
 (en adelante LOLF) una ley orgánica que supuso una transformación 
radical de la gestión pública. Promulgada el 1 de agosto de 2001, su plena aplicación requirió 
de cuatro años de intenso trabajo para preparar el terreno a su entrada en vigor el 1 de enero 
de 2006. Su aplicación se realizó escalonadamente en 150 servicios en 2004 y más de 500 en 
2005, generalizándose en 2006. La Ley de Presupuesto del año 2006 fue la primera en adoptar 
y aplicar el nuevo marco presupuestario. 
Esta Ley Orgánica, casi podría asimilarse a una “constitución financiera”, ya que 
reemplaza a su precedente de 1959 y tiene como objetivo modernizar la gestión del Estado. 
La LOLF reforma el presupuesto estatal mediante leyes presupuestarias más claras y 
transparentes que mejoran la eficacia del gasto y de la acción pública, por ejemplo 
formulando objetivos de eficacia socioeconómica que enuncian el beneficio esperado de la 
                                                     
265 Hasta el año 2001 las leyes financieras francesas estaban sometidas a la Ordonnance n°59-2 du 2 janvier 1959 
portantloiorganiquerelativeauxlois de finances.  
266 Loi organique no 2001-692 du 1er août 2001 relative aux lois de finances. JORF n°177, du 2 août 2001. 
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acción del Estado para la colectividad. Además esta reforma introduce una “cultura de la 
gestión” basada en resultados y otorga más poderes al Parlamento tanto en los procedimientos 
de aprobación como en los de seguimiento y control.
267
  
Esta Ley orgánica establece una nueva forma de estructurar el presupuesto del Estado 
dividiéndolo en tres niveles: Primer nivel “las misiones”, que corresponden a las principales 
políticas del gobierno; segundo nivel “los programas o asignaciones”, que definen el marco 
de implementación de las políticas públicas y constan de objetivos específicos, indicadores de 
rendimiento y resultados esperados; y tercer nivel “las acciones”, que definen el uso y el 
propósito de dichas asignaciones.  
Así 2008, los presupuestos del Estado se desglosaron en una cincuentena de misiones 
que se despliegan en más de 160 programas, y estos, a su vez, en más de 600 acciones 
(Duhamel, 2008). Cada programa consta, por término medio, de unos 4 objetivos y 2 
indicadores por objetivo. A cada programa se le asocia una estrategia, objetivos e indicadores 
de desempeño cuantificables que, de acuerdo con lo establecido en el artículo núm. 51.5. de 
LOLF, cada Ministerio ha de presentar al Parlamento bajo la denominación de Proyectos 
Anuales de Rendimiento (PAP) anexados al Proyecto de Ley del Presupuesto (PLF).  Para 
cada indicador se fija un valor anual y una meta a medio plazo (de 1 a 4 años).   
Paralelamente, el artículo 54 LOLF establece la obligación de rendir cuentas ante el 
Parlamento de los resultados obtenidos, esto debe hacerse mediante el Informe Anual de 
Rendimiento (RAP), informe que permite al legislativo comparar, “por una parte, la previsión 
y la ejecución presupuestarias, y por otra, la relación entre compromisos y  objetivos y 
resultados constatados”268. Además de estos documentos presupuestarios, existen otros de 
                                                     
267Como señalara ALVAREZ CASTIÑERIAS, en relación a la mejoría de la gestión, la LOLF permite una mayor libertad de 
gestión de los responsables mediante la fungibilidad de los presupuestos por títulos, con excepción de los gastos de personal 
que no pueden ser incrementados por otros títulos (pero que pueden ellos mismos venir a aumentar otros gastos: es el 
principio de "fungibilidad asimétrica"). Respecto de la transparencia, la reorganización del presupuesto del Estado por 
políticas públicas permite al Parlamento votar cada misión/programa desde el primer euro (haciendo así desaparecer la 
noción de servicios votados, del orden de 95 % del gasto, anteriormente adoptados en bloque por el Parlamento). ALVAREZ 
CASTIÑERIAS, P, COLLANTES SANCHEZ B, “Complementariedad y coexistencia del enfoque de género y el enfoque a 
resultados en el presupuesto público. Estudio de casos: Francia y Austria” Instituto de Estudios Fiscales .Secretaría General 
de Presupuestos y Gastos. 2011, pp. 27-58. 
268
Ministère du Budget, des Comptes publics, de la Fonction publique et de la Réforme de l'État: Guide sur la Démarche de 
la Performance: Stratégie, Objectifs, Indicateurs. Le Forum de la Performance. Paris 2008. Web 
http://www.minefi.gouv.fr/lolf/downloads/120_guide_performance.pdf  (consultado por última vez en enero 2012). 
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carácter temático que conforman los anexos informativos (“Jaune budgétaire”269 o anexos 
amarillos) y los Documentos de Política Transversal (DPT o anexos naranjas).  
El punto de partida para la introducción de la dimensión de género en la elaboración 
de los presupuestos franceses se encuentra en el artículo núm. 132 de la Ley de Presupuesto 
para el año 2000 que establece que: “El Gobierno presentará cada año en el anexo a la Ley 
de presupuestos, una relación de los fondos que contribuyan a las acciones para promover 
los derechos de la mujer”. El llamado presupuesto francés con enfoque de género ha venido 
plasmándose hasta 2009 en el “Jaunebudgétaire” o “Anexo T” bajo la rúbrica de “Estado de 
los créditos que contribuyen a las acciones a favor de los derechos de las mujeres”.  
A partir de 2008 se empiezan a introducir cambios que han ido transformando las 
estructura del “Anexo T”, de tal manera que a partir de 2010, en virtud del artículo núm. 183 
de la Ley del Presupuesto de 2009, se crea un nuevo anexo presupuestario “sobre igualdad de 
mujeres y hombres” con mayor peso específico y que pertenece a la categoría de Documento 
de Política Transversal
270
. 
Así el presupuesto público del estado francés para el año 2010, fue el primer 
presupuesto que ya fue acompañado de un Documento de Política Transversal especifico: 
“Sobre la política de igualdad entre las mujeres y hombres”271 que sustituyó al citado Anexo 
T. 
5.2.2.1 La estrategia especifica seguida por el Estado 
francés para la introducción de la dimensión de 
género en el marco de un presupuesto orientado a 
resultados. 
Toda la información relativa a las políticas de igualdad del presupuesto anual francés puede 
encontrarse dentro de la documentación presupuestaria en dos secciones diferenciadas el 
programa número 137 específico de igualdad (en adelante programa 137); y la política de 
                                                     
269 Jaune Budgétaire “État des crédits qui concourent aux actions en faveur des droits des femmes”, annexé au Projet de Loi 
de Finances 2006. Le Forum de la Performance. Paris 2008. Web: 
http://www4.minefi.gouv.fr/budget/plf2006/jaunes/pdf/811.pdf (consultado por última vez en junio 2011). 
270 LOI n° 2008-1425, du 27 décembre 2008, de finances pour 2009. 
271 Document de Politique Transversale. Politique de l'Égalité entre les Femmes et les Hommes, annexé au Projet de Loi de 
Finances. Le Forum de la Performance. Paris 2010 Web: http://www.performance-
publique.gouv.fr/fileadmin/medias/documents/ressources/PLF2011/DPT/DPT2011_politique_lutte_drogue_toxicomanies.pdf
(consultado por última vez en enero 2012). 
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carácter transversal en el anexo T (de 2001 a 2009) y en el DPT sobre la Política de igualdad 
entre las mujeres y los hombres desde 2010 hasta la actualidad. 
5.2.2.1.1 El programa número nº 137 específico de 
igualdad, en el presupuesto 
Cuatro acciones se despliegan bajo el programa nº 137, además de una quinta acción que 
reúne los gastos de personal y materiales necesarios para la ejecución de las otras cuatro.  
La orientación a resultados del programa nº 137 se manifiesta en la definición de 
objetivos e indicadores que hemos reflejado en la siguiente tabla, elaborada a partir del 
Proyecto Anual de Rendimiento anexo al Proyecto de Presupuesto 2011. 
 
 
Tabla 1. Objetivos e Indicadores del programa de gasto nº 137 del presupuesto francés de 2011. 
Objetivo 1. Contribuir al desarrollo de la igualdad profesional para la orientación, la diversificación en el empleo y la 
negociación colectiva 
Indicador  Perspectiva Objetivos 2011 
1.1. Proporción de niñas a nivel nacional entre estudiantes 
finales de ciencia y tecnología en escuelas secundarias 
(Indicador asociado: número de nominaciones de niñas para el 
Premio de vocación ciencia y la tecnología)  
ciudadana 46,1% (serie S) y 10,3% (serie STI) y 
2.500 candidaturas 
1.2. Proporción de dispositivos para la igualdad de mujeres y 
hombres puestos en marcha en el mundo empresarial  
usuaria 7,5% convenios sectoriales, 6,2% 
acuerdos de empresa, 90% de contratos 
igualdad y diversidad en los sectores de 
construcción, transporte y restauración 
Objetivo 2. Mejorar la calidad del servicio de asistencia telefónica nacional para ayuda a personas víctimas de 
violencia y la eficiencia de los Centros de Información sobre los derechos de las mujeres y de sus familias (CIDFF) 
Indicador  Perspectiva Objetivos 2011 
2.1. Tasa de respuesta de líneas telefónicas de ayuda directa  usuaria 55% llamadas respondidas y derivadas 
2.2. Porcentaje de centros donde el coste por persona atendida 
es superior al 60% del coste medio de los centros  
contribuyente En fase de adaptación a la información 
financiera disponible 
Fuente: Proyecto Anual de Rendimiento anexo al Proyecto de Presupuesto 2011 y elaboración propia 
 
Sin embargo, del análisis de los indicadores se deduce que dan cuenta de una visión 
muy parcial de la acción pública en materia de derechos de las mujeres sin abarcar la mayor 
parte de sus actuaciones.  
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5.2.2.1.2 La política de carácter transversal, en el 
presupuesto 
Hasta el año 2010 la transversalidad del principio de igualdad en las políticas públicas, se 
documentaba en forma de anexo informativo al presupuesto (el Anexo T). Este Anexo T 
estaba compuesto (desde el año 2001 hasta el año 2009) de tres partes diferenciadas: en 
primer lugar, el capítulo introductorio que describía la situación de las prioridades de la 
política de igualdad y el progreso conseguido con las medidas adoptadas en torno a seis ejes 
temáticos: la paridad, la igualdad profesional, el acceso de las mujeres a los derechos, la 
articulación de los tiempos de vida, la solidaridad europea e internacional (participación en 
foros internacionales) y las herramientas para la igualdad, centrándose éstas principalmente en 
las actividades de comunicación. En segundo lugar, los capítulos segundo y tercero que 
analizaban sucesivamente el esfuerzo financiero del Estado y de las regiones a través de la 
presentación del estado global de los créditos y las políticas sectoriales que contribuían a las 
acciones a favor de los derechos de las mujeres y a las acciones de sensibilización y 
capacitación en la materia.  El Anexo T finalizaba, en tercer lugar, con un listado de los 
informes recientes más relevantes sobre la materia. 
Como ya señalamos anteriormente, a partir del año 2009, en lugar del anexo T se 
comienza a presentar un nuevo documento que sustituye al citado anexo, se trata del 
“Documento de Política Transversal sobre los derechos de las mujeres y la igualdad de 
mujeres y hombres”. Este documento se elabora bajo la responsabilidad de la Dirección 
General de Cohesión Social
272
. 
Podemos observar que no se trata de únicamente de un cambio de forma sino que va 
más allá, en estos documentos se pueden apreciar un verdadero cambio de fondo. Mientras 
que en el anexo T se tomaba como punto de partida las contribuciones voluntarias de otros 
departamentos, los DPT se elaboran a partir de la información que obligatoriamente deben 
aportar los diferentes Ministerios e organismos operativos del Estado. De esta manera, los 
                                                     
272 LA DIRECTION GENERALE DE LA COHESION SOCIALE: es la dirección de la administración central de los 
Ministerios sociales, se encarga de la concepción, el pilotaje, y la evaluación de las políticas públicas de solidaridad, de 
desarrollo  y de la promoción de la igualdad que favorece la cohesión social. Ella vela por la coherencia nacional y territorial 
de estas políticas. Web http://www.solidarite.gouv.fr/le-ministere,149/presentation-et-organigramme,294/conjointement-
avec-le-ministre-de,741/la-direction-generale-de-la,12601.html (Consultada en última ocasión en enero 2012). 
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objetivos e indicadores que se recogen en los DPT suponen un compromiso
273
 para cada una 
de las instituciones públicas que los presentan.  
Los DPT contienen los siguientes elementos
274
 siguientes: 
 Presentación de la política transversal, la lista de los programas que contribuyen a ella, 
e información sobre la puesta en marcha de esa política transversal en cada programa a 
través de diferentes dispositivos. 
 Presentación estratégica, que expone la estrategia global para la mejora de los 
resultados de la política transversal, seguida de la presentación para cada eje 
estratégico de los objetivos e indicadores seleccionados y de sus valores asociados. 
 Presentación de los principales gastos fiscales que contribuyen a dicha política 
transversal. 
 Anexos: un resumen de los objetivos de la política transversal, mediante una tabla de 
correspondencias entre los objetivos de la política transversal y los de cada programa 
que la componen, y una presentación detallada del esfuerzo financiero dedicado por el 
Estado a la política transversal para el año siguiente (Proyecto de Ley de Finanzas-
PLF), el año en curso (Ley de Finanzas-LFI) y el año anterior (ejecución). En 
ocasiones el gasto atribuible a la política transversal es el total, mientras que en otras 
es sólo una parte de cuyo cálculo han de ofrecerse las justificaciones oportunas. 
 Otros anexos complementarios si fueran necesarios. 
Podemos concluir este apartado señalando a la luz de lo expuesto, que la evolución del 
anexo T a los Documentos de Política Transversal,  representa, en suma, un esfuerzo muy 
eficaz  para la institucionalización de la transversalidad de las políticas de género. 
 
 
 
 
                                                     
273 El seguimiento de la elaboración y ejecución de lo previsto en estos DTP se lleva a cabo  por el “Comité Interministerial” 
presidido por la Jefatura del Gobierno. 
 
274 Conforme al artículo 128 de la Ley 1720/2005 rectificativa de finanzas para 2005. 
217 
 
5.2.2.1.3 El Documento de Política Transversal de 
Igualdad entre Mujeres y Hombres, presentado 
en 2011 
 
El DPT que se ha presentado en el año 2011, tiene por título “Documento de Política 
Transversal. Política de igualdad entre les mujeres y hombres, anexo al Proyecto de Ley de 
Finanzas 2010”275 y consta de dos secciones principales y dos anexos. La primera sección 
presenta la política transversal relativa a tres campos de intervención en materia de igualdad: 
la vida profesional, la vida social y la vida personal. Además añade una cuarta dimensión 
transversal que presta atención a la precariedad, la pobreza y la exclusión.  
La segunda sección se ocupa de la presentación estratégica de la política de igualdad 
en torno a tres ejes: igualdad profesional, lucha contra la violencia y pobreza y exclusión 
social, y dos objetivos transversales, completados por otros nueve objetivos que contribuyen a 
la política transversal. 
 Del análisis del DPT de 2011 se puede observar que veinte programas, además del nº 
137 (y el nº 124 que incluye en 2011 los gastos de personal para la ejecución de las acciones 
del programa nº 137), contribuyen a la política transversal de igualdad. De ellos, seis incluyen 
objetivos de igualdad y/o asignan partidas de gasto a favor de la misma. Adicionalmente, 
otros doce programas contribuyen a la promoción de la igualdad en su campo de actuaciones 
sin asignaciones presupuestarias asociadas, a saber, Vida del Alumnado, Investigación 
Agrícola y Educación Superior, Mejora de la Calidad del Empleo y Relaciones Laborales, 
Acceso a la Ley y a la justicia, Prisión, Justicia Legal, Protección Judicial de la Juventud, 
Fuerza de Gendarmería General, Policía Nacional, Juventud y Vida Comunitaria, Política 
Urbana y Prevención de la Exclusión e Inserción de Personas Vulnerables.
276
  
Además de la creación de los DPT para la política transversal de igualdad, el 
seguimiento de la política del gobierno francés a favor de la igualdad entre mujeres y hombres 
ha registrado cambios importantes tanto en sus aspectos organizativos como en su ámbito de 
aplicación. Paralelamente al desarrollo de la LOLF, en 2007 se puso en marcha en Francia la 
                                                     
275 Document de Politique Transversale. Politique de l'Égalité entre les Femmes et les Hommes, annexé au Projet de Loi de 
Finances 2010. Le Forum de la Performance. Paris 2011. Web: http://www.performance-
publique.gouv.fr/fileadmin/medias/documents/ressources/PLF2011/DPT/DPT2011_politique_egalite_hommes_femmes.pdf 
(Consultado por última vez en enero 2012). 
 
276 A modo ilustrativo, el programas nº 163, Juventud y Vida Asociativa, contribuye a través del Consejo de Juventud porque 
sus estatutos imponen el principio de paridad en la elección de representantes y suplentes. 
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llamada “Revisión General de Políticas Públicas”277 (en adelante RGPP), marco estructural 
de la reforma del Estado para el cambio por un lado de la organización administrativa 
francesa y por otro del contenido de la acción pública con el fin de ofrecer un mejor servicio 
público, mejores condiciones de trabajo y carrera a quienes lo prestan y la disminución del 
gasto público.  
Fruto de la Revisión General de Políticas Públicas se crea en 2008 la “Dirección 
General de la Cohesión Social”278 (en adelante DGCS) como refundición de varios 
organismos y bajo cuyo liderazgo se insertan las políticas de igualdad entre mujeres y 
hombres con carácter transversal. Posteriormente, en aplicación de lo establecido en el 
Decreto nº 2010-95 del 25 de enero de 2010, el “Servicio de Derechos de las Mujeres y de 
Igualdad”279 (en adelante SDFE), responsable de la política de igualdad ha pasado a integrar 
la DGCS con nuevas funciones que incluyen la reactivación del Comité Interministerial de los 
Derechos de las Mujeres.  
Hasta 2010 la débil influencia del SDFE sobre la política transversal de igualdad se 
explica por el carácter voluntario de las adhesiones de otros departamentos a la política de 
igualdad, por lo que en palabras del Tribunal de Cuentas, “no sorprende que haya habido 
dificultades para elaborar cada año el anexo amarillo presupuestario sobre las políticas de 
igualdad”.280 
La política de igualdad de género francesa recibió un duro varapalo del Tribunal de 
Cuentas en el citado informe de febrero de 2008 en el que se ponen de manifiesto las 
persistentes lagunas de la política de igualdad y del SDFE, responsable de la misma. En 
primer lugar identificaba al programa nº 137 como el más relevante de la política transversal 
de igualdad y el único que cuenta con fondos operativos y personal, aunque también se 
advertía que su reducido volumen presupuestario limitaba y sigue limitando sus posibilidades 
                                                     
277 Revisión General de Políticas Públicas. Para más información Web: 
http://www.rgpp.modernisation.gouv.fr/index.php?id=10. (consultado por última vez en enero 2012). 
 
278 Dirección General de la Cohesión Social. Para más información Web: http://www.centres-sociaux.fr/partenaires/dgcs/ 
(consultado por última vez en enero 2012). 
279 Servicio de Derechos de las Mujeres y de Igualdad, compuesto de una administración central y de una red descentralizada 
que abarca todo el territorio francés incluidas las islas. Puede consultarse el anuario de actuaciones del servicio relativas a la 
igualdad de mujeres y hombres durante 2011en el siguiente enlace : http://www.solidarite.gouv.fr/espaces,770/femmes-
egalite,772/zoom-sur,829/nos-sites,2001/espaces,770/femmes-egalite,772/institutionnel,802/la-politique-et-les-acteurs-de-
l,865/espaces,770/femmes-egalite,772/informations-pratiques,832/annuaire-des-equipes-regionales-et,1154/annuaire-du-15-
decembre-2011,13602.html  
Para más información. Web http://www.solidarite.gouv.fr/(consultado por última vez en enero 2012). 
280 COUR DES COMPTES. «Les interventions en faveur de l’égalité entre les femmes et les hommes: le service des droits 
des femmes et de l’égalité (SDFE)». Cour des Comptes. Paris febrero 2008, p 485. 
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reales de fungibilidad. El grueso de  las críticas del Tribunal se dirigían a cuestionar la 
eficacia del sostenimiento a las asociaciones que el programa nº 137 financia habida cuenta de 
la gran dispersión de fondos entre un sinnúmero de pequeñas entidades. 
Concluiremos el estudio del caso del Estado francés haciendo hincapié en como la 
puesta en marcha de la LOLF estuvo acompañada de un importante despliegue pedagógico, 
acciones formativas, kits temáticos, materiales de apoyo, soportes de comunicación y 
herramientas informáticas. Más de 800 personas se ocuparon de sensibilizar a más de 30.000 
personas y 300 personas expertas fueron adiestradas en los nuevos conceptos para impartir la 
formación en cada Ministerio (Duhamel, 2008: 73). Sin embargo, ninguno de esos 
instrumentos se centra en consideraciones de género o del PG y el propio principio de 
igualdad está ausente en los contenidos de los mismos. 
La implantación de la dimensión de género en el presupuesto público orientado a 
resultados en Francia ha recibido el mismo tratamiento para su desarrollo y aplicación que 
otras políticas transversales. El contenido de los anexos presupuestarios viene determinado 
por las circulares presupuestarias en las que los organismos y departamentos responsables 
reciben las instrucciones correspondientes. Aunque existen algunas estructuras de apoyo para 
la elaboración de un presupuesto orientado a resultados como es el “Comité Interministerial 
de Auditoría de Programas” (en adelante CIAP) creado por el gobierno para auditar la calidad 
de los programas presupuestarios del Estado en relación a los principios de la LOLF, el 
programa de igualdad de mujeres y hombres no ha sido nunca auditado y entre los principios 
de funcionamiento del CIAP no consta una especial atención a cuestiones de género.  
Por su parte, el Tribunal de Cuentas se encarga de controlar la correcta ejecución y la 
eficacia del gasto público y certifica las cuentas del Estado. El informe publicado en el año 
2008 sobre la gestión y resultados de las políticas de igualdad en Francia en base a la 
información presupuestaria de 2003 a 2005,  recomendaba un mayor enfoque a resultados de 
la misma y una mejor planificación estratégica.  
En 2011 el Tribunal de Cuentas ha asumido por ley responsabilidades de organismo 
evaluador de las políticas públicas asistiendo, con su labor técnica, al Parlamento en la tarea 
de control del ejecutivo y del gasto público.  
Finalmente, el Parlamento, a través tanto del congreso como del senado ejerce un rol 
impulsor y de control del cumplimiento de la LOLF mediante el debate presupuestario en 
comisiones especializadas y la facultad de presentación de enmiendas. En aplicación del 
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principio de “Justificación desde el Primer Euro” se vota cada una de las misiones en que 
convergen los programas de gasto, en contraste con lo que ocurría con anterioridad a la LOLF 
cuando sólo se votaban los programas nuevos, que constituían menos del 6% del gasto. A 
pesar del mayor poder que la LOLF concede al Parlamento, la inercia de las comisiones 
parlamentarias, sin embargo, restringe la rendición de cuentas a las responsabilidades 
departamentales y políticas ministeriales, haciendo difícil el debate sobre las políticas de 
igualdad en su componente más transversal y centrándolo prioritariamente en la cuantía y 
características del programa nº 137. 
Vemos así como la elaboración de un presupuesto público orientado a resultados, en el 
Estado francés, se ha revelado como el instrumento idóneo para la integración del género en 
las políticas públicas, ya que su carácter horizontal asegura la transversalidad de este enfoque 
en todas las actuaciones y permite orientarlas hacia la igualdad.  
Además, esta estrategia permite poner el presupuesto al servicio directo de las 
necesidades de las personas, prestando especial atención a las diferencias entre varones y 
mujeres; contribuye a mejorar la calidad de la gestión pública del presupuesto y de los 
servicios asociados, permite identificar situaciones de desigualdad, potencia la rendición de 
cuentas y la toma de conciencia de la responsabilidad pública en las instituciones. 
5.2.3 La introducción de la perspectiva de género en los 
presupuestos públicos de la Comunidad Autónoma Andaluza 
Tras haber analizado como el Estado francés introduce la perspectiva de género en el 
presupuesto público y siguiendo en con la idea de comparar ambos entes territoriales, el 
estatal francés y el autonómico andaluz, a continuación nos centraremos en el análisis de la 
introducción de la perspectiva de género en los presupuestos públicos de la Comunidad 
Autónoma Andaluza. 
Observaremos como a través de un enfoque gradual y constante, la Administración 
andaluza ha desarrollado una estrategia propia que responde a las particularidades de sus 
instrumentos presupuestarios y a las necesidades de la propia organización. 
La Comunidad Autónoma de Andalucía viene desarrollando desde el año 2003, según 
lo dispuesto en el artículo 139.2 de la citada Ley 18/2003, una estrategia de Presupuestos con 
perspectiva de género, iniciativa que se ha convertido en una experiencia de referencia tanto 
en el nivel nacional como internacional. 
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A los efectos de garantizar que el Presupuesto de la Comunidad 
Autónoma sea elemento activo de lo establecido en el punto 1, se constituirá 
una Comisión dependiente de la Consejería de Economía y Hacienda con 
participación del Instituto Andaluz de la Mujer, que emitirá el informe de 
evaluación sobre el citado proyecto. Dicha Comisión impulsará y fomentará la 
preparación de anteproyectos con perspectiva de género en las diversas 
Consejerías y la realización de auditorías de género en las Consejerías, 
empresas y organismos de la Junta de Andalucía.
281
 
 
Con la promulgación de la Ley 18/2003 la Comunidad Autónoma Andaluza empezó 
toda una andadura para la consecución de la igualdad real y de oportunidades de mujeres y 
varones; cabe resaltar, cómo en menos de una década los logros alcanzados sobre todo en los 
aspectos metodológicos han convertido a Andalucía en un buen modelo de presupuesto con 
perspectiva de género. 
El proceso de integración de dicho modelo en los presupuestos públicos de la 
Comunidad Autónoma andaluza es un proceso vivo en el que la inversión en investigación y 
desarrollo empezó a dar sus frutos casi de inmediato. Prueba de ello es que dando 
cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 139.3 de la Ley 18/2003, con fecha de 12 de marzo, 
se promulga el Decreto 93/2004, por el que se regula el Informe de Evaluación de Impacto de 
Género en los proyectos de ley y reglamentos que apruebe el Consejo de Gobierno.
282
  
Es importante señalar que el objeto de este Decreto es regular el Informe de 
Evaluación de Impacto de Género previsto en el artículo 139.1 de la Ley 18/2003, teniendo 
como finalidad que los Proyectos de Ley y los Reglamentos cuya aprobación corresponda al 
Consejo de Gobierno, tengan en cuenta de forma efectiva la Igualdad real y de oportunidades 
por razón de género. De manera que este no es aplicable a la elaboración del Informe de 
Evaluación del Impacto de Género de los presupuestos públicos de Andalucía, tema central 
del presente capítulo. 
Es necesario matizar en este punto que el Informe de Evaluación del Presupuesto de 
Género que acompaña a los Presupuesto Públicos de la Comunidad Andaluza, no debe 
confundirse con el Informe de Evaluación del Impacto de la Normativa en función del 
                                                     
281 Art 139.2 de la Ley 18/2003, de 29 de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales y administrativas (el subrayado 
es nuestro). 
282 Que establece  la obligatoriedad por parte del Consejo de Gobierno de aprobar las normas de desarrollo que regularan los 
Informes de Evaluación de Impacto de Género, en un plazo máximo de seis meses. 
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Género, que es el que hemos estado analizando a lo largo de todo este trabajo de investigación 
hasta este momento. 
Pues aunque el objetivo de ambos informes es conseguir la igualdad y la no 
discriminación de la ciudadanía, erradicando las desigualdades históricas que han tenido las 
mujeres, pero el camino y las herramientas empleadas son diferentes.  
Así en este capítulo nos centraremos en el estudio del Informe de Evaluación del 
Presupuesto de Género que acompaña a los Presupuesto Públicos de la Comunidad Andaluza. 
En este informe deberá incluirse un análisis donde se determinará si la institución 
presupuestaria, objeto de estudio,  integra el enfoque de género en todas las políticas, planes y 
programas, o bien no considera los derechos y necesidades de la ciudadanía en función del 
género. 
Veremos pues como nueve meses después de la publicación del Decreto 93/2004, se 
publicó la Ley 3/2004, de 28 diciembre, de Medidas Tributarias, Administrativas y 
Financieras
283
, en su capítulo IV, referido a medidas en materia de género, se modifica la 
regulación del Informe de Evaluación del Impacto de Género que debe garantizar que el 
Presupuesto de la Comunidad Autónoma, de manera este sea un elemento activo del objetivo 
de la igualdad por razón del género. 
Esta ley, en su artículo 37, reforma el artículo 139.2 de la Ley 18/2003 y establece que 
dicho informe debe emitirse sobre el Anteproyecto de Ley del Presupuesto de la Comunidad 
Autónoma
284
, a fin de que, al aprobarse el Proyecto de Ley por el Consejo de Gobierno, 
vengan ya incorporadas las correcciones derivadas del propio informe.  
 
A los efectos de garantizar que el Presupuesto de la Comunidad 
Autónoma sea elemento activo de lo establecido en el apartado anterior, se 
constituirá una Comisión dependiente de la Consejería de Economía y 
Hacienda con participación de Instituto Andaluz de la Mujer, que emitirá el 
informe de evaluación sobre el Anteproyecto. Dicha Comisión impulsará y 
fomentará la preparación de anteproyectos con perspectiva de género en las 
diversas Consejerías y la realización de auditorías de género en las 
Consejerías, empresas y organismos de la Junta de Andalucía. 
 
                                                     
283 Ley 3/2004, de 28 diciembre, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. (BOJA núm. 255, de 31 de 
diciembre 2004). 
284 El artículo 37 se refiere al Informe de evaluación del impacto de género y modifica el apartado 2 del artículo 139 de la 
Ley 18/2003, de 29 de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales y administrativas. 
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Pero sin duda, si hacemos repaso a las diferentes modificaciones que ha sufrido la 
legislación que rige la aplicación de la perspectiva de género en los presupuestos públicos 
para la Andalucía, el punto de inflexión ha venido de la mano de la promulgación de la Ley 
3/2008, de 23 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el 
año 2009.  Ya en su exposición de motivos señala que: 
… Es una innovación sin precedentes en el entorno nacional e 
internacional en este tipo de normas y viene a reforzar todavía más si cabe, el 
innegable compromiso con la igualdad de género como eje de nuestro 
desarrollo (…) Sin embargo, el Presupuesto de 2009 no solo no abandona, sino 
que aborda decididamente los grandes retos a medio plazo que tiene 
planteados la economía andaluza y que se encaminan a conseguir un modelo 
equilibrado y sostenible de crecimiento en un contexto de igualdad de 
oportunidades, en especial, en materia de género.
285
 
 
Así, la Disposición Final Segunda de la citada ley,  modifica la Ley 5/1983, de 19 de 
julio, General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía que queda 
redactada como sigue: 
 
Se modifica la regla quinta del artículo 34, quedando redactada como 
sigue: QUINTA. Como documentación anexa al anteproyecto de Ley del 
Presupuesto se cursará al Consejo de Gobierno: 
a) La cuenta consolidada del Presupuesto. 
b) La Memoria explicativa de su contenido y de las principales 
modificaciones que presente el anteproyecto comparado con el Presupuesto 
vigente. 
c) La liquidación del Presupuesto del año anterior y un avance de la del 
ejercicio corriente. 
d) Un informe económico y financiero. 
e) La clasificación por programas del Presupuesto. 
f) Informe de Impacto de Género. 
g) Anexo de Inversiones. 
h) Anexo de Persona
286
. 
 
                                                     
285 Ley 3/2008, de 23 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2009. BOJA núm. 
259, 31 de diciembre de 2008. 
286 El subrayado es nuestro. 
 
224 
 
La Ley 3/2008, asigna al Informe de Impacto de Género, rango de documentación 
anexa al anteproyecto de Ley del Presupuesto que debe remitirse al Consejo de Gobierno para 
su aprobación. Esto supone que desde su entrada en vigor, el pasado 1 de enero de 2009, no 
podrá presentarse un Presupuesto Público para Andalucía que no vaya acompañado de su 
correlativo Informe de Impacto de Género.  La igualdad de mujeres y varones, con medidas 
como esta, deja de ser una cuestión incomoda y evitable, para convertirse en un elemento 
indispensable en la formulación del presupuesto y en la redacción de las políticas públicas. 
 
5.2.3.1 La Comisión de Impacto de Género en los 
Presupuestos de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía 
 
Con el fin de garantizar que el Presupuesto de la Comunidad Autónoma Andaluza tenga en 
cuenta de forma efectiva el objetivo de la igualdad por razón de género, el artículo 139. 2 de 
la Ley 18/2003 establece la constitución de una Comisión dependiente de la Consejería de 
Economía y Hacienda con la participación del IAM que emitirá el Informe de Evaluación de 
Impacto de Género de los Presupuestos. 
La Comisión de Impacto de Género de los Presupuestos de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía
287
, regulada en el art. 139.2 de la Ley 18/2003, (en su redacción dada por la Ley 
3/2004, de 28 de diciembre), se define como un órgano dependiente de la Consejería de 
Economía y Hacienda, y su objetivo principal la emisión del Informe de Evaluación sobre el 
Anteproyecto de la Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma.  
La Comisión, al objeto de lograr altas cotas de participación y consenso, fue 
modificada en su configuración subjetiva
288
, en un principio estaba compuesta por la 
Viceconsejera de Economía y Hacienda, y la conforman representantes de Asesoría Técnica 
de la Viceconsejera, Jefe de servicio de Estudios y Publicaciones, la Dirección General de 
Presupuestos, la Dirección General de Fondos Europeos, la Dirección General de 
Planificación, (todas ellas de la Consejería de Economía y Hacienda), las Consejerías para la 
                                                     
287 La Comisión de Evaluación de Impacto de Género en los Presupuestos se constituye por Resolución de 24 de septiembre 
de 2004, de la Consejería de Economía y Hacienda. 
288 Se establece que los miembros de la Comisión deberán ser personal funcionario de la Junta de Andalucía, al menos 
responsables de Jefaturas de Servicio, lo que la dota de un perfil eminentemente técnico. 
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Igualdad y Bienestar Social, Presidencia, Gobernación, Justicia y Administración Pública y 
Transporte, Empleo, Turismo, Comercio y Deporte, Agricultura y Pesca, Salud, Educación, 
Cultura, Medio Ambiente, el Instituto de Estadística de Andalucía y el Instituto Andaluz de la 
Mujer.  
Posteriormente se extendió al conjunto de la Administración General de Junta de 
Andalucía, de esta forma la Comisión está integrada actualmente por dos miembros de cada 
una de las Consejerías, dos miembros del Instituto Andaluz de la Mujer
289
 y dos miembros del 
Instituto de Estadística de Andalucía, siempre garantizando la representación paritaria de cada 
uno de los órganos mencionados.  
Por su parte, la Consejería de Economía y Hacienda, ostenta la presidencia y 
vicepresidencia y tiene una amplia presencia en la Comisión a través de la Dirección General 
de Presupuestos, la Dirección General de Planificación, la Dirección General de Fondos 
Europeos y la Viceconsejería. 
También los objetivos que la Comisión se ha ido proponiendo cada año fiscal han ido 
evolucionando a medida que aumentaba la participación de las distintas Consejerías y la 
complejidad metodológica. 
Dar cumplimiento a los objetivos  marcados cada año, es impregnar de género el 
Presupuesto Público, y esto requiere la clara convicción de la necesidad de que se dé una 
igualdad real de oportunidades de mujeres y varones, porque solo así se producirá un 
desarrollo social, económico armónico y sostenible. 
Una clara evidencia de que no estamos ante una cuestión baladí en que la 
incorporación de la perspectiva de género en el presupuesto y la creación de la Comisión 
también queda recogida en la Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción de la 
igualdad de género en Andalucía. 
Esta Ley cuya aprobación marcó un antes y un después en el camino hacia la 
consecución de la igualdad de unos y otras recoge en su Título I, Capítulo I, una serie de 
acciones para garantizar la integración de la perspectiva de género en las políticas públicas, 
tales como el informe de evaluación de impacto de género, el Plan estratégico para la igualdad 
                                                     
289 Queda constancia en los informes acompañaron al Presupuesto de 2006 y 2007, que es el Instituto Andaluz de la Mujer -
con el apoyo de la Dirección General de Fondos Europeos y a través de la Unidad de Igualdad de Género organizada al 
efecto- quien imparte cursos y desarrolla múltiples actividades para todas las Consejerías a tal fin. No obstante, en ninguna 
parte  de esos informes ha quedado reflejado el resultado de estos talleres ni el nivel de capacitación que proporcionan a las 
personas que se forman. Si bien, no es menos cierto que el hecho de que sea el IAM la entidad formadora es siempre una 
garantía cualitativa. No debe entenderse que, con ello, han adquirido al completo la conciencia de género que requiere la 
elaboración de presupuestos desde una perspectiva de género. 
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de mujeres y hombres, el lenguaje no sexista e imagen pública y las estadísticas e 
investigaciones con perspectiva de género y como no podía ser de otra manera, dedica el 
artículo octavo a los presupuestos públicos con enfoque de género y a algunas de las 
funciones que tendrá la Comisión de Impacto de Género en los Presupuestos: 
 
Artículo 8. Enfoque de género en el presupuesto. 1. El Presupuesto de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía será un elemento activo en la 
consecución de forma efectiva del objetivo de la igualdad entre mujeres y 
hombres; a tal fin, la Comisión de Impacto de Género en los Presupuestos, 
dependiente de la Consejería de Economía y Hacienda, con participación del 
Instituto Andaluz de la Mujer, emitirá el informe de evaluación de impacto de 
género sobre el anteproyecto de Ley del Presupuesto. 
2. La Comisión de Impacto de Género en los Presupuestos impulsará y 
fomentará la preparación de anteproyectos con perspectiva de género en las 
diversas Consejerías y la realización de auditorías de género en las 
Consejerías, empresas y organismos de la Junta de Andalucía. 
3. Dicho informe de evaluación de impacto de género irá acompañado 
de indicadores pertinentes en género, mecanismos y medidas dirigidas a paliar 
y neutralizar los posibles impactos negativos que se detecten sobre las mujeres 
y los hombres, así como a reducir o eliminar las diferencias encontradas, 
promoviendo de esta forma la igualdad entre los sexo. 
 
No obstante, la regulación detallada de la composición, funciones y funcionamiento de 
la Comisión se encuentra en el Decreto 20/2010, de 2 de febrero, por el que se regula la 
Comisión de Impacto de Género en los Presupuestos de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía.
290
 
En él se establece que la Comisión, adscrita a la Consejería competente en materia de 
Hacienda, es el órgano colegiado asesor específico, de participación administrativa, que tiene 
como finalidad impulsar que el Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía sea un 
elemento activo en la consecución de forma efectiva del objetivo de la igualdad entre mujeres 
y varones; y para ello ya tiene atribuidas las siguientes funciones:
291
 
 
 Emitir el informe de evaluación del impacto de Género del proyecto de Ley del 
Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
                                                     
290 Decreto 20/2010, de 2 de febrero, por el que se regula la Comisión de Impacto de Género en los Presupuestos de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía. BOJA núm.38 de 24 de febrero de 2010. 
291 Las tres primeras ya venían recogidas en el artículo 139.2 de la Ley, 18/2003,  las siguientes que las complementan l son 
las recogidas por el Decreto 20/2010, de 2 de febrero. 
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 Impulsar y fomentar la preparación de anteproyectos de Presupuestos con perspectiva 
de género en las diversas Consejerías. 
 Realización de auditorías de género en las Consejerías, empresas y organismos de la 
Junta de Andalucía. 
 Promover el objetivo de igualdad de género en las políticas públicas de ingresos y 
gastos de la Junta de Andalucía, impulsando y fomentando la elaboración, con 
perspectiva de género, de anteproyectos de los estados de ingresos y de gastos en las 
diversas Consejerías y, cuando proceda, de recursos y dotaciones de las entidades 
instrumentales de la Administración de la Junta de Andalucía. 
 Impulsar la aplicación de la perspectiva del enfoque de género en el plan de auditorías 
de cada ejercicio 
 Informar con carácter facultativo sobre cualquier asunto o materia de su competencia 
en los ámbitos económico y presupuestario. 
 Cualquier otra función que se le atribuya por las disposiciones de aplicación, y que 
favorezca la consecución del objetivo de igualdad por razón del género en los ámbitos 
económico y presupuestario. 
 
5.2.3.2 Evolución de las metodologías utilizadas en 
Andalucía para la introducción de la dimensión de 
género en el presupuesto público. Los presupuestos 
orientados a resultados  
5.2.3.2.1 La metodología sueca de las 3R util izada para la 
elaboración de los Informes de Evaluación de Impacto de 
Género al proyecto G+ 
 
La metodología de las 3R fue diseñado, por ASTRÖM en cooperación con la Asociación 
Sueca de Autoridades Locales (ASAL), con el objetivo específico de revisar y analizar áreas y 
sectores concretos de la política municipal desde la perspectiva de la equidad de género. A 
través de este método se pretende hacer visibles las normas y valores con enfoque de género 
que ya existentes en la política municipal.  
Sirve de ayuda en la compilación sistemática de hechos e información sobre las 
circunstancias en las que se desenvuelven las mujeres y los varones en una situación concreta, 
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y lo hace a través de una batería de preguntas, cuyas respuestas conducen a conocer quién 
recibe qué, en qué términos y a poner en evidencia potenciales (o reales) situaciones de 
desigualdad.  
De esta manera el método deja en manos de las personas responsables de la toma de 
decisiones el establecimiento de las medidas que consideren oportunas para impulsar la 
igualdad de género. 
El método de las 3R utilizado para la Evaluación del Impacto de Género viene a 
representar la estructura lógica de la planificación: analizar, experimentar, proponer y evaluar, 
es decir, analizar de nuevo, proponer y evaluar los resultados. Reflexionar, aplicar Recursos y 
evaluar Resultados. Esto, que define tanto al proceso lógico científico como a la dinámica 
presupuestaria, adquiere diversas connotaciones cuando sobre lo que estamos reflexionando, 
actuando y buscando resultados, es lo relativo a la igualdad de varones y mujeres en el poder 
y en la economía 
Este método se convierte en un marco analítico general que intenta concretar y 
sistematizar el trabajo a realizar en los estudios de la política pública con enfoque de género, y 
aunque se trate de un método criticado por resultar, en ocasiones, inadecuado para configurar 
un proceso de transversalidad de género más allá de la identificación de las situaciones de 
desigualdad, este escollo es salvado en su aplicación en la CA andaluza
292
 a través de las 
evaluaciones anuales que se hacen en la elaboración de los Informes de Evaluación del 
Impacto de Género del Presupuesto de la CA andaluza
293
. 
De esta manera se observa cómo la estructura de los primeros Informes que se 
articulaban en torno al modelo de las 3R (realidad, representación y recursos-resultados), ha 
ido evolucionando a través de la evaluación de los mismos y de las correcciones que se le han 
ido aplicado, incorporándose así nuevas medidas que completan y mejoran esta metodología.  
El modelo de evaluación de impacto de género de los presupuestos andaluces va a 
diferir sustancialmente de otras propuestas metodológicas derivadas de experiencias 
                                                     
292 El modelo de evaluación de impacto de género de los presupuestos andaluces se inserta en el núcleo del ciclo 
presupuestario, donde se realizan las orientaciones generales de política económica, la asignación del gasto, la definición de 
ingresos y donde finalmente, se realiza el seguimiento del conjunto de las políticas presupuestarias. 
293 Desde que se elaborara el Presupuesto Público de la Comunidad Autónoma Andaluza del año 2005 ha ido acompañado de 
un Informe de Evaluación de Impacto de Género tal y como se dispone en artículo 139.2 del texto legal Ley 18/2003, arriba 
citado. Estos informes publicados desde el pasado año 2006 pueden consultarse, en la web de la Consejería de Hacienda y 
Administraciones Públicas:  http://www.juntadeandalucia.es/economiayhacienda/planif_presup/genero/informe.htm 
(consultado por última vez en junio 2011). 
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internacionales, en la medida que la responsabilidad de impulso y elaboración del informe no 
reside en órganos sectoriales que tradicionalmente han desarrollado políticas de igualdad, 
cuya influencia en el proceso de elaboración presupuestaria y su incidencia en el conjunto de 
la organización está generalmente atenuada, sino en el departamento que ostenta la máxima 
responsabilidad en la negociación, asignación y seguimiento del conjunto de las políticas 
presupuestarias. Esta definición garantiza el tratamiento transversal de la política de igualdad 
de oportunidades entre varones y mujeres en todas las actuaciones susceptibles de ser 
financiadas con el presupuesto público. 
 
“METODOLOGÍA SUECA DE LAS 3Rs” 
 DEFINICIÓN 
 
REPRESENTACIÓN 
Pretende conocer cuántas mujeres y varones se encuentran en los 
diferentes niveles y categorías profesionales, así como las características 
de los puestos de trabajo. Consiste en conocer la composición orgánica 
de la estructura organizativa del área o sector a analizar, de forma 
desagregada por sexo/género. 
 
RECURSOS 
Se concentra en la distribución de los principales recursos municipales 
entre varones y mujeres, teniendo en cuenta que los recursos no hacen 
referencia en exclusiva al dinero, sino que abarcan también el tiempo, el 
espacio y la información. Se pregunta también cómo se encuentran 
localizadas y adaptadas las intervenciones y las prioridades existentes a 
las necesidades de las mujeres y de los hombres. 
 
REALIDAD 
Esta parte del análisis es más cualitativa, y en ella se analizan los datos 
recogidos en los apartados anteriores, centrándose en los aspectos 
relativos a la realidad. La preocupación consiste en conocer hasta qué 
punto las normas y los valores culturales ayudan a mantener la 
desigualdad entre las mujeres y varones, y la calidad de las medidas a 
implementar para alterar esa situación de partida. 
Cuadro de elaboración propia a partir de los datos obtenidos del estudio: “Estrategias para la integración de la perspectiva de 
 género en los presupuestos públicos”. 
 
Teniendo en cuenta cada una de las tres variables de análisis que se utilizan en esta 
metodología (representación, recursos y realidad), anotamos los cambios más importantes de 
cada una de estas variables  aparecidos en los Informes de Evaluación del Impacto de Género 
de los años 2006 y 2007 que han acompañado a los presupuestos públicos de la CA andaluza 
hasta la introducción en el año  2008 del proyecto G+, que complementa a la metodología 
sueca de las 3Rs. 
Así observamos como en el Informe de Evaluación del Presupuesto de la Comunidad 
Autónoma Andaluza del año 2006,
294
 como nota característica se señalaron las pautas para 
                                                     
294 Informe de evaluación de impacto de género del presupuesto de la comunidad autónoma de Andalucía para 2006, 
Consejería de Economía y Hacienda. Junta de Andalucía. Sevilla, Ed. Servicio de Estudios y Publicaciones, 2006.  p. 189. 
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que cada Consejería incorporase esta perspectiva de programación y análisis en sus 
respectivos ámbitos, mediante la desagregación por sexo de los indicadores de los programas 
presupuestarios, además de experimentar por primera vez el modelo de Evaluación de Género 
que se había decidido en la Comisión. 
En el Informe de Evaluación del Presupuesto de la Comunidad Autónoma Andaluza 
del año 2007, la novedad más relevante fue la incorporación de la dimensión temporal (3T) a 
los análisis de las variables realidad recursos y representación.
295
 Basada en una configuración 
tridimensional de la evaluación (pasado, presente y futuro), esta introducción nos ha 
permitido observar los cambios producidos en el ámbito económico y social con mayor 
amplitud temporal que la del presupuesto, focalizar la perspectiva sobre los elementos 
fundamentales del desarrollo económico y promover la reflexión sobre la incidencia de la 
corriente principal de las políticas públicas y presupuestarias en la lucha contra la desigualdad 
entre varones y mujeres. 
 
“COMPARACIÓN DE LAS TRES VARIABLES EN LOS INFORMES DE EVALUACIÓN DEL AÑO 2006-
2007” (Cuadro de elaboración propia)
296
 
 
AÑO REPRESENTACIÓN RECURSOS REALIDAD 
2006 Se entiende por representación, en 
este informe, la participación de 
hombres y mujeres en los diferentes 
ámbitos de organización social y en 
los puestos de la administración de 
la Junta de Andalucía (Capítulo I 
de Personal) según los datos 
proporcionados por la Dirección 
General de la Función Pública de la 
Consejería de Justicia y 
Administración Pública y la 
Dirección General de Presupuestos 
de la Consejería de Economía y 
Hacienda 
Se consideran en este 
apartado los programas 
presupuestarios analizados 
desde la perspectiva de 
género y comprometidos 
con la eliminación de 
desigualdades por esta 
razón. Esta relación de 
programas ha sido 
proporcionada por los 
miembros de la Comisión 
en función del trabajo 
desarrollado entre las 
Consejerías a las que 
representan y la Dirección 
General de Presupuestos. 
Se entiende por 
realidad, en este 
informe, el escenario de 
desigualdades entre 
hombres y mujeres en 
Andalucía. 
Desigualdades en la 
representación y 
participación social, en 
el empleo, sueldo y 
pensiones, y en la 
educación –incluyendo 
universidades e 
investigación 
 
 
                                                     
295Informe de evaluación de impacto de género del presupuesto de la comunidad autónoma de Andalucía para 2007, 
Consejería de Economía y Hacienda. Junta de Andalucía. Sevilla, Ed. Servicio de Estudios y Publicaciones, 2007, p. 426. 
296 Cuadro elaborado a partir del “Informe de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité Económico y Social 
y al Comité de las Regiones sobre la Igualdad entre mujeres y hombres 2006 (COM (2006)71 final) relativas al cumplimiento 
de la Agenda Social para 2005-2010, complemento y apoyo de la Estrategia de Lisboa Renovada por el crecimiento y el 
empleo, y a la Hoja de Ruta de la Igualdad entre Varones y Mujeres.”. Web: http://eur-
lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2006:0071:FIN:ES:HTML(consultado por última vez en enero 2012). 
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2007 El objetivo de esta parte es que 
cada programa de gasto 
presupuestario refleje las acciones 
y los resultados, en términos de 
número de hombres y mujeres que 
se van a ver beneficiados con las 
actuaciones emprendidas con esas 
partidas. 
En este apartado corresponde 
además a la Consejería de 
Economía y Hacienda por un lado, 
analizar algunos de los ingresos 
presupuestarios y su relación con el 
género, y por otro incorporar la 
perspectiva de género como parte 
de la actividad auditora que le 
compete. 
El objetivo de esta parte es 
analizar la distribución del 
poder y la representación de 
hombres y mujeres en las 
instituciones de la Junta de 
Andalucía, tanto entre los 
Altos Cargos, como entre el 
personal laboral y 
funcionario, de las 
Consejerías y de sus 
Organismos Autónomos 
dependientes. La presencia 
equilibrada de sexos en los 
órganos de decisión se 
considera fundamental para 
normalizar la igualdad en la 
sociedad. 
El objetivo de esta parte 
es presentar una foto de 
la situación de igualdad 
o desigualdad de 
hombres y mujeres en 
Andalucía sobre los 
parámetros que utiliza 
Naciones Unidas 
(PNUD) en sus 
Informes de Desarrollo 
Humano, es decir, la 
Presencia o 
Representación de 
mujeres y hombres en 
los órganos de decisión 
y poder, el mercado 
laboral y la educación. 
 
La experiencia acumulada en los ejercicios de 2006 y 2007 ha aportado 
abundante información sobre los beneficiarios últimos de las actuaciones de 
los programas presupuestarios y ha incentivado la reflexión en torno a las 
desigualdades de género en cada una de las secciones presupuestarias. No 
obstante, también desveló la debilidad de relevancia, pertinencia y coherencia 
de los análisis efectuados, así como la necesidad de mejorar tanto la aptitud 
como la actitud de todos los agentes implicados.
297
 
 
A partir de 2007, la Consejería de Hacienda y Administración Pública ve la necesidad 
de que la iniciativa vaya más allá de la elaboración de un informe en un momento concreto 
del año, y para ello como complemento a la metodología de las 3Rs, pone en marcha el 
“Proyecto G+,”298, una estrategia global para una aplicación más efectiva  del presupuesto con 
perspectiva de género en la Administración andaluza. 
5.2.3.2.2 El proyecto G+ 
La publicación del Informe de Evaluación del Presupuesto de la Comunidad Autónoma 
Andaluza del año 2008, (el tercero que se publicaba conjuntamente al presupuesto público de 
la Comunidad Autónoma) pone fin a los informes presentados en la VII legislatura. 
                                                     
297MARTÍNEZ AGUAYO, C, Presupuestos sensibles al género: la experiencia de la Comunidad Autónoma de Andalucía en 
Economía e igualdad de género: retos de la Hacienda Pública en el siglo XXI. Instituto de Estudios Fiscales, Web: 
http://www.ief.es/investigacion/Temas/Genero.htm (consultado por última vez en enero 2012). 
298“Proyecto G+: Una metodología para avanzar en igualdad de género desde los presupuestos públicos.” Consejería de 
Economía y Hacienda. Junta de Andalucía. Sevilla. Ed. Servicio de Estudios y Publicaciones; 2009. p. 50. Web: 
http://www.juntadeandalucia.es/economiayhacienda/planif_presup/genero/gplus.htm (consultado por última vez en enero 
2012). 
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Este Informe, que marcará las pautas a seguir para la elaboración de los venideros, 
tuvo como principal objetivo visualizar el esfuerzo que inicialmente se había desarrollado en 
el seno de todos los programas presupuestarios, identificados de manera consensuada según 
su capacidad de impacto y potencial transformador de la desigualdad de género, sobre los que 
se había aplicado una nueva metodología de análisis: “el método G+”. 
Esta nueva metodología propuesta, profundizaba en la identificación de los motores de 
la igualdad de género y ha permitido como veremos más adelante  un mejor seguimiento de 
los avances en cada uno de ellos. El carácter transversal de esta metodología permite valorar, 
con perspectiva, la evolución de las políticas de igualdad incorporadas al conjunto de las 
políticas presupuestarias. Como se señala en el propio informe: 
 
Con este proyecto se ha pretendido dar un salto cualitativo de singular 
importancia en el avance hacia un modelo sostenible de presupuestos con 
enfoque de género. Esta iniciativa tiene como objetivos básicos: incrementar la 
permeabilidad de nuestra estructura organizativa a este tipo de análisis (más 
profundidad), promover la sensibilización, información y formación en materia 
de presupuesto y género (más participación) y adoptar una metodología que 
nos permita modular los esfuerzos, incidiendo diferencialmente en aquellos 
programas presupuestarios que tienen mayor relevancia en términos de 
avanzar en la convergencia de igualdad de oportunidades entre hombres y 
mujeres.
299
 
 
El Proyecto G+ presenta un objetivo general que es identificar y clasificar los 
programas presupuestarios según una escala diseñada a ese propósito llamada “Escala G+” en 
función de su capacidad para incidir sobre los obstáculos que impiden la igualdad efectiva 
entre mujeres y varones, es decir  persigue impulsar un cambio en la cultura de la 
Administración para que ésta sea capaz de analizar el impacto de los análisis, actuaciones, 
incentivos y, en suma, las políticas públicas desarrolladas, en la reducción de las 
desigualdades entre varones y mujeres constatadas por los indicadores socio-económicos. Este 
objetivo general se estructura en torno a cinco objetivos específicos dentro de los cuales 
hemos resaltado algunas de las actividades a ejecutar que nos han parecido más relevantes. 
                                                     
299Informe de evaluación de impacto de género del presupuesto de la comunidad autónoma de Andalucía para 2008, 
Consejería de Economía y Hacienda. Junta de Andalucía, Sevilla, Ed. Servicio de Estudios y Publicaciones; 2007.  p. 438. 
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“OBJETIVOS DEL PROYECTO G+” 
OBJETIVO CONTENIDO 
 
Objetivo 1: 
Adoptar un sistema de gestión de cambio cultural en la administración que 
ponga en valor el análisis de género como herramienta destinada a 
garantizar los derechos e intereses de hombres y mujeres. 
 
Objetivo 2: 
 
Definir unos instrumentos de análisis que permitan la identificación de 
obstáculos a la igualdad de género en el ámbito de la realidad sobre la que 
el programa actúa.  
Para el cumplimiento de este objetivo la Comisión propuso las siguientes 
acciones: 
 La convocatoria de un grupo de trabajo (think-tank) de personas 
expertas en diferentes ámbitos del saber –científico, técnico o 
profesional–, que aporten orientaciones sobre obstáculos a la 
igualdad y palancas de convergencia. 
 La cumplimentación de un formulario de autoposicionamiento a 
partir del cual se identifiquen los programas motores de igualdad 
(G+) y de una encuesta sobre las percepciones que tienen las 
Direcciones Generales sobre el papel que juega el resto de 
programas presupuestarios en el proyecto. 
 La elaboración de documentos de trabajo que orienten el análisis 
de la realidad sobre la que el programa presupuestario despliega 
sus efectos y el impacto de las actuaciones programadas. 
 Constitución de ponencias dentro de la Comisión para el estudio 
de temas específicos o concreción de especificaciones para 
encargo de estudios externos. 
 
Objetivo 3: 
Desarrollar estrategias sencillas y de fácil aplicación para determinar el 
impacto de género de los programas presupuestarios y su evolución 
temporal. 
 
Objetivo 4: 
Identificar, mediante una metodología participativa, los programas 
presupuestarios que pueden llegar a ser motores de convergencia en 
igualdad de género. 
 
Objetivo 5: 
Diseñar una metodología eficiente que facilite la incorporación de la 
perspectiva de género en la gestión ordinaria de los centros directivos, en el 
marco del proceso de elaboración del Presupuesto de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía. 
Cuadro de elaboración propia a partir de los datos obtenidos del Informe de evaluación de impacto de género del presupuesto de la 
comunidad autónoma de Andalucía para 2008. 
 
 
Unos de los problemas con los que se encontró la Comisión fue identificar que 
programa de gastos presupuestarios podrían llegar a ser motor de convergencia en la igualdad 
de género (motores de igualdad),  además no se podía obviar que debido a  la complejidad y 
amplitud de la Administración andaluza
300
 lo más aconsejable era establecer una estrategia de 
intervención que hiciera operativa la integración transversal de la perspectiva de género, 
                                                     
300 Teniendo en cuenta los datos del último semestre del año 2009 se observa que el presupuesto de la Administración 
andaluza era el de mayor tamaño del conjunto de Comunidades Autónomas del Estado, estando gestionado en ese momento 
por quince Consejerías a partir de un total de cuarenta secciones presupuestarias y que se distribuían en ciento cuarenta y 
cuatro programas presupuestarios. Datos obtenidos de la Secretaria de Estado de Hacienda y Presupuestos. DG de 
Coordinación Financiera con las CCAA y la UE. Web http://serviciosweb.meh.es/apps/CCAApresupuestos/ (Consultada por 
última vez en enero 2012). 
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mediante la identificación de aquellos programas presupuestarios que tuvieran mayor 
capacidad para incidir sobre los obstáculos que impiden la igualdad efectiva entre mujeres y 
varones, descartando aquellos otros puramente instrumentales; dentro de cualquier 
presupuesto y en el de la Junta de Andalucía se ve muy claramente, algunos programas de 
gasto tienen carácter instrumental  de apoyo a los centros gestores o en otros casos sus 
competencias son de mera ejecución y resulta muy complicado entenderlos como motores de 
igualdad de género. 
Adoptar un nivel de exigencia similar para todos los programas en el 
análisis y contribución a la igualdad de oportunidades entre hombres y 
mujeres genera desconcierto y desvía el enfoque de los que son 
verdaderamente importantes, los que se han dado en llamar motores de 
igualdad. Según esto, lo aconsejable es establecer una clasificación que nos 
permita discriminar sobre qué programas recae la responsabilidad de lograr 
avances significativos en términos de igualdad. La clasificación adopta como 
conceptos básicos la sensibilidad y la relevancia al género El primero de ellos 
trata de capturar en qué medida el programa presupuestario afecta directa o 
indirectamente a personas; mientras que el segundo, demostrada la 
sensibilidad al género, recoge la importancia relativa que tiene el programa en 
función de cuatro criterios básicos: 
 Poder transformador: captura el nivel de competencias de cada programa 
presupuestario. Un programa muy relevante según este criterio es aquél que 
tiene plenas competencias para actuar. 
 Capacidad de impacto: captura el volumen de población sobre la que actúa el 
programa presupuestario. A mayor volumen de población, por tanto, mayor 
relevancia. 
  Relevancia funcional: recoge las opiniones de consenso de expertos sobre el 
papel de determinadas políticas públicas para reducir la desigualdad de 
género. 
 Gestión de Personal: aquellos programas cuyas actuaciones afectan a la 
gestión de personal de los centros de trabajo de la Junta de Andalucía.
301
 
 
La solución para la identificación de programas como motores de igualdad vino a 
través del desarrollo de una metodología de asignación según una matriz de correspondencia 
capaz de hacer visibles aquellos programas que tenían una especial incidencia para alcanzar la 
igualdad de género. De esta manera teniendo en cuanta una serie determinada de elementos de 
análisis, se le asignó a cada programa una categoría en la matriz de correspondencia que se 
                                                     
301Informe de evaluación de impacto de género del presupuesto de la comunidad autónoma de Andalucía para 2008... op. cit., 
p. 33.  
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presenta a continuación, y según su posición en la escala G+
302
 (g0, g1, G y G+) estos 
programas presupuestarios estarán obligados a presentar avances en relación a determinados 
ítems diseñados por la Comisión. 
 
“ESCALA G+” 
 SENSIBILIDAD AL GÉNERO 
RELEVANCIA SÍ NO 
 
BAJA 
g1:  
Programas con incidencia sobre 
personas fundamentalmente de 
carácter interno o instrumental. 
g0 
Programas sin incidencia directa 
sobre personas e incidencia 
indirecta baja o nula. 
MEDIA G 
Programas de bajo impacto, 
reducida capacidad 
transformadora o relevancia 
funcional escasa. 
 
ALTA G+ 
Programa de gran interés por su 
capacidad transformadora, 
impacto relevancia funcional 
reconocida. 
 
Matriz de correspondencia. 
 
Hay que tener presente que la clasificación de los programas presupuestarios de la 
Escala G+ no es definitiva, está sujeta a revisiones anuales por parte de la Comisión de 
Evaluación de Impacto de Género del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
En estas revisiones y evaluaciones se contemplan la posibilidad de cambios en la estructura 
orgánica, funcional y competencial de los programas presupuestarios, debidos a la creación de 
nuevas Consejerías y Agencias Administrativas, la reorganización interna de éstas, la creación 
y supresión de programas presupuestarios o reconsideraciones sobre la aplicación de los 
criterios de la Clasificación G+. 
El desarrollo del Programa G+ contempla la una estrategia de implantación en tres 
etapas: A) Clasificación de los programa o etapa de identificación y clasificación de los 
programas según la Escala G+. Esta etapa tiene un carácter eminentemente participativo, 
todos los centros directivos de la Junta de Andalucía deben realizar aportaciones sobre su 
posición y expectativas, así como sobre el resto de centros directivos participantes. B) 
Avances en la evaluabilidad de los programas respecto de la perspectiva de género o etapa de 
                                                     
302 Tal y como se indica en el Informe de evaluación de impacto de género del presupuesto de la comunidad autónoma de 
Andalucía para 2008, para realizar la clasificación G+ de los programas presupuestarios, se ha desarrollado una metodología 
de asignación, capaz de visibilizar aquellos programas donde las políticas públicas de la Junta de Andalucía tienen especial 
incidencia para la consecución de la igualdad de género. 
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elaboración y cumplimiento de los Documentos de Orientaciones Estratégicas (DOE G+) que 
veremos más adelantes. En esta etapa una vez cerrada la clasificación G+ cada programa está 
obligado a presentar a la Comisión un Plan de Trabajo en el que se concreten las exigencias 
que le son propias según su posición en la escala G+. C) Desarrollo e implantación de una 
metodología de seguimiento y control de los logros conseguidos o etapa de seguimiento y 
evaluación de los resultados, porque lo que no se evalúa se devalúa y está evaluación es la que 
va a marcar las pautas para la elaboración de los siguientes presupuestos públicos de la CA 
andaluza. 
En resumen, observamos como la estrategia de desarrollo de Presupuestos con 
Enfoque de Género seguida en la Comunidad Autónoma andaluza, incorpora a la metodología 
sueca de las 3Rs, la metodología G+ y esto nos ha proporcionado la posibilidad de clasificar 
la totalidad de los programas presupuestarios en función de su contribución a la igualdad de 
oportunidades de varones y mujeres, esta contribución se estima en función de su sensibilidad 
y relevancia al género, sobre cuatro criterios básicos: el poder transformador, la capacidad de 
impacto en términos de la población sobre la que ejerce influencia el programa, la relevancia 
funcional y, por último, la responsabilidad sobre la gestión del personal, en este caso el de la 
Junta de Andalucía. 
De esta manera todos los programas de gasto se dividirán en aquellos que no afectan, 
ni directa ni indirectamente a personas (g0) , aquellos de carácter puramente instrumental o 
con bajos ratios respecto de los criterios establecidos (g1), aquellos que se consideran 
programas que, sin tener la capacidad transformadora de los G+ ocupan un lugar relevante y 
están llamados a contribuir de forma proactiva a la implantación de la estrategia general (G), 
y  a los que se consideran motores de igualdad (G+). 
La clasificación de los programas  hace posible el seguimiento de los créditos de 
forma interanual, permitiendo valorar el esfuerzo financiero que lleva a cabo la Comunidad 
Autónoma en esta materia. 
EVOLUCIÓN DE LOS PROGRAMAS PRESUPUESTARIOS SEGÚN LA CLASIFICACIÓN G+  
 
ESCALA G+ 
Núm. 
programas 
2007 
Núm. 
programas 
2008 
Núm. 
programas 
2009 
Núm. 
programas 
2010 
Núm. 
programas 
2011 
g0 18 19 18 12 10 
g1 53 53 53 46 47 
G 36 37 44 44 38 
G+ 37 37 41 39 39 
Total 144 146 156 141            134 
Cuadro de elaboración propia a partir de los datos reflejados en los distintos Informes de Evaluación del Impacto de Género 2007-2011. 
 
237 
 
5.2.3.2.3 El Documento de Orientaciones Estratégicas (DOE) 
En octubre de 2008 se presentó, en pleno contexto de crisis económica internacional, el 
Informe de Evaluación de Impacto de Género del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía para 2009. Se trató del cuarto Informe publicado, contenía grandes novedades  por 
un lado debido a la publicación durante el año 2007 de las dos leyes de igualdad de género, la 
estatal y la andaluza, que supusieron entre otras cosas un gran avance para la evaluación del 
impacto de género de las políticas públicas; y por otro debido a la modificación legislativa de 
la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
anteriormente analizada,  mediante la que se incorporaba la obligatoriedad del Informe de 
Impacto de Género en la documentación presupuestaria a presentar
303
. 
El Informe de 2009 está estructurado, como los tres anteriores, en tres capítulos 
principales que responden a la metodología sueca de análisis de impacto de género 3R-3T, es 
decir Realidad, Representación y Recursos (3R) en un marco temporal de Pasado, Presente y 
Futuro (3T). Pero a diferencia de los anteriores Informes, en este se profundizó en la 
evaluación de la situación actual desde la perspectiva de género involucrando para ello a todas 
las Consejerías.  
Si tenemos en cuenta la escala anteriormente descrita prevista para la implantación del 
proyecto G+, recordaremos que en el año 2007 todos los programas presupuestarios fueron 
clasificados según su sensibilidad y relevancia de género. Posteriormente durante el primer 
semestre del año 2008, todos los centros directivos, a excepción de los responsables de la 
gestión de programas catalogados como g0, según el cronograma previsto, desarrollaron los 
compromisos dispuestos en el Proyecto G+.  
Estos compromisos se recogieron en un documento-guía de planificación: el 
Documento de Orientaciones Estratégicas (DOE G+).
304
 Tal y como se define en el propio 
Informe de Evaluación del Presupuesto de 2009, el DOE G+ es una herramienta que ayuda a 
concretar las actuaciones que, en esta materia, pone en marcha cada Consejería, tanto desde la 
vertiente de adaptación interna de procedimientos como en la formación de los objetivos 
estratégicos de largo alcance.  
                                                     
303 Informe de evaluación de impacto de género del presupuesto de la comunidad autónoma de Andalucía para 2009. 
Consejería de Economía y Hacienda. Junta de Andalucía, Sevilla, Ed. Servicio de Estudios y Publicaciones, 2008,  p. 428. 
304 Documento de Orientaciones Estratégicas, puede consultarse en Web: 
http://www.juntadeandalucia.es/haciendayadministracionpublica/planif_presup/genero/DOE/doe.htm. (Consultada en última 
ocasión en enero 2012). 
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A través de él se pretende hacer tomar conciencia a la Administración de las 
necesidades  que tienen los centros en materia de género, tanto en lo que respecta a la 
formación de su personal como a los recursos de los que se dispone. Se pretende hacer 
reflexionar en profundidad sobre la inclusión de la dimensión género en el trabajo ordinario 
de cada programa presupuestario, sistematizando y codificando la información relevante a 
género. 
Los compromisos  de cada Consejería  se recogen en el DOE y se planifican a corto 
plazo, para un periodo temporal de un año, en el marco de objetivos estratégicos más alejados 
en el tiempo. De esta manera, en cada compromiso se desarrollan actuaciones concretas a 
poner en marcha y el alcance de las mismas.  
Retomando el cronograma para implementación del proyecto G+, una vez elaborados 
los DOE, en la tercera fase prevista, se darán a conocer a la Comisión de Evaluación de 
Impacto de Género del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía que deberá 
evaluarlos teniendo en cuenta, elementos de evaluación tales como: la normativa en materia 
de igualdad, en especial, la Ley 12/2007, de 26 de noviembre, de Promoción para la Igualdad 
de Género en Andalucía, las funciones que prevé el Decreto de estructura orgánica de las 
Consejerías, la documentación procedente de los programas operativos de Fondos Europeos, 
la Estrategia para la Competitividad de Andalucía 2007-2013 y la planificación de carácter 
sectorial. 
El Informe de Evaluación de Impacto de Género del Presupuesto de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía para 2010 presenta el desarrollo del proceso de valoración de los 
DOE enviados por las distintas Consejerías
305
. Con los resultados obtenidos, se ha elaborado 
un documento de recomendaciones generales, que se ha hecho llegar a los distintos Centros 
Directivos.  
Se había previsto que para fanales de año de 2010, la estrategia DOE se completaría 
con la elaboración de un modelo de informe de progresos, que se hará llegar a las Consejerías 
con el objetivo de que la Comisión de Impacto de Género del Presupuesto pueda realizar una 
valoración intermedia del cumplimiento de los compromisos adquiridos por cada centro 
gestor. 
 
                                                     
305Informe de evaluación de impacto de género del presupuesto de la comunidad autónoma de Andalucía para 2010, 
Consejería de Economía y Hacienda. Junta de Andalucía, Sevilla, Ed. Servicio de Estudios y Publicaciones, 2009,  p. 414. 
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5.2.3.2.4 El Fondo G+  
Revisados los cuatro Informes de Evaluación de Impacto de Género de los Presupuestos de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía anteriores, analizaremos la principal aportación para la 
aplicación de la metodología G+ que aparece en el Informe de Evaluación de Impacto de 
Género del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía 2010. Se trata del Fondo 
G+,  un conjunto de incentivos que vienen a apoyar al Proyecto G+, y que cobran una especial 
importancia en una coyuntura de crisis económica como la actual. Estos incentivos están 
destinados a apoyar los esfuerzos que se están realizando en la Administración andaluza para 
integrar la igualdad de género a través de los presupuestos. 
Así en un contexto de crisis económica mundial, la Consejería de Economía y 
Hacienda de la Junta de Andalucía, ha considerado vital reforzar el compromiso con la 
igualdad y para ello ha impulsado la creación de un fondo anual,  el Fondo G+, para la 
financiación de proyectos que promuevan la inserción de la perspectiva de género en los 
Presupuestos de la Comunidad Autónoma. 
La repartición de estos incentivos para proyectos que promuevan la inserción de la 
perspectiva de género en el presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en 
adelante Fondo G+ se ha llevado a cabo durante el año 2010 a través de la: Orden de 27 de 
enero de 2010, por la que se regula la concesión de incentivos a proyectos que promuevan la 
inserción de la perspectiva de género en el presupuesto de la Comunidad Autónoma  de 
Andalucía (Fondo G+) y se establece la concesión para el año 2010.
306
 
El objeto del Fondo G+, es contribuir a la financiación de proyectos
307
 liderados por 
los centros directivos responsables de los programas presupuestarios de la Junta de Andalucía 
que, en última instancia, permitan fomentar la igualdad de género mediante su compromiso 
con el Proyecto G+, cuyo programa de trabajo comprende la estrategia de inserción de la 
dimensión de género en el presupuesto de la Junta de Andalucía. 
Los proyectos susceptibles de ser incentivados deberán estar dirigidos, tal y como se 
señala en la citada Orden de 27 de enero, a lograr alguno de los siguientes objetivos: 
 
                                                     
306 BOJA núm. 25, de 8 de febrero de 2010. 
307 Los proyectos propuestos por los centros directivos deben conectarse con los compromisos recogidos en el Proyecto G+ 
para los diversos programas presupuestarios de la Junta de Andalucía. 
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a) Potenciar aquellas iniciativas orientadas a la investigación con 
enfoque de género de la realidad de la ciudadanía andaluza con el fin de 
detectar las desigualdades que aún persisten en la esfera social, económica, 
política, que sustenta la diagnosis de necesidades presupuestarias.  
b) Fomentar el diseño de actuaciones presupuestarias con enfoque de 
género cuyo objeto será abordar aquellas situaciones en las que se hayan 
detectado brechas en la igualdad entre hombres y mujeres. 
c) Favorecer el fortalecimiento de las capacidades y el conocimiento en 
materia de género y su relación con el proceso presupuestario por parte del 
personal implicado en dicho proceso, consiguiendo así un cambio cultural en 
la Administración andaluza que genere protocolos novedosos y rutinas de 
Informe de evaluación de impacto de género del presupuesto de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía para análisis, fomente el liderazgo y mejore la gestión 
de recursos.  
 
5.2.3.2.5 Buenas prácticas: Orden de 20 de Mayo de 2010 por la 
que se dictan las normas para la elaboración del 
Presupuesto de la Junta de Andalucía 
Con la  publicación de la Orden de 20 de Mayo de 2010 por la que se dictan las normas para 
la elaboración del Presupuesto de la Junta de Andalucía,
308
 se alcanza una de las metas 
propuestas en la aplicación de la metodología G+, ya que con la finalidad de evaluar la 
oportunidad y las necesidades de gasto de los programas presupuestarios se incorpora, en la 
citada Orden,  un modelo único
309
 de recogida de información para la elaboración del Informe 
de Impacto de Género relativo a las actuaciones financiadas con cargo al presupuesto 2011
310
. 
De esta manera se les proporciona a todas las Consejería o centro gestor, una 
herramienta analítica homogénea para que a través de ella puedan recabar la información 
necesaria para la elaboración del Informe de Impacto de Género del Presupuesto 2011. 
La información recabada deberá ser enviada por los centros gestores a la Dirección 
General de Presupuestos antes del próximo 13 de octubre del presente año 2010. 
La creación de esta herramienta se va traducir en mejoras cuantitativas y sobre todo 
cualitativas ya que va a permitir el análisis comparado de los resultados obtenidos por cada 
centro gestor, y en base a ello podrán corregirse las brechas de género que se observen. 
                                                     
308 BOJA núm. 104 de 31 de mayo de 2010. 
309 Anexo X  “Modelo de Informe de Impacto de Género del presupuesto de la Junta de Andalucía para 2011”. Orden de 20 
de Mayo de 2010 por la que se dictan las normas para la elaboración del Presupuesto de la Junta de Andalucía. 
310  Artículo 6.1.1 e) de la Orden de 20 de Mayo de 2010 por la que se dictan las normas para la elaboración del Presupuesto 
de la Junta de Andalucía. 
241 
 
5.2.3.2.5.1 Estructura y contenido del Anexo X  “Modelo de 
Informe de Impacto de Género del presupuesto de 
la Junta de Andalucía para 2011”  
 
El “Anexo X  Modelo de Informe de Impacto de Género del presupuesto de la Junta de 
Andalucía para 2011” consta de dos partes principales; la primera referida a  la estructura del 
informe de impacto de género por Consejerías y una segunda parte que recoge las 
observaciones. 
La primera parte está dividida a su vez, en tres aparatados: introducción, recursos y 
personal. Esta estructura que sin duda tiene su origen en la metodología de análisis sueca de 
las 3Rs, ya estudiada, pretende  recoger en primer lugar las desigualdades detectadas los 
centros directivos en el ámbito de las competencias que tienen asumidas (análisis de la 
realidad), conocido este extremo, se solicita del centro gestor que detalle cuáles son los 
objetivos, líneas de trabajo y actuaciones de los programas presupuestarios orientados a 
corregir desigualdades entre sexos para que finalmente  se exponga, si es el caso, las medidas 
que ha adoptado el centro directivo en materia de promoción profesional, formación y 
prácticas de conciliación (como reorganización o flexibilización de los horarios, por ejemplo) 
para corregir los desequilibrios de género. 
El anexo recoge cuatro consideraciones, que ponen de manifiesto el alto nivel en 
formación en materia de igualdad que se presuponen deben tener los centros gestores, muestra 
de ello quizás es lo expresado en la tercera consideración:  
Es fundamental distinguir entre la información que debe contener el 
informe y la que se recoge en otros documentos trabajados en el marco del 
Proyecto G+. El Informe debe evidenciar qué recursos/resultados se van a 
aplicar/obtener en materia de igualdad con los créditos con los que va a contar 
cada Consejería/Agencia Administrativa en 2011, sin entrar en aspectos de 
carácter interno que tiene que ver con la aplicación de la estrategia de 
presupuestos con perspectiva de género (Proyecto G+) en cada centro 
directivo.
311
 
 
A finales de diciembre de 2010 se publicó la  Ley 12/2010, de 27 de diciembre, del 
Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía
312
 para el año 2011, y posteriormente, 
                                                     
311 Anexo X  Modelo de Informe de Impacto de Género del presupuesto de la Junta de Andalucía para 2011. 
312 LEY 12/2010, de 27 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2011, BOJA 
núm. 255, 31 de diciembre 2010. 
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en mayo de 2011  ya se publicaba  la Orden de 23 de mayo de 2011, por la que se dictan 
normas para la elaboración del Presupuesto de la Junta de Andalucía para el año 2012.
313
 Esta 
orden recogía en su artículo sexto, relativo a la elaboración y tramitación del anteproyecto, las 
normas para elaborar el Informe de Evaluación de Impacto de Género: 
 
e) Informe de Evaluación de Impacto de género: 
Para la confección del informe de evaluación de impacto de género, los 
centros gestores, a través de los vocales de la Comisión de Impacto de Género, 
remitirán a la Dirección General de Presupuestos, antes del día 13 de octubre 
de 2011, la información relativa al análisis con perspectiva de género de las 
actuaciones financiadas con cargo al presupuesto 2012, según las 
instrucciones contenidas en el Anexo X. 
 
Haciendo un análisis comparativo podemos afirmar que el citado Anexo X es 
estructuralmente el mismo que recogía la Orden de 20 de Mayo de 2010, por la que se dictan 
las normas para la elaboración del Presupuesto de la Junta de Andalucía, no obstante y en 
cuestión de fondo observamos que lamentablemente en la Orden de 2011,  desaparece el 
articulo relativo a las observaciones que en la Orden de 2010 si que se hacían, y a las que 
anteriormente hacíamos alusión. 
 A nuestro juicio esto es un terrible error, pues en cierta manera se está legitimando 
(por omisión) el que no se evidencie qué recursos/resultados se van a aplicar/obtener en 
materia de igualdad con los créditos con los que va a contar cada Consejería/Agencia 
Administrativa en 2012, como ya pasara con el Informe de Evaluación de Impacto de Género 
del presupuesto de la comunidad autónoma de Andalucía para 201, en el que únicamente se 
señalaron los objetivos a conseguir de algunos proyectos financiados por el Fondo G+ con 
una breve descripción de sus objetivos, resultados esperados y potencial de aplicación a largo 
plazo. 
Así pues, y pese a ser el segundo año consecutivo que la normativa impone un modelo 
de Informe de Evaluación de Impacto de Género, observamos como los citados informes 
siguen teniendo la misma estructura que los de los años precedentes, solo que aumentan los 
indicadores que cada año se usan; pero estructuralmente no se han visto modificados por la 
creación de este Anexo X. 
                                                     
313 BOJA núm. 103, 27 de mayo 2011. 
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De hecho el Informe de evaluación de impacto de género del presupuesto de la 
comunidad autónoma de Andalucía para 2011, con respecto a su estructura señala que:  
 
 La estructura del Informe de Evaluación de Impacto de Género del 
Presupuesto 2011 sigue el formato de ediciones previas. Por tanto, en primer 
lugar se presentan las novedades y avances acaecidos en 2010 con respecto a 
la estrategia de presupuestación con perspectiva de género que la Junta de 
Andalucía inició en 2003 mediante la Ley 18/2003 de acompañamiento a los 
Presupuestos para 2004.
314
 
 
Teniendo en cuenta que para el próximo marzo de 2012 están previstas las elecciones 
autonómicas, será interesante analizar si los venideros Informe de evaluación de impacto de 
género del presupuesto de la comunidad autónoma de Andalucía, se estructuran finalmente 
conforme a lo establecido en el Anexo X, o bien si es este modelo de anexo el que termina 
desapareciendo. 
No deseamos cerrar este capítulo sin hacer un breve repaso a las nociones que 
consideramos más relevantes. Debemos partir de la base de que es a través de los 
presupuestos públicos desde donde cada sociedad determina cual será la asignación y la 
ejecución de los recursos de los que dispone. Analizando el presupuesto público se puede 
conocer cuáles son las prioridades que cada gobierno asigna a las diferentes opciones. 
 Así el presupuesto se configura como otra de las herramientas a través de las cuales 
los gobiernos deben alcanzar sus objetivos económicos y de desarrollo, y  para ello debe 
planificar los gastos que va a realizar y los ingresos que le permitirán llevar a cabo su 
propuesta. 
Todo presupuesto sensible al género debe incluir una transversal de género, cuyo 
objetivo es la igualdad y no discriminación entre las personas que componen la ciudadanía. La 
integración de la transversal de género se realizará desde diversas perspectivas, en todas las 
políticas, planes, programas y acciones. La perspectiva de género será una visión más abierta 
y el enfoque de género, lo emplearemos para analizar cuestiones más concretas y centradas en 
problemas específicos. 
                                                     
314Informe de evaluación de impacto de género del presupuesto de la comunidad autónoma de Andalucía para 2011, 
Consejería de Economía y Hacienda. Junta de Andalucía, Sevilla, Ed. Servicio de Estudios y Publicaciones, 2010,  p. 454. (El 
subrayado es nuestro). 
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 La integración de la transversal de género puede llevarse a cabo a través de la 
elaboración de los Informes de Evaluación del Impacto en función del Género que debe 
acompañar y analizar anualmente a  los presupuesto públicos de la CA andaluza. 
Estos informes no deben ser confundidos con el Informe de Evaluación del Impacto de 
Género de la normativa, pues si bien su objetivo es el mismo, conseguir la igualdad y la no 
discriminación de la ciudadanía, erradicando las desigualdades históricas que han tenido las 
mujeres, el camino y las herramientas empleadas son diferentes.  
Así, en el Informe de Evaluación del Impacto en función del Género que analiza el 
presupuesto público con perspectiva de género se incluirá un análisis donde se determinará si 
la institución presupuestaria, objeto de estudio,  integra el enfoque de género en todas las 
políticas, planes y programas, o bien no considera los derechos y necesidades de la ciudadanía 
en función del género. 
Señalaremos como la Junta de Andalucía ya desde el año inició en 2003 su estrategia 
de integración del enfoque de género a través del presupuesto público, siendo las primeras 
medidas adoptadas para llevar a cabo esta estrategia de tipo normativo.  
Así, la Ley 18/2003 de Medidas Fiscales y Administrativas, dispone la creación de dos 
instrumentos fundamentales para dicha estrategia. Por una parte la obligación legal de 
acompañar los Presupuestos de un Informe de Evaluación de Impacto de Género y, por otra la 
constitución de una Comisión, dependiente de la Consejería de Hacienda y Administración 
Pública, para su realización y aprobación.  
Desde el año 2003 hasta nuestros días la Junta de Andalucía no ha dejado de elaborar 
normativas que han ido mejorando y perfeccionando estas herramientas, convirtiendo a 
Andalucía en el referente nacional e internacional en lo relativo a la elaboración de 
presupuestos públicos con enfoque de género. 
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Capítulo 6. Conclusiones 
6.1 Conclusiones jurídicas 
El punto de partida que definía esta investigación era el hecho, más que demostrado y 
contrastado, que pese a la gran cantidad de legislación existente, la desigualad real y de 
oportunidades entre las personas lejos de tender a desaparecer, se mantiene o, incluso, en 
muchas ámbitos de la vida crece cada día. Esta situación de desigualdad real y de 
oportunidades, se observa claramente cuando se compara la situación de partida y el acceso a 
las distintas oportunidades entre mujeres y hombres. 
 Además desde un punto de vista legislativo, se observa cómo en ocasiones la 
aplicación de determinadas normas, aparentemente neutras, puede provocar distintos 
resultados en mujeres y en hombres, perpetuando unas veces, y haciendo crecer, en otras, las 
brechas de desigualdad entre unas y otros en nuestra sociedad.  
Como juristas y tomando como referencia la legislación relativa a la estimativa y 
evaluación del impacto de género en la normativa en el ámbito internacional, en el europeo, 
pero sobre centrándonos por un lado en el estudio de la legislación estatal, principalmente a 
través de lo establecido en artículo 14 CE, en la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres, en la Ley 30/2003 de 13 de octubre, sobre medidas 
para incorporar la valoración de impacto de género en las disposiciones normativas que 
elabore el Gobierno, y del Real Decreto 1083/2009, de 3 de julio, por el que se regula la 
memoria del análisis de impacto normativo que la desarrolla.  
Y por el otro lado, trabajando de manera paralela en el estudio de legislación  
autonómica andaluza en particular sobre el Estatuto de Autonomía, la Ley 12/2007, de 26 de 
noviembre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía, y la Ley 18/2003, de 29 
de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales y administrativas, que ha sido 
desarrollada hasta febrero del presente año 2012, por el recientemente derogado Decreto 
93/2004, de 9 de marzo, por el que se regula el informe de evaluación de impacto de género 
en los proyectos de ley y reglamentos que apruebe el Consejo de Gobierno.  
Decidimos llevar a cabo un análisis cuantitativo y cualitativo, en el ámbito estatal y 
autonómico andaluz, de los Informes de Evaluación de Impacto de Género y de las Memorias 
de Análisis de Impacto Normativo, como las herramientas diseñadas a través de toda la 
normativa señalada para la detección, eliminación y prevención de disposiciones normativas 
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que en el momento de su redacción se configuran como neutras, y que pudiesen resultar 
sexistas una vez publicadas en los Boletines Oficiales, atentando de esta manera contra el 
principio constitucional de igualdad y no discriminación, lo que aumenta la brecha de género 
existente entre unas y otros. 
De esta manera, y como resultado de los años invertidos en la presente investigación 
pretendemos, en este apartado establecer una serie de conclusiones que nos lleven a poder 
responder a la hipótesis inicial sobre la cual versa el presente trabajo de investigación:  
 
¿Están los Informes de Evaluación de Impacto de Género y las 
Memorias de Análisis de Impacto Normativo, como herramientas para la 
estimativa y evaluación del impacto de género en la normativa estatal y 
autonómica andaluza, contribuyendo desde un punto de vista legislativo, a la 
eliminación de la brecha de género que separa a mujeres y hombres? 
 
1. La aplicación de las medidas recogidas a través de los IEIG y de la MAI no tiene 
carácter vinculante, no existe obligación jurídica de contemplar en los textos legales 
definitivos, las medidas ya sean tipo corrector o supresor. No hay a día de hoy ninguna 
disposición normativa que obligue al legislativo a tomar en consideración las medidas 
que los informes y memorias recogen 
Así pues la obligación de elaborar Informes de Evaluación de Impacto de Género y 
Memorias de Análisis de Impacto Normativo recogida termina justo ahí, en la obligación de 
su elaboración, no se exige la observación de lo en ellas recogido.  
Observamos por tanto que si después de haber elaborado un Informe de Evaluación de 
Impacto de Género o una Memoria de Análisis Normativo, se le priva del carácter vinculante, 
o si no se recoge en la disposición normativa que se trate las medidas que ellas están 
recogidas, el uso de estas herramientas no contribuye en forma alguna a la eliminación de las 
brechas de desigualdad. 
 
2. La segunda conclusión a la que llegamos y que sienta sus bases en la anterior, es que 
únicamente podremos conocer en qué medida la elaboración de estos informes y 
memorias ha influido en la eliminación de la brecha de desigualdad, si durante todo el 
proceso de su elaboración se llevan a cabo dos análisis: en primer lugar un análisis ex 
ante o de diagnostico, para conocer la situación de partida de unas y otros;  y en 
segundo lugar deberá efectuarse dos años después de su elaboración  un análisis ex -
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post de aplicación de las mismas, con el objetivo de evaluar cómo la aplicación de la 
norma corregida ha influenciado en la vida de unas y de otros si  este ha sido el caso.  
Aunque sin carácter vinculante, consideramos que el hecho de poder llevar a cabo un 
análisis de seguimiento del proceso de elaboración de los Planes de especial relevancia, los 
Reglamentos, o Proyectos de Ley susceptibles de ir acompañados por estos informes o 
memorias, proporcionaría la posibilidad de hacer correcciones a corto plazo, en puntos que 
son fácilmente detectables y subsanables dentro de este proceso de elaboración, Así a modo 
de ejemplo, se podría señalar que el hecho de llevar a cabo un análisis de seguimiento durante 
la redacción de las disposición legislativa que se esté elaborando, podría permitirnos la 
revisión y posible corrección en caso de que se haya hecho un uso sexistas del lenguaje. 
 
3. Tras la promulgación de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad 
efectiva de mujeres y hombres, la publicación del Real Decreto 1083/2009,  de 3 de 
julio, por el que se regula la memoria del análisis de impacto normativo, regula, seis 
años después de su promulgación, la Ley 30/2003 de 13 de octubre. Este Real Decreto 
viene a establecer, en el ámbito estatal, la transición del Informe de Impacto de 
Género a la Memoria de Análisis de Impacto Normativo, un documento 
cuantitativamente más amplio, que homogeniza la manera de realizar los análisis de 
los distintos impactos que puede provocar en la sociedad la normativa que se trate, ya 
que junto al impacto económico y presupuestario también se establece en estas 
memorias que debe recoger el análisis del impacto de la normativa en función del 
género; tal y como se señala en la Guía Metodológica para la elaboración de la 
Memoria del Análisis de Impacto Normativo, diseñada a tal fin.  
Hemos observado que la transición de los IEIG a MAI en lo referente al análisis del 
impacto de la normativa en función de género, ha repercutido negativamente en la elaboración 
de estas herramientas, pues los análisis del impacto en función del Género que se recogen en 
las Memorias de Análisis Normativo son de peor calidad que los que se llevaban a cabo a 
través de los Informes de Evaluación de Impacto de Género tanto cualitativa como, sobre 
todo, cuantitativamente. Así podemos afirmar que los errores de los que adolecían los IEIG no 
se han subsanado a través de las MAI únicamente se ha homogeneizado la metodología de 
elaboración, ha habido una reparación de forma pero no de fondo.  
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4. Resulta sorprendente que la autoría de estas herramientas, IEIG y MAI, tanto en el 
ámbito estatal como en el autonómico andaluz, y pese que se viene elaborando desde 
el año 2003, aún no está definida legislativamente; incluso se desconoce a quien se 
debe atribuir la autoría de Guía Metodológica para la elaboración de la Memoria del 
Análisis de Impacto Normativo.  
Consecuencia de esta omisión legislativa, de esta ausencia de mención expresa a la 
persona u organismo que debe elaborar estas herramientas, es que desde un punto de vista 
cualitativo no se puede establecer qué formación específica tiene o ha adquirido esa persona u 
organismo en temas relacionados con la igualdad de género en los ámbitos sociológico 
jurídico y económico. No debemos dejar de señalar que la falta de regulación sobre la 
formación en temas relacionados con la igualdad de género por parte de las personas que 
elaboran estas herramientas puede convertir al análisis del impacto normativo en un mero 
trámite más a cumplimentar en el dossier legislativo, alejándolo del objetivo último de 
eliminar las brechas de desigualdad entre unas y otros sobre el que están constituidas estas 
herramientas.  
 
5. La medidas que se recogen a través de la elaboración de los IEIG en el ámbito 
autonómico andaluz, al igual que pasara en el ámbito estatal, tampoco tienen carácter 
vinculante, y en el caso de la comunidad autónoma andaluza, esta ausencia de carácter 
vinculante es especialmente lamentable porque el hecho de que la elaboración de estos 
informes este sometido a un sistema de doble filtro, gracias a la participación del 
Instituto de la Mujer en la realización de los Informes de Observaciones a los Informes 
de Impacto de Género, proporciona observaciones que de ser de obligatorio 
cumplimiento sí que efectivamente servirían para eliminar los posibles enunciados y 
consecuencias sexistas en la normativa. 
El principal problema con el que se enfrentan los IEIG y los IOIEIG es su 
anacronismo con respecto al iter legislativo seguido por el Proyecto de Ley. Y es la acción de 
elaborar un Informe de Evaluación de Impacto de Género por una Consejería determinada 
para un Proyecto de Ley y su correlativo IOIEIG, es una acción finita que termina en el 
momento mismo de su elaboración. Así una vez realizados, estos no sufren modificaciones 
algunas a lo largo del iter legislativo que sigue el Proyecto de Ley al que acompañan. De tal 
manera que si el Proyecto de Ley al que acompañan sufre modificaciones en virtud de las 
enmiendas que los diferentes grupos políticos parlamentarios le presenten, no ocurre lo mismo 
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con los citados informes que no son ni revisados ni actualizados con respecto al nuevo texto 
normativo que se va a ir configurando a través del ejercicio democrático que es el iter 
legislativo que sigue cada Proyecto de Ley, hasta que se transforma en texto normativo 
definitivo, es decir en Ley, Reglamento o Plan de especial relevancia, según sea el caso que se 
trate.  
6. Además de los Informes de Evaluación de Impacto de Género y de las Memorias de 
Análisis de Impacto Normativo, otra de las herramientas que están usando los 
gobiernos para intentar alcanzar su objetivo de reducción de la brecha de desigualdad 
entre las personas que componen la ciudadanía; es la elaboración de presupuestos 
públicos orientados a resultados con enfoque de género como metodología a seguir 
para una aplicación transversal del principio de Mainstreaming en la administración 
pública. 
Esta metodología en el Estado francés, se ha revelado como el instrumento idóneo 
para la integración del género en las políticas públicas, ya que su carácter horizontal asegura 
la transversalidad de este enfoque en todas las actuaciones y permite orientarlas hacia la 
igualdad. 
En el caso de la Comunidad Autónoma Andaluza la integración de la transversal de 
género se lleva a cabo a través  de la elaboración de los Informes de Evaluación del Impacto 
en función del Género que debe acompañar y analizar anualmente al presupuesto público de 
la CA andaluza. Estos informes no deben ser confundidos con el Informe de Evaluación del 
Impacto de Género de la normativa, pues si bien su objetivo es el mismo, conseguir la 
igualdad y la no discriminación de la ciudadanía, erradicando las desigualdades históricas que 
han tenido las mujeres, el camino y las herramientas empleadas son diferentes.  
De manera transversal a todas las conclusiones expuestas y para acabar este apartado 
de conclusiones jurídicas, no queremos dejar de señalar que, como juristas, consideramos 
necesario llevar a cabo una apertura de las categorías jurídicas existentes para proporcionar 
una cobertura legal a todas las personas que conforman la sociedad. Es necesario crear nuevos 
conceptos de sujetos de derecho, que visibilicen la realidad social existente, por ello nos 
adherimos, desde un punto de vista jurídico, a las posturas post-feministas actuales que instan 
a la “desestabilización” del tándem sexo/género desde el binarismo biológico y social 
alineado con él.  
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Esta investigación, nos ha hecho reflexionar sobre la importancia de la visibilización 
de las personas. Su inclusión como sujetos jurídicos y la necesidad de encontrar un concepto 
que no esté basado en el binarismo, quizá sea la nueva línea de investigación que 
emprendamos. La sociedad espera respuestas y nuevos modelos más incluyentes desde el 
ámbito jurídico que contemple la riqueza y variedad del ser humano. 
 
6.2 Propuesta de mejora para la metodología de elaboración de los 
Informes de Evaluación de Impacto de Género y las Memorias de Análisis de 
Impacto Normativo 
 
A la luz de las estas conclusiones, y de todo el trabajo de investigación que nos ha llevado a 
ellas, hemos considerado oportuno señalar una serie de ítems, los cuales, aplicados a la 
metodología de elaboración de los Informes de Evaluación de Impacto de Género y las 
Memorias de Análisis de Impacto Normativo, podrían ayudar a suprimir algunas de las 
carencias que a través de nuestro trabajo hemos detectado y puesto de manifiesto.  
De igual manera, estimamos que la introducción de estas propuestas podría mejorar el 
sistema de obtención de sus resultados en términos de eficacia y eficiencia contribuyendo así 
en eliminación de la brecha de desigualdad entre mujeres y hombres. 
Consideramos que esta propuesta podría convertirse en una nueva investigación que 
requeriría de un análisis pormenorizado fruto del estudio. Aquí nos limitaremos, tan solo, a 
señalar, lo que puede ser nuestra próxima investigación.  
La propuesta de esta mejora metodológica que presentamos debe encontrar su premisa 
inicial, siguiendo la lógica aristotélica, en la necesidad de otorgar un carácter vinculante, no 
solamente al hecho de elaborar los informes y las memorias, sino también al hecho de tomar 
en consideración todas aquellas medidas, correctoras o supresoras, que se recojan a través de 
dichas herramientas.  
Una vez establecido el carácter vinculante, consideramos que dado que la elaboración 
de los Informes de Evaluación de Impacto de Género y las Memorias de Análisis de Impacto 
Normativo es una práctica legal de obligado cumplimiento tanto en el ámbito estatal como en 
la mayoría de las comunidades autónomas española, sería conveniente establecer una única 
metodología de elaboración para todos los informes y memorias que se elaboren en el Estado 
español. Con esto se pretende homogeneizar todo el sistema de análisis del impacto de 
género.  
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Esta homogenización nos daría la oportunidad de establecer sistemas de evaluación ex 
post comunes, es decir, nos permitiría  crear indicadores de análisis del impacto de género, 
que a medio plazo pudiesen aportarnos una información valida que no permitiese la 
comparación de los resultados obtenidos entre las diferentes comunidades autónomas y el 
Estado.  
Hemos de señalar que no es el objetivo de este trabajo de investigación, ni de este 
apartado de propuestas de mejora, la deconstrucción de todo el sistema de análisis del impacto 
de género estatal y autonómico existente. Al contrario, consideramos que a través de algunas 
correcciones a las herramientas ya existentes, tales como la “Guía Metodológica para la 
elaboración de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo” podrían hacer de nuestro 
sistema de análisis del impacto de género de la normativa, un referente mundial. 
En este sentido consideramos que la “Guía Metodológica para la elaboración de la 
Memoria del Análisis de Impacto Normativo” podría ser corregida y completada con lo que se 
recoge en la “Guía de aplicación práctica, para la elaboración de informes de impacto de 
género de las disposiciones normativas que elabore el gobierno, de acuerdo a la Ley 30/2003” 
elaborada por Fundación Mujeres, sobre todo en lo referente al análisis de la situación de 
partida que tan bien recoge esta guía. 
De otro lado, no podemos perder de vista las técnicas empleadas por la Comunidad 
Autónoma Andaluza. Son un referente europeo en lo relativo al análisis del impacto de 
género; sobre todo, a la luz de los buenos resultados que se obtienen con un sistema de 
análisis de doble filtro en virtud de la potestad auto-organizativa inherente a la autonomía 
reconocida en el Estatuto de Andalucía. Consideramos que dentro de la idea de la 
homogenización del sistema de análisis de impacto de género, la mejora cualitativa de los 
resultados, podría venir de la mano del establecimiento obligatorio de dicho sistema de doble 
filtro para todos aquellos informes y memorias que deban elaborarse según la normativa 
vigente 
En este sentido, y particularmente en lo relativo a la siempre espinosa cuestión de la 
autoría de los informes y memorias, contemplamos como posibles opciones (incluso de 
manara complementaria) la desconcentración y la descentralización de los servicios que deben 
elaborar estos informes. 
No obstante, como ya señalásemos en el trabajo de investigación no podemos pasar 
por alto que la Guía Metodológica para la elaboración de la Memoria del Análisis de Impacto 
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Normativo, que pretendemos seguir usando como referente para la elaboración de las 
memorias y de los informes, apuesta más por un sistema  integración orgánica que por la 
segunda opción. 
Así, la integración orgánica de los servicios implicaría que la elaboración de los 
informes y memorias podría elaborarse  desde las propias Unidades de Igualdad de las 
Consejerías o de los Ministerios según el ámbito en el que se elaboren, las cuales hemos 
analizado en el presente trabajo de investigación. 
Del mismo modo y teniendo en cuenta que desde nuestro punto de vista, es necesario 
instaurar en todos los ámbitos territoriales el sistema de doble filtro o de doble informe; 
pensamos que la autoría de  los Informes de Observación de los Informes de Evaluación de 
Impacto de Género y de las Memorias de Análisis debería asignarse a un órgano inferior en 
virtud del principio desconcentración tal y como se   en el art. 12.2 de recoge de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.  
De esta manera consideramos que el Instituto de la Mujer en el ámbito estatal y sus 
homónimos autonómicos son los propicios para la elaboración de los Informes de 
Observaciones a los informes y memorias emitidas por el Ministerio o la Consejería según 
corresponda.  
Como juristas debemos tener en cuenta que estas propuestas de establecimiento de 
doble informe, podrían producir un problema de jerarquización en las soluciones o en los 
planteamientos que contengan dichos informes.  
Consideramos que ante las posibles divergencias que pudiesen existir entre los 
informes y las memorias elaboradas por la Unidades de Igualdad y los informes de 
observaciones a estos,  debe prevalecer lo que se establezca en el informe de observaciones 
elaborado por el IM o IAM, dado que se trata de un informe que corrige y evalúa al primero, y 
que se lleva a cabo por un organismo externo a la Consejería o Ministerio que se trate, 
asegurando de este modo la imparcialidad propia que requiere este tipo de evaluación. 
En relación a la formación especifica y cualificada en cuestiones de género que deberá 
tener el personal de las Ministerios y Consejerías encargadas de la elaboración de estos 
informes y memorias, proponemos, que sea la universidad o la formación profesional, según 
el nivel y la cualificación quien la impartiese;  dado que la formación reglada recoge ya 
asignaturas  transversales como medio ambiente o gerontología.  
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El sistema pedagógico en la impartición de estas asignaturas transversales permitiría  
llevar a cabo un sistema de  docencia basado en  una metodología participativa. Este tipo de 
metodología es la que en la actualidad el Instituto de la Mujer está aplicando según lo 
dispuesto en la LOI en lo formación para la elaboración de planes de igualdad en las empresas 
del personal de las empresas de más de 250 personas empleadas.  
El objetivo de esto, no es otro, que el de acabar creando equipos multidisciplinares con 
una formación y modelo de trabajo homogéneo, cuyo trabajo se traduciría en una mejor y más 
eficaz manera de llevar a cabo el análisis del impacto sobre la implementación de determinada 
normativa en función del género, pudiéndose corregir si fuese necesario, aquellas cuestiones 
que pudiesen aumentar la brecha de desigualdad. 
 Así bien, si todo lo anterior se pudiese poner en práctica, podríamos concluir que se 
habrán  sentado las bases para la construcción de una metodología sólida, homogénea y 
compacta, que pueda realizar análisis fiables ex ante y ex post del impacto de género en la 
normativa. En definitiva,  permitirá responder a la cuestión con la que iniciábamos nuestro 
trabajo de investigación: 
  
¿Están los Informes de Evaluación de Impacto de Género y las Memorias de Análisis 
de Impacto Normativo, como herramientas para la estimativa y evaluación del impacto de 
género en la normativa estatal y autonómica andaluza, contribuyendo desde un punto de vista 
legislativo, a la eliminación de la brecha de género que separa a mujeres y hombres? 
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7.3.2 Comunitaria 
TRATADO de Roma, Constitutivo de la Comunidad Europea, de 25 de marzo de 1957. 
TRATADO de Ámsterdam, por el que se modifican el Tratado de la Unión Europea, los 
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de 2 de octubre de 1997. 
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sobre la igualdad entre hombres y mujeres 2001-2005 (COM (2000) 335 FINAL, de 7 
de junio de 2000). 
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mujeres y hombres (2001-2005).  
INFORME de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité Económico y Social 
Europeo y al Comité de las Regiones sobre la igualdad entre hombres y mujeres–2001. 
INFORME de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité Económico y Social 
Europeo y al Comité de las Regiones sobre la igualdad entre hombres y mujeres–2002.  
INFORME de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité Económico y Social 
Europeo y al Comité de las Regiones sobre la igualdad entre hombres y mujeres–2004.  
DIRECTIVA 75/117/CEE relativa a la igualdad de retribución entre los trabajadores y las 
trabajadoras. 
DIRECTIVA 76/207/CEE relativa a la igualdad de trato en lo que se refiere al empleo, a la 
formación profesional y a las condiciones de trabajo (modificada en 2002). 
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DIRECTIVA 86/378/CEE relativa a la igualdad de trato en los regímenes profesionales de 
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DIRECTIVA 96/34/CE relativa al acuerdo marco sobre permiso parental. 
DIRECTIVA 97/80/CE relativa a la carga de la prueba en los casos de discriminación por 
razón de sexo. 
DIRECTIVA 2004/113/CE por la que se aplica el principio de igualdad de trato entre 
hombres y mujeres al acceso a bienes y servicios y su suministro. 
DIRECTIVA 2006/54/CE  relativa a la aplicación del principio de igualdad de oportunidades 
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UEAPME, el CEEP y la CES, y se deroga la Directiva 96/34/CE 
DIRECTIVA 2010/41/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de julio de 2010, sobre 
la aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres que ejercen 
una actividad autónoma, y por la que se deroga la Directiva 86/613/CEE del Consejo. 
INFORME de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité Económico y Social 
Europeo y al Comité de las Regiones sobre la igualdad entre hombres y mujeres–2005.  
INFORME de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité Económico y Social 
Europeo y al Comité de las Regiones sobre la igualdad entre hombres y mujeres–2006.  
COMUNICACIÓN de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité Económico 
y Social Europeo y al Comité de las Regiones. Plan de trabajo para la igualdad entre 
las mujeres y los hombres 2006-2010. 
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DECISIÓN DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO, de 17 de mayo de 2006, 
por a que se establece el Año Europeo de la Igualdad de Oportunidades para Todos 
(2007) — Hacia una sociedad justa, nº 771/2006/CE. 
REGLAMENTO (CE) No 1922/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo de 20 de 
diciembre de 2006 por el que se crea un Instituto Europeo de la Igualdad de Género. 
REGLAMENTO (CE) No 1922/2006 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO 
de 20 de diciembre de 2006 por el que se crea un Instituto Europeo de la Igualdad de 
Género. 
INFORME de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité Económico y Social 
Europeo y al Comité de las Regiones sobre la igualdad entre hombres y mujeres–2007.  
DECISIÓN 2008/590/CE de la Comisión, de 16 de junio de 2008, relativa a la creación de un 
comité consultivo para la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres 
7.3.3 Estatal Francesa 
CONSTITUCION FRANCAISE, du 04 octobre 1958  
LOI n° 2001-1066 du 16 novembre 2001 relative à la lutte contre les discriminations. 
LOI n° 2002-73 du 17 janvier 2002 de modernisation sociale. 
LOI n° 2004-204 du 9 mars 2004 portant adaptation de la justice aux évolutions de la 
criminalité. 
LOI n°2004-1486 du 30 décembre 2004 portant création de la haute autorité de lutte contre 
les discriminations et pour l'égalité. 
LOI n° 2006-396 du 31 mars 2006 pour l'égalité des chances. 
LOI n° 2005-1720 du30 décembre 2005 de finances pour 2005.  
DOCUMENTO de Política Transversal. Proyecto de Ley de Finanzas 2010. Política de 
Igualdad entre Mujeres y Hombres. 
7.3.4 Estatal Española  
CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA, de 27 de diciembre de 1978.  
LEY ORGÁNICA 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. 
263 
 
LEY ORGÁNICA 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la 
Violencia de Género.  
LEY 13/2005, de 1 de julio, por la que se modifica el Código civil en materia de derecho a 
contraer matrimonio. 
LEY ORGÁNICA 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. 
 LEY ORGÁNICA 1/2008, de 30 de julio, autorizó la ratificación por España del Tratado de 
Lisboa, por el que se modifican el Tratado de la Unión Europea y el Tratado 
Constitutivo de la Comunidad Europea.  
LEY 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.  
LEY 39/1999, de 5 de noviembre, para promover la conciliación de la vida familiar y laboral 
de las personas trabajadoras.  
LEY 30/2003, de 13 de octubre, sobre medidas para incorporar la valoración del impacto de 
género en las disposiciones normativas que elabore el Gobierno. 
LEY 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la rectificación registral de la mención relativa al 
sexo de las personas. 
LEY 9/2009, de 6 de octubre, de ampliación de la duración del permiso de paternidad en los 
casos de nacimiento, adopción o acogida. 
REAL DECRETO 1083/2009, de 3 de julio, por el que se regula la memoria del análisis de 
impacto normativo. 
ORDEN PRE/525/2005, de 7 de marzo, por la que se da publicidad al Acuerdo de Consejo de 
Ministros por el que se adoptan medidas para favorecer la igualdad entre mujeres y 
hombres.  
ORDEN APU/526/2005, de 7 de marzo, por la que se dispone la publicación del Acuerdo de 
Consejo de Ministros de 4 de marzo de 2005, por el que se aprueba el Plan para la 
igualdad de género en la Administración General del Estado. 
ORDEN EHA/1320/2010, de 18 de mayo, por la que se dictan las normas para la elaboración 
de los Presupuestos Generales del Estado para 2011. 
RESOLUCIÓN-CIRCULAR de 29 de julio de 2005, de la Dirección General de los Registros 
y del Notariado, sobre matrimonios civiles entre personas del mismo sexo. 
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7.3.5 Autonómica 
LEY ORGÁNICA 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía.  
LEY GENERAL 5/1983, de 19 de julio, de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía. 
LEY 10/1988, de 29 de diciembre, de presupuestos de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
para 1989 (por la que se crea el Instituto Andaluz de la Mujer.  
LEY 18/2003, de 29 de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales y administrativas. 
LEY 16/2005, de 28 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma 
Andaluza para el año 2006. 
LEY 8/2002, de 17 de diciembre, del Plan Estadístico de Andalucía 2003-2006. 
LEY 5/2005, de 8 de abril, por la que se modifica la LEY 1/1986, de 2 de enero, Electoral de 
Andalucía. 
LEY 6/2005, de 8 de abril, relativa a la actividad Publicitaria de las Administraciones 
Públicas.  
LEY 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
LEY 4/2007, de 4 de abril, por la que se modifica la Ley 4/1989 de Estadística de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, y se aprueba el Plan Estadístico de Andalucía 
2007-2010. 
LEY 11/2006, de 27 de diciembre, de Presupuesto de la Comunidad Autónoma Andaluza para 
el año 2007. 
LEY 12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía. 
LEY 3/2008, de 23 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
para el año 2009. Disposición Final Segunda, cuatro que modifica la regla 5 del 
artículo 34 de la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la Hacienda Pública de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía 
DECRETO 1/1989, de 10 de enero, por el que se aprueba el Reglamento del Instituto Andaluz 
de la Mujer.  
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DECRETO 120/1997, de 22 de abril, por el que se modifica el Reglamento del Instituto 
Andaluz de la Mujer, aprobado por Decreto 1/1989, de 10 de enero.  
DECRETO 216/1999, de 26 de octubre, por el que se regula el Reglamento de Asistencia 
Jurídica Gratuita de Andalucía.  
DECRETO 93/2004, de 9 de marzo. Regula el informe de evaluación de impacto de género en 
los proyectos de ley y reglamentos que apruebe el Consejo de Gobierno 
DECRETO 452/2004, de 6 de julio, de modificación de los Decretos 1/1989, de 10 de enero, 
por el que se aprueba el Reglamento del Instituto Andaluz de la Mujer, y 118/1997, de 
22 de abril, por el que se aprueban el régimen de organización y funcionamiento del 
Instituto Andaluz de la Juventud.  
DECRETO 515/2004, de 26 de octubre, de modificación del Decreto 1/1989, de 10 de enero, 
por el que se aprueba el Reglamento del Instituto Andaluz de la Mujer. 
DECRETO 20/2010, de 2 de febrero, por el que se regula la Comisión de Impacto de Género 
en los Presupuestos de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
DECRETO 133/2010, de 13 de abril, por el que se regula la estructura orgánica de la 
Consejería de Hacienda y Administración Pública. 
DECRETO 17/2012, de 7 de febrero, por el que se regula la elaboración del Informe de 
Evaluación del Impacto de Género. 
DECRETO LEGISLATIVO 1/2010, de 2 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido 
de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía. 
ORDEN de 24 de noviembre de 1992, conjunta de la Consejería de Gobernación y de la 
Consejería de Asuntos Sociales, sobre la eliminación del lenguaje sexista, en los textos 
y documentos administrativos.  
ORDEN de 19 de febrero de 1993, de la Consejerías de la Presidencia y Asuntos Sociales, 
relativa a normas para el cumplimiento del principio de no discriminación de por 
razón de sexo en la información y divulgación de la Junta de Andalucía. 
ORDEN de 31 de mayo de 1996, de la Consejería de la Presidencia, por la que se crea la 
figura Entidad Colaboradora en Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres. 
ORDEN de 24 de junio de 2003, por la que se crea la materia optativa Cambios sociales y 
nuevas relaciones de género en la Educación Secundaria Obligatoria. 
266 
 
ORDEN de 25 de mayo de 2005, de la Consejería de Economía y Hacienda, por la que se 
dictan normas para la elaboración del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía para el año 2006.  
ORDEN de 20 de mayo de 2010, por la que se dictan normas para la elaboración del 
Presupuesto de la Junta de Andalucía para el año 2011. 
ORDEN de 27 de enero de 2010, por la que se regula la concesión de incentivos a proyectos 
que promuevan la inserción de la perspectiva de género en el presupuesto de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía (Fondo G+) y se establece la convocatoria para el 
año 2010. 
RESOLUCIÓN de 29 de septiembre de 2005, de la Presidencia, por la que se da publicidad al 
Reglamento del Parlamento de Andalucía.  
INSTRUCCIÓN de 16 de marzo de 2005, de la Comisión General de Viceconsejeros, para 
evitar un uso sexista del lenguaje en las disposiciones de carácter general de la Junta 
de Andalucía. 
ACUERDO de 19 de enero de 2010, del Consejo de Gobierno, por el que se aprueba el I Plan 
Estratégico para la Igualdad de Mujeres y Hombres en Andalucía 2010-2013.  
 
7.4 Jurisprudencia más relevante en materia de género utilizada en el 
trabajo de investigación 
 
7.4.1 Jurisprudencia Internacional  
Sentencia del TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS  
Caso Burghartz contra Suiza, de 22 de febrero de 1994, (serie a nº 280-B.) 
Sentencias del TRIBUNAL DE JUSTICIA EUROPEO:  
Caso Defrenne II, de 8 de abril de 1976 (asunto 43/75). 
Caso Bilka-Kaufhaus GmbH, de 13 de mayo de 1986 (asunto 170/84) 
Caso Barber contra Guardian Royal Exchange Assurance Group,  de 17 de mayo de 1990 
(asunto 262/88). 
Caso Kalanke, de 17 octubre 1995 (asunto 1995/172).  
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Caso Hellmut Marschall contra Westfalen, de 11 noviembre 1997 (asunto 236/1997) 
Caso Roca Álvarez contra Sesa Star ETT, S.A, de 30 de septiembre de 2010 (asunto C-
104/09). 
7.4.2 Jurisprudencia Tribunal Constitucional Español 
Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 63/1983, de 20 de julio. 
Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 8/1983, de 18 de febrero. 
Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 34/1981 de 10 de noviembre. 
Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 83/1984, de 24 de julio. 
Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 27/1981, de 20 de julio. 
Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 6/1981, de 16 de marzo. 
Sentencia del Tribunal Constitucional núm.114/1983, de 6 de diciembre.  
Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 98/1985, de 29 de julio. 
Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 19/1988, de 16 de febrero. 
Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 3/1983, de 25 de enero 
Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 65/1983, de 21 de julio.  
Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 19/1989, de 31 de enero. 
Sentencia del Tribunal Constitucional núm.41/2006, de 13 de febrero. 
Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 12/2008, de 29 de enero. 
Sentencia del Tribunal Constitucional núm.13/2009, de 19 de enero de 2009. 
Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 40/2011, de 31 de marzo de 2011. 
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7.5 Relación de las páginas web más relevantes en materia de género 
utilizadas en el trabajo de investigación. Webgrafía:  
 
7.5.1 Europeas 
Unión Europea site web oficial: http://europa.eu/index_es.htm (Última consulta: mayo 2012). 
 Documentos de cada institución, agencia u organismo de la UE: 
http://europa.eu/documentation/official-docs/index_es.htm 
(Ultima consulta: mayo 2012). 
 Legislación y tratados de la UE: 
http://europa.eu/documentation/legislation/index_es.htm 
(Ultima consulta: mayo 2012). 
 Glosario de términos relacionados con el género de la UE:  
http://europa.eu/legislation_summaries/glossary/index_a_es.htm 
(Ultima consulta: mayo 2012). 
 Evaluación del impacto en la normativa: 
http://ec.europa.eu/governance/better_regulation/impact_en.htm 
(Ultima consulta: mayo 2012). 
 Guía para la Evaluación del Impacto de Género en Función del 
Género: 
http://ec.europa.eu/social/BlobServlet?docId=4376&langId=en 
(Ultima consulta: mayo 2012). 
o Instituto Europeo de la Igualdad de Género: 
http://europa.eu/agencies/regulatory_agencies_bodies/policy_agencies/eige/ind
ex_es.htm (Última consulta: mayo 2012). 
o Assemblée nationale: http://www.assemblee-nationale.fr/ (Última consulta: 
mayo 2012). 
o Legisfrance. Servicio público de difusión de la legislación francesa: 
http://www.legifrance.gouv.fr/ (Última consulta: mayo 2012). 
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7.5.2 Estatales 
Congreso de los Diputados: 
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/Actualidad (Última 
consulta: mayo 2012). 
Boletín Oficial del Estado: http://www.boe.es/ (Última consulta: mayo 2012). 
Instituto de la Mujer: 
http://www.inmujer.gob.es/ss/Satellite?pagename=InstitutoMujer%2FPage%2FIMUJ_
Home (Última consulta: mayo 2012). 
Pérez, K. (2009). Estatuto epistemológico del binarismo y no binarismo sexual. Grupo de 
debate sobre lo no binario. Conjuntos difusos. 
Unidades de Igualdad: 
http://www.migualdad.es/ss/Satellite?cid=1193047402695&pagename=MinisterioIgua
ldad%2FPage%2FMIGU_contenidoFinal (Última consulta: mayo 2012). 
Guía Metodológica para la elaboración de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo: 
http://www.mpt.gob.es/areas/funcion_publica/iniciativas/impacto_normativo/parrafo/0
/text_es_files/file0/guia-metodologica-ain_1264084813.pdf (Ultima consulta: mayo 
2012). 
7.5.3 Autonómica Andaluza 
Parlamento Andaluz: http://www.parlamentodeandalucia.es/webdinamica/portal-web-
parlamento/inicio.do (Última consulta: mayo 2012). 
Consejería de Hacienda y Administraciones Públicas:  
http://www.juntadeandalucia.es/economiayhacienda/planif_presup/genero/informe.ht
m (Ultima consulta: mayo 2012). 
Presupuestos de un Informe de Evaluación de Impacto de Género y Comisión Impacto de 
Género: 
http://www.juntadeandalucia.es/haciendayadministracionpublica/planif_presup/genero
/gplus.htm 
Normativa reguladora y las Fichas resumen de los resultados de los proyectos financiados por 
el Fondo G+: 
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http://www.juntadeandalucia.es/haciendayadministracionpublica/planif_presup/genero
/fondo_g.htm 
Documento de Orientaciones Estratégicas, puede consultarse en Web: 
http://www.juntadeandalucia.es/haciendayadministracionpublica/planif_presup/genero
/DOE/doe.htm 
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía: http://www.juntadeandalucia.es/eboja 
Instituto Andaluz de la Mujer: http://www.juntadeandalucia.es/institutodelamujer/index.php 
Unidades de Igualdad en la Junta de Andalucía: 
http://www.juntadeandalucia.es/institutodelamujer/institutodelamujer/ugen/node/4 
7.5.4 Otras 
Grupo de debate sobre no binarismo. Conjuntos difusos: 
http://conjuntosdifusos.blogspot.com/2009/09/estatuto-epistemologico-del-binarismo-
y.html (Última consulta: mayo 2012). 
Red de ciudadanas de Europa: 
http://www.redciudadanas.org/newsletters/2012/24_02_2012.htm (Ultima consulta: 
mayo 2012). 
Social Europe Newsletter: 
http://www.europarl.europa.eu/document/activities/cont/201112/20111213ATT33994/
20111213ATT33994EN.pdf (Última consulta: mayo 2012). 
Facebook Committee on Women's Rights and Gender Equality of the European Parliament: 
http://www.facebook.com/pages/Committee-on-Womens-Rights-and-Gender-
Equality-of-the-European-Parliament/155117734542772 (Última consulta: mayo 
2012). 
Universidad de Córdoba: http://www.uco.es/ (Última consulta: mayo 2012). 
Université Paris Ouest, Nanterre-La Défense (Paris X): http://www.u-paris10.fr/ (Última 
consulta: mayo 2012). 
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8. Anexos: Índices de los anexos  que 
se acompañan en formato digital 
8.1 Solicitudes escritas de documentación  
a) Carta al Congreso Beatriz Collantes Sánchez  
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b) Tarjeta de Investigadora Congreso Diputados  
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c) Solicitud de documentación IM 2011 
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d) Solicitud Secretaria Estado de Igualdad 
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8.2 Informes de Evaluación de Impacto de Género Estatales  
a) Cuadros sinóptico IEIG VIII Legislatura  
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b) Cuadros sinóptico IEIG IX Legislatura  
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8.3 Informes de Evaluación de Impacto de Género Andaluces 
a) Cuadro sinóptico VII y VIII legislatura Andaluza 
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b) Cuadro sinóptico VII legislatura Andaluza 
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c) Cuadro sinóptico VIII legislatura Andaluza 
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9. Versión Francesa 
9.1 Introduction en français  
 
Rêve de ce que tu t’enhardies de rêver, va où tu veux aller, sois ce que tu veux 
être…¡vivre ! 
Juan Salvador Gaviota. 
 
Les postulats scientifiques qu’on accepte maintenant de manière universelle ont été considérés 
tout au long de l’histoire comme des hérésies, des bêtises, des élucubrations d’esprits malades 
ou, dans le meilleur des cas, comme des idées insensées. 
Depuis quelques années, on a commencé à utiliser le genre comme méthode de 
recherche juridique pour mettre en avant comment l’application des normes universelles peut 
provoquer différents effets selon les personnes. 
Dans ce sens, Benhabib (1990:127) reproche aux auteurs du contractualisme classique 
leur support aux prétentions universalistes ayant pour conséquence d’exclure les femmes d’un 
point de vue moral en privatisant leur expérience. 
Les théories morales universalistes occidentales dès Hobbes jusqu’à 
Rawls sont des théories remplaçantes, dans le sens où l’universalisme qu’elles 
défendent est défini subrepticement au sens d’identifier les expériences d’un 
groupe spécifique de sujets comme le cas paradigmatique des ci-êtres-humains. 
Ces sujets sont des adultes blancs et hommes, propriétaires ou au moins ayant 
une profession. Je voudrais remplacer l’universalisme remplaçant par 
l’universalisme interactif. 
L’universalisme interactif reconnaît la pluralité des modes d’êtres 
humains et fait la différence entre les humains sans déclarer inaptes les valeurs 
morale et politique de toutes ces pluralités et différences. 
 
La possibilité de l’utilisation de la catégorie genre dans la méthodologie de recherche 
scientifique, c’est-à-dire, « la reconstruction critique et collective de la signification de 
l’expérience sociale de la femme, telle qu’elles la vivent » (Mackinnon, 1989:155) et plus 
concrètement, de la méthodologie juridique, comme Facio (1992:11)  l’a déjà employée. 
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J’utilise les mêmes méthodes que tout autre juriste, j’analyse les 
principes dont la norme est fondée, j’examine l’évolution historique et ses 
antécédents […] Ce que je fais différemment des autres analystes 
androcentriques, c’est l’importance que j’accorde aux femmes dans ces 
analyses. Je fais une analyse critique sur comment les juristes androcentriques 
ont conceptualisé le phénomène juridique. 
 
Divers mouvements féministes ont acquis une force sans précédents pendant toute la 
moitié du dernier siècle, et sont  arrivés à créer une catégorie : le genre, qui en finit avec la 
réduction de la catégorie duale du sexe (mâle/femelle). 
Néanmoins, malgré tout le travail fait par les militantes féministes, surtout durant les 
années quatre-vingt et quatre-vingt-dix, on ne doit pas oublier que la plupart d’entre elles 
faisaient partie de l‘Académie: Millet (1969 :68), qui a exposé l’idée « le patriarcat est une 
façon de domination sexuelle, et le sexe est une catégorie sociale imprégnée de politique », 
ainsi que Butler qui explore le sens du genre comme l’élection du « arriver à être » et la 
possibilité de se réaliser : « élections du genre » à partir des présupposés de Beauvoir (1949), 
(pour Butler (1990:3-4)  , le « sujet du féminisme » compris comme les femmes incluses dans 
la catégorie du genre, a fini par avoir de la force émancipatrice puis il s’est transformé dans 
un concept oppresseur et exclusif qu’ignore la diversité entre femmes avec différentes réalités 
culturelles et sociales); plus récemment, Dorlin (2011 :109-229) ouvre des nouvelles sphères 
de discussion dans les espaces féministes, et réfléchit si la « praxis queer » doit être comprise 
comme une subversion ou subjugation des normes. 
Alors, malgré tout ce travail, on voit aujourd’hui avec regret comment tout ça est 
menacé quand on découvre que le patriarcat a été capable de classer la catégorie du genre à 
nouveau catégorie binaire (masculin/féminin). 
Ce phénomène a réduit la place faite à la catégorie genre, et a fait qu’on arrive à rendre 
invisible et mettre sous silence encore plus ces secteurs de la société qui étaient déjà 
invisibles; on a donc nié une existence juridique (personnes du collectif TRANS, par 
exemple) où encore, on a perpétué l’éternelle situation de domination sur les femmes. 
Ça semble paradoxal d’observer comment l’être humain, qui a été capable de créer des 
sociétés si complexes comme celles dans lesquelles on vit et des normes pour les régir, n’a 
pas été capable de créer un espace juste et égalitaire pour toutes les personnes qui y vivent.  
Ces sociétés ont oublié, exclu et discriminé un secteur de la population même. D’une 
part en rendant légitime le système patriarcal hétérosexiste comme unique et vrai : où le 
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modèle à suivre c’est l’homme blanc, jeune, hétérosexuel et riche et, d’autre part en orientant 
le pouvoir créatif de l’être humain vers une logique binaire et exclusive, où on a mis au même 
niveau, sûrement pas par hasard, des concepts et des catégories comme sexe et genre (Butler, 
1990)  
Il est impossible de ne pas se questionner sur le fait d’être, au XXIème siècle et malgré 
l’énorme quantité de normes qui existent déjà, pas capables d’assurer une société juste, 
équitable et égalitaire pour tout le monde. On ne peut pas s’empêcher de penser pourquoi, 
après des siècles de domination hétéro masculine, la vraie égalité et opportunités des femmes 
et des hommes est toujours un sujet à revoir dans toutes les sociétés. La proclamation formelle 
du Principe Universel d’Égalité dans la Déclaration Universelle des Droits de l’Homme en 
1948 n’a pas été suffisante. 
On est peut être parti d’un prémisse erroné quand on a considéré que tout le monde 
partait du même point de départ et dans les mêmes conditions. Évidemment, ce n’était et ce 
n’est pas comme ça. Il y a toujours beaucoup de choses à faire et qui doivent être faites en 
urgence et en parallèle.  
On voit avec priorité la nécessité de créer, d’un côté des systèmes juridiques qui 
permettent l’ouverture à des nouveaux sujets juridiques non binaires, des nouvelles catégories 
juridiques non basées sur le sexe biologique, pour donner de l’espace à toutes ces personnes 
qui ont été rendues invisibles et se trouvent marginalisées dans cette société patriarcale 
binaire ; et d’un autre côté, on voit l’urgence de l’abolition de la situation historique 
d’infériorité dont les femmes ont souffert dans tous les domaines de la vie. Avec pour 
conséquence qu’elles ne sont pas au point de départ l’égal les hommes.  
…Si on parle de richesse, la femme est la plus pauvre. Si on parle de 
violence, la femme est la victime. Si on parle d’opportunités, la femme a moins 
de possibilités d’apprendre et de se développer de manière personnelle tout au 
long de l’histoire. Si on parle d’emploi, la femme est plus souvent au chômage. 
Si on parle de participation sociale, la femme est moins représentée. Si on 
parle d’économie submergée, sans droits, la femme est couramment la plus 
exploitée. Si on parle de conciliation de la vie familiale et du travail, la femme 
est celle qui consacre le plus grand effort aux tâches domestiques.   
[…] Des inégalités qui n’ont de logique que culturelle, et de tradition, 
etc… c’est dire, le rôle secondaire qu’on a donné aux femmes de tout temps. (1)  
 
Pour arriver à surpasser cette infériorité dont les femmes ont été victimes, pour 
abandonner les rôles dont les femmes et les hommes ont été soumis et pour arriver à avoir une 
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société égalitaire en droits et en obligations pour tout le monde, il est nécessaire que les 
pouvoirs publics se débarrassent des obstacles qui le lui interdisent. 
1. Hypothèse de travail et objectif de la recherche  : 
Le point de départ de cette recherche est, même si cela a déjà été montré et éprouvé à 
plusieurs reprises, ceci malgré la grande quantité de lois élaborées aussi bien dans le cadre de 
l’UE que de l’état espagnol ou bien même de la région andalouse, que les inégalités réelles et 
les opportunités entre les personnes qui composent la société, loin de disparaître, se 
maintiennent ou même, augmentent chaque jour dans beaucoup de situations de la vie 
publique et privée. Cette situation d’inégalité réelle et d’opportunité est nettement plus 
évidente si on compare la situation de départ et l’accès aux différentes opportunités entre les 
femmes et les hommes. 
D’un autre côté, on ne peut pas ignorer que, du point de vue de la législation, 
l’application de certaines normes visiblement neutres, aboutit à des résultats différents entre 
les femmes et les hommes, en grossissant quelques fois l’écart d’inégalité entre les femmes et 
les hommes dans notre société. 
Nous avons procédé à l’analyse de l’insertion de l’approche du genre dans les budgets 
publics orientés aux résultats, afin d’analyser les mesures qui sont mises en pratique dans 
l’actualité. Le budget public est le meilleur élément pour appliquer la transversalité de genre, 
car il peut favoriser le changement culturel nécessaire pour que la dimension du genre soit 
intégrée dans toutes les phases et dans tous les niveaux du travail de l’administration. 
Il y a énormément de similitudes dans l’introduction de la dimension du genre dans 
l’élaboration des budgets, pas seulement de la région Andalouse, mais aussi dans l’élaboration 
des budgets de l’état français (surtout à partir de l’année 2000 où le gouvernement français a 
établi dans son article num. 132 de la Loi sur le Budget pour l’année 2000 que « Le 
Gouvernement présentera chaque année l’annexe de la loi sur les budgets, une relation des 
fonds contribuant aux actions pour appliquer les droits des femmes ») 
Cette étude sur l’incorporation de la dimension du genre aura pour but de comparer 
deux stratégies (la française et l’andalouse). Dans ce but nous nous posons trois objectifs 
généraux bien définis : 
1. Analyse quantitative et qualitative dans deux plans  (national et Andalou) des outils 
que l’on a créé pour la présentation de textes législatifs originaux qui à l’origine 
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contiennent des dispositions normatives neutres, mais qui, lorsqu’ils sont appliqués se 
trouvent sexistes. De cette manière, ils portent atteinte au principe constitutionnel 
d’égalité. 
Du point de vue national, les Rapports d’Évaluation de l’Impact du Genre et les 
Mémoires d’Analyse de l’Impact Normatif élaborés en Espagne durant les VIIIème et 
IXème législations seront analysés selon ce qui est établi par la Loi 30/2003 du 13 
Octobre, sur des mesures pour l’incorporation de l’évaluation de l’impact du genre 
dans les dispositions législatives qu’adopte le Gouvernement et du Décret Royal 
1083/2009 du 3 Juillet par lesquelles est régulé le mémoire d’analyse d’impact 
législative que lui-même  développe.  
Du point de vue de la région Andalouse, seront analysés les Rapports 
d’Évaluation d’Impact du Genre et les correspondants Rapports d’Observation des 
Rapports d’Évaluation d’Impact du Genre, élaborés à partir de ce qui est établi par la 
loi 18/2003 du 29 Décembre pour laquelle on adopte des mesures fiscales et 
administratives, et le Décret 99/2004 du 3 Mars par lequel le Rapport d’Évaluation 
d’Impact du Genre est régulé par les projets de loi et les réglementations que le 
Conseil du Gouvernement développe et adopte.  
2. Estimation quantitative et qualitative des mesures correctrices sur le plan national et 
régional Andalou qui, ayant été signalées dans les Rapports d’Évaluation d’Impact du 
Genre et les Mémoires d’Observation des Rapports d’Évaluation d’Impact du Genre 
dans les projets élaborés par le Gouvernement, ont été finalement acceptées, malgré le 
fait qu’elles n’ont pas de caractère inaliénable dans la rédaction finale des textes 
législatifs, et qui sont publiées plus tard dans les Bulletins Officiaux. 
3. Étude sur l’insertion de l’approche du genre dans les budgets publiés orientés sur les 
résultats. Études de cas : l’État français et la région Andalouse. 
 
 
 
 
 
 
316 
 
2. Structure de la thèse : 
Ayant pour objectif d’aborder toutes les questions précédentes, nous avons axé ce travail de 
recherche sur cinq chapitres divisés chacun en sections et sous-sections. 
Précédé de l’introduction dans laquelle on a voulu montrer les lignes directrices que 
l’on a développées pendant toute la recherche, on commence le premier chapitre par mettre en 
avant la nécessité du changement et élargir les catégories juridiques des actuels sujets de droit, 
avec la volonté d’éviter la vulnérabilité juridique de ces personnes qui ne répondent pas au 
modèle établi par la société patriarcale hétéro normative dans laquelle on vit. De cette même 
façon, on a voulu retrouver la catégorie genre dans la législation communautaire et nationale 
française. 
Le deuxième chapitre est consacré à la recherche du droit d’égalité dans l’ordre 
juridique national Espagnol et régional Andalou. On s’est focalisé pour ce sujet sur la Loi 
Organique 3/2007 du 22 Mars comme première loi qui développe le principe d’égalité, et la 
Loi 12/2007 du 26 Novembre, pour la promotion de l’égalité du genre en Andalousie. 
Autour des chapitres trois et quatre, on arrive aux objectifs de cette recherche. Ainsi, 
dans le troisième chapitre, où l’on parle de l’espace national, après avoir analysé les Rapports 
d’Évaluation d’Impact du Genre et les Mémoires d’Analyse d’Impact Législatif élaborés en 
Espagne durant la VIIIème et la IXème législation, on a essayé de savoir parmi toutes ces lois 
lesquelles avaient vérifié et corrigé toutes les phrases qui auraient pu être sexistes. 
De la même manière dans le chapitre quatre, nous avons analysé dans l’espace 
régional Andalou toutes ces lois qui ont corrigé et ont donc vérifié les mesures établies dans 
les Rapports d’Évaluation d’Impact du Genre et ses correspondants Rapports d’Observation 
des Rapports d’Évaluation d’Impact du Genre élaborés par le Gouvernement. 
Le chapitre cinq, où l’on explique l’importance du titre de Docteur (2), est configuré 
en deux parties: la première partie, où l’on a analysé l’introduction de l’approche du genre 
dans les budgets publics orientés sur les résultats, comme méthodologie à suivre pour une 
application transversale du principe de Mainstreaming dans l’administration publique. Pour 
cela, dans la deuxième partie on a fait une recherche comparative entre deux espaces 
territoriaux de différente catégorie administrative (Région Andalouse et l’État Français), qui 
ont beaucoup de similitudes dans la façon d’introduire la dimension du genre dans 
l’élaboration de leurs budgets. 
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Le dernier chapitre est consacré à la compilation de toutes les conclusions auxquelles 
on est arrivé après avoir réussi nos objectifs. 
Jointe à ces six chapitres, on présente une annexe où l’on a pris tous les  Rapports 
d’Évaluation d’Impact du Genre et les Mémoires d’Analyse d’Impact Législatifs élaborés en 
Espagne durant la VIIIème et la IXème législation dans le territoire national et tous les 
Rapports d’Évaluation d’Impact du Genre et ses correspondants Rapports d’Observations des 
Rapports d’Évaluation d’Impact de Genre dans le territoire régional Andalou qu’on a obtenu 
tout au long de cette recherche. 
Avec cette annexe on veut mettre en évidence, et surtout, étayer toutes les affirmations 
et les conclusions qu’on expliquera par la suite. La raison pour laquelle on a complété cette 
recherche par des informations au format papier, et non numérique, est l’absence de rapports 
numérisés dans les services d’affaires au Congrès des Députés. On ne peut donc pas les 
visualiser sur internet ni même sur l’intranet du Congrès des Députés. La seule façon 
d’analyser leur contenu est de descendre aux sous-sols du Congrès à Madrid pour les 
chercher. 
Ceci nous amène à dire que même au XXI siècle, pour cette recherche nous avons 
procédé de la même façon que les chercheurs du passé : nous avons cherché les documents un 
par un, manuellement, tous les projets législatifs adoptés pendant les deux législations et, 
après avoir trouvé pour chacun le rapport ou le mémoire correspondants, s’il y en avait un, 
l’avoir photocopié, avec l’autorisation nécessaire, pour pouvoir réaliser les analyses 
quantitatives et qualitatives présentées. 
Néanmoins, on doit signaler que le système de dossiers du Parlement Andalou possède 
ces rapports numérisés. Le seul problème sur le territoire régional est que ces rapports ne sont 
numérisés qu’au moment où le dossier législatif est complété. Il est donc très difficile d’avoir 
un registre numérique à jour des dossiers législatifs, lorsqu’ils vont de Commission en 
Commission et qu’ils n’arrivent aux archives que lorsque le projet de loi est accepté, ce qui 
peut durer quelques années. 
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3. Méthodologie. 
La recherche que l’on va exposer a été élaborée en suivant une méthodologie classique des 
sciences juridiques, basée dans un premier temps, sur l’étude de la bibliographie, la doctrine, 
la jurisprudence, les textes, les statistiques et toute la littérature juridique en anglais, en 
français et en espagnol, pour la gestion conceptuelle et argumentée du sujet de notre 
recherche.(3) 
On fera une étude de l’évolution historique et une analyse des textes en vigueur 
(quantitative et qualitative) des concepts juridiques déterminés et indéterminés, utilisant pour 
cela, une analyse de la jurisprudence qui sera en charge de dire où sont les écarts entre ce qu’il 
y a dans la législation et ce qui est appliqué.  
On verra comment les analyses des textes légaux, de la législation et de la 
jurisprudence, sont la base sur laquelle on doit étudier les concepts et l’efficacité de la 
régulation de l’objet de notre recherche. Cela sera le gage de réussite obtenu dans la 
régulation de l’estimation de l’impact du genre. 
Ensuite, on a adopté une méthode logico-déductive, pour avoir la possibilité de mettre 
en place les renseignements empiriques  obtenus essentiellement dans les chapitres trois, 
quatre et cinq, de les systématiser et de les interpréter comme un ensemble. 
Une des singularités de cette recherche est que son analyse a été faite à partir du 
pluralisme juridique (ONU, UE, France), surmontant le monopole national, pour étudier 
l’estimation de l’impact du genre vers les rapports d’évaluation d’impact du genre. 
Du point de vue socio-juridique, nous nous rendons compte qu’en tant que juristes, 
nous avons l’obligation de participer à la consolidation d’une société plus juste, plus 
équitable, jour après jour, tant en ce qui concerne les opportunités qu’une égalité vraie. 
Ainsi, pour cette recherche inscrite en Sociologie juridique (où Droit et Société se 
trouvent très proches), nous avons utilisé, une méthodologie socio-juridique pour nous 
permettre de réaliser à partir d’une société concrète à un moment donné, une analyse des 
problèmes et des solutions puis de les rapporter au domaine juridique. 
Il s’agit d’un pari pour rapprocher l’Académie de la Société, de façon à ce que les 
connaissances soient appliquées et retransmises (4). On part des normes juridiques puis 
analyse si on a obtenu l’impact social désiré, dans notre cas, diminuer l’écart entre les genres. 
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On a travaillé en prenant en compte les apports réalisés par l’épistémologie féministe à 
partir des principes des années quatre-vingt, en commençant par ceux de Harding (1993 : 18) 
qui signale que : « c’est faux de croire que la méthodologie scientifique a besoin de 
l’élimination de toutes les valeurs sociales dans les processus scientifiques », jusqu’aux 
apports faits par le féminisme radicale (5). Dont Haraway (2007 :130) qui dans un de ses 
exposés, établit que « Les savoirs qui sont acquis ont besoin que l’objet de la connaissance 
soit vu comme un acteur, comme un sujet et pas comme un simple écran, un terrain ou une 
source de recherche.» (6) 
On voit ainsi que du point de vue épistémologique, dans les années quatre-vingt, les 
féministes libérales(7) prennent l’héritage théorique de la part de leurs illustres prédécesseurs 
et souhaitent en finir avec tous les obstacles légaux, qui à l’époque étaient nombreux. 
Pourtant, on doit signaler les deux grandes affaires qui ont été centrale non seulement pour la 
mobilisation, mais aussi pour la réflexion théorique de ces années-là. L’une des deux a été 
représentée par la consigne : « ce qui est personnel, est politique » (Millet, 1969), avec 
laquelle on a attiré l’attention sur les conflits et les problèmes que les femmes doivent 
affronter dans le domaine privé. L’autre affaire est celle de l’analyse des causes d’oppression, 
où le concept de patriarcat jouerait le rôle fondamental. On a aussi remis en question 
l’androcentrisme, la neutralité et la connaissance objective de la science. L’éthique a aussi sa 
part d’importance. 
On va employer cette méthodologie pour l’analyse qualitative des Rapports 
d’Évaluation d’Impact du Genre et aussi pour l’analyse des Mémoires d’Observations des 
Rapports d’Évaluation d’Impact du Genre, puis nous finirons par une analyse quantitative. 
Ceci nous amènera à chercher un outil plus proche comme la méthodologie juridico-féministe.  
D’autre part, à partir du langage on construit nos pensées, et c’est à partir de l’analyse 
des dits rapports et mémoires et du langage utilisé ici-même que l’on peut visualiser quels 
sont les référents symboliques et législatifs. Il est aussi important de dire que, comme dans 
toute recherche féministe, cette recherche n’est pas une recherche neutre, car nous en sommes 
des acteurs.  
Nous allons essayer d’expliquer comment débute cette recherche, ce que nous 
essayons de démontrer et comment nous en arrivons au post-féminisme.  
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Cette recherche débute à l’école de Droit de l’Université de Córdoba, en continuation 
de celle élaborée pour obtenir le Diplôme des Études Avancées. Elle a commencé à la moitié 
de l’année 2007 et se termine en mars 2012.  
Nous sommes parties du domaine de compétences à partir duquel nous avons dû 
travailler, puis nous avons décidé de le compléter avec une recherche vers d’autres 
organismes de la Région Andalouse. Nous sommes allées dans un premier temps à la 
bibliothèque et vers les services de documentation et d’affaires du Parlement Andalou, puis 
dans un second temps, vers les équipements de l’Institut Andalou des Femmes à Séville.  
En ce qui concerne les aspects éthiques et politiques, nous avons rencontré plusieurs 
obstacles pour le développement de la recherche. Il a été quelques fois difficile voire 
impossible dans certains cas, d’arriver à obtenir les Rapports d’Observations des Rapports 
d’Évaluations d’Impact du Genre élaborés par l’Institut Andalou des Femmes, selon la Loi 
18/2003 du 29 Décembre pour laquelle sont adoptées des mesures fiscales et administratives 
et selon le Décret 99/2004 de 3 Mars qui régule les Rapports d’Évaluations d’Impact du 
Genre dans les projets de loi et de réglementations qui sont adoptés par le Conseil du 
Gouvernement. On ne s’explique pas la raison de cette situation, alors que ces rapports sont 
censés être publics.  
Les Rapports d’Observation des Rapports d’Évaluations d’Impact du Genre que l’on a 
pu obtenir sont ceux que nous ont fournis le service de documents et des affaires du Parlement 
Andalou.  
Le Congrès des Députés à Madrid et concrètement son service de documentation et 
d’affaires s’est trouvée être la plus importante manne d’informations dont nous avions besoin 
dans le cadre national. Pour cela nous avons dû nous déplacer, car la documentation dont nous 
avions besoin était uniquement accessible sur l’intranet du Congrès. Il a fallu aussi solliciter 
un permis pour pouvoir y accéder en qualité de chercheur.  
L’obtention d’une des « bourses pour la réalisation de séjours en 2010 pour l’obtention 
de la Mention européenne sur le titre de docteure » auprès de l’Université de Córdoba, nous a 
permis d’aller à Paris avec l’intention de finir cette recherche à l’École de Droit de 
l’Université de Nanterre Paris X Ouest-la Défense sous la supervision des professeures 
titulaires du Droit Publique Véronique Champeil-Desplats et Stéphanie Hennette Vauchez.  
Dans cette école et grâce à l’inestimable aide du Professeur Borrillo, du personnel du 
Centre de Recherches sur les Droits Fondamentaux (CREDOF) et de leur Directrice 
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professeure Véronique Champeil-Desplats nous avons conclu toute la phase de l’étude 
comparative sur l’introduction de l’approche du genre dans les budgets publics orientés sur les 
résultats. Avec comme études de cas : l’Etat français et la région Andalouse. 
Après avoir élu domicile à Paris et ayant eu la possibilité de faire partie du corps 
enseignant de l’École de Droit de l’Université de Nanterre Paris X Ouest-la Défense lors des 
années scolaires 2010-2011 et 2011-2012, j’ai partagé mon temps à la réalisation de la 
présente recherche et à l’enseignement qui, même s’il m’a demandé beaucoup de temps et 
d’énergie, a été bénéfique pour mon travail, et pour mon expérience personnelle. 
 
4. Cadre législative initial de la recherche.  
Le cadre législatif de cette recherche prend ses racines dans la seconde moitié du XXème 
siècle, où les différents organismes internationaux ont commencé à prendre connaissance de 
la situation concrète d’inégalité des opportunités dont les femmes pâtissent, du simple fait 
d’être des femmes, c’est-à-dire, l’élément opposé à l’homme et soumis au modèle instauré 
dans une logique binaire dominante. (Simon, 2008 :11-35) 
Malheureusement, et malgré tous les efforts consentis par des organismes 
internationaux (8), ce ne sera qu’en Septembre 1995 pendant la IVème Conférence Mondiale 
des Femmes pour les Nations Unies à Beijing, que l’égalité prendra une part importante et 
sera aborder avec le respect qu’elle mérite.  
La Conférence de Beijing a adopté la Déclaration de Beijing et un Plan d’Actions (9). 
Les Gouvernements prennent la responsabilité de développer avant la fin du XXème siècle, 
les stratégies décidées à Nairobi 1985 et de mobiliser des ressources pour la réalisation de ce 
qui est établi dans les Résolutions finales de cette Conférence, la Déclaration et le Plan 
d’Action. 
Le Plan d’Actions de Beijing est le document le plus complet qu’une conférence des 
Nations Unies a pu faire relativement aux Droits des Femmes car il intègre ce qui est stipulé 
lors des Conférences et des Traités précédents au même titre que la Déclaration Universelle 
des Droits des Hommes (10), la Déclaration pour l’élimination de toute forme de 
discrimination contre les femmes et la Déclaration de Vienne. (11) Ce qui réaffirme en même 
temps les définitions de la Conférence du Cairo (12). 
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Dans ce document, quelques décisions ont été prise pour l’élimination de la 
discrimination contre les femmes et pour éradiquer la pauvreté. On a également reconnu que 
les droits des femmes incluent leur droit d’avoir le contrôle de leur sexualité et de leur 
reproduction. Il faut donc revoir ces lois qui prévoient des punitions pour les femmes ayant 
recours à l’avortement, et aussi renforcer la législation qui protège les droits des femmes pour 
instaurer la vraie égalité :  
« Les compromis pris par les gouvernements à Beijing sont le reflet de 
ce que l’égalité des femmes doit être une composante essentielle de toute 
tentative de résolution des problèmes sociaux, économiques et politiques à 
travers le monde entier. […] Par conséquent, si par le passé, les femmes ont 
lutté pour que l’égalité entre les genres fasse partie du programme de la 
communauté internationale, l’égalité entre les genres est aujourd’hui un des 
principaux facteurs du programme. » (13) 
 
L’un des aspects les plus importants des conclusions de la Conférence Mondiale à 
Beijing fut peut être la reconnaissance du Principe de Transversalité (Mainstreaming) (14) 
pour la première fois, réitéré cinq ans après dans la troisième période extraordinaire des 
sessions d’Assemblée Générale des Nations Unies, plus connue sous le nom de « Beijing +5 » 
(15). 
Dans ce cadre, et parallèlement, au sein de l’Union Européen commence une nouvelle 
étape dans le processus de construction européen commencé en 1957 avec la signature du 
Traité de Rome. Dès lors, le processus de consolidation européen en matière d’égalité et 
d’opportunités entre les femmes et les hommes prend une bonne impulsion, avec l’entrée en 
vigueur le 1 Mai 1999 du Traité d’Amsterdam qui développe entre autres le Principe de 
Transversalité :  
« Il s’agit d’un Principe définitif et croissant au sein de l’Union 
Européenne. Il a été effectivement reconnu par l’article 3 du Traité 
d’Amsterdam, qui inclut la promotion de légalité des femmes et des hommes 
dans toutes les politiques et l’élimination des discriminations comme une des 
priorités à prendre en compte dans la conception des Politiques Européennes. 
La promotion de l’égalité entre les femmes et les hommes sera introduite 
comme objectif de l’Union et on conditionne le groupe des Politiques 
Communautaires sur l’objectif de la réussite de cette égalité (Rey Martinez, 
2004 : 500-523) ». 
 
En plus du Traité d’Amsterdam, il faut tenir compte du Pacte Européen pour l’égalité 
du Genre de 2006 (16) dont objectif a été d’encourager la participation des femmes sur le 
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marché de travail, en facilitant des mesures pour améliorer l’équilibre entre la vie privée et la 
vie professionnelle des hommes et des femmes et promouvoir l’égalité de genre. 
Avec la création du Traité de Lisbonne le principe d’égalité entre l’homme et la 
femme a été renforcé, en l’incluant dans les valeurs et les objectifs de l’Union (article 2 et 
article 3, épigraphe 3 du Traité de l’Union Européen), et on établit le principe d’intégration de 
la dimension du genre dans toutes les politiques de l’UE, comme on vient de le voir dans 
l’article 8 du Traité sur le Fonctionnement de l’Union Européenne. (17) 
En plus, complémentairement à cet objectif et en se rendant compte que le Droit 
Européen est l’essence même de la spécificité de l’union Européenne, et qu’il faut être sûr que 
les dispositions législatives et réglementaires sont bien canalisées et proprement appliquées au 
niveau correspondant à toutes les nécessités sociales après l’année 2002, la Commission 
Européen a mis en pratique, comme on le verra plus tard, un très large programme pour 
simplifier et améliorer le cadre régulateur : « Légiférer Mieux ». (18) 
Pour l’exécution de ce programme il a fallu prendre des mesures dans les différentes 
phases du cycle politique : l’examen de nouvelles initiatives, des propos en phase de 
négociation et une législation déjà publiée, c’est-à-dire qu’il a fallu mettre en place un 
système pour évaluer l’impact et améliorer la conception des propos importants de la 
Commission Européenne. 
Néanmoins, ce n’est pas la première fois que l’Union Européenne pense à la nécessité 
de l’introduction d’un système pour évaluer l’impact vers des situations de discrimination 
dans laquelle se trouvent les femmes. L’Union Européenne, à travers la décision Du Conseil 
sur la stratégie à suivre en matière d’égalité entre les hommes et les femmes (2001-2005) 
(19), articule l’évaluation de l’impact en fonction du sexe dans différents cadres 
d’intervention de la stratégie macro-communautaire (vie économique,  vie sociale,  vie civile, 
rôles, etc,), comme une des actions à faire pour arriver aux objectifs formulés par le 
programme. 
Ça s’inscrit dans une approche où la Transversalité vient accompagnée d’actions 
positives en faveur de l’égalité. 
Ce compromis de l’Union Européenne d’intégrer la perspective du genre dans le 
groupe de Politiques Communautaires est né de la constatation suivante: des décisions 
politiques qui initialement ne semblent pas sexistes, peuvent avoir un impact différent sur les 
femmes et les hommes, impact qui n’était ni prévu ni désiré. 
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La Commission Européenne a adopté une Communication sur la Transversalité 
(Mainstreaming), premier pas vers la réalisation de ce compromis, à travers l’élaboration 
d’une « Guide pour l’Évaluation de l’Impact en Fonction du Genre ». Nous l’analyserons par 
la suite. 
La Commission a adopté récemment la Carte de la Femme (20), à partir de laquelle 
elle tente de promouvoir plus efficacement l’égalité entre les femmes et les hommes en 
Europe et dans le monde entier. Les inégalités affectent directement la cohésion économique 
et sociale, ainsi que la croissance, la compétitivité et le développement démographique.  
De la même manière, l’Espagne en tant qu’Etat membre de l’Union, participe depuis 
longtemps à l’objectif d’arriver à une égalité entre les femmes et les hommes et à 
l’élimination des inégalités en créant pour cela, des politiques d’égalité d’opportunités entre 
les femmes et les hommes. 
Un des objectifs spécifiques de ces politiques est l’application de la Transversalité du 
genre. Avec l’élaboration du IVème Plan pour l’Égalité entre les Femmes et les Hommes 
(2003-2006) est établi le Mainstreaming comme un de ces deux principes fondamentaux qui 
est  définie comme : « Promouvoir la défense et la garantie du principe d’égalité entre les 
hommes et les femmes dans toutes les activités et les politiques à tous les niveaux et évaluer 
ses possibles effets. » (21) 
Durant le développement du IVème Plan, il faut souligner l’adoption de la Loi 
30/2003 du 13 Octobre sur les mesures pour incorporer l’évaluation d’impact du genre dans 
les dispositions législatives que le Gouvernement adopte (22). La finalité de cette loi consiste 
à appliquer le Principe de Transversalité. On peut analyser, avant son application, à travers 
des Rapports d’Évaluation d’Impact du Genre, les éventuelles conséquences que l’application 
de la disposition législatives pour les femmes et les hommes pourrait avoir. Il faut pour cela 
identifier les différences qui existent dans la situation des hommes et des femmes, en utilisant 
des chiffres statistiques par sexes et des Indicateurs de Genre afin d’évaluer les effets que 
ferait la norme appliquée sur les uns et les autres. Avec l’adoption de cette loi, on arrive à la 
transposition des directives communautaires en matière d’égalité en obtenant un des objectifs 
du Plan d’Actions de Beijing. 
Ce qui se réfère à cette Loi 30/2003 du 13 Octobre, a été renforcé d’un côté par la 
création d’une législation qui régule et qui développe le Décret Royal 1083/2009 du 3 Juillet, 
où l’on régule le mémoire de l’analyse d’Impact Normatif. (23) 
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Et d’un autre côté, par le jugement et l’évaluation de l’impact du genre qui prend une 
vraie importance dans le cadre national à partir de la publication de cette Loi Organique tant 
désirée 3/2007 du 22 Mars, pour l’égalité effective entre les femmes et les hommes (24). 
En plus des modifications législatives qui ont pour objectif d’avancer vers la vraie 
égalité et le plein exercice des droits des femmes et des hommes, on propose la mise en place 
des mesures transversales qui ont une incidence sur tous les ordres de la vie politique, 
juridique et sociale, afin d’éradiquer les discriminations contre les femmes. Ainsi que le 
caractère obligatoire de l’élaboration des Rapports d’Évaluation sur l’Impact du Genre. 
Dans le cadre Andalou, et presque simultanément à la publication de la  Loi 30/2003 
du 13 Octobre, on a adopté la Loi 18/2003 du 29 Décembre, pour laquelle on adopte des 
mesures fiscales et administratives (25). Il s’agissait d’une loi pionnière car c’était la première 
fois que des mesures concrètes en matière de genre étaient établies. Cela a permis d’avancer 
vers les objectifs généraux de la réussite de l’égalité des femmes et des hommes, d’effacer 
toutes formes de discrimination et d’encourager leur participation dans la vie politique, 
économique, culturelle et sociale dans la Région Andalouse, dans le cadre de ce qui est stipulé 
par la Constitution et le Statut pour l’Andalousie. 
Comme cela est déjà fait dans le cadre régional, par cette loi on établit l’obligation 
d’élaborer un Rapport d’Évaluation d’Impact du Genre, qui évalue comment les dispositions 
normatives vont affecter la situation réelle des femmes et des hommes.  
Cette Loi a été développée jusqu’au mois de Février dernier jusqu’au Décret 93/2004 
du 9 Mars, déjà dérogé (26), qui régulait le rapport d’évaluation d’impact du genre dans les 
projets de loi et les réglementations qu’adopte le Conseil de Gouvernement. (27) 
Ce Décret abolie établissait, entre autre, la participation de l’Institut Andalou des 
Femmes dans le processus d’élaboration des Rapports d’Évaluation d’Impact du Genre, vers 
un mécanisme de rétro-alimentation entre le Centre Directif Compétent qui élabore le Rapport 
et l’Institut Andalou des Femmes qui le révise, enrichie et signale les observations dans un 
Rapport d’Observations qui est rattaché à ce rapport. 
De la même façon que la publication de la Loi Organique 3/2007 du 22 Mars pour 
l’égalité effective entre les femmes et les hommes dans le cadre national, l’obligation 
d’élaborer les Rapports d’Évaluation d’Impact du Genre a été renforcée en Andalousie avec 
l’adoption de la Loi 12/2007 du 26 Novembre pour la Promotion de l’égalité du Genre en 
Andalousie. (28) 
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Avec cette Loi, l’Andalousie participe aux projets pour arriver à une société égalitaire, 
juste, solidaire et démocratique où les femmes et les hommes ont les mêmes droits et 
opportunités. 
En résumé, dans le cadre législatif de notre recherche, l’étude et l’analyse de 
l’efficacité et de l’efficience des Rapports d’Évaluation d’Impact du Genre comme des 
Mémoires d’Analyses d’Impact législatives, sont des outils créés pour réduire l’inégalité entre 
les femmes et les hommes dans le cadre national et Andalou. 
Les Rapports d’Évaluation d’Impact du Genre et les Mémoires d’Analyses d’Impact 
législatives évitent déjà que dans l’élaboration de la législation soient établies des dispositions 
qui en principe ne semblent pas sexistes, mais qui malgré tout peuvent avoir un impact 
différent et discriminatoire entre les femmes et les hommes bien que cette conséquence n’ait 
été ni désirée ni prévue. Mais il convient à présent d’analyser comment et par quels moyens.i 
 
9.2 Conclusions en français  
 
Conclusions Juridiques. 
Le point de départ pour cette recherche a été le fait que, déjà montré et éprouvé à plusieurs 
reprises, et malgré la grande quantité de lois élaborées aussi bien dans le cadre de l’UE, de 
l’état espagnol ou encore de la région andalouse, les inégalités réelles et les opportunités entre 
les personnes qui composent la société, loin de disparaître, se maintiennent, ou même, dans 
beaucoup de situations de la vie publique et privée, augmentent chaque jour. Cette situation 
d’inégalité réelle et d’opportunité est encore plus évidente si on compare la situation de départ 
et l’accès aux différentes opportunités entre les femmes et les hommes. 
De plus, d’un point de vue législatif, on observe que parfois, l’application de certaines 
normes apparemment neutres, peut provoquer des résultats différents chez les femmes et chez 
les hommes, conservant parfois, et augmentant d’autres fois les brèches d’inégalité entre les 
hommes et les femmes de notre société.  
D’un côté, en tant que juristes et prenant comme référence la législation relative au 
jugement et à l’évaluation de l’impact du genre dans la législation internationale, européenne, 
nous nous focalisons principalement sur l’étude de la législation de l’état espagnol, 
notamment à travers de ce que dit l’article 14 CE, de la Loi Organique 3/2007, du 22 mars, 
pour l’égalité effective des femmes et des hommes, de la Loi 30/2003 du 13 octobre, sur les 
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mesures pour inclure l’évaluation de l’impact du genre dans les dispositions législatives que le 
gouvernement réalise, et dans le Décret Royal 1083/2009, du 3 juillet, par lequel est 
régularisée la mémoire de l’analyse de l’impact législatif qui la développe. 
D’un autre coté, nous travaillons parallèlement sur l’étude de la législation de la région 
andalouse, plus précisément, sur le Statut d’Autonomie, Loi 12/2007 du 26 novembre, pour la 
promotion de la parité en Andalousie, et Loi 18/2003 du 29 décembre, par laquelle sont 
approuvées les mesures fiscales et administratives, développée jusqu’à février de cette année 
2012, par le Décret récemment aboli 93/2004 du 9 mars, par lequel est régularisé le rapport 
d’évaluation de l’impact du genre dans les projets de loi et règlements qu’approuve le Conseil 
du Gouvernement.  
Nous faisons une analyse quantitative et qualitative, dans le cadre de l’état espagnol et 
régional andalou, des Rapports d’Évaluation de l’Impact du Genre (IEIG) et des Mémoires 
d’Analyse de l’Impact Législatif (MAI), comme étant les outils conçus à travers toute la 
législation indiquée pour la détection, l’élimination et la prévention des dispositions 
législatives qui au moment de leur rédaction ont été configurées comme étant neutres, et qui 
peuvent devenir sexistes une fois publiés dans les Bulletins Officiels, portant ainsi atteinte aux 
principes constitutionnels de parité et non discriminatoires, ce qui augmente l’écart qui existe 
entre les femmes et les hommes. 
De cette façon, et comme résultat des années dédiées à cette recherche, nous essayons, 
dans cette section d’établir une série de conclusions qui nous permettent de pouvoir répondre 
à l’hypothèse initiale sur laquelle porte ce travail de recherche : 
 
Les Rapports d’Évaluation de l’Impact du Genre et les Mémoires 
d’Analyse de l’Impact Législatif, comme outils pour le jugement et l’évaluation 
de l’impact du genre dans la législation de l’Etat espagnol et régional andalou 
contribuent-ils, d’un point de vue législatif, à l’élimination de l’écart du genre 
qui sépare les femmes des hommes? 
 
1. L’application des mesures incluses dans les IEIG et les MAI n’a pas de caractère 
contraignant, il n’existe pas d’obligation juridique pour inclure dans les textes légaux 
définitifs ces mesures, qu’elles soient correctives ou éliminatoires. Il n’existe à ce jour aucune 
disposition législative qui oblige au législatif de prendre en considération les mesures que les 
rapports et les mémoires incluent.  
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L’obligation d’élaborer des Rapports d’Évaluation de l’Impact du Genre et des 
Mémoires d’Analyse de l’Impact Législatif se termine donc là dans l’obligation de son 
élaboration, l’application de ces observations n’est pas exigée.  
Par conséquent, nous observons que si après avoir élaboré un Rapport d’Évaluation de 
l’Impact du Genre ou un Mémoire d’Analyse Législative, ceci est privé du caractère 
obligatoire, ou s’il n’est pas inclus dans la disposition législative qui incluent ces mesures, 
l’utilisation de ces outils ne contribue en aucune façon à l’élimination des disparités.  
2. La deuxième conclusion, basée sur la précédente, est que nous pourrons uniquement 
savoir dans quelle mesure l’élaboration de ces rapports et mémoires a servi à l’élimination de 
l’inégalité, si pendant tout le procès d’élaboration se réalisent deux analyses : premièrement 
une analyse ex ante ou de diagnostic, pour connaître la situation de départ des femmes et des 
hommes ; et puis, deux ans plus tard après son élaboration une analyse ex –post d’application, 
avec l’objectif d’évaluer comment l’application de la norme corrigée a influencé le cas 
échéant la vie des femmes et des hommes. 
Nous considérons que le fait de pouvoir faire une analyse de suivi du procès 
d’élaboration des Plans plus importants, des Règlements, ou des Projets de Loi susceptibles 
d’être accompagnés de ces rapports ou mémoires, donnerait la possibilité de faire des 
corrections à court terme, sur certains points qui sont facilement détectables et réparables dans 
ce procès d’élaboration. À titre d’exemple, réaliser une analyse de suivi dans la rédaction des 
dispositions législatives incluses, pourrait nous permettre la révision et la correction possible 
dans le cas où une utilisation sexiste du langage a été faite.  
3. Après la promulgation de la Loi Organique 3/2007 du 22 mars pour la parité entre 
les femmes et les hommes, la publication du Décret Royal 1083/2009 du 3 juillet, par lequel 
est régularisée la mémoire de l’analyse de l’impact législatif, régularise six ans après sa 
promulgation, la Loi 30/2003 du 13 octobre. Ce Décret Royal établit, dans le cadre de l’état 
espagnol, la transition du Rapport de l’Impact du Genre à la Mémoire d’Analyse de l’Impact 
Législatif. Ce document quantitativement plus grand, homogénéise la façon de réaliser les 
analyses des différents impacts qui peuvent être provoqués dans la société par la législation 
traitée. En plus de l’impact économique et budgétaire, il est établi également dans ces 
mémoires qu’elles doivent inclure l’analyse de l’impact de la législation selon le genre, 
comme indiqué dans le Guide Méthodologique pour l’élaboration du  Mémoire de l’Analyse 
de l’Impact Législatif. 
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Nous avons observé que la transition des IEIG à MAI par rapport à l’analyse de 
l’impact de la législation selon le genre a influencée négativement l’élaboration de ces outils, 
car les analyses de l’impact selon le Genre inclues dans les Mémoires d’Analyse Législative 
sont d’une qualité inférieure à celles réalisées dans les Rapports d’Évaluation de l’Impact du 
Genre, qualitativement mais surtout quantitativement. Nous pouvons donc affirmer que les 
erreurs contenues dans les IEIG ne se sont pas améliorées dans les MAI, seule la 
méthodologie de l’élaboration s’est homogénéisée. Il y a eu une amélioration de la forme mais 
pas du fond. 
4. Malgré le fait qu’ils soient élaborés depuis l’année 2003, il est surprenant qu’il ne 
soit pas défini législativement ni dans le cadre de l’Etat espagnol ni dans celui de la région 
andalouse, quelle personne doit faire ces outils : IEIG ou MAI. De même la personne qui a 
élaboré le Guide Méthodologique pour l’élaboration du Mémoire de l’Analyse de l’Impact 
Législatif reste inconnue. 
La conséquence de cette omission législative, de cette absence de mention de la 
personne ou de l’organisme qui doit élaborer ces outils, est que d’un point de vue qualitative il 
n’est pas possible d’établir quelle qualification spécifique doit avoir cette personne ou cet 
organisme pour étudier les sujets en rapport avec la parité dans les  cadres sociologiques, 
juridiques et économiques. Nous ne devons pas oublier que la formation des personnes qui 
élaborent ces outils peut faire que l’analyse de l’impact législatif soit une simple démarche de 
plus à remplir dans le dossier législatif, et non plus un objectif pour éliminer les écarts de 
disparité entre les femmes et les hommes pour lesquels sont constitués ces outils. 
5. Les mesures incluses dans l’élaboration des IEIG dans le milieu régional andalou, 
de la même façon que dans le milieu de l’Etat, n’ont pas un caractère obligatoire. Dans le cas 
de la communauté andalouse, cette absence de caractère obligatoire est spécialement 
regrettable. Le fait que l’élaboration de ces rapports soit soumise à un système de double 
filtre, grâce à la participation de l’Institut de la Femme dans la réalisation des Rapports 
d’Observations aux Rapports de l’Impact du Genre (IOIEIG),  apporte des observations qui si 
elles étaient obligatoires serviraient effectivement à supprimer les possibles énoncés et 
conséquences sexistes dans la législation. 
Le problème principal auquel sont confrontés les IEIG et les IOIEIG est son 
anachronisme par rapport à l’ iter legislativo suivi par le Projet de Loi. Le fait d’élaborer un 
Rapport d’Évaluation de l’Impact du Genre par un Ministère, pour un Projet de Loi et son 
IOIEIG correspondant, est une action qui finit en même temps son élaboration. Une fois 
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réalisé, il ne souffre d’aucune modification tout au long de l’iter legislativo qui suit le Projet 
de Loi qu’il accompagne. De cette façon, si le Projet de Loi qu’il accompagne souffre de 
modifications en vertu des amendements que les différents groupes politiques parlementaires 
présentent, il n’en est pas de même avec ses rapports. Ceux ci  ne sont ni révisés ni mis à jour 
par rapport au nouveau texte législatif qui sera mis en place à travers l’exercice démocratique 
qu’est l’iter legislativo qui suit chaque Projet de Loi, jusqu’à ce qu’il devienne un texte 
législatif définitif. 
6. En plus des Rapports d’Évaluation de l’Impact du Genre et des Mémoires 
d’Analyse d’Impact Législatif, un autre outil est utilisé par les gouvernements pour essayer 
d’atteindre son objectif de réduction de l’écart d’inégalité entre les personnes qui forment la 
citoyenneté. Cet outil est l’élaboration des budgets publics orientés sur les résultats avec une 
approche du genre comme méthodologie à suivre pour une application transversale du 
principe de Mainstreaming dans l’administration publique. 
Cette méthodologie, dans l’État français, s’est révélée comme un outil convenable 
pour l’intégration du genre dans les politiques publiques, car son caractère horizontal assure la 
transversalité de cette approche dans toutes les activités et permet de les orienter vers la 
parité. 
Dans le cas de la Communauté Autonome Andalouse, l’intégration de la transversalité 
du genre se fait à travers l’élaboration des Rapports d’Évaluation de l’Impact en fonction du 
Genre qui doit accompagner et analyser de façon annuelle le budget public de la Région 
Andalouse. Ces rapports ne doivent pas se confondre avec le Rapport d’Évaluation de 
l’Impact du Genre de la législation, car même si son objectif est le même (atteindre la parité et 
la non-discrimination de la citoyenneté en éliminant les inégalités historiques qu’ont eu les 
femmes) le parcours et les outils utilisés sont différents.  
De façon transversale à toutes les conclusions exposées et pour finir cette section des 
conclusions juridiques, nous ne pouvons pas oublier de signaler que, en tant que juristes, nous 
considérons nécessaire de faire une ouverture des catégories juridiques existantes pour fournir 
une couverture légale à toutes les personnes qui forment la société. Il est nécessaire de créer 
de nouveaux concepts de sujets de droit, qui incluent la réalité sociale existante. C’est pour 
cela que nous nous joignons, d’un point de vue juridique, aux positions post-féministes 
actuelles qui demandent la « déstabilisation » du duo sexe/genre qui se rapporte au binarisme 
biologique et social. 
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Cette recherche nous a donné l’opportunité de réfléchir sur l’importance de rendre 
visible les personnes. Leur insertion comme êtres juridiques et le besoin de trouver un concept 
qui ne soit pas basé sur le binarisme, sera peut être la nouvelle ligne de recherche que nous 
entamerons. La société attend des réponses et de nouveaux modèles plus intégrateurs à partir 
du domaine juridique qui envisage la richesse et la variété de l’être humain. 
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(1) COMMISSION DE L’IMPACT DU GENRE DANS LES BUDGETS : Rapport d’évaluation 
de l’impact du genre du budget de la Région andalouse pour 2006, Junta de Andalucía, Consejería de Economía 
y Hacienda, Seville, p.7. 
 
(2) La Mention Européenne sur le titre de Docteur est établie par les Normes Régulatrices des 
Études du Doctorat adaptées à l’EEES. Proposées par la Commission des Masters et du Doctorat du 24/07/09 
(Adoptées par le Conseil du Gouvernement du 30/04/09 et modifiées par le Conseil du Gouvernement du 
24/07/09), de l’Université de Cordoba. Plus concrètement, incluse dans le TITRE IX, art. 43 qui établi que : 1. 
On pourra inclure sur le dos du titre de docteur la mention de docteur ou docteure européen si se présentent les 
circonstances suivantes:  
a) que pendant le temps de formation nécessaire pour obtenir le titre de docteur, le doctorant ou 
doctorante aie fait au moins trois mois de séjour en dehors de l’Espagne dans un centre d’enseignement 
supérieur ou dans un centre de recherche d’un État membre de l’Union Européen, faisant des études ou 
des recherches. Le séjour doit être validé par la personne qui dirige la thèse et il doit avoir le certificat 
correspondant délivré par la personne responsable du groupe de recherche de l’organisme ou 
organismes où la recherche ait été réalisée. 
b) qu’une partie de la thèse du doctorat, au moins le résume et les conclusions, soient rédigés et 
présentés dans une autre des langues officielles de l’Union Européen qui ne soit pas l’espagnol. 
c) que la thèse possède le rapport préalable, certifié officiellement, par au moins deux experts 
qui appartiennent à un centre d’enseignement supérieur ou à un centre de recherche dans un État 
membre de l’Union Européen qui ne soit pas l’Espagne. 
d) qu’au moins une personne experte qui appartienne à un centre d’enseignement supérieur ou 
à un centre de recherche dans un État membre de l’Union Européen différant à l’Espagne avec le titre de 
docteur doit faire partie du tribunal d’évaluation de la thèse. Cette personne ne peut pas être la même 
que celle qui a certifié le rapport préalable prévu dans l’épigraphe précédent ni la même qui a validé le 
séjour (épigraphe a). 
2. La défense de la thèse doit avoir lieu à l’Université de Córdoba (Espagne). 
3. La demande de la mention européenne du titre de docteur devra être faite au moment de la 
présentation de la thèse de doctorat pour son admission. 
4. La mention « Docteur Européen » permettra l’obtention d‘un certificat et/ou d’un diplôme 
qui accrédite cette condition. L’introduction et les conclusions en français et en espagnol de cette 
recherche se justifient par mon souhait d’obtenir, donc, la Mention Européenne.  
 
(3) Pour pouvoir utiliser cette méthodologie a été indispensable l’analyse d’une partie de l’œuvre 
d’ATIENZA, en particulier ATIENZA, M, « El derecho como argumentación ». ISEGORíN21.1999. 
Web:http://www.google.fr/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=4&ved=0CGkQFjAD&url=http%3A
%2F%2Fisegoria.revistas.csic.es%2Findex.php%2Fisegoria%2Farticle%2Fdownload%2F76%2F76&ei=CMS4T
_q7J4Gt0QW1yZXSBw&usg=AFQjCNFGkACznSJMenqNJohqro4igaXo2Q&sig2=3rpp7oX-
LIKYMZj0utTf_Q (Consultée la dernière fois en Mars  2012).   
 
(4)Dans ce sens, l’œuvre de NORBERTO BOBBIO est très illustrative, car pour lui, à la différence de 
KELSEN, le droit représente, plus qu’un discours, un ensemble d’actions de communication linguistique 
obligatoire, c’est-à-dire, un groupe d’énoncés qui a comme objectif influencer la conduite de l’autre. C’est pour 
cela que la science juridique n’est pas présentée comme une science « législative », mais comme une analyse 
linguistique du discours du législateur.  
 La science du droit est perçue par NORBERTO BOBBIO comme le « discours d’un discours », un 
métalangage descriptif. Mais, quand ce discours a une fonction sociale, la théorie du droit constitue un outil 
d’analyse du pouvoir et ainsi, le droit peut être compris comme mesure organisatrice de l’usage de la force. 
Ainsi, la méthodologie analytique éclaircit le problème qui oppose la méthodologie et la Théorie du Droit. 
BOBBIO N., Essais de théorie du droit (Recueil de textes), LGDJ / Montchrestien. France 2000.   
 
(5)Avec le temps, il convient de ne plus parler d’un seul type de féminisme, mais d’autant de types de 
féminismes que de vues sur la situation des femmes. On remarque principalement trois perspectives très 
différentes : le féminisme libéral, le féminisme radical et le féminisme socialiste. Ces dénominations ont été 
adoptées par les collectifs féministes eux même pour faire remarquer la variété des revendications et des 
objectifs à atteindre, ainsi que de leurs différentes origines politiques et théoriques.  
Chacun de ces féminismes présente une méthodologie différente. Ces différentes approches ont 
développé un type de réflexion propre et ont donné aux concepts un cadre d’application spécifique, même s’ils 
utilisent les mêmes outils d’analyse, comme c’est le cas pour le concept de patriarcat.  
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(6) On l’a traduit nous mêmes. 
 
(7) On définira le féminisme libéral de façon simple : c’est un type de féminisme qui dit que les 
problèmes de subordination des femmes seront finis lorsqu’on supprimera les restrictions légales qui empêchent 
leur entrée dans l’espace publique. 
 
(8) Il faut indiquer: la Conférence Mondial de l’année internationale des Femmes en 1975 au Méxique. 
La convention pour la suppression de toute  discrimination contre les femmes (CEDAW) en 1979. La conférence 
Mondiale du Décennie des Nations Unies pour la Femme ; Égalité, Développement et Paix en 1980, 
Copenhague. La conférence Mondiale pour l’évaluation des réussites des Nations Unies pour la Femme; Égalité, 
Développement et Paix en 1985, Nairobi. La convention Interaméricaine pour prévenir, sanctionner et supprimer 
la violence contre les Femmes « Convention De Belém Do Pará » 1994. Web : 
http://www.un.org/spanish/conferences/Beijing/Mujer2011.htm  (Consultée la dernière fois en Mars  2012).  
  
(9) ASSEMBLÉE GÉNÉRALE DES NATIONS UNIES. Déclaration et Plate-forme d’Action à Beijing, 
4-15 Septembre 1995. A/CONF.177/20 17 Octobre 1995. Web: 
http://www.unesco.org/water/news/pdf/beijing_declaration_es.pdf  (Consultée la dernière fois en Mars  2012).   
 
(10) NATIONS UNIES, Déclaration Universelle des Droits des Hommes, de 10  décembre de 1948, 
Résolution 217 A (III), Web: http://www.un.org/es/documents/udhr/  (Consultée la dernière fois en Mars  2012). 
(11) NATIONS UNIES. La Déclaration et le Programme d’ Action de Vienne approuvés par la 
Conférence Mondial des Droits de l’Homme le 25 de juin 1993. A/CONF.157/23. Web 
http://www.unhchr.ch/huridocda/huridoca.nsf/%28Symbol%29/A.CONF.157.23.Sp  (Consultée la dernière fois 
en Mars  2012). 
 
(12) NATIONS UNIES. Conférence Internationale sur la Population et le  Développement, du 5 au 13  
septembre 1994 El Cairo (Egipte). Web: 
http://www.un.org/popin/icpd/newslett/94_19/icpd9419.sp/1lead.stx.html.  (Consultée la dernière fois en Mars  
2012). 
 
(13) ANNAN, K, Secrétaire Général des Nations Unies. Période extraordinaire des sessions de 
l’Assemblée Générale des Nations Unies. Parité, développement et paix dans le XXIème siècle,  New York, 5 à 
9  juin 2000.  
Web: http://www.un.org/spanish/conferences/Beijing/mujer2021.htm  (Consultée la dernière fois en 
Mars  2012).   
 
(14) O.I.T : Outils pour l’égalité. L’idée d’introduire les questions du genre sur tous les programmes 
sociaux était établie comme une stratégie globale pour promouvoir l’égalité entre les femmes et les hommes, 
dans la Plate-forme d’Action adoptée dans la IVème Conférence Mondiale des Nations Unies sur les Femmes, à 
Beijing, 1995. Cette Plate-forme a souligné la nécessité de garantir que l’égalité entre les genres est un objectif 
prioritaire dans tous les domaines du développement social.  
Cette stratégie transversale inclut des activités spécifiques pour l’égalité et l’action positive, quelque 
soit le genre qui est désavantagé. Les interventions spécifiques pour l’égalité peuvent être dirigées vers les 
femmes uniquement, vers les femmes et les hommes, ou seulement vers les hommes, pour qu’ils puissent 
participer à leur développement et à leur profit. Ce sont des mesures prévisionnelles nécessaires pour lutter 
contre les conséquences directes et indirectes de la discrimination du passé.  
Web http://www.ilo.org/public/spanish/bureau/gender/newsite2002/about/defin.htm. (Consultée la 
dernière fois en Mars  2012). 
 
(15) Assemblé Générale des Nations Unies. Rapport de la Commission Spéciale Plénière du XXIII 
période extraordinaire des sessions du Beijing+5. Documents officiaux 2000.  XXIII période extraordinaire de 
sessions. Supl. no. 3 (A/S-23/10/Rev.1). New York, du 5 au 9 de juin  
2000.Web:http://www.un.org/spanish/conferences/Beijing/as2310rev1.pdf  (Consultée la dernière fois en Mars  
2012). 
 
(16) En Mars 2006, la Commission Européenne a adopté un Plan de Travail pour la parité pour le 
période 2006-2010. Ce plan présentait six axes prioritaires d’action communautaire sur l’égalité entre les sexes 
pour cette période : la même indépendance économique pour les femmes et les hommes, la conciliation de la vie 
privée et la vie professionnelle, la même représentation dans la prise des décisions, la suppression de toute forme 
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de violence de genre, l’élimination des stéréotypes sexistes et la promotion de la parité dans la politique 
extérieure et de développement. 
Web:http://europa.eu/legislation_summaries/employment_and_social_policy/equality_between_men_an
d_women/c10404_es.htm 
En ce qui concerne le Plan de Travail 2006-2010, ainsi que le Pacte Européen pour la parité, la 
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(18) UNION EUROPÉEN, Programme Légiférer Mieux.  
Web : http://ec.europa.eu/governance/better_regulation/brochure_en.htm  (Consultée la dernière fois en 
Mars  2012). 
 
(19) UNION EUROPÉENNE, Décision du Conseil, par laquelle on établi un programme d’action 
communautaire sur la stratégie à suivre en matière de parité (2001-2005), du 20 Décembre 2000.  
Web:http://portal.aragob.es/pls/portal30/docs/FOLDER/IAM/TEMAS/POLITIGUAL/IGUALDAD.PD
F  (Consultée la dernière fois en Mars  2012). 
 
(20) UNION EUROPÉEN. Lettre de la Femme, Communication de la Commission du 5 Mars, 2010 
apelé « Un compromiso reforzado en favor de la igualdad entre mujeres y hombres - Una Carta de la Mujer: 
Declaración de la Comisión Europea con motivo del Día Internacional de la Mujer 2010 en conmemoración del 
15º aniversario de la adopción de la Declaración y la Plataforma de Acción de la Conferencia Mundial de las 
Naciones Unidas sobre la Mujer celebrada en Pekín, y del 30º aniversario de la Convención de las Naciones 
Unidas sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer» [COM(2010) 78 final - non 
publiée dans le Journal Officiel].  
Web:http://eurlex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2010:0078:FIN:ES:PDF   
(Consultée la dernière fois en Mars  2012). 
 
(21) IV Plan d’Égalité d’Opportunités entre Femmes et Hommes. Gobierno de España- 2003-2006. 
 
(22) BOE núm. 246, du 14 Octobre 2003.  
 
(23) BOE núm. 173, du 18 juillet 2009.  
 
(24) BOE núm. 71, du 23 Mars 2007.   
 
(25) BOJA núm. 251, du 31 Décembre 2003.   
 
(26) Le 17 Février 2012, a été approuvé le Décret 17/2012 du 7 Février, par lequel  est régie 
l’élaboration du Rapport d’Évaluation d’Impact du Genre où est établie la seule disposition dérogatoire: 
« Le Décret 93/2004 du 9 Mars est complètement abrogé, par lequel est régi le Rapport  d’Évaluation 
d’Impact du Genre dans les projets de loi et règlements approuvés par le Conseil du Gouvernement, ainsi que les 
dispositions du même niveau ou inférieur qui s’opposent à ce qui est prévu dans ce Décret. » BOJA num. 36 du 
22 Février 2012. 
 
(27) BOJA num. 50, du 12 Mars 2004.   
 
(28) BOJA num. 247, du 18 Décembre 2007.   
335 
 
 
  
336 
 
EVALUACIÓN DEL IMPACTO DE GÉNERO EN  LA NORMATIVA COMUNITARIA, ESTATAL Y 
AUTONÓMICA ANDALUZA  
Glosario de Siglas………………………………………………………………..1 
I. Introducción……………………………………………………………...4 
a. Hipótesis de trabajo y objetivo de la investigación……………………...7 
b. Estructura de la tesis…………………………………………....………..9 
c. Metodología…………………………………………………………….12 
d. Marco legislativo inicial de la investigación…………………………...16 
 
Capítulo 1: Mujeres y hombres como sujetos de Derecho en Ordenamiento 
Jurídico. 
 
1.1 La lógica binaria del derecho……………………………………………………….25 
1.2 La dimensión genérica: “mujeres y hombres”, en el derecho……………………...30 
1.2.1 Breve historia del origen de la (des) igualdad política de las mujeres…………...30 
1.2.2 Los movimientos feministas y post feministas, en el siglo XXI ante la 
desigualdad política de las mujeres…………………………………………….32 
1.3 La necesidad actual de la noción “género” como medida para evitar situaciones 
jurídicas discriminatorias. Las acciones positivas……………………………………...35 
1.4 La igualdad de los géneros en el derecho comunitario……………………………..37 
1.4.1 Las Directivas comunitarias para la igualdad…………………………….39 
1.4.2 La igualdad de las mujeres en el derecho francés………………………...43 
1.5 Estimativa y evaluación del impacto en la normativa comunitaria………………...48  
 
Capítulo 2: El derecho de igualdad en el Orden Jurídico estatal español y 
autonómico andaluz. 
 
2.1 Breve trazado de la situación de las mujeres en España desde la Segunda Republica 
hasta la promulgación de la Constitución de 1978……………………………………..54 
2.2 El derecho de igualdad en el Estado social y democrático de derecho…………….60 
2.2.1 La igualdad en la Constitución Española de 1978………………………..60 
2.2.1.1 La igualdad como valor superior del Ordenamiento Jurídico…………..61 
2.2.1.2 La igualdad como principio de derecho………………………...………62 
337 
 
2.2.1.3 La igualdad como derecho fundamental………………………………67  
2.2.1.3.1 La consolidación de las mujeres como sujetos constitucionales……..71 
2.3 La Ley Orgánica para la Igualdad 3/2007 de 22 de marzo como primera ley que 
desarrolla el principio de igualdad………………………………………………….......73 
2.4 La regulación legal del principio de igualdad en la distribución territorial de 
competencias estatales y autonómicas andaluzas……………………………………....75 
2.4.1 El principio de igualdad en la legislación autonómica andaluza. El Estatuto 
de Autonomía de Andalucía…………………………………………………………....78 
2.4.1.1 Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción de la igualdad de 
género en Andalucía……………………………………………………………………80 
2.4.1.1.1 “I Plan estratégico para la igualdad de mujeres y hombres en Andalucía 
2010-2013”……………………………………………………………………………..82 
 
Capítulo 3: La dimensión de género en la elaboración de la normativa estatal.  
Estimativa y evaluación del impacto de género en la normativa estatal. 
 
3.1 Estimativa y evaluación del impacto de género en la normativa estatal…………...86  
3.1.1 El soporte constitucional de la evaluación del impacto de género de la 
normativa estatal………………………………………………………………………89 
3.2 La Ley 30/2003 de 13 de octubre, como herramienta de los Poderes Públicos, para la 
erradicación de disposiciones normativas sexistas…………………………………..…90  
3.2.1 La elaboración de los Informes de Evaluación de Impacto de Género, a 
través de la “Guía de aplicación práctica para la elaboración de Informe de Impacto de 
Género de las disposiciones normativas que elabore el Gobierno de acuerdo con la Ley 
30/2003 de 13 de octubre”……………………………………………………………...94  
3.3 La Evaluación del Impacto de Género en la Ley Orgánica 3/2007 de 22 de marzo, 
para la igualdad efectiva de mujeres y hombres………………………………………97 
3.3.1 Las Unidades de Igualdad de los Ministerios como asesoras 
departamentales en la elaboración del informe sobre impacto por razón de género….101 
3.4 El Real Decreto 1083/2009,  de 3 de julio, por el que se regula la memoria del 
análisis de impacto normativo, desarrollo legislativo de la Ley 30/2003, de 13 de 
octubre, sobre medidas para incorporar la valoración del impacto de género en las 
disposiciones normativas que elabore el Gobierno……………………………….......105 
338 
 
3.5 La Guía Metodológica para la elaboración de la Memoria del Análisis del Impacto 
Normativo……………………………………………………………………………..108 
3.5.1 Análisis del Impacto por Razón de Género en la Guía Metodológica para la 
elaboración de la Memoria del Análisis del Impacto Normativo……………………..113 
3.6 Compilación de los Informes de Evaluación de Impacto de Género………….......116 
3.6.1 Análisis cuantitativo y relacional de los Proyectos de Ley elaborados 
durante la VIII y IX  legislatura……………………………………………………….119 
3.6.2 Análisis cuantitativo de los Informes de Evaluación de Impacto de Género, 
y de las Memoria del Análisis de Impacto Normativo en las que se analiza el impacto 
por razón de género, elaborados según lo dispuesto en la Ley 30/2003 de 13 de octubre, 
sobre medidas para incorporar la valoración del impacto de género en las disposiciones 
normativas que elabore el Gobierno durante la VIII y IX  legislatura……………......128 
3.6.3 Análisis cualitativo de los Informes de Evaluación de Impacto de Género, 
y de las Memoria del Análisis de Impacto Normativo en las que se analiza el impacto 
por razón de género, elaborados según lo dispuesto en la Ley 30/2003 de 13 de octubre, 
sobre medidas para incorporar la valoración del impacto de género en las disposiciones 
normativas que elabore el Gobierno durante la VIII y IX  legislatura………………..134 
3.7 La aplicación de lo dispuesto en los Informes de Evaluación del Impacto de Género 
y en las Memorias de Análisis de Impacto en los textos legales definitivos: La 
disfuncionalidad en la elaboración de los IEIG y en las MAI………………………...142 
 
Capítulo 4. La dimensión de género en la elaboración de la normativa autonómica 
andaluza.  Estimativa y evaluación del impacto de género en la normativa 
autonómica andaluza. 
 
4.1 La Ley 18/2003 de 29 de diciembre, por las que se aprueban medidas fiscales y 
administrativas, como primera Ley andaluza que contempla materias específicas de 
género: Estudio de su art. 139.1 relativo a la Evaluación de Impacto de Género…….145  
4.1.1 Desarrollo de las medidas de género del artículo 139.1 de la Ley 18/2003 a 
través del Decreto 93/2004 que regula el Informe de evaluación de Impacto de Género 
en los Proyectos de Ley y Reglamentos que apruebe el Consejo de Gobierno……….149 
4.1.2 Los Informes de Evaluación de Impacto de Género elaborados en la 
Comunidad Autónoma Andaluza. Cómo se elaboran y cuáles son sus contenidos. Guía 
Europea para la Evaluación del Impacto en Función del Género……………………..150 
339 
 
4.1.2.1 La participación del Instituto de la Mujer Andaluz en la elaboración de 
los Informes de Evaluación de Impacto de Género hasta 2010……………………….154 
4.2 Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía......................................................................................................................157 
4.3 La estimativa y evaluación del impacto de género en la normativa andaluza a partir 
del nuevo Estatuto de Autonomía para Andalucía. Los avances que introduce la Ley 
12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción de la igualdad de género en 
Andalucía………………………………………………………………………...……160 
4.3.1 La evaluación de impacto de género en la Ley la promoción de la igualdad 
de género en Andalucía……………………………………………………………….161 
 4.3.1.1 Los Informes de Impacto de Género que deben acompañar a los planes 
aprobados por el Consejo de Gobierno……………………………………………….163 
4.3.1.2 Las Unidades de Género en la Administración Andaluza y la 
participación del Instituto Andaluz de la Mujer………………………………………165 
4.4 Compilación de los Informes de Evaluación de Impacto de Género……………..169  
4.4.1 Análisis cuantitativo de los Informes de Evaluación de Impacto de Género, 
elaborados según los dispuestos en la Ley 18/2003 de 29 de diciembre, por las que se 
aprueban medidas fiscales y administrativas, durante la VII y  VIII legislatura……..170 
4.5 La aplicación de lo dispuesto en los Informes de Evaluación del Impacto de Género 
en los textos legales definitivos. Análisis de su efectividad como instrumento para la 
eliminación de la brecha de género…………………………………………………...186 
4.5.1 Análisis cualitativo de los Informes de Evaluación del Impacto de Género. 
La información adicional que aporta a estos el Instituto de la Mujer Andaluz………187  
4.6 Análisis y comprobación de la incorporación o no, de las medidas que establecen los 
IEIG e IOIEIG en los textos legales definitivos: La disfuncionalidad metodológica en la 
elaboración de los IEIG……………………………………………………………….193 
4.7 Propuestas para evitar disfuncionalidades metodológicas en la elaboración de los 
IEIG. Metodología de análisis cualitativo de la incorporación o no, de las medidas que 
establecen los IEIG e IOIEIG en los textos legales definitivos………………………197 
 
 
 
340 
 
Capítulo  5. Un presupuesto público con enfoque de género: El enfoque de género 
en los presupuestos públicos orientados a resultados. Estudio de casos: Estado 
francés y la comunidad autónoma andaluza. 
 
5.1 La introducción de la perspectiva de género en los presupuestos públicos………200  
5.2 El enfoque a resultados en el presupuesto público como marco ideal para la 
introducción de la dimensión de género en los presupuestos públicos……………….204 
5.2.1 Estudio de casos: Estado francés y la Comunidad autónoma andaluza…209 
5.2.2 La introducción de la perspectiva de género en los presupuestos públicos 
franceses………………………………………………………………………………211 
5.2.2.1 La estrategia especifica seguida por el Estado francés para la 
introducción de la dimensión de género en el marco de un presupuesto orientado a 
resultados……………………………………………………………………………...213  
5.2.2.1.1 El programa número nº 137 específico de igualdad, en el 
presupuesto……………………………………………………………………………214 
5.2.2.1.2 La política de carácter transversal, en el presupuesto……………….215 
5.2.2.1.3 El Documento de Política Transversal de Igualdad entre Mujeres y 
Hombres, presentado en 2011………………………………………………………...217 
5.2.3 La introducción de la perspectiva de género en los presupuestos públicos 
de la Comunidad Autónoma Andaluza……………………………………………….220 
5.2.3.1 La Comisión de Impacto de Género en los Presupuestos de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía………………………………………………………………224 
5.2.3.2 Evolución de las metodologías utilizadas en Andalucía para la 
introducción de la dimensión de género en el presupuesto público. Los presupuestos 
orientados a resultados………………………………………………………………..227  
5.2.3.2.1 La metodología sueca de las 3R utilizada para la elaboración de los 
Informes de Evaluación de Impacto de Género al proyecto G+……….……………...227 
5.2.3.2.2 El proyecto G+……………………………………………………...231 
5.2.3.2.3 El Documento de Orientaciones Estratégicas (DOE)……………….237 
 5.2.3.2.4 El Fondo G+………………………………………………...………239 
5.2.3.2.5 Buenas prácticas: Orden de 20 de Mayo de 2010 por la que se dictan 
las normas para la elaboración del Presupuesto de la Junta de Andalucía……………240 
5.2.3.2.5.1 Estructura y contenido del Anexo X  “Modelo de Informe de Impacto 
de Género del presupuesto de la Junta de Andalucía para 2011”……………………..241 
341 
 
 
Capítulo 6. Conclusiones: 
 
6.1 Conclusiones jurídicas…………………………………………………………….245 
6.2 Propuesta para la mejora metodológica de la elaboración de los Informes de 
Evaluación de Impacto de Género y las Memorias de Análisis de Impacto 
Normativo……………………………………………………………………………..250 
 
Capítulo 7. Bibliografía y otros recursos. 
 
7.1 Libros…………………………..…………………………………………………254 
7.2 Artículos en revistas………………………………………………………………257 
7.3 Normativa y documentación más relevante en cuestiones de género…………….259 
7.3.1 Internacional…………………………………………………………….259 
7.3.2 Comunitaria….………………………………………………………….260 
7.3.3 Estatal Francesa…………………………………………………………262 
7.3.4 Estatal Española………………………………………………………...262 
7.3.5 Autonómica……………………………………………………………..264 
7.4 Jurisprudencia más relevante en materia de género utilizada en el trabajo de 
investigación. …………………………………………………………………...…….266 
7.4.1 Jurisprudencia Internacional…………………………………….………266 
7.4.2 Jurisprudencia Tribunal Constitucional Español.……………….………267 
7.5 Relación de las páginas web más relevantes en materia de género utilizadas en el 
trabajo de investigación. Webgrafía:..………….……………………………..………268  
7.5.1 Europeas……………….………………………………………..……….268 
7.5.2 Estatales…………………………………………………………………269 
7.5.3 Autonómica Andaluza……………………………………………..……269 
7.5.4 Otras. ……………………………………………………………….…..270 
 
Capítulo 8 Anexo. Índices de los anexos  que se acompañan en formato digital. 
 
8.1 Solicitudes escritas de documentación…………………………………...……….271 
8.2 Informes de Evaluación de Impacto de Género Estatales………………………..281 
8.3 Informes de Evaluación de Impacto de Género Andaluces………………………302 
342 
 
 
Capítulo 9. Versión Francesa 
9.1 Introduction en français……………………………………………………...……311 
9.2 Conclusions en français. ………………………………………………………….326 
                                                     
  




























































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































